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CAPITULO

I
Estrategias 
teóricas y 
metodológicas 
para abordar 
los presupuestos 
mínimos en el 
nuevo orden 
jurídico ambiental 
en Argentina

Marta S. Juliá





I. El Punto de partida

El proyecto de investigación que iniciamos en 2014, cuyos 
principales resultados presentamos en el presente trabajo, se 
orientaba a describir y analizar la formulación e implementación 
de las políticas nacionales de presupuestos mínimos ambientales 
en general, con referencias al estudio del caso de la provincia de 
Córdoba en particular. 

El tema es de importancia para la investigación ya que la con-
ceptualización de los presupuestos mínimos, su uso e internaliza-
ción en el sistema jurídico, la adaptación en los distintos niveles 
en sus marcos normativos son aspectos que forman parte de los 
mecanismos de implementación de las políticas ambientales que 
aún están poco profundizadas. 

Nos interesaba, en especial, observar cómo se incorporaba en 
la agenda pública ciertas temáticas como la propuesta, la opinión 
de doctrinarios y juristas, el abordaje y la resolución de problemas 
ambientales por parte de las instituciones y los conflictos que se 
generan, considerando que forman parte, los aspectos menciona-
dos, de un enorme proceso de construcción del nuevo orden am-
biental en el campo jurídico, el que no ha sido aun suficientemen-
te analizado en los estudios ambientales en Argentina.

Partimos del supuesto que una vez formulada normativamen-
te la política, es en el proceso de implementación de las políticas 
ambientales donde comienzan a emerger los conflictos, los deba-
tes y las disputas en el campo político, jurídico e institucional de 
manera más clara y en ciertas temáticas más que en otras. 

También conocíamos que se vienen multiplicando los instru-
mentos legales nacionales e internacionales, así como, los espa-
cios institucionales estatales y no estatales que llevan inscripto su 
carácter “ambiental” y sus objetivos de protección y conservación 
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del medio (Acuña, 1999; Durán de la Fuente, 1997; Pérez, 1996; 
Gabaldón, 2001; Juliá, del Campo, Foa Torres, 2009).

En este contexto, el nuevo orden jurídico, político e institu-
cional formulado en la reforma de 1994 de la Constitución Nacio-
nal, representa un profundo cambio en el sistema argentino que 
viene operándose en forma paulatina y sostenida hasta el presen-
te, lo que puede observarse con diversa intensidad en el período 
considerado de acuerdo al corte espacio-temporal que realicemos 
en el sistema (Juliá, 2006, 2012, 2013). 

El trabajo realizado forma parte de la línea de investigación 
desarrollada en los proyectos avalados y subsidiados por SECYT1. 
En este marco, la intención del grupo de investigación fue profun-
dizar, en este caso desde los presupuestos mínimos ambientales, 
en el estado de situación y de desarrollo de las políticas públicas 
ambientales en Argentina, como así también, en el proceso de es-
tructuración del nuevo orden ambiental, instaurado en nuestro 
país, a partir de la reforma constitucional de 1994.

II. Algunas referencias sobre el marco teórico y la delimitación 
del problema 

En nuestro análisis de la realidad jurídico ambiental en Ar-
gentina, las últimas décadas delinearon y otorgaron un perfil jurí-
dico, institucional y administrativo a las gestiones ambientales en 
los distintos niveles de gobierno, avanzando en numerosos aspec-

1	 En este sentido, cabe destacar, que se pretende seguir en la línea de inves-
tigación jurídica ambiental en desarrollo, utilizando los trabajos anteriores 
que permitirán situarnos en las instituciones ambientales y el ciclo de las 
políticas públicas que vienen desarrollando el proceso de inserción del nue-
vo orden jurídico ambiental en Argentina, desde la formulación hasta la 
ejecución de cada política ambienta, profundizando en la temática de presu-
puestos mínimos ambientales .Proyectos desarrollados titulados: “El princi-
pio precautorio en la institucionalidad ambiental en Argentina” (2008-2009) 
y “Formulación y ejecución de políticas públicas ambientales en Argentina” 
(2010-2011) e “Implementación de políticas públicas ambientales en argen-
tina. Dos estudios de caso: bosque nativo y residuos peligrosos (2007-2011).
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tos desde las provincias y municipios, hasta el reconocimiento 
constitucional con la reforma de 1994 (Juliá, 2010).

Es a partir de todo ello que se conforma un nuevo orden que 
surge de la conceptualización de ambiente que incorpora la Cons-
titución Nacional, de las consideraciones que realiza sobre el am-
biente en el marco de un desarrollo sustentable, de las formula-
ciones de este derecho-deber ambiental, de las obligaciones im-
puestas a los poderes del estado de proveer en materia ambiental, 
entre otras.

En el Artículo 41 se distribuyen las competencias en materia 
ambiental entre la nación y las provincias sin alterar las jurisdic-
ciones locales, donde se establece que le corresponde a la nación 
dictar los presupuestos mínimos de protección ambiental.

En este marco y siguiendo a Savino y Nonna, entendemos a 
los presupuestos mínimos como, normas de base, umbral, comu-
nes -en el sentido que constituyen denominador común-, sobre 
las cuales se va a construir el edificio total normativo de la tutela 
ambiental en la Argentina, de organización federal. Se trata de 
normas de aplicación en todo el territorio de la Nación, básicas, 
de un umbral, de un “piso inderogable (Savino/ Nonna, 2004)”.

Ahora bien, a ello se le agrega que el alcance de las normas de 
presupuestos mínimos comprende no solamente los estándares 
o parámetros técnicos, sino también las políticas de gestión en 
materia ambiental, con la sola limitación de no extralimitarse -va-
ciando de contenido o devaluando las facultades provinciales de 
dictar normas complementarias-, ni cercenar o aniquilar las facul-
tades inherentes al dominio originario de los recursos naturales 
existentes (Nonna/ Dentone, 2011).

Entre las principales discusiones acerca de estas normas, apa-
recen diferentes interpretaciones sobre las competencias, entre 
otros autores, Giuliano plantea por lo menos tres interpretaciones: 
1) la competencia en materia ambiental es de la nación y es de las 
provincias, es una competencia indistinta, es una competencia 
conjunta, lo que choca con el Articulo 41 en tanto habla de míni-
ma; 2) hay una parte sustantiva y una adjetiva, lo sustantivo es de 

Estrategias teóricas y metodológicas para abordar los presupuestos mínimos… 
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la nación y lo adjetivo, lo complementario, lo procedimental, lo 
instrumentalizador es de las provincias, y 3) en materia de com-
petencia a pluralidad, la nación se ocupa de lo mínimo y las pro-
vincias de lo máximo, en lo sustantivo lo que produce la nación 
y lo que producen las provincias tienen el mismo rango porque 
ambas jurisdicciones son responsables (Giuliano, 2007:37).

Todo ello se traduce en un enorme impacto en el sistema jurí-
dico generando nuevas categorías de normas (las leyes de presu-
puestos mínimos), nuevas jerarquías normativas (leyes ambienta-
les vs. Códigos de fondo), nuevas responsabilidades (responsabi-
lidad ambiental), la generación de legislación ambiental por parte 
de las provincias y municipios, las que deben integrar, adecuar y 
complementar a la de presupuestos mínimos nacionales y al man-
dato constitucional (Juliá, 2010).

Se observa que las tareas de implementación no son sistemá-
ticas y que las gestiones van avanzando en función de sus nece-
sidades, prioridades y objetivos, que no siempre coinciden con 
los establecidos en las leyes. El gestor y el intérprete ambiental 
se enfrentan a un nuevo sistema en construcción que es necesario 
desarrollar e implementar, planteando problemas inter-jurisdic-
cionales, de alcance y límites de las competencias ambientales, en 
los distintos niveles de gobierno.

Por otra parte, las leyes de Presupuestos Mínimos Ambienta-
les existen y están incorporadas en el sistema jurídico argentino, 
algunas han sido muy cuestionadas, otras ya aplicadas en muchos 
casos a situaciones ambientales concretas. Existen numerosos ar-
tículos que se han ocupado de observar y analizar las leyes de pre-
supuestos mínimos desde el concepto como De Bendectis, o as-
pectos de federalismo en la ley general del ambiente en el caos de 
Esain, o planteando la crítica a la ley general como Bec y Franco, 
como opiniones de mayor o menor generalidad (Cafferatta, Valls, 
Pigretti, por ejemplo) siendo mencionar los distintos autores con 
trabajos sobre el tema.
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Al mismo tiempo, ya hemos señalado en otros trabajos2, tanto 
los estudios jurídicos ambientales de tenor dogmático, como los 
análisis de políticas ambientales, inscriptos en la ciencia política, 
no son terrenos o campos académicos totalmente apropiados para 
abordar los presupuestos mínimos. 

Así, en el caso de los estudios jurídicos, si bien el jurista dog-
mático tiende a visualizarse como un simple interprete técnico de 
términos y conceptos legales, en el terreno ambiental la adopción 
y la acumulación de esas interpretaciones y opiniones coadyuva-
ban al establecimiento de criterios específicos para la formulación 
e implementación de políticas (Juliá/ Foa Torres, 2012).

En el campo de los estudios de las políticas públicas ambien-
tales está habitado por un amplísimo espectro de enfoques que 
van desde los técnicos económicos, que promueven el desarrollo 
de instrumentos económicos de gestión ambiental, pasando por la 
perspectiva de los derechos que suele proponer la instalación y el 
fortalecimiento de instancias que garanticen el cumplimiento de 
la legislación ambiental, hasta enfoques críticos y de cuño mar-
xista que intentan analizar al derecho y la política ambiental en el 
contexto económico y político mundial en el que se desenvuelven 
(Foa Torres, 2012).

Los interrogantes iniciales que nos planteamos frente a la 
existencia de estas leyes de presupuestos mínimos estuvieron 
relacionados con el impacto que producían en la incorporación 
al sistema jurídico: ¿Cómo ubicarlas, en qué rango y categoría 
se las puede considerar? ¿Qué relación tienen con las leyes de 
fondo y con las leyes especiales?, entre numerosos interrogantes 
de diverso orden.

En este sentido, desde una perspectiva jurídica ambiental, los 
presupuestos mínimos como políticas públicas, son indicadores 

2	 Juliá, Marta- Foa Torres, “Derecho y políticas públicas ambientales. Hacia 
un enfoque ambiental y discursivo de lo Jurídico”, Revista Perspectiva en 
Políticas Públicas, año I, N° 2 Universidad Nacional de Lanús, Lanús Enero/ 
Junio 2012.

Estrategias teóricas y metodológicas para abordar los presupuestos mínimos… 
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trascendentes que tienen incidencia en los demás elementos de la 
gestión (el derecho y la administración ambiental) y deben consi-
derarse los impactos en el marco normativo y administrativo de 
cada gestión objeto de análisis. 

Una aproximación para la organización del trabajo del equipo 
consistió en la estructuración del abordaje temático desde la se-
lección de los siguientes aspectos objeto de análisis:

-	 Aspectos conceptuales de los Presupuestos Mínimos 
Ambientales. El concepto de los presupuestos mínimos: la 
definición constitucional y la de la ley general de ambiente, 
las opiniones encontradas sobre las mismas. El significado 
y alcance que se ha otorgado por parte de los autores al pre-
supuesto mínimo ambiental, cual es el origen del término, 
que opiniones se manifestaron en la reforma constitucional 
cuando se trató el tema.

-	 Antecedentes normativos similitudes y diferencias. 
Las leyes de presupuestos mínimos dictadas hasta el presen-
te, las temáticas, características, comparaciones que pueden 
realizarse en cuanto a la técnica legislativa, diferencias que 
pueden observarse.

-	  La formulación de políticas ambientales a través 
de presupuestos mínimos. El análisis de cada temática que 
tiene presupuestos mínimos en Argentina como evolucionó 
el ciclo de las políticas públicas en este aspecto. 

-	  Los presupuestos mínimos a partir de la ley gene-
ral de ambiente. La ley general como principal reguladora 
en el sistema jurídico, político e institucional, su importan-
cia, alcance, desarrollos logrados a partir de la misma, la 
doctrina y jurisprudencia generada.

-	 Teoría jurídica en materia de Presupuestos Míni-
mos. La doctrina ambiental y los presupuestos mínimos, la 
construcción de teoría en el derecho ambiental y los alcan-
ces logrados. Interpretaciones contrapuestas. Principios.

-	 La jurisprudencia ambiental y el uso de las leyes 
de presupuestos mínimos. El desafío del trabajo en equi-
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po, teniendo en cuenta la diversidad en la formación de los 
integrantes y la incorporación de asistentes y ayudantes de 
investigación, nos condujo a la organización y sistematiza-
ción del trabajo a través de un coordinador en las diferentes 
temáticas centrales sobre las que trabajaron como grupos. 

-	 Un estudio comparativo sobre la política ambiental 
dispuesta en cada Estado. La elección de los países a ana-
lizar se hizo en base a los Estados que integran la UNASUR. 
No se analizaron Venezuela, República Cooperativa de Gu-
yana y República de Suriname ya que se propone realizar 
dicho análisis en posteriores trabajos. Se examina la estruc-
tura política pública ambiental de Bolivia, Ecuador, Perú, 
Paraguay, Chile, Uruguay, Brasil y Colombia.

El grupo participa en diferentes actividades de formación y 
capacitación de acuerdo a los profesionales y estudiantes que lo 
integran. La realización de un seminario de trabajo con la dis-
cusión de los avances y logros alcanzados, con presentación de 
resultados por grupo, permitió definir los plazos y diseño de re-
sultados para la presente publicación.

Los resultados obtenidos abren un conjunto de caminos teó-
ricos y metodológicos para profundizar en los presupuestos mí-
nimos, conectarlos con las políticas nacionales, con las políticas 
provinciales, observar la expresión del mínimo en el territorio, 
entre otras. Asimismo, en cada temática objeto de presupuestos 
mínimos hay que observar las relaciones, interconexiones con las 
áreas que ejecutan, con la legislación específica y los procesos 
asociados, por ejemplo en agua, bosque nativo, residuos, etc.

III. La consideración del contexto de análisis de las políticas am-
bientales formuladas en presupuestos mínimos

La reforma de la Constitución Nacional generó una importan-
te publicación de opiniones y consideraciones por parte de ju-
ristas, doctrinarios y operadores del derecho que expresaban sus 
visones con respecto a la reforma y sus impactos en el sistema 
jurídico argentino.

Estrategias teóricas y metodológicas para abordar los presupuestos mínimos… 
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En la reforma constitucional de 1994, con la incorporación 
del nuevo Artículo 41 a la Constitución Nacional, se logró ubicar 
al tema ambiental en él más alto nivel jurídico. A partir de ello, 
constitucionalistas y juristas de las distintas ramas del derecho 
incursionaron en el significado y el alcance del nuevo derecho 
ambiental reconocido, que impactaba en la estructura misma del 
sistema jurídico.

Los análisis en materia ambiental vinculados a la incorpora-
ción de la cláusula ambiental fue motivo de debate e interpreta-
ción por parte de quienes estudian o aplican el derecho ambiental 
desde diferentes perspectivas.

En este sentido la Constitución Nacional, según Valls (1992:75): 

“Influye sobre el derecho ambiental cuando fija las bases del 
derecho argentino, atribuye funciones a los tres poderes y distri-
buye la competencia entre el gobierno federal y provincial”.

La normativa ambiental puede observarse desde la recons-
trucción de un sistema jurídico ambiental emanado de la Cons-
titución Nacional, que ha determinado atribuciones y competen-
cias que permiten distinguir y ordenar los distintos sectores que 
lo integran.

Esto es interpretado en el sentido que:

“La Nación pone las bases (contenidos mínimos) y luego las 
provincias complementan dichas bases con leyes locales regla-
mentarias que atienden las peculiaridades provinciales de pro-
tección ambiental” (Quiroga Lavié, 1996:957).

Cuando se dictan presupuestos mínimos rigen para todo el 
territorio nacional y las provincias pueden dictar normas para 
complementarlas o normas más exigentes que aquellas pero no 
pueden dictar normas con menores exigencias que los presupues-
tos establecidos a nivel nacional. 

En este sentido Tawil (1995:1291) señala que:

“Es necesario un adecuado ejercicio de las competencias 
nacionales y provinciales para lograr imponer exigencias equi-
valentes en las distintas jurisdicciones, superando así las des-
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igualdades que el régimen anterior a las reforma constitucional 
había dado lugar”.

Sin duda, la expresión de presupuestos mínimos fue destaca-
da en tanto venía a resolver el problema de las competencias en 
materia ambiental que era un tema discutido, considerado como 
derecho no enumerado hasta ese momento.

El concepto presupuesto mínimo no existía en el vocabulario 
jurídico de nuestro sistema de derecho, fue importado de otro sis-
tema con todas las connotaciones que ello trae y particularmente 
las innumerables interpretaciones que se pueden hacer del mismo.

Ante el aparente acuerdo sobre el significado del concepto 
las propias leyes de presupuestos mínimos lo echaron por tierra 
ya que con posterioridad a su sanción la pregunta central vuel-
ve a ser hoy ¿qué son presupuestos mínimos? Y necesariamente 
conduce a ¿por qué resulta tan difícil definir algo que hasta ahora 
parecía tan claro?

IV. La actualidad de la discusión del concepto de presupuestos 
mínimos 

El nuevo orden ambiental que se perfila en el sistema jurídi-
co argentino a partir de la reforma constitucional de 1994, en las 
nuevas leyes de presupuestos mínimos, y en especial en la Ley 
General del Ambiente 25.675, es analizado como un proceso, don-
de es importante destacar la discusión doctrinaria del concepto 
de presupuesto mínimo incorporado en el Artículo 41, como eje, 
desarrollo y marco de la construcción del sistema jurídico desde 
una mirada ambiental.

El reconocimiento constitucional del derecho ambiental sig-
nificó el posicionamiento definitivo del tema, incorporando los 
conceptos más modernos, ya que tenía su propio desarrollo teóri-
co tanto a escala internacional como nacional.

En este marco, las nuevas leyes de presupuestos mínimos 
irrumpieron en el sistema jurídico argentino en forma sorpresiva. 
A partir de 1994 y hasta 2002 se sucedieron proyectos diversos 

Estrategias teóricas y metodológicas para abordar los presupuestos mínimos… 
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en el tema que nunca llegaron a sancionarse y a partir de 2002, se 
sancionan cinco leyes de presupuestos mínimos (Ley N° 25.612 
Gestión de Residuos Provenientes de Actividades Industriales y 
de Actividades de Servicios en 2002, Ley N° 25.688 Gestión Am-
biental de Aguas, en 2002, Ley N° 25.670 PCBs presupuestos para 
su Gestión y Eliminación, noviembre de 2002, Ley N° 25.675 Ge-
neral del Ambiente en 2002).

La ley N° 25.831 sobre Régimen de Libre Acceso a la Infor-
mación Pública Ambiental, se sanciona en enero de 2004. Lue-
go vuelven a pasar varios años hasta que se sancionan la Ley de 
Ordenamiento Territorial de Bosque Nativo 26.331 en diciembre 
de 2007, la Ley 26.562 de Control de Actividades de Quema en 
2009, la Ley 26.639 de Preservación de los Glaciares y Ambientes 
Periglacial, en 2010 y la Ley 26.815 Sistema Federal de Manejo 
del Fuego de 2013.

Recapitulando sobre algunos trabajos anteriores sobre el tema 
vamos a volver a situaciones ya trabajadas con la actualización 
correspondiente (Juliá 2008, 2010). La idea es rescatar las apre-
ciaciones, comentarios y análisis realizados con anterioridad y su 
perspectiva actual.

Decíamos que hasta la promulgación de las primeras leyes de 
presupuestos mínimos había casi un acuerdo entre los interesados 
en el tema, doctrinarios, juristas y abogados sobre el significado 
del concepto de “presupuestos mínimos”, salvo interpretaciones 
de contenido económico de algunos representantes de disciplinas 
no jurídicas que no dejaban de sorprender.

Establecer una interpretación del mencionado concepto lleva 
a distintos autores a ensayar significados considerando que es un 
umbral, un piso, un límite mínimo y se obtiene acuerdo. El paso 
siguiente es fijar el alcance del concepto hasta donde se considera 
lo mínimo en el límite o umbral y la pregunta es ¿Cómo delimita-
ríamos el quantum?.

La nueva pregunta que aparece en escena es ¿Cómo interpre-
tar los presupuestos mínimos, con qué alcance? Se puede, por un 
lado, interpretar con un amplio alcance considerando que pueden 
regularse presupuestos mínimos sobre la problemática ambiental 
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en general. Por otro lado, se puede, interpretar el concepto con un 
alcance parcial considerando que solo puede regularse sobre cier-
tas temáticas ambientales y de acuerdo a una concepción limitada 
del ambiente y en forma restrictiva.

En el texto del Artículo 41 de la C.N. se interpreta que las pro-
vincias realmente cedieron a la Nación la facultad de fijar los pre-
supuestos mínimos y por lo tanto el quantum de los mismos o se 
interpreta que solo se le otorgó la posibilidad de determinar un 
piso o umbral totalmente limitado, ya que esta delegación constitu-
ye una excepción. Incluso existieron posiciones que consideraban 
la inconstitucionalidad de algunas leyes dictadas bajo este formato.

La polémica más importante aparece ante la interpretación 
del tercer párrafo del Artículo 41 cuando se distribuyen las com-
petencias en materia ambiental indicando que le corresponde dic-
tar a la nación y que a las provincias y esto ha generado distintas 
posiciones doctrinarias. 

Recurriendo a los principios generales, la división de compe-
tencias entre la nación y las provincias surge de la aplicación del 
Artículo 121, conforme al cual las provincias conservan todo el 
poder no delegado a la nación. 

En este sentido, se considera que:

“La Nación posee una competencia de excepción, ya que ella 
debe resultar de una delegación expresa, hecha a su favor por 
parte de las provincias” (Sabsay, año: página).

Muchos autores se preguntan si existió una verdadera dele-
gación de las provincias a favor de la Nación en la temática am-
biental y en su caso como delimitamos el quantum de la misma 
(Sabsay, Di Paola, Wolf, entre otros años de cita).

Avanzando en materia de competencias el problema del quan-
tum lleva a preguntarse si la nación pude fijar presupuestos mí-
nimos en materia de recursos naturales y como se combinan los 
Artículos 121 y 124 con el art.41 de la Constitución.

En esto Sabsay y Di Paola comentan al respecto:
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“Ahora bien, la combinación de ambas disposiciones -Artí-
culos 41 y 124- nos induce a pensar que la delegación se efectuó 
bajo la condición de que su ejercicio no importara un vaciamien-
to del dominio que tienen las provincias sobre esos mismos recur-
sos. De otro modo no se entiende cuál habría sido la intención del 
constituyente al establecer la cláusula de resguardo de la compe-
tencia provincial que importa el Artículo 124, in fine” (Sabsay y 
Di Paola, 2003).

En el concepto mismo hay acuerdos y desacuerdos entre los 
autores, el concepto de presupuesto mínimo se ha definido como 
la base para establecer un piso para que las provincias constitu-
yan su orden jurídico ambiental o lo perfeccionen o lo amplíen.

La mayoría de los autores aceptan que el concepto de presu-
puesto mínimo es una base, piso o umbral a través del cual la na-
ción debe fijar un mínimo de protección ambiental uniforme para 
todo el territorio del país.

 “Tanto Cafferatta, como Quiroga Lavié, Benedetti y Ceni-
cacelaya sostienen que el Articulo 41 ha producido un cambio 
trascendente. Cafferatta dice que nos encontramos ante un nue-
vo ámbito del derecho que avanza sobre temas antes reservados 
a las provincias, en el ámbito propio de su jurisdicción”. (Lago, 
2003:52) aunque Cafferatta también advierte sobre la interpreta-
ción restrictiva de los presupuestos mínimos.

Por otra parte entendemos que la delegación que se hace de 
la temática ambiental a la nación debe ser de excepción, puesto 
que si hubiera pretendido delegar su regulación el legislador lo 
hubiera incluido en el Artículo 75. Apoya este argumento Sabsay 
cuando opina que “no ha sido el deseo del constituyente codificar 
este tema, de lo contrario, hubiese incluido la materia ambiental 
entre los códigos de fondo a que hace alusión el Artículo 75, en su 
inc. 12 de la C.N” (Sabsay).

Es importante considerar que las provincias tienen un orden 
jurídico ambiental al que, a partir del dictado de las nuevas leyes, 
van a tener que adaptar, completar o modificar a los efectos de 
cumplir con las pautas mínimas que se le exijan. 
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Existían por lo menos tres posiciones claramente diferencia-
das sobre el alcance del concepto de presupuesto mínimo incor-
porado en la Constitución:

1.	 Una posición restrictiva donde el alcance de este 
concepto está limitado un piso o umbral fijado por valores o 
límites equiparables a estándares y no puede regularse nada 
más bajo el concepto de presupuesto mínimo.

2.	 Una posición intermedia que si bien es coincidente 
en la necesidad de fijar límites y valores entienden que el 
concepto puede albergar algunos principios y la formula-
ción de instrumentos de gestión uniforme y en algún caso la 
guía de objetivos políticos mínimos.

3.	 Una posición amplia que comprende que es una ver-
dadera delegación de la temática ambiental y por lo tanto 
bajo el rubro de presupuestos mínimos podría incluirse me-
nos la legislación común que está delegada a la nación, to-
dos los aspectos.

La nueva Ley General del Ambiente, una ley marco en ma-
teria de presupuestos mínimos de protección ambiental, que el 
Congreso ha sancionado en virtud del mandato del tercer párrafo 
del Artículo 41, reúne en su texto aspectos básicos de la política 
ambiental nacional, en consonancia con diversas contribuciones 
de la comunidad jurídica y de la sociedad en general.

Las discusiones sobre el alcance y significado del concepto 
de presupuestos mínimo se reavivan a partir de la sanción de las 
nuevas leyes, cada una merece un análisis pormenorizado por lo 
que solo vamos a referirnos en forma superficial sobre los aspec-
tos que regulan y describir algunos detalles generales a tener en 
cuenta en la discusión sobre presupuestos mínimos.

Los presupuestos mínimos dictados con anterioridad a la ley 
general del ambiente hacen referencia a las siguientes proble-
máticas: la Ley 25.612 sobre Gestión de Residuos Provenientes 
de Actividades Industriales y Actividades de Servicios que es 
la primera ley sancionada de este tipo, la Ley sobre Gestión y 
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Eliminación de PCBs (25.670) y la Ley de Gestión Ambiental de 
Aguas (25.688).

Estas leyes conforman regulaciones con diferente alcance, 
muy general en el caso de la gestión ambiental de aguas, un régi-
men en la gestión de residuos y puntual en el caso de una sustan-
cia que se pretende gestionar y eliminar.

V. La Ley General Ambiental Nº 25.675 

Para analizar la Ley General del Ambiente N° 25.675, hare-
mos una lectura entendiendo como tal, la de analizar el impacto 
que ha tenido en el sistema jurídico institucional argentino y las 
principales discusiones que ha generado en la doctrina, con los 
especialistas y los operadores de problemas ambientales.

El análisis de la Ley General de Ambiente, con las limitacio-
nes que he establecido, permite en su lectura observar los princi-
pales impactos y reflexiones que ha ocasionado la sanción y ac-
tual discusión de la misma, desde nuestra perspectiva. 

Leer la ley desde una perspectiva ambiental no es una tarea 
menor, porque desde su definición nos encontramos con distin-
tos calificativos asignados a esta nueva ley: es “una ley dictada 
como de presupuestos mínimos”, es “una ley general en materia 
ambiental”, es “la ley que determina la política ambiental nacio-
nal”, es “una ley de carácter mixto”, por lo tanto, hay numerosas 
y posibles lecturas al respecto.

La aspiración de juristas y especialistas en la temática am-
biental desde hace varias décadas fue contar con una ley orgánica 
o, como muchos definían, una ley marco en la materia como reco-
nocimiento a la trascendencia del tema.

Algunas provincias, en nuestro país, se adelantaron en ma-
teria legislativa a la nación y cuentan con leyes generales de am-
biente o leyes marco ambiental, como el caso de la provincia de 
Córdoba que desde 1985 con la Ley 7343 ha fijado los principios 
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rectores en la materia y a partir de ella numerosas provincias dic-
taron sus leyes tomando como guía esta norma.

La Ley 25.675 es una Ley General de Ambiente, que viene a 
otorgar otro calificativo a la misma, cuyo significado fundamental 
es que establece los objetivos que debe cumplir la política am-
biental nacional y un conjunto de elementos e instrumentos que 
la hacen posible.

Distintos autores remarcaron la necesidad de contar con una 
ley general en materia ambiental con anterioridad a la reforma 
constitucional como un requisito indispensable para una adecua-
da regulación de la temática.

La expectativa por la sanción de las leyes de presupuesto mí-
nimo se mantuvo desde la incorporación misma de la cláusula 
constitucional que la habilitaba y se reflejó de similar manera las 
opiniones y las críticas que fueron objeto tales leyes. 

La ley general del ambiente constituye un avance importante 
en la temática ambiental ya que, por un lado, viene a llenar un 
vacío en el sistema jurídico al fijar los principales objetivos de la 
política ambiental nacional y por otro, determina cual es el bien 
jurídico protegido con amplitud, considerando la preservación y 
protección de la diversidad biológica y la implementación del de-
sarrollo sustentable.

La ley incorpora nuevos conceptos, interpreta conceptos pre-
existentes como el de presupuesto mínimo e implementa moda-
lidades de consenso y mecanismos de articulación de distintos 
sectores que vamos a destacar ya que son verdaderos desafíos para 
su implementación. 

La mirada desde una nueva perspectiva ambiental desafía 
el análisis jurídico solo centrado en lo normativo. Por lo que, al 
analizar la Constitución en el contexto del sistema jurídico for-
mulado y desarrollado, nos enfrentamos con la incorporación de 
nuevos conceptos, que no estaban en el sistema y que provenían 
de modelos externos, situación que solo puede ser interpretada en 
el marco del sistema y con los significados y alcances otorgados 
por el mismo. 
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El concepto de presupuesto mínimo tiene su significado en el 
sistema y en el ambiente ¿Cuál es? Evidentemente que es el gran 
tema de discusión y para algunos autores tal vez se ha avanzado 
en lo que sabemos que no es un presupuesto mínimo: no es una 
regulación administrativa, no es un procedimiento, no es cual-
quier materia propia de las provincias o municipios, entre otros. 
Sin embargo, no podemos afirmar que cada ley de presupuesto 
mínimo no impacta sobre las regulaciones administrativas, los 
procedimientos y las materias propias de las provincias y munici-
pios por lo cual no podemos excluir estas temáticas en las leyes. 

Nos interesa dejar todas las preguntas por un momento y 
avanzar en el significado de la propia ley general y su impacto 
en el sistema jurídico y el significado para la temática ambiental.

La importancia de la ley general se manifiesta al otorgar a sus 
disposiciones el carácter de orden público y que se utilizarán para 
la interpretación y aplicación de la legislación específica. Con ello 
se le otorga el rango que de alguna manera se aspiraba en los co-
mienzos con la idea de dictar una ley orgánica.

Desde la perspectiva de la ley general se van a interpretar y 
aplicar las leyes específicas y las normas que ejecutan la política 
ambiental, donde el legislador las sujeta al cumplimiento de una 
serie de principios, entre los cuales se reafirma aún más la impor-
tancia de la ley general ya que prevalece sobre cualquier norma 
que se le oponga.

Algunos doctrinarios verían en la ley general los anteojos 
ambientales a través de los cuales observar el sistema o también 
realizar una lectura ambiental del sistema jurídico a partir de la 
nueva ley.

Esta norma permite reconstruir el sistema jurídico ambiental 
a partir de su lectura ambiental, lo que significa ordenar y siste-
matizar el material normativo existente en función de los objeti-
vos que establece y sobre la base de los principios explicitados 
en la propia ley, que ordena, sistematiza y organiza el sistema 
jurídico en materia ambiental.
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El principal impacto en el sistema jurídico, desde nuestra 
perspectiva, fue la posibilidad misma de reconstruir un nuevo or-
den ambiental a partir de su dictado y fundar una nueva política 
ambiental que le imprimió una dinámica, que no existía hasta el 
momento, al sistema jurídico ambiental.

La ley define para la interpretación y aplicación un conjunto 
de principios a las que están sujetas las normas que ejecutan po-
líticas ambientales. Algunos de ellos ya estaban incorporados en 
algunas leyes, como es el caso del principio precautorio en resi-
duos peligrosos, y otros destacados a escala internacional y recep-
tados en la doctrina, que vienen, lo que es realmente importante, 
a formar parte de la legislación con la incorporación y definición 
en la ley general.

Sobre los principios ambientales se ha discutido y escrito en 
la doctrina especializada pero es necesaria su difusión generali-
zada ya que muchos de ellos modifican las interpretaciones ju-
rídicas tradicionales a la que los operadores del derecho están 
acostumbrados. De acuerdo a lo destacado anteriormente, nos en-
contramos con situaciones ambientales que con el conocimiento y 
la aplicación del principio de prevención o precautorio se evitan 
instancias de conflicto o litigio. 

La formación interdisciplinaria en materia ambiental es des-
tacada por autores que provienen de distintas disciplinas, quienes 
trabajan desde el derecho deben difundir y capacitar en el uso de 
los nuevos principios, que hoy ya forman parte de nuestro sistema 
jurídico, como un elemento común a las otras materias que inter-
vienen en el abordaje de los problemas ambientales.

Para explicar a biólogos, geólogos, químicos, médicos, arqui-
tectos, etc., porqué es necesario contar con una ley general del 
ambiente en argentina, es necesario profundizar en el sistema y 
su impacto, en los posibles usos de los nuevos principios y la 
trascendencia de tener objetivos de política explicitados en el 
texto de la ley.

Tal vez, podríamos empezar por explicar los instrumentos de 
la política y de la gestión que establece la ley y llegaríamos al 
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sistema y sus principios. Son en realidad distintos modelos para 
armar una mirada que sirva para observar el sistema jurídico des-
de lo ambiental para quienes abordan o gestionan los problemas.

Los instrumentos de política y de gestión incorporados por la 
ley no son todos los instrumentos sino que son algunos de los que 
se utilizan para ejecutar políticas en forma prioritaria. Argentina 
fija de esta forma y con estos instrumentos su política ambiental. 

El ordenamiento ambiental del territorio planteado en primer 
término es el elemento imprescindible para la toma de decisión 
ya que el conocimiento del estado de situación del territorio, con 
las características de nuestro país (extensión, diversidad de regio-
nes, climas, etc.), hacen del mismo una herramienta estratégica de 
gran relevancia.

Es sobre la base del ordenamiento ambiental que el resto de 
los mencionados instrumentos adquiere entidad. La evaluación 
de impacto ambiental es un instrumento esencial en la política 
ambiental y la construcción de un sistema de control adecuado 
complementa la ejecución de políticas. 

Para el uso de los instrumentos antes destacados debe con-
tarse con el diagnóstico y la información ambiental necesaria, de-
sarrollar educación ambiental y con un régimen económico que 
promueva el desarrollo, de esta forma se completan los aspectos 
centrales que permiten hacer frente a la temática.

Todos los instrumentos definidos en la ley son necesarios e 
indiscutidos para la ejecución de una política ambiental en cual-
quier nivel de decisión que se trate y el desarrollo de cada uno 
de ellos es un desafío para cualquier gestión ambiental. Si bien 
no son los únicos instrumentos se han planteado como los más 
relevantes para la gestión.

VI. La ley y la gestión 

La modalidad de gestión ambiental que subyace en la Ley 
25.675 tiene algunas particularidades que son de destacar ya que 
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en el texto hay una permanente referencia a la “coordinación in-
terjurisdiccional”, a la “concertación de intereses”, a la “coordi-
nación de autoridades competentes” donde se instaura un nuevo 
modelo para formular y ejecutar la política ambiental en el siste-
ma jurídico argentino.

La relación interjurisdiccional no es sencilla, se debe com-
patibilizar lo establecido en el Artículo41 con el Artículo124 de 
tal manera que aquellos temas sobre los cuales tiene el dominio 
exclusivo la provincia no sean vaciados de contenidos por la 
Nación en la regulación de temáticas con la excusa de fijar pre-
supuestos mínimos.

Simplemente se vuelve a la definición misma del presupues-
to mínimo y al quantum de la delegación establecida en el Ar-
tículo 41 y en realidad a la discusión de las bases mismas del 
sistema federal.

La ley general ha tomado en este sentido la resolución de fijar 
los objetivos de la política ambiental, que es una atribución de la 
nación, y ha seleccionado un camino para resolver los conflictos 
entre las distintas jurisdicciones en forma anticipada, antes que 
se produzcan, a través de un mecanismo de consenso y participa-
ción de los distintos actores del sistema. 

Entre los objetivos de la política ambiental está el de estable-
cer un sistema federal de coordinación interjurisdiccional, para la 
implementación de las políticas no solo nacional sino regional y 
en el Artículo 23 se explicita un sistema federal ambiental cuyo 
objeto es desarrollar la coordinación de la política ambiental ten-
diente al logro del desarrollo sustentable entre el gobierno nacio-
nal, los gobiernos provinciales y la ciudad de Buenos Aires. 

El organismo definido por la ley general como el encargado 
de articular este sistema federal ambiental, cuya responsabilidad 
va ser instrumentarlo, es el Consejo Federal de Medio Ambiente 
(COFEMA) ya existente y hoy revitalizado por la Ley 25.675.

La gran discusión desarrollada desde la creación misma de 
nuestro sistema jurídico institucional acerca del federalismo 
establecido y la política desarrollada criticada como unitaria y 
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poco federal tiene un cambio desde la misma ley en su modali-
dad de ejecución.

La ley general ha operativizado, en la forma más clara, el 
concepto y la definición de Pedro J. Frías del federalismo de 
concertación en materia ambiental y esta idea, donde se alinean 
muchos constitucionalistas para defender el federalismo, se ma-
nifiesta en la forma de formular y ejecutar la política ambiental 
en el marco del sistema.

La ley define los objetivos de la política, los instrumentos de 
aplicación y gestión, pero la formulación y ejecución la discute 
en el ámbito creado para concertar en materia ambiental que es 
el COFEMA.

Esta nueva propuesta requiere un nuevo ejercicio democráti-
co que va a demandar una importante labor política y técnica en 
los distintos ámbitos o niveles gubernamentales dedicados a aten-
der la problemática ambiental. Por lo cual el trayecto de 2002 a 
2015 en materia de política ambiental ha sido de gran importancia 
para comprender la situación actual.

El sector asignado en el gabinete del gobierno nacional para 
formular los requerimientos en la materia y destinado a ejecutar 
la política ambiental nacional va a estar condicionado a concer-
tar con las provincias y la ciudad de Buenos Aires. Tendrá que 
sentarse a la mesa de la concertación como uno más junto a las 
provincias y a la ciudad de Buenos Aires en un pie de igualdad a 
la hora de concertar en materia ambiental.

A la política nacional ambiental se la ha pensado concertada 
y coordinada, limitada en su ejecución por el respeto a los princi-
pios incorporados en la ley en lo que hace a su ejecución interna. 
Todo ello teniendo en cuenta que se ve, en algunos casos, condi-
cionada por los compromisos internacionales que ha asumido y 
asume el gobierno argentino en el concierto de estados y al fijar la 
política exterior Argentina. 

Este ejercicio se trasladó a cada una de las provincias que 
componen la Nación ya que tuvieron que llevar a la concertación 
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en el marco del COFEMA su problemática interna de estado, don-
de también debieran concertar con municipios y comunas los as-
pectos relevantes de la región.

En el diseño de un nuevo orden jurídico ambiental, a partir 
de la nueva ley general, una tarea relevante es la que se ha de-
sarrollado en las provincias a partir de la definición de las leyes 
de presupuestos mínimos. Cada provincia de acuerdo al material 
normativo ambiental existente tuvo mayor o menor tarea en la 
complementación de las normas dictadas en el ámbito nacional.

VII. El ingreso de las leyes al sistema jurídico, político, insti-
tucional

Abordar las políticas ambientales formuladas a través de pre-
supuestos mínimos requiere una aproximación a diferentes aspec-
tos de las normas que tienen que ver con el propio concepto, su 
interpretación, las modalidades en que se han formulado en los 
diez instrumentos actuales, como las han implementados las juris-
dicciones, que interpretación han dado los jueces en las causas que 
involucran presupuestos mínimos o requieren de su consideración.

La incorporación de las leyes de presupuestos mínimos al sis-
tema (jurídico, político institucional) no es pacífica, en muchos 
casos se cuestionó la constitucionalidad de las mismas y hasta 
existieron proyectos de derogación para alguna de ellas.

La complejidad misma de la materia ambiental ha llevado a 
los teóricos a preguntarse dónde empieza y dónde termina el de-
recho ambiental, como establecer cuál es la legislación ambien-
tal. Las definiciones acerca de los límites se han ido modificando 
de acuerdo a las nuevas conceptualizaciones del ambiente, sus 
elementos y las distintas perspectivas de análisis de los proble-
mas ambientales.

Las competencias en materia ambiental son en este sentido 
un tema de discusión actual en la materia. En los distintos niveles 
de gobierno concurren competencias en materia ambiental cuyos 
límites son difusos como los problemas mismos.
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La distribución de competencias establecidas en el Artículo 
41 a las distintas jurisdicciones plantea, en el dictado de las le-
yes de presupuestos mínimo, problemas al regular los recursos 
naturales, los problemas de contaminación, entre otros, que son 
los cuestionados en las leyes de agua y residuos particularmente.

Entre las nuevas leyes de presupuestos mínimos la única que 
no se cuestiona como tal y que es considerada como un verdadero 
avance para la interpretación y sistematización de la legislación 
es la ley general y las críticas se han centrado sólo en algunos ar-
tículos de su texto.

Aparece un nuevo escenario jurídico político e institucional 
en materia ambiental que es necesario observar y estudiar ya que 
es a través del cual se van a aplicar los nuevos principios, los ins-
trumentos de política y gestión ambiental y la implementación de 
la ley general va a originar nuevas formas de leer el derecho desde 
una perspectiva ambiental.

La ley General del Ambiente 25.675 viene a establecer un 
nuevo orden jurídico ambiental en el sistema jurídico argentino 
a partir de su promulgación. Este nuevo orden permite, desde los 
principios incorporados y los objetivos de política ambiental, es-
tablecer una reconstrucción del propio sistema jurídico ambiental 
ordenando el material normativo existente.

La Ley General del Ambiente modifica la legislación ambien-
tal vigente en forma substancial ya que la ordena, le introduce 
nuevos principios, fija los objetivos políticos y establece nuevos 
mecanismos de concertación política. Introduce un desafío al pro-
pio sistema incorporado en la Constitución Nacional al impartir 
la necesidad de acordar, coordinar y consensuar la política am-
biental a desarrollar en Argentina. Selecciona el COFEMA como 
el lugar apropiado para concertar las políticas ambientales por 
parte de las provincias y el organismo nacional y la ciudad de 
Buenos Aires para acordar las formas de ejecución de las políticas 
en los distintos niveles de gobierno y en los distintos ámbitos.

El derecho ambiental argentino recibe un importante impulso 
tanto en lo referido a la labor teórica como en lo relativo a la apli-
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cación e interpretación del mismo. La reforma del Código Civil 
incluye la consideración de las leyes de presupuestos mínimos y 
posiciona su trascendencia.

El ambiente como bien jurídico protegido cobra cada vez 
mayor entidad, el reconocimiento del orden público en la ley 
general posiciona al derecho ambiental en un rango distinto 
para la discusión frente a las distintas ramas del derecho y su 
enfoque tradicional.

VIII. Algunas consideraciones metodológicas

El análisis de los presupuestos mínimos desde la línea de in-
vestigación que se viene desarrollando planteó interesantes de-
safíos para abordar las temáticas en la diversidad de niveles, ins-
tancias, modalidades y requirió en cada grupo de investigación la 
elaboración de una propuesta para acceder, sistematizar y anali-
zar la información existente.

La consideración del sistema jurídico, político e institucional 
como un sistema donde existen relaciones, inter-relaciones, im-
pactos y consecuencias que se producen en una dinámica perma-
nente conforma la observación inicial a tener en cuenta.

La reforma constitucional y la conformación de un nuevo or-
den jurídico, político e institucional en materia ambiental es el 
segundo elemento a partir del cual se configura el análisis, ya que 
es una referencia espacio temporal a considerar.

El nuevo orden jurídico, político e institucional ambiental 
debe observarse como un proceso que viene desarrollándose des-
de 1994, que atraviesa diferentes gestiones políticas que le dan su 
propia impronta en las distintas dimensiones (jurídica, política e 
institucional) y que como tal continúa en el tiempo.

El proceso se encuentra en construcción y cada cambio o in-
corporación al sistema genera impactos en la estructura y funcio-
namiento del mismo, situación que nos obliga a estar atentos al 
material normativo objeto de estudio, a las definiciones políticas, 
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a las modificaciones institucionales, entre otros aspectos que se 
manifiestan en el tiempo.

En el abordaje de cada capítulo se ha explicitado una me-
todología elaborada para acceder de manera ordenada y siste-
mática al material de trabajo que los grupos han considerado 
de relevancia a partir de fundamentos teóricos, de la línea de 
trabajo o del marco teórico considerado o por cuestiones de tipo 
meramente metodológico.

Este esfuerzo de definir teórica y metodológicamente en cada 
temática el abordaje, sistematización y análisis permite conside-
rar en las próximas investigaciones aspectos no indagados, con-
tinuidad en la profundización de ciertas líneas de trabajo, entre 
otras ventajas que se manifiestan en los límites determinados en 
cada capítulo.

IX. Reflexiones Finales

La incorporación de las leyes de presupuestos mínimos al 
sistema no fue pacífica, hoy seguimos discutiendo sobre su con-
tenido, alcance, significado y al mismo tiempo reconociendo la 
trascendencia de establecer los mínimos, adaptarse y complemen-
tarlos generando una verdadera tutela ambiental.

La complejidad misma de la materia ambiental ha llevado a 
los teóricos a preguntarse dónde empieza y dónde termina el de-
recho ambiental, como establecer cuál es la legislación ambien-
tal. Las definiciones acerca de los límites se han ido modificando 
de acuerdo a las nuevas conceptualizaciones del ambiente, sus 
elementos y las distintas perspectivas de análisis de los proble-
mas ambientales.

Las competencias en materia ambiental son en este sentido 
un tema de discusión actual en la materia. En los distintos niveles 
de gobierno concurren competencias en materia ambiental cuyos 
límites son difusos como los problemas mismos. Las competen-
cias concurrentes en los tres niveles dejan un amplio margen para 
establecer límites, acuerdos y coordinaciones.
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La Ley General del Ambiente, entre las leyes de presupuestos 
mínimos, es la única que no tiene mayores cuestionamientos y 
que es considerada, por la mayoría de los doctrinarios, como un 
verdadero avance para la interpretación y sistematización de la 
legislación ambiental.

La ley general da lugar a aplicar los nuevos principios, los 
instrumentos de política y gestión ambiental y su implementa-
ción origina nuevas formas de leer el derecho desde una pers-
pectiva ambiental.

La polémica que generó como ley de presupuesto mínimo y la 
definición legal que estableció, permitió que doctrinarios, acadé-
micos y operadores del derecho en general discutieran el signifi-
cado y alcance de las leyes de presupuestos mínimo y las formas 
de implementación de las mismas.

Todo esto ha permitido, en los próximos capítulos del trabajo 
que presentamos, sistematizar las opiniones y visiones existentes, 
el análisis de la normativa de presupuestos mínimos de manera 
pormenorizada, las expresiones sobre diversos aspectos en la ju-
risprudencia y como los distintos países de la región han profun-
dizado en su temática ambiental nacional.
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RESUMEN

El concepto de presupuestos mínimos de protección ambien-
tal ha suscitado diversas discusiones teóricas, las cuales han in-
tentado sofocarse con sendas definiciones legales, reglamentarias 
y doctrinarias. En primer lugar, tras su inclusión en el texto cons-
titucional de 1994, las controversias fueron algo tímidas, sin em-
bargo, en un segundo momento con su definición legal dada por la 
ley general del ambiente Nº 25.675, los debates crecieron en pro-
fundidad. En este trabajo intentaremos identificar, sistematizar y 
evaluar dichas definiciones, dando a su vez lugar a interrogantes 
conexos, referidos a temas tales como federalismo y democracia. 
Nuestra meta última es ofrecer al lector un mapa ordenado y co-
herente de la discusión teórica habida en materia de PMPA, que 
a su vez se vea enriquecido con criterios propios de evaluación 
de las distintas concepciones, enfoques o perspectivas existentes 
sobre dicho concepto. Este trabajo debe entenderse como la conti-
nuidad de una línea de investigación fecunda y profusa dada en el 
marco general del derecho ambiental argentino contemporáneo, y 
en el más específico, de un esfuerzo intelectual por re-significar 
los principios y presupuestos normativos instituidos mediante la 
reforma constitucional de 1994. 

PALABRAS CLAVES

Presupuestos mínimos de protección ambiental; definición 
constitucional; definición legal; definición reglamentaria; defini-
ciones doctrinarias.



Los presupuestos mínimos y el nuevo orden jurídico ambiental…44

I. Introducción

Desde su incorporación en el texto constitucional (Artículo 
41, pfo. 3ro), el concepto de Presupuestos Mínimos de Protección 
Ambiental (de aquí en adelante PMPA) ha sido ampliamente dis-
cutido por la doctrina jurídica argentina. Por motivos de pruden-
cia o bien fruto de una técnica legislativa minimalista, los con-
vencionales constituyentes de 1994 decidieron no introducir una 
definición constitucional explicita de dicho concepto. Los inte-
rrogantes conceptuales y normativos emergentes desde entonces 
han sido numerosos y persistentes. 

En respuesta a dichas incógnitas es que la Ley General del 
Ambiente Nº 25.675, sancionada en 2002, introdujo en su Artícu-
lo 6 una definición legal del concepto de presupuestos mínimos. 
Así también Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA), or-
ganismo permanente para la concertación y elaboración de una 
política ambiental coordinada entre los estados miembros, creado 
mediante dicha ley, ha producido su propia definición e interpre-
tación (Res 92/04, 313/15). A mayor abundamiento, se han san-
cionado numerosas leyes de PMPA especiales, es decir que tienen 
por objeto un área específica del derecho ambiental y de los recur-
sos naturales, tratando temas tan diversos como: bosques nativos, 
residuos industriales y de actividades de servicios, gestión y eli-
minación de PCBs, residuos domiciliarios, información pública 
ambiental, control de las actividades de quema, preservación de 
los glaciares y del ambiente periglaciar, ley de quema, aguas, etc.

La existencia de estas leyes de PMPA ha planteado dudas rela-
tivas a como debieran incorporarse al sistema jurídico ambiental 
vigente, es decir, acerca de: cómo ubicarlas, en qué rango y cate-
goría se las puede considerar, qué relación tienen con las leyes de 
fondo y cuál con las leyes especiales, si constituyen o no leyes 
de fondo. En muchos casos estas leyes regulan no solo aspectos 
sustanciales sino también procedimentales.

Sin embargo, dichas definiciones legales y reglamentarias 
no han subsanado los problemas interpretativos. En este senti-
do, cabe señalar que los interrogantes teóricos lejos de disiparse 
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se profundizaron, volviendo así imperiosa una adecuada tarea de 
interpretación jurídica. La razón de este nuevo escenario teórico 
se debe a que la definición legal según algunos autores pareciera 
contrariar el espíritu minimalista de la constitución nacional y 
por ende el actual reparto de competencias entre Nación y Provin-
cias en materia de recursos naturales. Esta confusión o presunta 
confusión, no ha detenido sin embargo el ímpetu analítico de los 
dogmáticos del derecho ambiental. En aras de resolver las dispu-
tas interpretativas es que numerosas y disímiles definiciones doc-
trinarias han surgido intentando armonizar el texto constitucional 
y legal vigente. 

Atento este cuadro de situación, es que en este capítulo, nos 
proponemos los siguientes objetivos principales: 1) Identificar las 
definiciones legales, reglamentarias y doctrinarias existentes en 
materia de PMPA; 2) Clasificar dichas definiciones atendiendo a 
criterios relevantes; y 3) Explicitar una definición constitucional 
sistémica del concepto de PMPA.

II. Una metodología exploratoria

Es bien sabido que todo proceso de investigación en ciencias 
sociales se integra por tres elementos fundamentales, a saber: el 
marco teórico, los objetivos y la metodología. (Sautu, 2005: 34).

El marco teórico es el conjunto de conceptos que permiten 
aprehender la realidad. Sautu explica que dentro del mismo en-
contramos: el paradigma que es un conjunto de conceptos teóri-
cos – metodológicos que el investigador asume como un sistema 
de creencias básicas que determinan el modo de orientarse y mi-
rar la realidad; las teorías generales que son concepciones gene-
rales de la sociedad y las teorías sustantivas que son el conjunto 
de conceptos específicos de la parte de la realidad social que se 
pretende estudiar (Sautu, 2005:34/35). 

Así también, Sautu nos enseña que los objetivos constituyen 
una construcción del investigador para abordar el problema de 
la realidad a partir del marco teórico seleccionado. Éstos deben 
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ser susceptibles de ser contestados y estar circunscriptos a un es-
pacio temporal. Los objetivos son el nexo entre el marco teórico 
utilizado y la metodología a emplear por el investigador (Sautu, 
2005: 36/37). 

“La metodología representa la manera de organizar el proce-
so de la investigación, de controlar los resultados y de presentar 
posibles soluciones al problema que nos llevará a la toma de de-
cisiones” (Zorrilla y Torres, 1992: pag). En la misma línea, Sautu 
(2005:37) nos explica que “…está conformada por los procedimien-
tos o métodos para la construcción de la evidencia empírica”.3

Para enfrentar los procesos de investigación en materia am-
biental, coincidimos con Sautu en que es necesario conocer la 
problemática a enfrentar, los conceptos desde los cuales partir y 
empezar a observar algunos problemas conceptuales y metodoló-
gicos para intentar trabajar y profundizar de manera adecuada las 
situaciones objeto de estudio. 

En relación a la problemática ambiental que nos planteamos 
Morín E. nos ilustra: 

“Nos encontramos por consiguiente en presencia de una cien-
cia de nuevo tipo, una ciencia que estudia un sistema complejo y 
lo analiza remitiéndose simultáneamente a las interacciones par-
ticulares y al conjunto global, una ciencia que además resucita 
el diálogo y la confrontación entre los hombres y la naturaleza, y 
que permite intervenciones mutuamente provechosas para éstos 
y aquellas.” (Morin, 2002:137) 

Frente al análisis de problemas complejos, como investigado-
res debemos tener una mirada crítica e interdisciplinaria, que nos 
permita como nos recuerda Leff (1994) “profundizar e internalizar 
un saber emergente: el saber ambiental”. 

3	 Diesing, resalta la importancia de distinguir dos nociones que muchas veces 
aparecen vinculadas pero no son lo mismo, la de metodología y método. Nos 
dice “La metodología trata de la lógica interna de la investigación, los mé-
todos constituyen una serie de pasos que el investigador sigue en el proceso 
de producir una contribución al conocimiento” (Diesing, 1972:1). 
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De acuerdo a los objetivos de la investigación, el diseño puede 
ser exploratorio, descriptivo, explicativo, predictivo y evaluati-
vo. Dentro de esta clasificación, hemos seleccionado los métodos 
exploratorio y explicativo para llevar adelante la investigación. 
Los estudios exploratorios sirven para preparar el terreno, y ge-
neralmente anteceden a los otros tipos. Estos se efectúan, normal-
mente, cuando el objetivo es examinar un tema o problema de 
investigación poco estudiado o que no ha sido abordado antes. 
Se caracterizan por ser más flexibles y amplios en su metodolo-
gía en comparación con los estudios descriptivos o explicativos. 
Los análisis explicativos en derecho tienen pretensiones de re-
construir intelectualmente una determinada realidad normativa 
o realidad empírica, dando cuenta de los presupuestos fundantes 
de dicho orden normativo, o de las causas de aquel estado empí-
rico, los cuales ofician de objeto de estudio. Así también se suelen 
explicitar hipótesis reconstructivas rivales a la defendida por el 
investigador para probar la solvencia de sus propias afirmaciones. 
Su metodología suele ser analítica o bien empirista dependiendo 
de si se estudian normas o realidades.

Para elaborar el presente trabajo, realizamos una lectura pre-
via de las fuentes de información (libros, revistas especializadas, 
opinión de especialistas, discusiones del tema en congresos, estu-
dios e investigaciones previas del tema, resoluciones de organis-
mos especializados) y una exhaustiva revisión bibliográfica.

III. Los presupuestos detrás de los presupuestos 

En este apartado analizaremos brevemente aquellos presu-
puestos conceptuales que están detrás de los presupuestos míni-
mos de protección ambiental.

Partiendo de un concepto clave y básico como “ambiente”, re-
conocemos la existencia de múltiples definiciones dependiendo 
de la disciplina que la elabore y discuta (Ecología, Biología, Cien-
cias Sociales, etc.). Algunas disciplinas definen al ambiente desde 
una mirada amplia y otras desde una restringida y dependiendo 
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de cuál sea la postura del concepto que se adopte, se determinará 
el marco jurídico, se limitará la materia que forma parte o no de 
lo ambiental y así limitar o no, lo que se comprende por derecho 
ambiental, legislación ambiental, y en nuestro caso, por presu-
puestos mínimos de protección ambiental. 

Nuestra propuesta es considerar al ambiente desde una pers-
pectiva amplia circunscripta al paradigma de lo complejo, como 
un concepto polisémico, que no se reduzca a lo ecológico o natu-
ral, ni tampoco se limite a un enfoque meramente normativista o 
jurídico, sino que amén de ellos, también incorpore la perspectiva 
social, cultural, económica, política. Este punto de partida marca-
rá nuestro contexto de análisis al abordar nuestro objeto de estu-
dio: los presupuestos mínimos de protección ambiental. 

A los fines de poder definir acabadamente los conceptos de 
política ambiental y derecho ambiental debemos partir de reco-
nocer el significado de gestión ambiental.

Podemos definir a la gestión ambiental como el “conjun-
to de actividades humanas encaminadas a procurar la orde-
nación del medio ambiente y contribuir al establecimien-
to de un modelo de desarrollo sustentable” (Brañes, 2000: 
117). Para ligar estas actividades al accionar estatal, que es 
lo que en definitiva nos interesa ahora, es necesario referirse 
a la gestión pública ambiental.

A la hora de definir a la gestión pública ambiental algu-
nos autores destacan tres elementos: la política, como “con-
junto de acciones que se diseñan para alcanzar la ordena-
ción del ambiente”; el derecho, en tanto “técnica social que 
procura inducir a los individuos a que observen determina-
da conducta”; y la administración, en razón del estableci-
miento de la gestión “como objetivo social y por ende como 
función estatal” (Brañes, 2000: 118). 

Desde una perspectiva diferente, otro sector de la doctri-
na entiende que la gestión pública ambiental “[...] es la mate-
rialización de la incorporación de la dimensión ambiental en 
la planificación del Estado” (Juliá, 1993: 172). Se trata de una 
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concepción más concisa que permite dar cuenta de la presen-
cia estatal en el conjunto de actividades humanas encamina-
das a proteger al medio ambiente. Además, se agrega que:

“[…] la Gestión Ambiental es dependiente del marco 
jurídico existente en el país, de la incorporación de la di-
mensión ambiental en la planificación del estado y de los 
instrumentos utilizados para materializar la gestión.” (Juliá, 
Del Campo, Foa Torres, 2009: 19).

Existen numerosas maneras de clasificar a la gestión pú-
blica ambiental, pero la que resulta de mayor utilidad para 
el propósito de este trabajo es aquélla que la estructura se-
gún sus etapas. Brañes entiende que: 

“La gestión ambiental supone un conjunto de actos nor-
mativos y materiales que buscan una ordenación del am-
biente, que van desde la formulación de la política ambien-
tal hasta la realización de acciones materiales que tienen 
ese propósito” (Brañes, 2000: 117). 

Siendo así, se puede decir que la gestión pública am-
biental comprende tanto la formulación como la ejecución 
de las políticas ambientales (Juliá, Del Campo, Foa Torres, 
2009). La primera etapa (formulación) hace referencia al 
conjunto de esfuerzos por precisar un mandato, proposición 
o política ambiental general mediante diferentes mecanis-
mos institucionales y jurídicos. Dentro de la formulación se 
distinguen, a su vez, dos dimensiones: la jurídica y la insti-
tucional. Por su parte, la segunda etapa (implementación) es 
el conjunto de acciones que buscan plasmar en el territorio 
a las políticas ambientales formuladas y hacerlas cumplir a 
través de diferentes instrumentos de gestión de índole jurí-
dica o institucional.

Quedándonos en la primera fase, entre el conjunto de 
instrumentos con que cuenta el Estado para diseñar una po-
lítica y definir su decisión de actuar ante un problema pú-
blico, se encuentra la formulación normativa de la política 
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pública, que es un aspecto poco indagado en general de las 
políticas públicas.

En dicha primera etapa de formulación, nuestro ordenamien-
to jurídico ambiental argentino actual incluye objetivos, princi-
pios y presupuestos políticos definidos. Todos ellos han sido con-
signados en la Ley General del Ambiente Nº 25.675 (2002). 

Al respecto de la noción de política ambiental, Juliá anali-
za ciertos interrogantes relevantes, los que consideramos vale la 
pena rescatar (Juliá, 2005, 2007). En primer lugar, Juliá se pregun-
ta: ¿Existe una definición de política ambiental a nivel constitu-
cional? En el análisis del sistema jurídico argentino es posible 
observar las definiciones políticas a partir de la formulación de 
la denominada clausula ambiental, ya que determina el contexto 
que va a tener trascendencia jurídica en el sistema y constituye el 
marco dentro del cual se van a desarrollar las políticas ambienta-
les. El punto de partida para la definición de política ambiental 
en Argentina lo encontramos en primer término, en la Reforma 
Constitucional de 1994, como la primera formulación política al 
establecer el significado de distintos aspectos de la temática así 
por ejemplo: lo que se entiende por ambiente en el sistema jurí-
dico argentino, quienes legislan, quienes ejecutan y gestionan en 
materia ambiental y cuáles son las responsabilidades de las auto-
ridades sobre el tema.4

Si nos preguntamos, ¿Dónde se formula la política ambiental 
con posteridad a lo establecido en la Constitución Nacional? Es 
en los tres niveles de gobierno, siendo el nivel nacional el en-
cargado de establecer los presupuestos mínimos de protección 
ambiental para el territorio, conformando el piso o el umbral de 
protección exigible en el sistema jurídico. Las provincias van a 
formular políticas de complementación o profundización en la 
temática ambiental que se trate ya que deben partir del presu-
puesto mínimo establecido.

4	 Marta Susana Julia. “Formulación de Políticas Públicas Ambientales. Los ca-
sos de “Aguas”, “Bosque Nativo” y “Residuos Peligrosos”” - Editorial Lerner 
S.R.L. (2013: 65).
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Los municipios también formulan las políticas ambientales 
locales, con los condicionamientos establecidos a nivel de presu-
puestos mínimos y en el marco de las políticas ambientales pro-
vinciales, quedándoles un margen importante de regulación en el 
ámbito del territorio en que tienen competencia.5

IV. Presupuestos mínimos de protección ambiental

a) Diferentes tipos de conceptos y concepciones

Cuando se nos propuso que investigáramos sobre el concepto 
de presupuestos mínimos de protección ambiental, nuestra meta 
primigenia fue aclarar el significado del término presupuesto, el 
cual suele ser definido como “participio pasivo de presuponer, 
causa o pretexto; supuesto o suposición, cómputo anticipado del 
coste de una obra, y también los gastos e ingresos de una corpo-
ración u organismo público, etc.”. Por su parte el término presu-
poner puede ser entendido como: “dar por sentado una cosa para 
pasar a tratar otra, y dice que es un verbo irregular que se conjuga 
como poder” (Nuevo Espasa ilustrado, 2001: 1395). 

Según el Diccionario de la Real Academia6: presupuesto. (Del 
part. irreg. de presuponer) 1. m. Motivo, causa o pretexto con que 
se ejecuta algo. 2. m. Supuesto o suposición.3. m. Cómputo anti-
cipado del coste de una obra o de los gastos y rentas de una cor-
poración.4. m. Cantidad de dinero calculado para hacer frente a 
los gastos generales de la vida cotidiana, de un viaje, etc.5. m. ant. 
Propósito formado por el entendimiento y aceptado por la volun-
tad. que.1. loc. conjunt. supuesto que supuesto. (Del part. irreg. de 
suponer; lat. supposĭtus). 1. m. Objeto y materia que no se expresa 
en la proposición, pero es aquello de que depende, o en qué con-

5	 Marta Susana Julia. “Formulación de Políticas Públicas Ambientales. Los ca-
sos de “Aguas”, “Bosque Nativo” y “Residuos Peligrosos”” - Editorial Lerner 
S.R.L. (2013: 68).

6	 Disponible en: http://lema.rae.es/drae/?val=presupuesto última edición pu-
blicada en el 2014.-
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siste o se funda, la verdad de ella. 2. m. Suposición, hipótesis. 3. 
m. Fil. Todo ser que es principio de sus acciones.

Ahora veremos que dice el diccionario de la real academia del 
término mínimo: (Del sup. de pequeño; lat. minĭmus). 1. adj. Tan 
pequeño en su especie, que no lo hay menor ni igual. 2. adj. mi-
nucioso. 3. adj. Se dice del religioso o religiosa de San Francisco 
de Paula. U. t. c. s. 4. m. Límite inferior, o extremo a que se puede 
reducir algo. 5. m. Hond. plátano guineo. 6. m. pl. Segunda de las 
clases en que se dividía la enseñanza de la gramática, y en la cual 
se enseñaban los géneros de los nombres y las primeras oraciones. 
7. f. desus. Cosa o parte sumamente pequeña. Cuéntamelo todo, 
no se te quede en el tintero una mínima. Como mínimo. 1. loc. 
adv. coloq. Por lo menos. lo más mínimo. loc. adv. coloq. Nada en 
absoluto. No sabe lo más mínimo.

El concepto de presupuesto mínimo, se incorpora a nivel 
constitucional con la reforma del año 1994 en el Artículo 41, 
instaurando lo que Juliá llama un nuevo orden jurídico, políti-
co e institucional (Juliá, 2013). Desde ese año hasta 2002 no se 
sancionaron leyes de presupuestos mínimos, por lo que hasta 
ese momento no era llamativo este nuevo término, y había un 
relativo consenso.

El problema sobre la interpretación del alcance del término 
presupuesto mínimo, comenzó cuando se sancionaron las prime-
ras leyes de este tipo y se hacía necesaria su aplicación. Sin embar-
go, la polémica más importante aparece ante la interpretación del 
tercer párrafo del Artículo 41 de la Constitución Nacional cuando 
se distribuyen las competencias en materia ambiental indicando 
qué le corresponde dictar a la Nación y qué a las Provincias y esto 
ha generado distintas posiciones doctrinarias. Así es que para Bi-
dart Campos se trata de “una categoría especial de competencias 
concurrentes” (Juliá, 2005).

De este modo, como puede apreciarse existen dos fuentes ju-
rídicas de fuertes discusiones, la primera de ellas está dada por 
el derecho ambiental, y la segunda por el derecho constitucional.
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b) Conceptos ambientales de Presupuesto Mínimo de Protección 
Ambiental (PMPA)

Hemos señalado que, en este trabajo, nos abocaremos al rele-
vamiento, sistematización y clasificación del concepto de presu-
puesto mínimo ambiental que surge de la doctrina argentina, para 
lograr la construcción de un concepto de PMPA polisémico.

Como producto de la labor investigativa realizada hasta la fe-
cha es que hemos podido dar cumplimiento a los primeros dos 
objetivos teóricos trazados, dejando pendiente para una futura 
instancia el cumplimiento acabado de los dos objetivos restantes.

En síntesis, hemos podido identificar y clasificar numerosas 
definiciones del concepto de PMPA, empleando para ellos los 
siguientes criterios clasificatorios: a) amplitud del contenido, el 
cual permite distinguir entre definiciones amplias, intermedias y 
restringidas; y b) similitud o analogía normativa, el cual posibili-
ta corroborar si las definiciones doctrinarias se asemejan al texto 
constitucional, legal o bien reglamentario.

En relación al primer criterio clasificatorio, Juliá, atendiendo 
a la incógnita acerca de cuáles son los límites para dictar PMPA, y 
retomando lo del capítulo anterior, señala que pueden identificar-
se tres posiciones teóricas acerca de cuál debe ser el contenido de 
los PMPA (Juliá, 2005; Bec y Franco: 2010: 81), a saber:

1.	 Una posición restrictiva, donde el alcance del con-
cepto está limitado: un piso o umbral fijado por valores o 
límites equiparables a estándares, y que no puede regularse 
nada más bajo el concepto de presupuesto mínimo.

2.	  Una posición intermedia, que si bien es coinciden-
te en la necesidad de fijar límites y valores, entienden que 
el concepto puede albergar algunos principios y la formula-
ción de instrumentos de gestión uniformes y, en algún caso, 
la guía de objetivos políticos mínimos.

3.	 Una posición amplia, que comprende que es una ver-
dadera delegación de la temática ambiental y, por lo tan-
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to, bajo el rubro de presupuestos mínimos podría incluirse, 
menos la legislación común que está delegada a la Nación, 
todos los aspectos.

En cuanto al segundo criterio clasificatorio, la idea es corro-
borar si los autores han sido fieles a: 1) la definición minimalista 
implícita constitucional (Articulo 43 3 pfo. CN); 2) la definición 
robusta y explicita legal (Articulo 6 Ley 25.675); o bien a 3) la defi-
nición reglamentaria (Res. COFEMA 94/04) o bien a las directivas 
interpretativas reglamentarias (313/15). 

Como resultado de nuestra investigación, hemos podido iden-
tificar las siguientes definiciones legales, reglamentarias y doctri-
narias:

1) Resolución COFEMA 92/04

Se entiende por presupuestos mínimos, al umbral básico de 
protección ambiental que corresponde dictar a la Nación y que 
rige de forma uniforme en todo el territorio nacional como piso 
inderogable que garantiza a todo habitante una protección am-
biental mínima más allá del sitio donde se encuentre. Incluye 
aquellos conceptos y principios rectores de protección ambiental 
y las normas técnicas que fijen valores que aseguren niveles mí-
nimos de calidad. La regulación del aprovechamiento y uso de 
los recursos naturales constituyen potestades reservadas a las pro-
vincias y por ello no delegadas a la Nación. En consecuencia, el 
objeto de las leyes de presupuestos mínimos debe ser el de protec-
ción mínima ambiental del recurso y no el de su gestión, potestad 
privativa de las provincias (Bec y Franco, 2010: 194) (definición 
reglamentaria amplia).

2) Ley General del Ambiente Nº 25.675

 En su Artículo 6 lo define de la siguiente manera: se entiende 
por presupuesto mínimo, establecido en el Artículo 41de la C.N. a 
toda norma que concede una tutela ambiental uniforme o común 
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para todo el territorio nacional, y tiene por objeto imponer con-
diciones necesarias para asegurar la protección ambiental. En su 
contenido, debe prever las condiciones necesarias para garantizar 
la dinámica de los sistemas ecológicos, mantener su capacidad de 
carga y, en general, asegurar la preservación ambiental y el desa-
rrollo sustentable (Bec y Franco, 2010: 7).

Consideramos que ésta norma infraconstitucional desvirtuó 
el concepto esencial establecido por la norma constitucional. En 
efecto, el concepto mínimos implica que no puede establecerse un 
estándar de protección del ambiente inferior al mínimo, aunque sí 
superior. En cambio el concepto “uniforme o común”, que intro-
dujo el Artículo 6 de la LGA implica que no puede establecerse un 
estándar de protección del ambiente inferior al nivel uniforme o 
común, pero tampoco superior (Bec y Franco, 2010: 7).

3) Cafferatta (2014)

Se entiende por las normas de presupuestos mínimos de pro-
tección ambiental, -según el Artículo 6 de la Ley 25.675 General 
del Ambiente, “a toda norma que concede una tutela ambiental 
uniforme o común para todo el territorio de la Nación, y tiene por 
objeto imponer condiciones necesarias para asegurar la protec-
ción ambiental”.

Las normas de presupuestos mínimos son normativa “de 
base”, orgánicas o estructurales, a las que se adiciona -un “plus de 
protección”-mediante el ejercicio por parte de las jurisdicciones o 
autoridades locales -o como lo dijera Germán Bidart Campos de la 
“competencia maximizadora complementaria provincial”. 

4) Comisión Especial Resolución 68/03 del Consejo Federal de 
Medio Ambiente (COFEMA) 

Estamos en condiciones de afirmar que el Presupuesto Mínimo 
de Protección establece una tutela ambiental uniforme o común 
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para todo el territorio nacional. Es un piso o umbral mínimo que 
garantiza a todo habitante una protección ambiental mínima, más 
allá de la circunstancia geográfica o social en la cual se encuentre. 
Este umbral mínimo deriva lógicamente de la congruencia entre 
los derechos humanos ya garantizados por la Constitución Nacio-
nal (Derecho a la vida, la integridad física, Igualdad ante la Ley, 
etc.) y la incorporación del “nuevo derecho” al ambiente en la 
reforma de 1994. (Definición amplia).

5) Gelli (2003)

El particular esquema de reparto de competencias concerta-
das entre la nación y las provincias que establece el Artículo 41, 
tiene su límite en el Artículo 124. Por ello, la interpretación de lo 
que constituye “presupuesto mínimo” debe ser estricta en cuanto 
a su relación con el objetivo de protección ambiental, con el fin 
de evitar un vaciamiento de las competencias locales (definición 
restringida). El legislador tendrá siempre el “onus” de demostrar 
el vínculo y relación entre el presupuesto mínimo que sancio-
ne y la protección o tutela ambiental uniforme que constituye su 
objeto. Sin embargo esta línea divisoria entre la competencia del 
Congreso y los estados locales será siempre una cuestión comple-
ja y dependerá de un “fino análisis de razonabilidad”, que a falta 
de mecanismos alternativos de resolución de conflictos entre las 
provincias y la nación y entre las provincias entre sí, quedará su-
jeto en última instancia a la interpretación de la Corte Suprema. 

No obstante la regla de interpretación estricta, entendemos 
que el concepto de presupuesto mínimo de protección compren-
de no solamente los estándares o parámetros, sino también las po-
líticas de gestión en la materia. Este es el sentido de la definición 
adoptada en la Ley 25.675 en consonancia con la voluntad del 
constituyente. La protección ambiental y el desarrollo sustentable 
no pueden agotarse en una estrecha visión de estándar o paráme-
tro técnico (Gelli, 2003: 562).

Los presupuestos mínimos de protección ambiental tienen 
por objetivo establecer una tutela mínima y uniforme para todos 
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los habitantes del país. El presupuesto mínimo debe estar referi-
do a condiciones y presupuestos de protección ambientales. En 
este sentido, la ley General del Ambiente brinda una orientación 
importante respecto del bien jurídicamente tutelado y los obje-
tivos de la norma. Estas consideraciones brindan un marco jurí-
dico dentro del cual el legislador tendrá amplia latitud para de-
finir en cada caso cual es el presupuesto mínimo de protección. 
Este es el sentido de la competencia y delegación especifica que 
tiene la Constitución, circunscripta a los aspectos ambientales. 
Sin embargo este marco es de índole específico, acotado a las 
cuestiones que hacen a la protección del ambiente. Los límites 
establecidos por los Artículos 41 y 124 fijan un ámbito restrin-
gido dentro del cual el legislador podrá establecer presupuestos 
mínimos. En principio y atenta a la naturaleza transversal de las 
cuestiones ambientales, cualquier materia sustantiva o sectorial 
puede ser motivo de abordaje jurídico con el fin de establecer 
presupuestos mínimos. Ahora bien, en función de los límites a 
que nos hemos referido, el presupuesto mínimo de protección 
establecido para materias específicas, deberá siempre cumplir 
con los siguientes requisitos: 

• Demostrar y precisar un vínculo claro y directo entre 
las exigencias mínimas que la norma pretenda establecer y 
los fines de tutela ambiental enunciada en la Constitución 
Nacional y su ley marco, la Ley General del Ambiente (Gelli, 
2003: 562).

• La interpretación de lo que constituye un vinculo claro 
y directo entre las exigencias mínimas y los fines de tutela 
ambiental será de carácter estricta, a los efectos de preser-
var la esfera de actuación provincial (definición intermedia) 
(Gelli, 2003: 562).

6) Nonna, Dentone y Waitzman (2011)

 La doctrina ha interpretado en forma no siempre coincidente 
el concepto de presupuestos mínimos y el cambio introducido 
por la reforma constitucional: 
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- Para Guido Tawil, se trata de un cambio sustancial que 
ha invertido el esquema anteriormente vigente. 

- Para el constituyente Natale, las normas que contengan 
los presupuestos mínimos serán legislación federal común 
para todo el país. 

- Según Felipe González Arzac, la reforma ha innovado 
al consagrar un régimen específico de distribución de com-
petencias para la protección ambiental e instituir en esta 
materia un método de reparto novedoso para la Constitución 
argentina, pero al obrar de tal modo no se habría apartado 
del marco de posibilidades que ya existía bajo el texto de 
1853 en cuanto al modo de regulación nacional de materias 
concurrentes ni ha declinado la vigencia de otras potestades 
federales en relación con la protección ambiental.

- Beltrán Gambier y Daniel Lago opinan que, si bien el 
Artículo 41 parece haber establecido un nuevo criterio en la 
materia, al asignar decididamente a la Nación la regulación 
de los “presupuestos mínimos de protección”, en realidad, 
sin abandonar el criterio de concurrencia, el constituyente 
lo ha modificado al tomar la decisión de promover una le-
gislación uniforme en materia de presupuestos mínimos de 
protección ambiental.

- Germán Bidart Campos ha abordado el tema como un 
caso singular de concurrencia de competencias. En este es-
quema, el sistema de derechos de la constitución federal 
obliga a las provincias, que no pueden disminuir el sistema, 
pero pueden mejorarlo y ampliarlo. 

- Daniel Sabsay, en una nota sobre el Artículo 41, señala 
la dificultad que representa definir los alcances de la dele-
gación que han realizado las provincias de sus facultades a 
partir de la reforma de 1994. Definir esta medida divisoria o 
“quantum” de atribuciones que han cedido las provincias a 
la nación, constituye la “verdadera pregunta del millón” en 
el campo de la organización institucional ambiental.
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- La Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) 
ha sostenido que se trata de la potestad de establecer me-
diante leyes, las pautas básicas de protección aplicables en 
toda la República, reservándose las Provincias, para sí, la fa-
cultad de dictar todas las normas que estimen convenientes, 
a fin de regular la cuestión ambiental en sus respectivos te-
rritorios como complemento de aquellas, y sin menoscabar 
ese mínimo de exigencia que han delegado a la nación.

- Amilcar Moyano que los presupuestos mínimos que 
pueda establecer la nación, son los umbrales de protección 
al ambiente adecuado para la vida, los niveles mínimos, el 
estándar que cada provincia pueda aceptar sin que se altere 
su dominio de los recursos naturales, ni se altere su juris-
dicción sobre los mismos. Por el Artículo 16, la igualdad 
jurídica que tienen las Provincias y la posible inclusión de 
la Ciudad de Buenos Aires, no implica que los presupuestos 
mínimos sean iguales para todos, porque de Misiones a Tie-
rra del Fuego podrá haber circunstancias diferentes.

7) Savino, Nonna y Alves

Por “presupuestos mínimos se entiende normas de base, um-
bral, comunes -en el sentido que constituyen denominador co-
mún-, sobre las cuales se va a construir el edificio total normativo 
de la tutela ambiental en la Argentina, de organización federal 
(definición semejante a la legal). Constituye legislación uniforme 
en sus condiciones de línea. Se trata de normas de aplicación en 
todo el territorio de la Nación, básicas, de un umbral, de un “piso 
inderogable”. La expresa delegación de facultades legislativas que 
en materia ambiental efectúa el Artículo 41 de la Constitución 
Nacional tuvo en miras el establecer un sistema jurídico, unifor-
me, que asegure a todos los habitantes el goce de un ambiente 
sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las 
actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin 
comprometer las de las generaciones futuras. 
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El alcance de las normas de presupuestos mínimos comprende 
no solamente los estándares o parámetros técnicos, sino también 
las políticas de gestión en materia ambiental (definición interme-
dia), con la sola limitación de no extralimitarse -vaciando de con-
tenido o devaluando las facultades provinciales de dictar normas 
complementarias-, ni cercenar o aniquilar las facultades inherentes 
al dominio originario de los recursos naturales existentes.

 

8) De Bendictis

Presupuestos mínimos como “ el piso o mínimo de exigencias 
a cumplir en todo el País en materia ambiental, dejando entonces 
abierta la posibilidad de que las provincias puedan establecer dis-
posiciones más rigurosas.” (Definición amplia).

Comentario: Está claro que una norma de presupuestos míni-
mos establece una protección uniforme o común en todo el país, 
pero ¿qué es un presupuesto mínimo? ¿Simplemente una norma 
que establece disposiciones de protección aplicables en toda la 
República Argentina?

Realmente, si nos quedáramos con esa definición, cualquier 
norma ambiental que dicte la Nación, para ser aplicada en todo su 
territorio, será de presupuestos mínimos y no pareciera ser ella la 
idea que se desprende del Artículo 41 de la Constitución Nacional. 
Hubiera sido más conveniente definir a tales presupuestos como 
exigencias ambientales mínimas y no como exigencias ambientales 
uniformes, como hace la ley. La diferencia no es menor y puede 
llevar a erróneas interpretaciones susceptibles de atentar contra las 
competencias normativas de las provincias en materia ambiental. 
No es lo mismo facultar a la Nación para dictar normas ambientales 
que deben cumplirse uniformemente en todo el país, que habilitar-
la a dictar solo aquellas que contengan un mínimo de exigencias, 
permitiendo a las provincias dictar otras que contengan un mayor 
nivel de exigencias. A riesgo de parecer reiterativo no es lo mismo 
exigencia mínima que exigencia uniforme. ¿Nación tiene compe-
tencia para dictar normas de presupuestos mínimos?.
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9) Barrenechea (2008)

 Las leyes de PMPA deben incluir, en lo posible a fin de dar 
una base uniforme en todo el territorio de la República Argentina, 
normas de forma y fondo, fijando pautas claras de prevención, 
recomposición, precaución, indemnizaciones, etc. Los PMPA no 
pueden ser minimizados en su importancia a ser umbrales ope-
rativos, sino que su dictado redundará en cuestiones como juris-
dicción, estándares mínimos y máximos, objetivos ambientales, 
normas internacionales de aplicación, naturaleza, territorialidad, 
fuero, entre otras (definición amplia). La Ley 25675, si bien debió 
haber sido la primera en dictarse, es una ley de tipo mixta, ya que 
contiene normas de presupuesto mínimos y de fondo como por 
ejemplo lo referente al daño ambiental.

10) Morales Lamberti (2008)

El Artículo 41 de la CN no ha alterado el poder de policía 
local, antes bien lo ratifica, por cuanto las provincias y los muni-
cipios en los límites de las constituciones provinciales, se han re-
servado todos los poderes no delegados y la delegación efectuada 
a través del tercer párrafo del Artículo 41 CN, fue acotada al dic-
tado de presupuestos mínimos de protección ambiental (umbrales 
mínimos), sin que estos puedan alterar las jurisdicciones locales.

Las autoridades locales tienen entonces, facultades norma-
tivas para complementar las leyes de presupuestos mínimos de 
protección ambiental y para dictar los reglamentos que sean ne-
cesarios para la ejecución de las leyes nacionales de presupues-
tos mínimos y las respectivas normas complementarias. Con este 
alcance lo entendió la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN), reconociendo en las autoridades locales (provincias y 
municipios) la facultad de aplicar los criterios de protección am-
biental que consideren conducentes para el bienestar de la comu-
nidad para los que gobiernan, como asimismo valorar y juzgar si 
los actos que llevan a cabo sus autoridades en ejercicio de poderes 
propios, afectan el bienestar perseguido.
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Las normas complementarias a las que alude el tercer párrafo 
del Artículo 41CN son, entonces, normativa de naturaleza local 
que se dicta para asegurar la operatividad de los presupuestos 
mínimos. Son también aquellas normas que establecen requisitos 
adicionales u obligaciones más estrictas que las previstas en la ley 
de presupuestos mínimos. Las provincias y municipios, conforme 
al régimen constitucional provincial, ejercen lo que en doctrina se 
ha denominado la “complementariedad maximizadora”, es decir, 
dictar normas adicionales a las leyes de presupuestos mínimos 
de protección ambiental, necesarias para complementarlas, incre-
mentando o ampliando las exigencias ambientales.

Los presupuestos mínimos de protección ambiental, son um-
brales mínimos tanto de carácter sustantivo como procesal, que 
no pueden ser desatendidos conforme al principio de congruen-
cia, reservando para los Estados locales sucesivos desarrollos que 
incrementen o amplíen las exigencias ambientales, perfeccionan-
do la protección consagrada de acuerdo a sus propias realidades.

11) Othax- FARN 

Haciendo referencia al Artículo 41 C.N.: “Esto significa que el 
Estado Nacional debe sancionar una legislación de base, con iguales 
condiciones de protección para todos los habitantes del país, según 
Rosatti (et al, 1994). A las provincias, por su parte, les corresponde 
la posibilidad de legislar por encima de ese mínimo, mejorándole e 
incluir asuntos que hagan a las materias específicas o particulares 
de cada una de ellas (Diario de Sesiones, p. 1609 y 1738 en Rosatti 
et al, 1994) (definición semejante a la constitucional).

En cuanto al precedente español del término jurídico “pre-
supuestos mínimos” lo encontramos en la constitución española 
que habla de “la legislación básica sobre protección del medio 
ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades 
Autónomas de establecer normas adicionales de protección” 
(Articulo 149.1.23). 7

7	 Constitución Española de 1978 art. 148-149. Citado por Bec- Franco en “Presupues-
tos mínimos de protección ambiental” p.185-186. Ed. Cathedra Jurídica año 2010.
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El Tribunal Constitucional español8, en relación al significado 
de la ley básica sobre protección del ambiente, ha establecido: 
“La legislación básica posee las características técnicas de nor-
mas mínimas de protección que permiten normas adicionales o 
un plus de protección. Es decir, la legislación básica del Estado 
no cumple en este caso una función de uniformidad relativa, sino 
más bien de ordenamiento mediante mínimos que han de respe-
tarse en todo caso, pero que pueden permitir que cada una de las 
comunidades autónomas con competencia en la materia, establez-
ca niveles de protección más altos que no entraran solo por eso 
en contradicción con la normativa básica del Estado. El sentido 
del texto constitucional es que las bases estatales son de carácter 
mínimo y, por lo tanto, los niveles de protección que establecen 
pueden ser ampliados o mejorados por la normativa autonómica”.

12) Ibáñez y Calafell Carranza-FARN:

¿En qué consisten estos presupuestos mínimos? Como indica 
Rosatti, podría en principio pensarse que los mismos son exclusi-
vamente “presupuestos científicos”, es decir, que pueden tan solo 
expresarse en niveles cuantitativos típicos de las ciencias duras ( 
por ejemplo: niveles de aptitudes del agua, de manejo de residuos 
peligrosos, etc.). Pero, como dice el autor, debemos entender que 
dentro de este concepto también podemos encontrar cuestiones 
propias de las ciencias “blandas”, igual de importantes que las 
cuestiones científicas, como ser la información o la educación a 
nivel ambiental. 

Creemos importante destacar que este concepto, más allá de 
las nociones que incluya, apunta al logro de un mínimo común 
denominador que obligue y proteja a todos los habitantes, sin im-
portar en que provincia o ciudad se encuentren.

8	 Tribunal Superior del Reino de España Citado por Bec- Franco en “Presupues-
tos mínimos de protección ambiental” p.186. Ed. Cathedra Jurídica año 2010.
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13) Garre, (2005)

 “…Corresponde intentar precisar los términos de estos pre-
supuestos mínimos en cuanto al alcance de la delegación que las 
provincias hacen a la nación, ya que la Constitución Nacional no 
precisa el mismo, limitándose a indicar que no deben alterar las 
jurisdicciones locales”.

Para lograr dicha precisión debemos estar al juego armónico 
de dos principios constitucionales: por un lado, el Articulo 121 
CN sienta el principio de que las facultades de la nación cons-
tituyen la excepción y no la regla, por lo que los PMPA serán 
mínimos en tanto y en cuanto alcancen solamente las materias 
mínimas indispensables para asegurar el fin que el constituyente 
tuvo en miras al hacer la delegación de facultades y no otro. El 
segundo principio es que en materia ambiental es fundamental el 
establecimiento de un sistema normativo con el fin de garantizar 
a todos los habitantes que gocen del derecho a un ambiente sano, 
equilibrado, apto para el desarrollo humano [...]. (Artículo 41), y 
por ello los PMPA serán mínimos en tanto y en cuento las provin-
cias no podrán legislar en materia de protección ambiental de una 
forma menos exigente, por lo que su sanción asegura el imperio 
del presupuesto mínimo en todo el país.

O sea, los PMPA son doblemente mínimos: porque la nación 
está limitada a legislar solo con dicho alcance, y porque sobre las 
materias legisladas deberá observarse un cumplimiento obligato-
rio en toda la nación. De esto es obvio concluir que las provin-
cias pueden establecer derechos y obligaciones superiores a los 
PMPA, pero nunca inferiores a los mismos.

Se entiende por PMPA a toda norma que concede tutela am-
biental uniforme o común para todo el territorio nacional y que 
tiene por objeto imponer condiciones necesarias para asegurar la 
protección ambiental. En su contenido debe prever las condicio-
nes necesarias para garantizar la dinámica de los sistemas ecoló-
gicos, mantener su capacidad de carga y, en general, asegurar la 
preservación ambiental y el desarrollo sustentable. (Ley Nº 25675)
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14) Resolución COFEMA Nº 313 /2015

Reafirmar alcance de normas de presupuestos mínimos, San-
cionada el 22/05/2015. VISTO: El Acta Constitutiva del Conse-
jo Federal de Medio Ambiente y el Pacto Federal Ambiental, los 
Artículos 41, 122 y 124 de la Constitución Nacional, las leyes de 
presupuestos mínimos vigentes, las normativas concordantes y 
complementarias; RESUELVE: Artículo 1: Reafirmar que el alcan-
ce interpretativo de las normas de presupuestos mínimos debe 
realizarse de manera armónica y sin desnaturalizar lo dispuesto 
por el Artículo 124 in fine de la Constitución Nacional. Artículo 2: 
En los términos del Artículo anterior se reafirman las potestades 
o atribuciones para la realización de obras públicas o de interés 
público en todo el territorio de las jurisdicciones locales, en el 
marco de una gestión sustentable a fin de promover el bienestar 
general de sus ciudadanos, especialmente de aquellos sectores a 
quienes se bebe brindar igualdad real de oportunidades. Artículo 
3: Regístrese, comuníquese y archívese.

15) FALBO (2003)

 “En definitiva, los PPMM son institutos básicos comunes para 
todo el territorio nacional que son plenamente operativos y eficaces 
en cada provincia – y municipio -, a excepción de que exista en la 
provincia – o municipio – una norma local que provea mejor, más 
ampliamente y en mayor grado a la tutela del ambiente”. (Defini-
ción semejante a la constitucional y de tipo restringida).	

De este modo, pareciera quedar planteado que uno de los in-
terrogantes más fuertes de la doctrina jurídica era o sigue siendo 
¿Cuál es el alcance de los presupuestos mínimos, son un piso o son 
un techo?, ¿En cuanto a su contenido, a qué se refiere la ley cuan-
do dice condiciones necesarias para garantizar la dinámica de los 
sistemas ecológicos, mantener su capacidad de carga y, en general, 
asegurar la preservación ambiental y el desarrollo sustentable?.
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V. Un concepto constitucional de PMPA

Habiendo identificado las definiciones doctrinarias del con-
cepto de PMPA, adoptadas en Argentina por los especialistas en 
derecho ambiental, resta ahora precisar cuál es el concepto consti-
tucional de PMPA establecido en la Constitución Nacional actual. 

En primer lugar cabe analizar lo señalado en la denominada 
“cláusula ambiental”. Veamos: 

Articulo 41.- Todos los habitantes gozan del derecho a un am-
biente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para 
que las actividades productivas satisfagan las necesidades pre-
sentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen 
el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritaria-
mente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a 
la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación 
del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a 
la información y educación ambientales.

Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los 
presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las ne-
cesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las juris-
dicciones locales.

Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual 
o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos. 

Lo que nos transmite este artículo es el derecho de todos los 
habitantes de gozar de un ambiente sano, equilibrado , apto para 
el desarrollo humano y para que las actividades productivas sa-
tisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las ge-
neraciones futuras apuntando al desarrollo sustentable; y como 
corolario debemos tener el deber de preservarlo todos los ciuda-
danos. Con lo cual el concepto de presupuesto mínimos debería 
contener en su conceptualización, al ambiente sano, equilibrado, 
apto para el desarrollo del hombre con el uso racional de los re-
cursos y patrimonios naturales, culturales y de la biodiversidad, 
agregando la información y educación ambiental, con esto es el 
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hombre el sujeto de derecho y obligado a preservarlo y no sería la 
naturaleza sujeto de derecho.

El Articulo 41, señala que se garantiza a todos los habitantes 
del país el derecho al goce de un ambiente sano y equilibrado, 
la conservación del patrimonio cultural nacional fruto del obrar 
humano y la protección de la diversidad genética. La explotación 
de los recursos naturales permanentes, renovables y no renova-
bles, será realizada en forma sustentable. Se establecerán por ley 
las obligaciones de aquéllos a fin de conservarlos para goce de las 
generaciones futuras.

Los convencionales constituyentes fueron coincidentes, aun-
que su aplicación en la actualidad no es tan clara, estableciendo 
en primer lugar que la nación a través del Congreso de la Nación 
debe dictar una Ley de Presupuestos Mínimos Ambientales, que 
será la legislación base ambiental, que asegurará la igualdad de 
protección ambiental para todos los habitantes del territorio ar-
gentino en cualquier lugar donde se encuentren. En segundo lu-
gar, las Provincias serán por un lado las autoridades de aplicación 
y jurisdicción de la legislación ambiental, y por el otro a través de 
las Legislaturas Provinciales tienen la facultad de ampliar, imple-
mentar y complementar la legislación ambiental común.

Según el convencional constituyente, Núñez del Modin 
(1994): 

“Con pequeños matices, en esto podemos coincidir con quie-
nes han informado el despacho en mayoría. No obstante, tene-
mos la intención de introducir en este artículo un párrafo inicial 
que hace referencia a uno de los grandes temas en que se debate 
esta cuestión contemporáneamente. Este párrafo, que es nuestra 
petición de máxima, diría así: Los recursos naturales existentes 
en el territorio continental americano y antártico, insular, sus 
mares adyacentes, plataforma submarina, subsuelos y espacios 
aéreos correspondientes sujetos a la soberanía argentina no po-
drán ser sometidos a políticas extra nacionales que contraríen 
los fines de esta Constitución.”
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Según Pontussi Ennio Pedro (1994), convencional constitu-
yente por la provincia de Salta: 

“El dictamen de mayoría se refiere al desarrollo humano; y 
de eso estamos hablando. Todo el esfuerzo que se hace es para 
lograr un medio ambiente que vaya dirigido fundamentalmente 
al ser humano, pero a todos los seres humanos: los seres huma-
nos nacidos y los seres humanos que todavía no han nacido. 
Porque esto tiene una relación con los puntos que siguen de este 
dictamen de mayoría, ya que la preocupación está referida no 
sólo a lo actual sino a la preservación para el futuro; y no pensar 
que el futuro está en los vientres de madres que están gestan-
do es como desconocer que existe el futuro. Este no es un tema 
aparte: apunta a la correcta definición de “habitante” que tiene 
el despacho de mayoría”. 

La convencional Elba Roulet sostuvo: 

“…Los fenómenos ambientales se caracterizan por su movi-
lidad y localización, lo cual los hace divisibles de distintas ma-
neras. Dentro de cada territorio, la responsabilidad en los temas 
ambientales corresponde a la jurisdicción en la que se localizan. 
Las provincias tienen una responsabilidad absoluta fundamental 
en el manejo de los asuntos ambientales. Pero lo corresponde a la 
nación dictar una legislación de base con los presupuestos míni-
mos necesarios que aseguren, por una parte, iguales condiciones 
de protección a todos los habitantes de la Nación en cualquier 
lugar donde ellos se encuentren y, por la otra , asuman la necesi-
dad del establecimiento de normas vinculadas con los procesos 
globales de preservación ambiental….” (Actas de la convención 
Nacional Constituyente, 1994, Buenos Aires: Imprenta del con-
greso de la Nación, p.1609).

El convencional Alberto Natale dijo: 

“….La legislación nacional establecerá los resguardos de pro-
tección mínima comunes a todo el territorio del país, aquellos 
sobre los que haya consenso general de que deben ser imprescin-
dibles de tutelar en todo el ámbito de la geografía argentina. Allí 
legislara el Congreso de la Nación. Pero las Provincias seguirán 
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siendo autoridad de aplicación tanto en el ámbito administrati-
vo como en el ámbito jurisdiccional de la legislación federal que 
se dicte sobre esta materia…” (Actas de la convención Nacional 
Constituyente, 1994, Buenos Aires: Imprenta del congreso de la 
Nación, pp. 1622 y 1623).

El convencional A. M. Hernández expresó: 

“… Esta norma no importa una alteración de los criterios clá-
sicos del derecho constitucional sobre el alcance de las concu-
rrencias de las facultades. El gobierno federal estará habilitado 
para sancionar normas con contenidos mínimos de protección 
en esta materia. Ello es así porque dentro de las facultades con-
currentes el gobierno federal está facultado para ello y porque 
el tema ambiental tiende a lo interjurisdiccional…” (Actas de la 
convención Nacional Constituyente, 1994, Buenos Aires: Impren-
ta del congreso de la Nación, pp. 1622 y 1623).

El convencional G. E. Estévez Boero dijo:

“… Por tratarse de una problemática especial creemos que 
lo que corresponde es la concertación entre nación y provincias, 
pero no compartimos que la facultad de regular presupuestos 
mínimos sea una facultad exclusiva de la nación; las propias 
provincias ya han regulado sobre la materia ambiental, en una 
clara afirmación de las facultades intrínsecas de las provincias 
y los municipios…” (Actas de la convención Nacional Constitu-
yente, 1994, Buenos Aires: Imprenta del congreso de la Nación, 
pp. 1622 y 1623).

Sin embargo, es evidente que el texto del Artículo 41 no defi-
ne explícitamente (definición positiva) cual es el concepto espe-
cífico de PMPA adoptado, sino que establece que las provincias 
delegan al Congreso de la nación Argentina, la potestad para el 
dictado de normas que contengan los presupuestos mínimos de 
protección ambiental para todo el territorio nacional.

Por nuestra parte consideramos que puede identificarse en 
nuestra Constitución Nacional una definición negativa de dicho 
concepto, pero no así una definición positiva. Por definición ne-
gativa constitucional, nos referimos a aquella conceptualización 
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efectuada por los convencionales constituyentes en cuanto a que 
no debe entenderse por PMPA. Aquí se define a los PMPA, por re-
chazo a otras opciones teóricas, dejando espacio para numerosas 
interpretaciones y enfoques. Por definición positiva, entendemos 
a aquella en la cual, en una determinada constitución nacional o 
provincial, los convencionales constituyentes dejan sentada una 
definición general o detallada de que debe entenderse efectiva-
mente por PMPA. De la simple lectura del Artículo 41, así como 
de su correlación con todo el articulado pertinente de nuestra 
constitución nacional actual, se desprende que carecemos de una 
definición constitucional positiva y si se adopta una definición 
constitucional negativa. 

Esta última afirmación nos lleva a efectuar una afirmación ul-
terior. Nos referimos a que la definición constitucional del con-
cepto de PMPA no debería extraerse o identificarse únicamente 
del análisis pormenorizado de la cláusula constitucional ambien-
tal del Articulo 41 (definición constitucional restringida), sino de 
su correlación con todas aquellas cláusulas que de manera indi-
recta dan sentido a dicho término y pertenecen al orden jurídico 
constitucional (definición constitucional sistémica). 

De este modo, consideramos que la definición constitucional 
negativa sistémica del término PMPA, debe ser construida partien-
do de la consideración de los Artículos: 1 y 36 (forma de gobierno); 
28 (razonabilidad); 31 y 75 inc. 22 (supremacía constitucional); 5 y 
124 (competencias provinciales); 75 inc. 2. (coparticipación fede-
ral); y por supuesto 41 (cláusula ambiental). Ello sin perjuicio de 
que puedan o deban considerarse otros artículos de nuestra Cons-
titución Nacional. En este sentido, los artículos incluidos deben 
considerarse elementos necesarios, aunque no necesariamente su-
ficientes de dicha definición constitucional negativa.

En primer lugar, los PMPA están determinados por la particu-
lar forma de gobierno adoptada en nuestro país (Artículos 1 y 36 
CN). El artículo 1 de la CN establece que nuestra forma de gobier-
no es representativa republicana y federal. A lo cual el Artículo 
36 añade algo sustancial: la República Argentina debe darse bajo 
la forma democrática de gobierno. El articulado argentino no ex-
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plicita que concepción específica de sistema federal se adopta ni 
tampoco cual es la concepción de sistema democrático a adoptar. 
Sin embargo, los constitucionalistas son contestes en que nues-
tro sistema normativo recepta un federalismo de concertación, en 
el cual el principio de negociación constituye el principio polí-
tico de toma de decisiones principal entre Nación y Provincias. 
Por nuestra parte nos mostramos partidarios de una concepción 
normativa de democracia de tipo dialógica y participativa que dé 
lugar a las voces de todos los ciudadanos afectados por la norma, 
medida o institución ambiental considerada.

En segundo lugar, los PMPA están limitados por el principio 
de razonabilidad (Articulo 28 CN). El principio de razonabilidad 
determina que ningún principio, garantía y derecho reconocidos 
en la Constitución Nacional podrá ser alterado por las leyes que 
reglamenten su ejercicio, incluidas las leyes infra-constituciona-
les de PMPA.

En tercer lugar, los PMPA deben ubicarse en la escala jerár-
quica de normas dispuesta por la Constitución Nacional (Articulo 
31 y 75 inc. 22 CN). El Artículo 31 señala que la Constitución Na-
cional Argentina constituye la norma suprema de nuestra nación 
y el Artículo 75 in. 22 sostiene que ostentan igual rango normati-
vo los tratados de derechos humanos que sean aprobados por el 
Congreso Nacional Argentino mediante el procedimiento especial 
señalado por dicha misma norma.

En cuarto lugar, los PMPA no pueden alterar el reparto de 
competencias existentes entre el Estado Nacional y los Estados 
Provinciales (Artículos 5 y 124 CN). Por un lado, el Artículo 5 
advierte que cada provincia tiene permitido dictar para sí una 
Constitución, siempre y cuando respete el sistema de gobierno 
impuesto (representativo republicano, federal, democrático). 
Dadas ciertas condiciones allí estipuladas, se erige en deber del 
Estado Nacional Argentino tutelar los derechos inalienables y 
no delegados de los Estados Provinciales. Entre estos últimos, 
el Artículo 124, señala que las provincias conservan el dominio 
originario de los recursos naturales existentes en su territorio, 
lo cual hace pensar que también retienen aquellas facultades 
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normativas y ejecutivas que permitan tutelarlos efectivamente. 
Esta es la regla constitucional impuesta en el Art. 124 CN. Sin 
embargo, el Artículo 41 señala que los PMPA determinan ciertos 
lineamientos normativos generales, mínimos, homogéneos que 
todas las provincias deben respetar.

En quinto lugar, los PMPA deben atender a los principios fis-
cales garantizados en el marco del sistema de coparticipación fe-
deral (Articulo 75 inc. 2 CN). Las provincias firman de tanto en 
tanto una ley convenio conforme la cual se permite la redistribu-
ción del dinero obtenido en carácter de tributos, tasas y demás 
contribuciones fiscales expresamente estipuladas en dicha ley 
convenio. Los principios fiscales constitucionales aludidos, ati-
nentes a los criterios de reparto, son los siguientes: objetividad; 
equidad, solidaridad, desarrollo homogéneo, e igualdad de opor-
tunidades. De este modo sería impracticable e irrazonable que los 
PMPA impongan a los Estados Provinciales obligaciones ambien-
tales que se traduzcan en un reparto inequitativo del desarrollo 
armónico propugnado idealmente por la Constitución Nacional.

Finalmente, en sexto lugar, los PMPA deben atender a las es-
pecificidades impuestas por la cláusula ambiental constitucional 
(Articulo 41 CN). Esta cláusula ha sido explicitada y se han men-
cionado ya aquí las distintas interpretaciones que le dieron otrora 
los convencionales constituyentes en 1994.

Estos artículos han sido considerados, sin perjuicio de que 
puedan o deban considerarse otros también pertenecientes a 
nuestra Constitución Nacional. En este sentido, los artículos 
aquí incluidos deben considerarse elementos necesarios, aun-
que no necesariamente suficientes de dicha definición consti-
tucional negativa.

VI. Interrogantes emergentes

Como resultado de esta investigación preliminar, han surgido 
ciertos interrogantes que intentaremos analizar en mayor profani-
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dad y en lo posible responder acabadamente en una etapa poste-
rior de investigación. 

Entre dichas incógnitas caben destacar a las siguientes: 1) ¿Cuá-
les han sido las definiciones de PMPA existentes en Argentina da-
das en orden de tiempo? 2) ¿Las definiciones de PMPA constituyen 
legislación de fondo? 3) ¿La definición del Articulo 6 Ley 25.675 
ha alterado el orden de competencias entre la Nación y los Estados 
Provinciales en materia ambiental y de los recursos naturales? 4) 
¿Cuál es la interpretación del Articulo 6 Ley 25.675 que resulta más 
respetuosa de un federalismo cooperativo pleno? 5) ¿Qué impli-
cancias normativas tiene la incorporación en el nuevo código civil 
del tema ambiental en general y del término PMPA en particular? 
6) ¿El Articulo 6 de la Ley 25.675 formula una definición legal de 
PMPA amplia o intermedia?, ¿cuáles son los elementos de dicha 
definición? ¿Qué debe entenderse por condiciones necesarias? 7) 
¿Las leyes de presupuestos mínimos pueden legislar aspectos pro-
cedimentales por sobre los códigos de procedimientos provincia-
les? 8) ¿Cuál es la definición implícita en la constitución nacional 
de PMPA más completa que puede darse?

VII. Reflexiones Finales

Este capítulo del trabajo de investigación ha tenido por ob-
jetivo principal identificar, reconstruir, contrastar y sistematizar 
las definiciones constitucionales, legales, reglamentarias y doc-
trinarias del concepto de presupuestos mínimos de protección 
ambiental. En dicho marco general, nuestros objetivos específicos 
han sido los siguientes: a) construir desde el derecho ambiental 
una definición doctrinaria del concepto de PMPA que sea acorde 
con nuestra constitución nacional actual; y b) ensayar una defini-
ción constitucional negativa de autoría propia.

Como hemos señalado, dichos esfuerzos argumentativos se 
han dado en el marco de una línea de investigación profusa y 
continua en el tiempo que tiene por norte a las teorizaciones efec-
tuadas en el campo por la Dra. Juliá. 
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A modo de síntesis consideramos útil explicitar aquellas in-
tuiciones metodológicas y disciplinares que se esconden detrás 
de nuestras teorizaciones, a saber:

En primer lugar, el mismísimo Artículo 41 lleva a definicio-
nes ambientales, atento el mismo establece un sistema jurídico 
ambiental. Las leyes de PMPA deben ser coherentes y consisten-
tes con las restantes áreas del derecho, y con el nuevo orden jurí-
dico ambiental instaurado con la reforma constitucional de 1994.

En segundo lugar, debiera formularse un concepto armónico 
sistemático de PMPA, es decir el grupo debe producir una defi-
nición implícita o negativa desde el texto mismo constitucional, 
integralmente considerado.

En tercer lugar, el término PMPA es polisémico, debe darse 
cuenta de su origen etimológico y de su origen histórico, para lue-
go construir un concepto propio.

En cuarto lugar, la interpretación jurídica en materia ambien-
tal es competencia tanto del poder judicial, como del legislativo 
y del ejecutivo.

En quinto lugar, la materia ambiental no puede reducirse me-
ramente al aspecto normativo, sino que constituye un área temá-
tica compleja de tipo interdisciplinaria. La definición de PMPA 
debe dar cuenta de dicha complejidad.
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RESUMEN

En una primera aproximación, podemos señalar que, en las 
decisiones judiciales que aplican leyes de presupuestos mínimos, 
no es frecuente que se aborde de manera directa el alcance o sig-
nificado de tal concepto. Aun así, algunas decisiones han definido 
términos como mínimo o complementar. 

La mayoría de los pronunciamientos centran su análisis en 
el alcance de la competencia para legislar o complementar tales 
presupuestos, como en el alcance de la competencia para juzgar. 
En este campo, encontramos numerosos pronunciamientos relati-
vos a cuestiones de competencia judicial, siendo ésta una mate-
ria específicamente regulada por esta normativa y con una fuerte 
construcción jurisprudencial. A su vez, la competencia legislativa 
predomina en planteos de inconstitucionalidad, tanto de normas 
locales (provinciales y comunales), como planteos que atacan a 
las mismas leyes de presupuestos mínimos.

Cabe remarcar, finalmente, la fuerte influencia que han tenido 
estas leyes nacionales sobre aspectos procesales locales, en dos 
sentidos. Por un lado, en procedimientos administrativos provin-
ciales, como por ejemplo las evaluaciones de impacto ambiental. 
Por el otro, estas normas han introducido fuertes modificaciones 
en los procesos judiciales, órbita también predominantemente 
provincial, especialmente en materias vinculadas con el rol del 
juez, carga de la prueba, acceso a la justicia y legitimación. 

PALABRAS CLAVES:

Presupuestos mínimos ambientales; competencia legislativa; 
facultades complementarias; cuestión de competencia; normas 
procesales de presupuestos mínimos.
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I. Introducción 

La introducción de los presupuestos mínimos ambientales 
en el orden jurídico ambiental argentino conllevó y conlleva aún 
importantes desafíos teóricos. Desde su aparición, los operadores 
jurídicos se vieron obligados a comprender y aplicar una nueva 
figura legal y un nuevo modo de entender el reparto de competen-
cias entre el gobierno federal y los gobiernos provinciales. 

De a poco, la figura comenzó a delimitar sus contornos a partir 
de la sanción de las primeras leyes de presupuestos mínimos en 
el año 2002. Pero mucho antes que eso, desde la reforma consti-
tucional en el año 1994, los tribunales debieron tomar decisiones 
y dirimir controversias vinculadas a este nuevo diseño jurídico.

Los jueces, obligados a pronunciarse, aventuraron así las pri-
meras interpretaciones de conceptos como presupuesto mínimo o 
complementar. Partiendo de esquemas constitucionales clásicos 
y de la doctrina judicial creada hasta ese entonces, debieron to-
mar partido frente a una construcción teórica nueva en el marco 
de conflictos reales y concretos ligados, en su mayoría, a planteos 
de inconstitucionalidad, licenciamiento y daño ambiental.

Así, se fue construyendo una doctrina judicial en la materia, 
extendida a lo largo de una gran diversidad temática y creada por 
tribunales nacionales, federales, tribunales superiores de provin-
cia y, por supuesto, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Jus-
ticia de la Nación. 

En este marco, el objetivo de este capítulo es analizar, en la 
interpretación reciente de los tribunales argentinos, la doctrina 
judicial creada en torno a la figura de los presupuestos mínimos 
ambientales. En particular, sus aspectos conceptuales como así to-
dos aquellos datos complementarios que pudieran resultar útiles 
para caracterizar y explicar a este tipo de normas. 

II. Aspectos metodológicos

Para alcanzar el objetivo señalado, se tomó en esta primera 
etapa, como objeto de análisis, fallos dictados en el país a partir 
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del año 1994, publicados en revistas y bases informáticas de di-
vulgación jurídica. Las bases seleccionadas fueron: Abeledo Pe-
rrot, La Ley, VLex, Infojus, el Centro de Información Judicial del 
Poder Judicial de la Nación, el sitio oficial de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, el portal de búsqueda jurisprudencial del 
Poder Judicial de la Provincia de Córdoba, Semanario Jurídico de 
Córdoba, El Dial y el Foro de Córdoba. 

Al tratarse de un estudio predominantemente cualitativo, se 
optó por una muestra de tipo no probabilística decisional (Yuni & 
Urbano, 2003), tomando como criterios hipotéticos tres tipos de 
categorías de doctrina judicial a ser posiblemente encontradas en 
los pronunciamientos relevados: a) Resoluciones donde el tribu-
nal expresamente defina o caracterice este tipo de normas, como 
así también las facultades del gobierno federal y de los gobiernos 
locales; b) Resoluciones donde no se define de algún modo qué 
son los presupuestos mínimos, pero que lo haga indirectamente 
al resolver un conflicto en tal sentido, por ejemplo un planteo 
de inconstitucionalidad o una cuestión de competencia entre es-
feras de gobierno; c) Resoluciones donde solamente se apliquen 
las normas de presupuestos mínimos sin abordar centralmente su 
concepto aunque, por las características del tema tratado, tales 
decisiones puedan ser útiles para la caracterización. 

Siguiendo estos criterios, se seleccionaron algunos pronun-
ciamientos del total de resoluciones publicadas en las bases nom-
bradas. Se utilizó como instrumento de relevamiento una planilla 
de uso compartido donde se discriminaron campos específicos. 

En esta primera aproximación, se ha construido una mues-
tra de aproximadamente 150 fallos. Expondremos a continuación 
algunos resultados obtenidos. Si bien estas conclusiones no ago-
tan en absoluto la complejidad y particularidades de la temática, 
nos permiten construir una base para identificar algunas variables 
útiles, en miras al objetivo planteado. Comentaremos, primero, 
algunos datos cuantitativos, para adentrarnos luego en algunas 
cuestiones conceptuales de mayor relevancia. 

Los presupuestos mínimos ambientales según la jurisprudencia argentina
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III. Datos estadísticos sobre las sentencias y tribunales 

En relación a los tribunales predominantes, el mayor núme-
ro de sentencias corresponde a cámaras (tribunales colegiados de 
segunda instancia), con un 41% y un total de 55, de las cuales 22 
son cámaras provinciales, 23 federales y 10 nacionales, siendo el 
43% de las sentencias dictadas por cámaras situadas en la provin-
cia de Buenos Aires. Esto puede deberse a que es común, en las 
revistas analizadas, la publicación de pronunciamientos a partir 
de esta instancia procesal. 

A esta proporción, le sigue un 22% de sentencias dictadas 
por tribunales superiores provinciales, 19% de sentencias dicta-
das por juzgados de primera instancia y, por último, un 18% de 
sentencias dictadas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 
En cuanto a la distribución de los pronunciamientos por provin-
cias, el siguiente gráfico nos muestra este dato en relación a las 
resoluciones de cámaras:
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En cuanto a la relación entre resoluciones y fecha de creación, 
durante el año 2013 se dictó la mayor cantidad (18), mientras que 
durante el período entre 1995-2002 se dictó la menor cantidad de 
sentencias, coincidiendo con el período en el cual aún no se ha-
bían sancionado leyes de presupuestos mínimos, incluida la Ley 
General del Ambiente. 

Por último, considerando los temas abordados, observamos 
que el mayor número de sentencias versan sobre: agua (25%), eva-
luación de impacto ambiental (22%), residuos peligrosos (21%) y 
residuos sólidos urbanos (11%). Por supuesto que se trata de una 
caracterización de temáticas preponderantes. En sentido estricto, 
ninguna resolución aborda tan solo una temática. La distribución 
puede apreciarse en el siguiente gráfico:

Los presupuestos mínimos ambientales según la jurisprudencia argentina

IV. Cuestiones conceptuales en torno a los presupuestos mínimos

Entramos ahora al análisis cualitativo de la temática. Rescata-
mos algunas problematizaciones de especial interés y preponde-
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rancia en los casos analizados. Se trata de temas comunes o por lo 
menos singulares, que giran en torno a las categorías ya descriptas 
y que nos ayudarán a entender mejor cómo los jueces han aborda-
do los presupuestos mínimos ambientales. 

a) ¿Leyes de presupuestos mínimos o leyes que contienen presu-
puestos mínimos?

En este punto interesa la distinción conceptual que existe en-
tre ley de presupuesto mínimo y ley que contiene uno o varios 
presupuestos mínimos, la cual posee diversas consecuencias ju-
rídicas. En función de los antecedentes jurisprudenciales releva-
dos, podemos apreciar que mientras algunos fallos aseguran enfá-
ticamente que estamos frente a leyes de presupuestos mínimos9, 
otros se refieren a ellas como leyes que contienen, regulan o fijan 
presupuestos mínimos de protección ambiental (PMPA), con es-
pecial referencia a artículos determinados de la LGA (Ley General 
del Ambiente)10.

9	 Cámara 7º de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Córdoba, del 14/12/2005 
en “Chañar Bonito S.A. v. Municipalidad de Mendiolaza”, Publicado en: 
ABELEDO PERROT Online; Cita Online: 35003388; CSJN del 20/04/2010 
en “Asociación Civil Diálogo por el Ambiente v. Estado Nacional -Poder 
Ejecutivo-”, Publicado en: SJA 30/6/2010; Cita Online: 20100432. Juzgado 
de 1° Instancia de Civil y Comercial de Río Grande del 19/02/2010 en 
“Asociación de Consumidores y Usuarios (ACU) c. Municipalidad de Río 
Grande y otro”, Publicado en: La Ley Online; Cita Online: AR/JUR/5354/2010; 
T.S.J. Cba, Sala Electoral y de Competencia Originaria, Sent. del 23/04/2013 
en “Club de derecho (fundación club de derecho argentina) y otros - quispe, 
eduardo - quispe, diego raúl- quispe, ester margarita- molina, celina laura - 
barboza vaca, vanina de los angeles - oliva, da c/ municipalidad de malvinas 
argentinas amparo (ley 4915)- expte. n° 218019/37 - recurso directo»; 
Superior Tribunal de Justicia de la Prov. de Río Negro, del 27/12/2005 en 
“Constanzo Días, Luis E. y otros”, Publicado en: La Ley Online; Cita Online: 
AR/JUR/6784/2005; T.S.J., Cba Sala Contencioso Administrativa, Sent. del 
16/02/2012 en «Benatti, Víctor Hugo c/ Municipalidad de Villa Allende –
Plena Jurisdicción – Recurso de Casación».

10	 Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, sala II, del 08/09/2003 en 
“Biondo, Esteban v. Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano 



85

Hablar en un sentido o en otro no es lo mismo, por lo que es 
importante distinguir sus consecuencias. Si son leyes de presu-
puestos mínimos significaría que todo lo contenido es obligatorio 
para todas las provincias al tener la vigencia federal que le otorga 
el Artículo 41 de la CN, mientras que si sólo contienen o regulan 
presupuestos mínimos en alguno de sus artículos, las provincias 
podrían agregar complementaciones sólo en relación a esos artí-
culos. Al separar contenidos, no todo lo incluido en una ley de 
PMPA tendría la jerarquía del Artículo 41 de la Constitución Na-
cional, sino que también podrían tener disposiciones de fondo, 
como las reguladas en el Artículo 75 inciso 12 de la Constitución 
Nacional. En este último caso, la ley no podría ser complementa-
da por las provincias.

Del relevamiento de fallos, podemos apreciar que los jueces 
hablan, en general, en uno u otro sentido indistintamente y sin 
diferenciar las consecuencias de referirse a leyes de presupuestos 
mínimos o leyes que contienen presupuestos mínimos. A modo de 
ejemplo, la Suprema Corte de Buenos Aires en las causas “Edesur 
S.A.”11 y “Edenor S.A.”12 cita a la Ley Nacional 25.670 como una 
ley que establece presupuestos mínimos de Protección Ambiental 
para la Gestión y Eliminación de los PCBs, en todo el territorio 
de la nación en los términos del Artículo 41 de la Constitución 

-Poder Ejecutivo-”, Publicado en: La Ley Online; Cita Online: 70013780; 
Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Río Negro, del 16/08/2005 
en “CO.DE.CI de la Provincia de Río Negro”, Publicado en: LA LEY 2006-C, 
223, con nota de Eduardo Pablo Jiménez; LLPatagonia 2006, 69; Cita Online: 
AR/JUR/4594/2005; Corte Suprema de Justicia de la Nación, 28/05/2008. 
“Altube, Fernanda Beatriz y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ 
amparo”. Sitio oficial de la CSJN. Disponible en www.csjn.gov.ar

11	 Suprema Corte de Buenos Aires, Sent. del 25/11/2011 en “Edesur S.A. con-
tra Fisco de la Provincia de Buenos Aires. Pretensión anulatoria”, Publicado 
en Sitio Oficial de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos 
Aires: http://www.scba.gov.ar. 

12	 Suprema Corte de Buenos Aires, Sent. del 08/06/2011 en “Edenor S.A. con-
tra Provincia de Buenos Aires. Pretensión anulatoria. Recurso de inaplicabi-
lidad de ley”, Publicado en Sitio Oficial de la Suprema Corte de Justicia de 
la Provincia de Buenos Aires: http://www.scba.gov.ar. 
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Nacional, habilitando a cada provincia a elaborar sus propias po-
líticas ambientales en el marco de su competencia territorial.

A modo ilustrativo, los fallos analizados en el relevamiento 
citan como ley de presupuesto mínimos a la LGA, Ley 26.639 
de Glaciares y Ambiente Periglaciar13, Ley 25.688 de Aguas14, 
Ley 25.612 de Gestión Integral de Residuos Industriales y Ac-
tividades de Servicio, Ley 25.670 de Eliminación de los PCBs, 
Ley 25.831 de Acceso a la Información Pública Ambiental, Ley 
25.916 de Gestión De Residuos Domiciliarios15. Diferencian a la 
ley 24.051 de Residuos Peligrosos como una ley con disposi-
ciones federales y de derecho común e incluso normas que se 
aplican en uno u otro carácter. 

En relación a esta última norma, resulta de interés el caso 
“Landnort S.A.” de la Cámara Federal de Apelaciones de San 
Martín16, donde de una manera implícita, se entiende que puede 
haber presupuestos mínimos incluso en una norma anterior a la 
reforma del año 1994, la Ley de Residuos Peligrosos, o por lo me-
nos funcionar como un único sistema integrado. Señala el fallo: 

“Si esta ley regirá en todo el territorio de la Nación y es de 
orden público (Articulo 3 ya referido), pareciera que las previ-
siones penales de la ley 24.051 no son sino una especie del gé-
nero daño ambiental y en consecuencia aplicables los principios 
de la ley 25.675, por cualquier juez que se halle ante el conoci-
miento de algún posible daño ambiental lo que así incluye los 
casos de la 24.051”17. 

13	 In re “Asociación Civil Diálogo por el Ambiente…”, ya citado.
14	 In re “Asociación de Consumidores y Usuarios (ACU)…”, ya citado.
15	 In re “Constanzo Días, Luis E. y otros…”, ya citado / Cámara Federal de Ape-

laciones de La Plata, sala I, del 28/06/2005 en “CEAMSE c. Nuevo Ambiente 
Centro Vecinal de Punta Lara”, Publicado en: LLBA2005 (noviembre), 1247. 
Cita Online: AR/JUR/3886/2005.

16	 Cámara Federal de Apelaciones de San Martín, sala I. 09/12/2004. Landnort 
S.A.. La Ley Online LLBA2005 (marzo), 222

17	 Fallo citado. p. 3
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En el caso, el tribunal aplica al régimen de residuos peligrosos 
el Artículo 32 de la LGA y el principio de progresividad para dejar 
sin efecto una clausura preventiva en el marco de una investiga-
ción por estos delitos. 

Así como resulta de interés concebir presupuestos mínimos 
fuera de las leyes de presupuestos mínimos, también lo es iden-
tificar la función de complementar de las provincias aun no exis-
tiendo un presupuesto mínimo nacional específico en esa materia 
e incluso también antes de la reforma de 1994. 

Así lo entendió la Suprema Corte de Justicia de la Provincia 
de Mendoza en el caso “Asociación Oikos Red Ambiental v. Pro-
vincia de Mendoza”18. Aquí, frente a un conflicto de licenciamien-
to ambiental por la instalación de un proyecto hidrocarburífero 
en una zona de áreas protegidas, el tribunal entendió que la Ley 
Provincial 6045 de Mendoza (del año 1993) es una de las leyes 
necesarias para complementar a la LGA, pues “la realidad local en 
general, y las zonas naturales protegidas es especial, son materia 
evidentemente de competencia provincial que de ningún modo 
se ve debilitada por la legislación nacional”. Con este argumento, 
el tribunal convalida la prohibición de la instalación en una zona 
de áreas protegidas, prohibición que termina imponiéndose a la 
legislación nacional que regula este tipo de industria. 

Puede verse, entonces, que un primer tema sensible en la ca-
racterización de estas figuras es la delimitación exacta de lo que se 
entiende como presupuesto mínimo entre la totalidad de normas 
nacionales ambientales. En particular, en la relación entre estas 
normas con las llamadas leyes federales y legislación de fondo, 
todas pasibles de ser dictadas por el Congreso Nacional. A su vez, 
en su faz complementaria, se comienza a visualizar y aplicar en 
las provincias leyes que establecen una maximización ambien-
tal, incluso sin poseer aún un piso mínimo, o al tratarse de leyes 
provinciales dictadas con anterioridad a este reparto pero que co-
mienzan a ser entendidas a la luz del Articulo 41 de la CN. 

18	 Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza, sala I, 15/03/2005, 
“Asociación Oikos Red Ambiental v. Provincia de Mendoza p/acc. de amp. 
s/inc. cas.”, Abeledo Perrot: 35001261
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b) Definición de mínimo

El Articulo 41 CN, establece: “Corresponde a la Nación dictar 
las normas que contengan los presupuestos mínimos de protec-
ción, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin 
que aquellas alteren las jurisdicciones locales”. Existe abundante 
jurisprudencia que hace referencia al mencionado precepto. Pero al 
momento de precisar el significado de lo que se debe entender por 
mínimo, encontramos pocos pronunciamientos que lo analicen.

En el fallo “Landnort S.A,” de la Cámara Federal de Ape-
laciones de San Martín ya citado, el tribunal analiza de algún 
modo este concepto. Landnort S.A. es una empresa dedicada al 
tratamiento y disposición final de residuos por biodegradación 
asistida. El 30 de septiembre de 2004, la justicia federal de pri-
mera instancia, por la competencia otorgada a través de la Ley N° 
24.051 pero haciendo a su vez uso de las atribuciones que otorga 
la LGA conforme se mencionó en el apartado anterior, dispuso la 
clausura preventiva y total de esta empresa y le impidió realizar 
cualquier actividad relacionada con la recepción, tratamiento y 
disposición final de residuos peligrosos en el predio que ocupa. 
La empresa apeló el fallo y entre alguno de sus argumentos, puso 
en duda la constitucionalidad de la ley 25.675, afirmando que la 
misma excedería el marco de presupuestos mínimos avasallan-
do jurisdicciones provinciales. Esta afirmación dio lugar a que 
la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín de una defi-
nición de lo que se entiende con el término mínimo, afirmando 
que “con el término mínimo se hace referencia a aquello que 
no puede dejar de contemplarse en ninguna legislación, sería lo 
imprescindible, lo que mínimamente, valga la redundancia, toda 
legislación debe contemplar ya que lo “mínimo” en extensión es 
lo máximo en importancia.”19

A su vez, resulta de interés el fallo también mencionado “Ede-
nor S.A. c/ Municipalidad de San Miguel”, también de la Cámara 

19	 Cámara Federal de Apelaciones de San Martín, sala I. 09/12/2004. Landnort 
S.A.. La Ley Online LLBA2005 (marzo), 222.
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Federal de Apelaciones de San Martín. Citando la obra de José 
Esaín, el fallo menciona la relación entre el concepto de mínimo 
y de uniforme, conforme regula el Articulo 6 de la LGA. Señala la 
sentencia que los presupuestos mínimos se refieren a:

“…una misma tutela para todo el territorio nacional en 
cuanto al mínimo exigible, es decir, que la protección uniforme 
o común a nivel nacional es, al mismo tiempo, la mínima. Por 
lo que, las normas locales pueden no ser idénticas a las nacio-
nales, siempre y cuando den mayor protección al bien jurídico 
ambiente, ya que al proteger más no violan la manda de uni-
formidad establecida en la Ley General del Ambiente porque se 
puede ser uniforme teniendo el mismo nivel mínimo tuitivo en 
todo el país, sin ser necesario que las normas sean exactamente 
iguales; de lo contrario, la competencia provincial sería supleto-
ria y no complementaria”20. 

El desarrollo es pertinente puesto que al regularse el concep-
to de presupuesto mínimo en el año 2002 en la LGA, se incluyó 
la palabra uniforme, lo que podría hacer pensar que lo dispues-
to por estas leyes no puede ser modificado por las provincias, al 
igual que ocurre con los códigos de fondo. El fallo ratifica que lo 
uniforme, en verdad, es lo mínimo y que a partir de tal mínimo, 
las provincias pueden introducir variantes a los fines de comple-
mentar. En tal sentido, mientras que lo mínimo es uniforme, lo 
complementario será, naturalmente, diferente en cada provincia. 

c) Definición de complementario

Con respecto a lo que se entiende por complementar, el fallo 
de la CSJN “Villivar, Silvana Noemí c/ Provincia del Chubut y 
otro21” es el pronunciamiento de mayor importancia. Se trata de 

20	 Cámara Federal de Apelaciones de San Martín, sala II, Causa n° 479/05 - Or-
den 6492, 11/05/2009,” Edenor S.A. c/ Municipalidad de San Miguel”, Vlex

21	 CSJN, 17/4/2007, In re “Villivar, Silvana Noemí c/ Provincia del Chubut y 
otros”
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un caso donde el máximo tribunal debe decidir acerca de la cons-
titucionalidad de un requisito exigido por una norma provincial, 
en concreto el procedimiento de audiencia pública necesario para 
la aprobación de un proyecto minero. Si bien el voto mayoritario 
decide rechazar in limine el recurso, Lorenzetti, Fayt y Petracchi 
delinean el alcance de complementar según su voto, convirtiéndo-
se así en una de las pocas opiniones expresas de este tribunal acer-
ca de la conceptualización de los presupuestos mínimos. Entiende 
por complementar aquello que “supone agregar alguna exigencia o 
requisito no contenido en la legislación complementada”.

En la misma línea, en el fallo “Florit, Carlos A. y otros v. Pro-
vincia de Buenos Aires  Aguas Bonaerenses S.A22” del Juzgado 
en lo Contencioso Administrativo Nro. 1 de Trenque Lauquen, 
se debatió acerca de distintos límites en la legislación nacional 
y provincial relativos a niveles de arsénico y otras sustancias en 
el agua para consumo humano. El pronunciamiento, citando la 
doctrina del caso “Villivar” señala que “la legislación local com-
plementaria en materia ambiental sólo supone una ampliación 
o adición de exigencias o recaudos no previstos en la legislación 
nacional que regula los presupuestos mínimos”.

Asimismo, el fallo “Landnort S.A”23 profundiza también en 
este concepto, enunciando que la facultad de complementar de 
las provincias se efectivizará teniendo en cuenta las característi-
cas propias de cada una de ellas, siendo estas operativas, siempre 
que las mismas no contradigan lo expresado en las leyes de pre-
supuestos mínimos, las cuales son de orden público y servirán de 
parámetro de interpretación para estas normas provinciales dicta-
das con este fin de “agregar” (complementar) regulaciones, con el 
fin de acentuar las protecciones existentes.

22	 Juzgado en lo Contenciosoadministrativo Nro. 1 de Trenque Lauquen, 
06/07/2010, in re “Florit, Carlos A. y otros v. Provincia de Buenos Aires  
Aguas Bonaerenses S.A” Publicado en Abeledo Perrot, citar N° 70062589

23	 Cámara Federal de Apelaciones de San Martín, sala I. 09/12/2004. Landnort 
S.A.. La Ley Online LLBA2005 (marzo), 222.
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En el fallo “Asociación Civil Nuevo Ambiente Centro Vecinal 
Punta Lara c/ Coordinación Ecológica Área Metropolitana Socie-
dad del Estado S.A.”24, la Cámara de Apelaciones en lo Contencio-
so Administrativo con asiento en La Plata profundiza en el princi-
pio de congruencia y explicita el alcance de la complementación, 
la cual se disemina entre la legislación provincial pero también 
municipal específica. Señala, citando a Gabriela García Minella, 
que el principio de congruencia:

“…propone una centralización del esquema de presupuestos 
mínimos nacionales que contiene la ley y una uniforme disper-
sión de los mismos en todo el ámbito provincial y municipal. La 
Ley General del Ambiente 25675 esparcirá sus principios sobre 
un sistema cuádruple: a) primero sobre las normas provinciales 
generales del ambiente; b) luego sobre las normas sectoriales o 
específicas provinciales; c) posteriormente en la normas ambien-
tales generales de nivel municipal; y finalmente, d) en las normas 
sectoriales municipales”.

Finalmente, es curioso lo dispuesto por la Corte Suprema de 
Justicia de la Provincia de Salta, en el caso “Red Solidaria de Ciu-
dadanos en Defensa de sus Derechos c/ Municipalidad de la ciu-
dad de Salta25” Aquí, el tribunal entiende que en ejercicio de la 
facultad de complementar, la provincia ha añadido mayores exi-
gencias en cuanto a la legitimación activa de las organizaciones 
dedicadas a la protección ambiental. 

En el caso, la entidad actora era considera sujeto de derecho 
a la luz de la legislación civil, pero no poseía personería jurídi-
ca y no se encontraba enlistada en el registro de organizaciones 
ambientales creado por la provincia. Por tal razón, el tribunal 

24	 Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo con asiento en La 
Plata, 22/06/2006, Asociación Civil Nuevo Ambiente Centro Vecinal Pun-
ta Lara v. Coordinación Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado 
S.A, publicado en Abeledo Perrot No: 35003901

25	 Corte de Justicia de la Provincia de Salta, 10/03/2005, in re Red Solidaria de 
Ciudadanos en Defensa de sus Derechos v. Municipalidad de la ciudad de 
Salta, publicado en Abeledo Perrot Citar N° 35001746
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le niega legitimación para actuar en la causa, sin perjuicio de la 
eventual intervención del Ministerio Público Fiscal. Lo llamativo 
de la solución es que el tribunal se ampara en la facultad de com-
plementar, pero no a los fines de ampliar la protección ambiental, 
sino a los fines de agregar mayores requisitos al control de legiti-
mación activa planteado en la legislación nacional, lo que puede 
ser visto como una limitación al acceso a la justicia y como un 
contrasentido de la facultad de complementar. 

d) Leyes de presupuestos mínimos y política ambiental nacional

Algunas resoluciones han explicado, citando a Juan Rodrigo 
Walsh, que una ley de presupuestos mínimos es la estructura 
jurídica a partir de la cual se construye una política de Estado en 
materia de protección del entorno y desarrollo sustentable. En 
función de ello, estas leyes no son únicamente la consecuencia 
de la particular regla de concertación y procura del consenso 
entre la nación y las provincias fijadas por el constituyente de la 
reforma. En tal sentido, los lineamientos de la política ambien-
tal nacional diseñada a partir de los acuerdos logrados por las 
provincias y la nación en el marco del federalismo concertado 
se plasmarán en normas que, más allá de las obligaciones y de-
rechos que pudieran crear para los administrados o el propio 
sector público, constituyen un verdadero programa de gestión 
para el desarrollo sustentable.26

Los jueces han señalado también que las leyes de PMPA con-
forman los cimientos jurídicos sobre los cuales se construye la 
política ambiental, definiendo las áreas prioritarias para la gestión 
pública y los instrumentos para lograr los objetivos definidos por 
la política ambiental. 

26	 Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, del 14/11/2007 
en “Yane, Salvador v. Municipalidad de General Alvarado”, Publicado en: 
LNBA 2008-3-337; Cita Online: 35020558.
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Por ejemplo, respecto de la Ley 25.916 sobre gestión de resi-
duos domiciliarios, en el caso “CEAMSE27” la Cámara Federal de 
Apelaciones de La Plata indicó que, como norma de presupuestos 
mínimos de protección ambiental, aquella constituye el fundamen-
to para una política de estado en la materia, orientada a encaminar 
a todos los municipios y provincias del país a adecuar su gestión a 
las pautas mínimas estipuladas para el manejo de residuos.

El Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Río Negro, 
en el caso “CO.DE.CI28” referenció que en la LGA hay un punto de 
partida común a partir del cual se unifican las políticas naciona-
les sobre cada una de las materias que pueden merecer, además, 
una consideración especial cuando se trata de la explotación de 
determinados recursos naturales y donde rigen, además de la le-
gislación nacional, convenciones y tratados internacionales.29

Asimismo, la Cámara séptima de Apelaciones en lo Civil y 
Comercial de Córdoba en la causa “Chañar Bonito S.A.”30 se ex-
presó en este sentido, estableciendo que la LGA otorga una tutela 
ambiental uniforme para todo el territorio nacional, y tiene por 
objeto imponer condiciones necesarias para asegurar la protec-
ción ambiental y que, consecuentemente, contiene una serie de 
principios de política ambiental para su interpretación y aplica-
ción, y la de toda otra norma a través de la cual se ejecute la po-
lítica ambiental. Luego, la mencionada Cámara, realiza una enu-
meración y descripción de aquellos principios que entendió que 
merecían destacarse, los cuales son: a) Principio de congruencia; 
b) Principio de prevención: c) Principio precautorio; d) Principio 
de equidad intergeneracional y e) Principio de progresividad. 

27	 Cámara Federal de Apelaciones de La Plata , 28/10/2005, In re “CEAMSE c. 
Nuevo Ambiente Centro Vecinal de Punta Lara”, Publicado en VLex.

28	 Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Río Negro, 16/08/2005, in 
re CO.DE.CI de la Provincia de Río Negro, Publicado en La Ley Citar AR/
JUR/4594/2005

29	 In re “CO.DE.CI de la Provincia de Río Negro”, ya citado
30	 Cámara séptima de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Córdoba, 

14/12/2005, “Chañar Bonito S.A. v. Municipalidad de Mendiolaza”, Abeledo 
Perrot: 35003388.
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En este caso, la actora postula la inconstitucionalidad de la 
Ordenanza 390/04 dictada por la Municipalidad de Mendiola-
za con fecha 9/11/2004, la que, en primer término, declara a la 
citada localidad como pueblo libre de agroquímicos y proclama 
estimular la producción agropecuaria de tipo orgánica y ecológi-
camente sustentable (Articulo 1) y, en segundo término, prohíbe 
dentro de todo el ejido municipal la utilización de cualquier tipo 
de producto químico o biológico de uso agropecuario, ya sea que 
estén destinados a la fumigación como a la fertilización agrícola. 
En segunda instancia31 la Cámara no hizo lugar a la demanda de 
inconstitucionalidad por lo que la actora solicitó al Tribunal Su-
perior de Córdoba que case la sentencia aduciendo que, a pesar de 
que el tribunal de segunda instancia correctamente proclama la 
existencia de presupuestos mínimos de protección del ambiente, 
termina volviéndose en contra de sus propias premisas, conva-
lidando un régimen normativo sustancialmente incongruente y 
dictado de manera improvisada e intempestiva, omitiendo ade-
más considerar pautas contenidas en la ley citada y rescatadas 
en la Constitución Provincial y en la Ley N° 9164. Finalmente el 
TSJ declara la inconstitucionalidad de la ordenanza en cuestión, 
por los argumentos que comentaremos más adelante, al tratar la 
cuestión de las competencias municipales.

Para concluir este apartado, comentaremos el razonamiento 
que siguió el Tribunal Superior de Justicia de Neuquén en autos 
“YPF. S.A. v. Provincia de Neuquén”32. En el fallo, abordando la 
conceptualización de los presupuestos mínimos, señala que “lo 
que en teoría se encuentra perfectamente delineado, en la prácti-
ca, acarrea numerosas dificultades dado que el punto de conflicto 
se encuentra en la extensión que cada centro de poder haga en el 
ejercicio de su competencia”. 

31	 Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba, 18/09/2007, “Cha-
ñar Bonito S.A. C/ Municipalidad De Mendiolaza – Amparo - Rec. Ape-
lación (E 769041/36) – Casación E Inconstitucionalidad”, en http://www.
justiciacordoba.gob.ar/ 

32	 Tribunal Superior de Justicia de la Provincia del Neuquén, 19/02/2007, 
“YPF. S.A. v. Provincia del Neuquén”, Abeledo Perrot: 35010520.	
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En este caso, la actora solicitó la declaración de nulidad de 
ciertos actos administrativos de la Provincia de Neuquén y sostu-
vo que el Poder Ejecutivo había realizado una delegación incons-
titucional, al encomendar a una Dirección Provincial el dictado 
de la reglamentación de la ley de Preservación, Conservación y 
Defensa del Ambiente. Sin embargo, el Tribunal Superior de Neu-
quén rechazó la demanda interpuesta reconociendo que:

“…en el sistema argentino la división entre la competencia 
federal y las provinciales sigue el criterio de regla y excepción: la 
regla es la competencia provincial o local y la excepción la com-
petencia federal. Continúa afirmando que, por lo tanto, ha queda-
do afirmada la competencia de la provincia para dictar normati-
va de índole ambiental y su aplicación en el territorio provincial”. 

Es por esto que las normas de PMPA requieren de políticas de 
concertación y armonización con los entes locales, a fin de evitar 
la neutralización del accionar provincial.

V. Presupuestos mínimos y competencia legislativa 

a) Concurrencia, congruencia y complementariedad 

Se ha observado que prácticamente la totalidad de juris-
prudencia consultada que trata alguna cuestión de los presu-
puestos mínimos, incluye en sus fundamentos el desarrollo de 
esta temática, citando casi mecánicamente los artículos de la 
Constitución Nacional que delimitan estas facultades (Artícu-
los 41, 28, 31 y 121). Repiten así que corresponde al Congreso 
de la Nación, en forma privativa y excluyente, dictar normas 
que contengan los presupuestos mínimos de protección y a las 
provincias las necesarias para complementarlas, entendiendo 
por complementar aquello que supone agregar alguna exigen-
cia o requisito no contenido en la legislación complementada, 
conforme entendió la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
en el fallo Villivar ya comentado33.

33	 In re “Villivar, Silvana Noemí c/ Provincia del Chubut y otros”, ya citado. 
Cfr. también: Cámara de lo Contencioso Administrativo N° 2. Rosario, Santa 
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Si bien la formulación de la regla parece clara, el tema se 
complejiza cuando los tribunales tratan de insertar este nuevo 
reparto en el esquema de distribución de competencias anterior 
a la reforma de 1994. Estamos hablando de si las cuestiones am-
bientales constituyen competencias concurrentes entre la nación 
y las provincias, o si complementar es algo diferente. También 
aparece en escena la cuestión de la supremacía de la legislación 
federal (Articulo 31 de la CN) y el margen de actuación que tienen 
las provincias frente a tales atribuciones. La mayoría de los casos 
analizados aquí versan sobre cuestiones constitucionales vincula-
das a legislación provincial o municipal. 

Es interesante, por ejemplo, lo resuelto por la CSJN con fecha 
18/11/1999 en autos “Líneas de Transmisión del Litoral S.A. (LIT-
SA) c/ Provincia de Corrientes s/ acción declarativa34”. La causa 
se trata de una acción declarativa de inconstitucionalidad sobre 
unas normas provinciales que imponían regulaciones especiales 
en materia ambiental que afectaban las condiciones en las cuales 
venía trabajando la actora, concesionaria del servicio de distri-
bución de energía eléctrica. La Corte, luego de recordar el carác-
ter federal de la actividad de distribución interjurisdiccional de 
energía eléctrica, sostiene que la provincia de Corrientes posee fa-
cultades concurrentes con la Nación para regular ambientalmente 
esa actividad, pero que si entre ambas facultades o regulaciones 
resulta una repugnancia mutua, prevalecerá el precepto federal, 
en virtud de lo dispuesto por el Articulo 31 de la CN. Se trata, así, 
de la regla ya conocida en materia de facultades concurrentes. 

Fe, 10/03/2011, “Speedagro S.R.L. c/ Comuna de Arequito”, Vlex / Juzgado 
en lo Contencioso administrativo Nro. 1 de Trenque Lauquen, 07/06/2010, 
“Florit, Carlos A. y otros v. Provincia de Buenos Aires - Aguas Bonaerenses 
S.A”, Abeledo Perrot, Nº: 70062589 / Cámara Federal de Apelaciones de San 
Martín, sala II, Causa n° 479/05 - Orden 6492, 11/05/2009,” Edenor S.A. c/ 
Municipalidad de San Miguel”, Vlex.

34	 CSJN, 18/11/1999/, en autos “Líneas de Transmisión del Litoral S.A. (LIT-
SA) c/ Corrientes, Provincia de s/ acción declarativa”, Sitio oficial de la 
CSJN. Disponible en www.csjn.gov.ar 
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En esta línea, cabe citar el criterio que el tribunal establece 
para la resolución del caso: el problema fundamental de estos au-
tos plantea más bien una cuestión de hecho que un caso de inter-
pretación legal, porque es en realidad de circunstancias de hecho 
que ha de derivar el concepto jurídico con que habrá de decidirse 
si existe o no entre las leyes de referencia la incompatibilidad ale-
gada. La Corte concluye finalmente que las normas provinciales 
que modifican la traza de las líneas de transmisión o le dan facul-
tades a la provincia para someter a la Nación a ciertas actividades 
de gestión y la suspensión de las actividades, repugnan al régi-
men federal. La Corte dispone así que, si la provincia considera 
que la traza debe ser modificada, deberá acudir a otro tipo de vías 
para plantearle al Estado Nacional tales alteraciones, señalando 
como ejemplo el espacio del COFEMA. 

En igual sentido, se ha señalado que “…el poder de policía 
ambiental, tal como lo admite la propia Constitución Nacional es 
concurrente entre la nación y las provincias ya que el Congreso 
de la Nación dicta los presupuestos generales y las legislaturas 
provinciales dictan las normas que hacen efectiva esa protección 
constitucional.”35. Se remarca, entonces, en estos pronunciamien-
tos tempranos, la existencia de un federalismo de concertación y 
del carácter concurrente de las facultades ambientales.

Distinta es la solución dada por la Suprema Corte de Justicia 
de la Provincia de Buenos Aires el día 24/09/2008 en los autos 
“Granda, Aníbal y otros v. Edelap S.A” Al igual que en el caso 
“LITSA” de la CSJN, la cuestión también se vincula con la dis-
tribución de energía eléctrica (Ley N° 24065). Esta vez, un grupo 
de vecinos acciona contra la empresa por cuestiones vinculadas a 
la Ley N° 25670 (presupuestos mínimos sobre PCBs). La empresa 
interpone una excepción de incompetencia, sosteniendo que se 
trata de una actividad de regulación federal y que no deben ser los 
tribunales provinciales los que intervengan sino el fuero nacional. 

35	 Corte de Justicia de la Provincia de Salta, 05/12/2000, “Asociación de Clíni-
cas y Sanatorios Privados Provincia de Salta v. Estado Provincial”, Abeledo 
Perrot: 70017843 
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Sin embargo, el máximo tribunal bonaerense ratifica la compe-
tencia provincial en materia ambiental y argumenta que, en este 
caso, se está en presencia de un reclamo por cuestiones ambien-
tales (transformadores con PCBs) distintas a la regulación de la 
actividad contenida en la Ley N° 24065 (distribución de la energía 
eléctrica). En virtud también de lo regulado en el Artículo 7 de la 
LGA, el tribunal entiende que la competencia debe ser provincial, 
por lo que rechaza la excepción de incompetencia. La Corte pro-
vincial utiliza argumentos del precedente “Roca, Magdalena36” de 
la CSJN, para defender la autonomía provincial. 

Por último, es oportuno mencionar cómo los tribunales han 
entendido el funcionamiento del principio de congruencia y la fa-
cultad de complementar normas de presupuestos mínimos, frente 
a casos donde la legislación provincial resultaba menos protecto-
ria que los presupuestos mínimos nacionales. 

Así, podemos volver sobre el caso ya citado “Asociación Ci-
vil Nuevo Ambiente Centro Vecinal Punta Lara v. Coordinación 
Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado S.A37.” de la 
Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo con 
asiento en La Plata. En este caso, se plantea un conflicto entre el 
licenciamiento ambiental otorgado por la provincia para la am-
pliación de un centro de disposición de residuos y los presupues-
tos mínimos para la EIA contenidos en la LGA los cuales, al ser 
más restrictivos, derivaban en la imposibilidad de otorgamiento 
de tal autorización. La empresa estatal se mantenía así bajo el es-
cudo de una regulación provincial más permisiva, dictada con 
anterioridad a los presupuestos mínimos nacionales. El tribunal 
señala entonces: 

36	 CSJN, 16/05/1995, en autos “Roca, Magdalena c/Provincia de Buenos Ai-
res s/Inconstitucionalidad. Sitio oficial de la CSJN. Disponible en www.
csjn.gov.ar 

37	 Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, sala I, del 28/06/2005 en 
“CEAMSE c. Nuevo Ambiente Centro Vecinal de Punta Lara”, Publicado en: 
LLBA2005 (noviembre), 1247. Cita Online: AR/JUR/3886/2005.
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“Mal puede entonces pretender el recurrente que el CEAMSE., 
creado por una norma de 1978 permanezca en un ámbito anqui-
losado y de reserva legislativa que resulte ajeno al juego conjun-
to de los principios de complementariedad, y supremacía federal, 
entendido este último, en nuestro Estado federal, que el ordena-
miento jurídico del Estado federal es supremo sobre los respectivos 
ordenamientos jurídicos de los Estados miembros, quienes pueden 
crear su derecho local en el marco del derecho federal (arts. 5 Ver 
Texto y 123 Ver Texto CN.) […] Congruencia significa, en térmi-
nos del legislador, que el complemento legislativo provincial al 
que agrega el municipal deberá ser “adecuado” a los principios y 
normas que establece la Ley General del Ambiente. Adecuar signi-
fica “acomodar una cosa con otra”. Con ello lo que se quiere decir 
es que las normas que pertenezcan a los órdenes provinciales y 
municipales se deberán amoldar a las de presupuestos mínimos 
nacionales (consecuencia directa del principio de supremacía fe-
deral del art. 31, pero desarrollándolas o maximizándolas en la 
protección). Esto implica la plena operatividad del principio de 
complementariedad y optimización en la protección ambiental. 
Así, la congruencia reglada por la Ley General del Ambiente inclu-
ye la supremacía federal, la que debe coordinarse con el elemento 
complementariedad derivado del art. 41 párrafo 3° de la CN”38. 

La cita es extensa pero ilustra adecuadamente la posición del 
tribunal en este tema. Al igual que en los fallos comentados al 
principio, la supremacía federal (Articulo 31 CN) se vería refle-
jada en las leyes de presupuestos mínimos nacionales. No obs-
tante, según esta doctrina, a diferencia de otras normas federales, 
esta supremacía debe entenderse en conjunto con la facultad de 
las provincias y municipios de complementarlas, ampliando la 
protección. El sistema completo (norma federal de PMPA más 
complemento provincial) es el que goza de supremacía federal, 
siempre y cuando funcione de manera coordinada y adecuada. 
En virtud de este criterio, el tribunal confirma lo decidido y dis-
pone la clausura del centro de disposición final. 

38	 Fallo citado. Considerando V.4.

Los presupuestos mínimos ambientales según la jurisprudencia argentina



Los presupuestos mínimos y el nuevo orden jurídico ambiental…100

En conclusión, existe coherencia en cuanto a que a nivel fe-
deral se disponen las normas que constituyen la base del siste-
ma normativo ambiental (un piso mínimo) mientras que a nivel 
provincial se dictan las previsiones locales complementarias que 
podrán ser más estrictas, gozando de autonomía para este cometi-
do y con la única limitación de adecuarse a los presupuestos mí-
nimos de protección ambiental. De conformidad con tal esquema 
constitucional, el dictado de la legislación de protección mínima 
común a todo el país le corresponde al Congreso de la Nación, 
mientras que a las provincias le corresponde la competencia para 
legislar en forma complementaria a dichas bases mínimas.

b) Facultades legislativas de los municipios 

El Artículo 123 de la Constitución Nacional establece que las 
provincias deben asegurar la autonomía municipal. Consecuente-
mente, en esta órbita también existen facultades concurrentes en-
tre las provincias, municipalidades y comunas en materia de pro-
tección del medio ambiente, y se ha afirmado que “…existe una 
gestión concurrente de intereses comunes, pero en jurisdicción 
propia, fundada en poderes propios. No se discute pues la potes-
tad jurídica de las comunas de limitar el ejercicio de determinados 
derechos individuales con el fin de asegurar el bienestar general”.39 
Esto, siempre que se trate de un “ejercicio razonable y legítimo del 
poder de policía ambiental y de seguridad y salubridad.”40 

39	 Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mercedes, sala II(CCi-
vyComMercedes)(SalaII), 19/03/2009, “Spagnolo, César Antonio c. Munici-
palidad de Mercedes s/amparo”, La Ley, Cita online: AR/JUR/6207/2009 / 
Cámara de Apelaciones en lo Contencioso administrativo de San Martín, 
25/07/2008, “Fundación Ecosur Ecología Cultural y Educación desde los 
Pueblos del Sur v. Municipalidad de Vicente Lopez y otro”, Abeledo Perrot: 
70047258 / In re “Yane, Salvador v. Municipalidad de General Alvarado”, ya 
citado / In re “CEAMSE c. Nuevo Ambiente Centro Vecinal de Punta Lara”, 
ya citado. / Cámara de lo Contencioso Administrativo N° 2. Rosario, Santa 
Fe, 10/03/2011, “Speedagro S.R.L. c/ Comuna de Arequito”, Vlex

40	 Cámara de Apelaciones en lo Contencioso administrativo de San Martín, 
09/04/2008, “Czysezon, Pablo v. Municipalidad de Vicente López”, Abele-
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Puede apreciarse entonces un uso del término concurrente, 
pero aludiéndose a su vez a un ámbito de actuación propio de 
cada nivel de gobierno, donde los derechos individuales pue-
den ser limitados, aunque con el límite de la razonabilidad y 
de la legitimidad. 

Respecto a que debe entenderse por “razonabilidad” la Cá-
mara séptima de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Córdo-
ba, en el caso ya comentado Chañar Bonito S.A.41 ha dicho que 
una ordenanza, que prohíbe dentro del ejido municipal la utili-
zación de cualquier tipo de producto químico o biológico de uso 
agropecuario, resulta razonable “...al dotarla de concreta eficacia 
mediante su ajuste a las características particulares de la región, 
tratando de prevenir los efectos negativos que sobre el ambiente 
se pueden producir...” por la aerodispersión y la contaminación 
local del suelo y de las aguas subterráneas (y de ahí, a su vez, a las 
personas), y que la ausencia de información o certeza científica 
…“no puede ser motivo para la inacción frente a un peligro de 
daño grave o irreversible en la salud o en la seguridad pública”. 

Sin embargo, en la instancia superior, el Tribunal Superior de 
Justicia de Córdoba declaró la inconstitucionalidad de la Orde-
nanza N° 390/04 de la Municipalidad de Mendiolaza42, conside-
rándola antijurídica por estar en pugna con la Ley Provincial N° 
9164 sobre productos químicos o biológicos de uso agropecuario, 
ley que reconoce facultades al Servicio Nacional de Sanidad y 
Calidad Agroalimentaria (SENASA) en materia de agroquímicos, 
en especial en lo referido a las prohibiciones y restricciones de 
determinados productos de uso agropecuario. 

En este sentido el Tribunal dejó sentado que: 

do Perrot.
41	 Cámara Séptima de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Córdoba, 

14/12/2005, “Chañar Bonito S.A. v. Municipalidad de Mendiolaza”, Abele-
do Perrot: 35003388

42	 Tribunal Superior de Justicia de Córdoba, 18/09/2007, “Chañar Bonito S.A. 
v. Municipalidad de Mendiolaza”
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“La simple confrontación entre el marco jurídico reseñado y 
la Ordenanza 390/04 dictada por la Municipalidad de Mendio-
laza patentiza la antijuridicidad de esta última. Ello por cuanto 
si bien la materia regulada en ésta atañe a las potestades de re-
gulación y fiscalización propias del ejercicio del poder de poli-
cía de la comuna en materia de salubridad, dicho ejercicio debe 
subordinarse al régimen jurídico vigente en el Estado Federal, al 
cual no puede desconocer sin un fundamento de tinte científico 
técnico o local que justifique tal proceder. […] A la luz de tal 
postulado, la Ordenanza dictada por la Municipalidad de Men-
diolaza que establece la prohibición total y absoluta del uso de 
agroquímicos no responde a criterios de razonabilidad que se 
desgajan del marco jurídico vigente43”

Es decir que existiendo facultades concurrentes entre la pro-
vincia y municipio, este último posee atribuciones para legislar 
en materia ambiental, pero en el marco de razonabilidad plantea-
do en la doctrina judicial citada. 

Siguiendo en la misma temática, en el fallo de la Su-
prema Corte de Buenos Aires “Picorelli”44, se utilizaron los 
presupuestos mínimos de protección ambiental para dirimir 
una controversia relativa también a cuestiones de fumiga-
ción. En el caso, tratándose de una ordenanza municipal 

43	 En el mismo fallo, el Tribunal cita doctrina en relación a esta cuestión, 
diciendo que: Es atinente al respecto la doctrina que sostiene que la “razo-
nabilidad” en sentido estricto, alude a la ...constitucionalidad o legalidad 
de los motivos o razones que se alegan para justificar una desigualdad o 
trato diferenciado. En términos de control de la actividad administrativa, 
se refiere a la justificación objetiva y razonable de la misma a la vista 
del ordenamiento jurídico. Actuación administrativa razonable, equivale 
a decisión administrativa legalmente fundada, legalmente aceptable...” 
(López González, José Ignacio, “El principio general de proporcionalidad 
en Derecho Administrativo”, Edic. Instituto García Oviedo, Universidad 
de Sevilla Nro. 52, 1988, pág. 117).

44	 Suprema Corte de Buenos Aires, Sent. del 24/09/2014 en “Picorelli Jorge 
Omar y otros c/ Municipalidad de General Pueyrredon s/ Inconst. Ord. Nº 
21.296)”, Publicado en Sitio Oficial de la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Buenos Aires: http://www.scba.gov.ar. 
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menos protectoria que leyes anteriores y que la LGA se con-
sideró que:

“…el principio de progresividad vigente en la materia, 
que al tiempo que procura la mejora gradual de los bie-
nes ambientales, supone que los estándares de protección 
vigentes o actualmente logrados, no sean sustituidos por 
otros, inferiores. […] Desentenderse de los efectos que sobre 
la población pueda provocar la iniciativa de reformas nor-
mativas como la aquí analizada, se exhibe, al menos en esta 
instancia inicial, reñido con el principio de progresividad 
vigente en la materia.”

Volviendo al Tribunal Superior de Justicia de la Pro-
vincia de Córdoba y al principio de razonabilidad, distinta 
fue la solución a la que arribó en el reciente fallo “CEMIN-
COR”45 pronunciándose, frente a una acción declarativa de 
inconstitucionalidad, a favor de la constitucionalidad de la 
Ley Provincial N° 9526. Esta ley dispone la prohibición de la 
minería metalífera “a cielo abierto”, la minería de minerales 
radioactivos y la utilización de sustancias como el cianuro, 
el mercurio y otras calificadas como peligrosas. En relación 
al requisito de la razonabilidad de la norma provincial, el 
tribunal dijo esta vez que

“Una restricción es válida sólo cuando hay un motivo 
u objetivo que la justifique, siempre que éste tenga por fi-
nalidad la satisfacción de una exigencia del bien común. 
En el caso de la norma sub examine, el mismo consistiría 
en amparar un uso razonable del agua y mantener en nive-
les aceptables los efectos contaminantes de determinadas y 
puntuales actividades, prácticas y procesos mineros”. 

Es decir que, para el tribunal, el fundamento de la ra-
zonabilidad de la restricción que establece la Ley N° 9526 
radica en la magnitud de las consecuencias ambientales res-

45	  Tribunal Superior de Justicia de Córdoba, 11/08/2015, “CEMINCOR y Otra c/Superior 
Gobierno de la Provincia – Acción declarativa de inconstitucionalidad”.
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pecto del agua y de las grandes cantidades de residuos am-
bientales que genera la minería metalífera a cielo abierto, 
esto sumado a las experiencias registradas en la Provincia. 
Bajo tal criterio, decide confirmar la constitucionalidad de 
la norma provincial atacada. 

Volviendo a la órbita municipal, es importante remarcar 
también cómo en algunos fallos46 se recuerda la vigencia del 
principio de congruencia receptado en la Ley N° 25.675 que 
prescribe que “la legislación provincial y municipal referida a lo 
ambiental deberá ser adecuada a los principios y normas fijadas 
en la presente ley; en caso de que así no fuere, ésta prevalecerá 
sobre toda otra norma que se le oponga” (Articulo 4), pero con 
distintas soluciones. 

Por ejemplo en el caso “Edenor S.A. c/ Municipalidad de San 
Miguel47” ya citado, la Sala II de la Cámara Federal de Apelacio-
nes de San Martín decide en una controversia donde una orde-
nanza de la Municipalidad de San Miguel imponía restricciones 
más severas que la ley de presupuestos mínimos sobre PCBs (Ley 
N° 25.670), en particular modificando la definición del compues-
to y acortando los plazos para su eliminación. La Cámara hacer lu-
gar al pedido de la empresa y declara la inconstitucionalidad de la 
normativa local, argumentando que la facultad de complementar 
otorgada por el Articulo 41 de la CN es dada sólo a las provincias 
y no a los municipios. Señala la Cámara que:

“La facultad local otorgada por el Art. 41, tercer párrafo, de 
la Constitución Nacional… concierne a cada provincia y no a los 
distintos municipios que la componen, y debe ser ejercida por 
medio de una ley provincial. Ello así, no sólo por los fundamentos 

46	 Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza, sala I, 15/03/2005, 
“Asociación Oikos Red Ambiental v. Provincia de Mendoza p/acc. de amp. 
s/inc. cas.”, Abeledo Perrot: 35001261 / In re “CEAMSE c. Nuevo Ambiente 
Centro Vecinal de Punta Lara”, ya citado.

47	 Cámara Federal de Apelaciones de San Martín, sala II, Causa n° 479/05 - 
Orden 6492, 11/05/2009,” Edenor S.A. c/ Municipalidad de San Miguel”, 
Publicado en VLex.
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doctrinarios expuestos anteriormente en este voto, sino porque la 
norma dictada por la Nación que contiene los presupuestos míni-
mos de protección, es una ley nacional. Por lo que, en atención a 
lo expuesto y a la trascendencia del tema, la norma que dicte la 
provincia para aumentar tales presupuestos mínimos, debe ser de 
la misma jerarquía formal, es decir una ley provincial”. 

Esta solución es radicalmente diferente a la doctrina judicial 
sentada en “Asociación Civil Nuevo Ambiente Centro Vecinal Pun-
ta Lara”48 que comentamos previamente, y según la cual el princi-
pio de complementariedad extiende sus ramas también en la legis-
lación municipal general (Cartas Orgánicas) y específica sectorial. 

Volviendo al fallo “Edenor”, el tribunal abona su posición ar-
gumentando que, si cada municipio establece una regulación pro-
pia, la empresa proveedora de energía eléctrica se vería sometida 
a un enjambre de regulaciones, lo que incrementaría ampliamente 
el costo del servicio. 

Distinta fue también la solución arribada por la Cámara Fe-
deral de Apelaciones de Salta en el caso “Telecom argentina SA 
- Telecom personal SA c/ Municipalidad de General Güemes49”, 
caso que se suma a la copiosa jurisprudencia vinculada a accio-
nes planteadas por empresas de telecomunicaciones que buscan 
se declare la inconstitucionalidad de ordenanzas restrictivas que 
interfieren con la Ley Nacional N° 19.798 (Telecomunicaciones). 

La Cámara confirma la constitucionalidad de la norma seña-
lando que es una facultad propia de los municipios regular el em-
plazamiento de las torres y estructuras de soporte de las antenas, 
y que tal atribución también encuentra sustento en el principio 
precautorio ambiental, cuestión esta que aborda a partir del es-

48	 Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo con asiento en La 
Plata, 22/06/2006, Asociación Civil Nuevo Ambiente Centro Vecinal Punta 
Lara v. Coordinación Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado 
S.A, publicado en Abeledo Perrot No: 35003901

49	 Cámara Federal de Apelaciones de Salta, 01/04/2015, en autos “Telecom 
argentina SA - Telecom personal SA c/ Municipalidad de General Güemes”, 
Publicado en VLex. 
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tado de análisis científico sobre la cuestión. Sobre los aspectos 
económicos, el tribunal señala que la empresa no ha demostrado 
de manera concreta cómo el traslado de las antenas fuera del eji-
do del Municipio de General Güemes le implicará una afectación 
económica irreversible: 

“En cuanto a la evaluación de los costos, nada hay, en los 
elementos de prueba acompañados por las empresas actoras, que 
permita aseverar que el gasto de trasladarse fuera del ejido ur-
bano de la localidad de General Güemes será imposible o difícil 
de afrontar, o generará la pérdida de puestos de trabajo o alguna 
conmoción social. Tampoco puede predicarse irrazonabilidad al-
guna respecto a la distancia que la Ordenanza impone resguar-
dar, pues se trata de 500 metros; que por otra parte, es la medida 
estándar adoptada por similares ordenanzas de Venado Tuerto, 
Paraná y Unquillo, entre otras y, en lo que hace al derecho com-
parado, en Australia […] Por el contrario, la conmoción y la con-
flictividad social persistirán en la medida en que dicha norma no 
se implemente”. 

La Cámara Federal, luego de citar jurisprudencia similar en 
la materia, ratifica la competencia municipal en la regulación y 
restricción de esta materia con fines ambientales. 

Se advierte entonces que las soluciones dadas por los tribu-
nales en materia de competencia legislativa municipal ambiental 
son variadas, tanto en el alcance del principio de congruencia y 
complementariedad maximizadora, como en los diversos análisis 
de hecho que forman parte del razonamiento del tribunal –expre-
sa o indirectamente- para determinar la razonabilidad de la legis-
lación local en cuestión. 

VI. Cuestiones procesales y presupuestos mínimos

Como ya se ha señalado, a partir de la reforma constitucional 
del año 1994, se incorporó -a través del Artículo 41 de la CN- el de-
recho de todos los habitantes de la Nación a gozar de un ambiente 
sano y equilibrado. De ello se deriva que en nuestra Carta Magna 
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se garantice una tutela judicial ambiental. Se ha creado así un nue-
vo escenario jurídico (Julia, 2008) con sus consabidas novedades, 
dando lugar especialmente a aquellas relacionadas con los procedi-
mientos a seguir para procurar la defensa del ambiente.

a) Competencia para juzgar

¿Qué inferencias pueden hacerse de las relaciones procesales 
entabladas para lograr la efectiva tutela ambiental, en lo que res-
pecta a la competencia y jurisdicción? La importancia de conocer 
qué órgano judicial tiene competencia para juzgar y cuál es la es-
fera de gobierno que debe intervenir en la protección de intereses 
relacionados con la materia ambiental, configura un aspecto cen-
tral de la tutela judicial efectiva. Veamos, entonces, algunas solu-
ciones vertidas en los casos analizados, principalmente a través 
de la jurisprudencia de la Corte Suprema. 

El paradigma ambiental aplicado a las decisiones de las au-
toridades públicas exige por lo menos una doble evaluación de 
antecedentes: los referidos a la competencia legislativa50 y a la 
competencia judicial para la defensa de derechos, siendo el punto 
de conexión los bienes ambientales51. Sin perder de vista que los 
bienes ambientales son un sistema complejo que exige su pro-
pia regulación (cuestión está vinculada a su especificidad), en los 
asuntos de naturaleza ambiental participan y convergen distintos 
aspectos procesales, siendo la competencia uno clave. Entonces, 
en materia ambiental ¿la competencia es provincial o federal?

La Constitución Nacional expresamente afirma que el domi-
nio originario de los recursos naturales es de las provincias52. 
Pedro J. Frías opinaba tiempo atrás que dicho dominio trae con-
sigo –salvo limitación expresa- la jurisdicción, lo que no ocu-

50	 Analizados en el aportado ut supra del presente Trabajo.
51	 Concepto utilizado por Lorenzetti, 2008 “Teoría del Derecho Ambiental”, 

Ed. La Ley.
52	 Articulo 124 CN.
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rre siempre a la inversa53. Asimismo, la Corte reconoce que “el 
ambiente es responsabilidad del titular originario de la juris-
dicción”, es decir, la autoridad que ejerce el poder de policía 
ambiental, por regla, es la local54. 

Sin embargo, la respuesta al interrogante supra formulado es 
más compleja. En primer lugar debe tenerse presente que el Ar-
ticulo 41 de la Constitución Nacional no debe ser interpretado 
aisladamente y debe aplicarse en conjunto55 con los Articulos 31 
y 121 que establecen el orden de prelación de las leyes y las fa-
cultades no delegadas de las provincias a la Nación, como así con 
la jurisprudencia histórica del máximo tribunal nacional. Así, la 
CSJN en la causa “Banco de la Provincia de Buenos Aires” 56 se-
ñalaba en el año 1938 que no toda ley nacional es superior a las 
provinciales y aquellas pueden ser inconstitucionales en algunas 
situaciones. Ello, trasladado al terreno de la protección ambiental, 
implica que la interpretación de las facultades delegadas a la Na-
ción debe efectuarse en forma restrictiva para garantizar la forma 
de gobierno federal acogida en la Constitución Nacional.

En cuanto a la competencia originaria de la CSJN (Articulo 
117 CN), basándose en las reglas sobre tal competencia57conteni-
das en nuestra Constitución Nacional y en el reconocimiento de 
las autonomías provinciales, la CSJN se declaró en varias opor-

53	 Frías, Pedro citado por Pardo, María Laura “Presupuestos mínimos ambien-
tales”, publicado en la Ley Online: AR/DOC/820/2015.

54	 CSJN, 16/12/2008. “Vecinos por un Brandsen Ecológico Soc. Civil c/Provin-
cia de Buenos Aires y otros s/Amparo. Sitio oficial de la CSJN. Disponible 
en www.csjn.gov.ar 

55	 “La interpretación de la Constitución Nacional no debe hacerse poniendo 
frente a frente las facultades que enumera, para que se destruyan entre ellas, 
sino armonizándolas dentro del espíritu general que le dió vida”. Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, 1938. “Municipalidad de Balnearia c/ 
FF. CC. del Estado” Fallos: 181:343. Sitio oficial de la CSJN. Disponible en 
www.csjn.gov.ar 

56	 CSJN, 1938. “Banco Provincia de Buenos Aires c/Nación. Sitio oficial de la 
CSJN. Disponible en www.csjn.gov.ar 

57	 Arts. 116, 117, 121, 122, 124 y 127 de la Constitución Nacional.
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tunidades incompetente. Así, en la causa “Roca”58, del año 1995, 
este tribunal recuerda que, respecto a la competencia, pueden 
identificarse dos categorías: a) por la materia y b) por la persona 
para responder a los planteos de la actora. 

Señala que resulta procedente la competencia originaria de 
la CSJN, en la primera categoría, cuando la acción entablada se 
basa directa y exclusivamente en prescripciones constituciona-
les de carácter nacional, ley del congreso, o tratados, de tal suer-
te que la cuestión federal sea la predominante en la causa pero 
no cuando se incluyen temas de índole local y de competencia 
de los poderes locales, como son los concernientes a la protec-
ción ambiental. De esta manera, las autoridades locales tienen 
la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que 
consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para 
la que gobiernan, como asimismo valorar y juzgar si los actos 
que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes pro-
pios, afectan el bienestar perseguido. 

Tal conclusión cabe extraerla de la propia Constitución, la 
que, si bien establece que le cabe a la nación “dictar las normas 
que contengan los presupuestos mínimos de protección”, recono-
ce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que 
no pueden ser alteradas (Articulo 41, tercer párrafo).

En cuanto a la segunda categoría, la Corte en la misma causa 
“Roca”, agrega que la finalidad de su intervención es asegurar, 
esencialmente la imparcialidad de la decisión, la armonía nacio-
nal y las buenas relaciones con los extranjeros. Por último, afirma 
que el Articulo 14 de la Ley 48 consolida la verdadera extensión 
de la jurisdicción provincial y preserva el singular carácter de la 
intervención de este Tribunal, reservada para después de agotada 
la instancia local, además de reconocer que una decisión en con-
trario atentaría contra el régimen federal. 

58	 Corte Suprema de Justicia de la Nación, 16/05/1995. “Roca, Magdalena c/
Provincia de Buenos Aires s/Inconstitucionalidad. Sitio oficial de la CSJN. 
Disponible en www.csjn.gov.ar 
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Siguiendo con este aspecto subjetivo, en un caso donde se 
demanda a la Nación y a varias provincias, la Corte declaró su 
incompetencia señalando que “el alcance de la pretensión no per-
mite atribuirles a las provincias demandadas el carácter de par-
tes adversas” 59 reconociendo a la nación como único legitimado 
pasivo. Se trataba de un caso donde se cuestionó la constitucio-
nalidad del decreto nacional que vetaba un proyecto de ley de 
glaciares aprobado por el Congreso Nacional. La Corte entendió 
que, de prosperar la acción, sólo tendría efectos sobre el Gobier-
no nacional, por lo cual las provincias no revestían la calidad de 
partes en la causa. 

En otra oportunidad, la Corte ha señalado que no correspon-
de su competencia originaria por no acreditarse la afectación in-
terjurisdiccional del medio ambiente ni verificarse en el caso la 
existencia de una causa civil, requisito ineludible para habilitar 
la competencia originaria en causas de distinta vecindad de la 
contraria, cuando una provincia es parte60. Cabe recordar que las 
categorías mencionadas, por la materia y por la persona, son in-
dependientes y no deben concurrir ambas para que la Corte sea 
competente en forma originaria.

Pero son los Artículos 7 y 32 de la LGA los que sientan la 
regla principal en materia de competencia judicial ambiental. 
Señala, el primero que la aplicación de esta ley (la LGA) co-
rresponde a los tribunales ordinarios según corresponda por el 
territorio, la materia, o las personas. En los casos que el acto, 
omisión o situación generada provoque efectivamente degrada-
ción o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccio-
nales, la competencia será federal. A su vez, la primera parte del 

59	 CSJN, 20/04/2010. “Asociación Civil Diálogo por el Ambiente c. Poder Eje-
cutivo Nacional s/amparo ambiental”. Citado por Monti, Laura M. “Compe-
tencia regulatoria y judicial en materia ambiental según jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación”, publicado en La Ley Online AR/
DOC/645/2011.

60	 Art. 117 Constitución Nacional. CSJN, 27/08/2013. “Flores Núñez, Roberto 
Ramón c/ San Juan, Provincia de y otros s/ daño ambiental”. Sitio oficial de 
la CSJN. Disponible en www.csjn.gov.ar 
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Artículo 32 establece que la competencia judicial ambiental será 
la que corresponda a las reglas ordinarias de la competencia. El 
acceso a la jurisdicción por cuestiones ambientales no admitirá 
restricciones de ningún tipo o especie.

Cuando se piensa en el mentado carácter de interjuridicciona-
lidad que habilita la competencia federal, uno puede pensar au-
tomáticamente en el carácter interjurisdiccional que posee cual-
quier recurso natural, por su propia naturaleza. No obstante, al 
respecto la Corte ha dicho: 

…“si bien la interdependencia es inherente al ambiente, y so-
bre la base de ella podría afirmarse que siempre se puede aludir 
al carácter interjurisdiccional referido, para valorar las situacio-
nes que se plantean no debe perderse de vista la localización del 
factor degradante”61.

Así, este tribunal, en las causas “Asociación de Abogados am-
bientalistas”62 y “Asociación Civil para la Defensa y Promoción 
del Medio Ambiente y Calidad de Vida”63 exige que la compro-
bación del carácter interjurisdiccional del daño ambiental sea es-
tricto, debiéndose tener siempre presente la excepcionalidad del 
fuero federal. Para ello, enfatiza sobre la localización del factor 
degradante y si es exigible a otras jurisdicciones la recomposición 
del daño64. Dicho requisito es reiterado en los dictámenes de la 
Procuración y en los pronunciamientos de diversos Tribunales65. 

61	 CSJN, 28/05/2008. “Altube, Fernanda Beatriz y otros c/Provincia de Buenos 
Aires”. Sitio oficial de la CSJN. Disponible en www.csjn.gov.ar 

62	 CSJN, 08/04/2008. “Asociación de Abogados Ambientalistas c/ Provincia 
de Buenos Aires”. Sitio oficial de la CSJN. Disponible en www.csjn.gov.ar 
Considerando 10, 13 y 15.

63	 CSJN. 04/07/2006. “Asociación Civil para la Defensa y Promoción del Me-
dio Ambiente y Calidad de Vida c/Provincia de San Luis y otros - Amparo”, 
Sitio oficial de la CSJN. Disponible en www.csjn.gov.ar 

64	 CSJN. 25/09/2007. “ASSUPA c/ San Juan, Provincia de y otros s/ daño am-
biental y daños y perjuicios”, Sitio oficial de la CSJN. Disponible en www.
csjn.gov.ar 

65	 CSJN, 12/08/2008. “Asociación Ecológica Social de Pesca, Casa y Náutica c/
Provincia de Buenos Aires y otros – La Ley Online Citar: AR/JUR/9064/2008, 
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También la Corte razona que si la degradación ambiental que 
se denuncia se refiere a recursos ubicados en provincia, y la con-
taminación denunciada (…) también tiene su origen en el territo-
rio local, es competente la justicia provincial66. De esta manera, 
para evaluar si el daño ambiental afecta varias jurisdicciones, la 
Corte afirma que debe identificarse la ubicación del llamado fac-
tor degradante.

Distinta ha sido la solución dada por la Cámara Federal de 
Apelaciones de La Plata en los autos “CEAMSE c/ Nuevo Ambien-
te Vecinal de Punta Lara67”, resolución en la cual se consideró la 
procedencia de la competencia federal basándose en la potencial 
contaminación de un acuífero interjurisdiccional, más allá de la 
localización del factor degradante. Así, el tribunal sostuvo que:

…“la presunta contaminación del agua potable como conse-
cuencia del procedimiento del relleno sanitario, genera a enten-
der de éste Tribunal, la incertidumbre sobre la potencialidad de 
riesgo de contaminación del acuífero Puelche, y de ésta manera 
cabe inferir la posibilidad de que se pueda afectar otras jurisdic-
ciones, más allá de la frontera de la Provincia de Buenos Aires, 
toda vez que las zonas donde están ubicados los predios donde se 
desarrolla las tareas de relleno sanitario se apoyan en el mentado 
acuífero...De ésta manera, y dado que la situación puede generar la 
contaminación de un recurso interjurisdiccional, la competencia 
corresponde, también desde ésta perspectiva, al fuero federal”. 

En cuanto al leading case “Mendoza, Beatriz”, es sabido que 
la Corte sienta aquí una importante regla. No hace lugar al pedido 
de acumulación subjetiva solicitado por los actores y se declara 

entre otros.
66	 CSJN, 21/09/2010. “Benzrihen, Carlos Jorge y otro/a c/Industrias Magro-

mer Cueros y Pieles S.A. s/daños y perjuicios”. Citado por Monti, Laura M. 
“Competencia regulatoria y judicial en materia ambiental según jurispru-
dencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación”, publicado en La Ley 
Online AR/DOC/645/2011.

67	 Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, 28/06/2005, en autos “CEAMSE 
c/ Nuevo Ambiente Vecinal de Punta Lara” Publicado en VLex
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competente (competencia originaria) para entender solamente en 
relación al pedido de recomposición y prevención ambiental ori-
ginado por el daño colectivo, en razón de la materia y de las per-
sonas (Estado Nacional y Provincia). Los reclamos individuales y 
particulares son derivados a los tribunales inferiores, los cuales 
deberán ser federales o provinciales dependiendo de cada caso 
(en razón de las reglas clásicas), no considerando que se configure 
en el caso una causa civil. Finalmente, le encarga a un juzgado 
federal de primera instancia el control de la ejecución del progra-
ma establecido. Estas reglas sientan un precedente importante en 
materia procesal ambiental en Argentina68.

Otro aspecto de interés en cuanto al análisis de la competen-
cia efectuado por la CSJN, resulta ser el momento y modo en el 
cual los tribunales deben evaluar la supuesta interjurisdicciona-
lidad. En la causa “Asociación de Superficiarios de la Patagonia 
c/ YPF S.A. y otros”69, la CSJN decide acerca de su competencia 
originaria y la posible interjurisdiccionalidad en un caso plan-
teado ante el supuesto daño ambiental colectivo que afectaría la 
cuenca hídrica del Rio Colorado. El tribunal decide también aquí 
ordenar el proceso y dividir la competencia. En lo que hace al 
posible daño ambiental de recursos interjurisdiccionales, conti-
nuará entendiendo ella en instancia originaria, en razón de lo 
prescripto por el Articulo 7 de la LGA y al estar involucradas las 
Provincias de La Pampa y Neuquén. Por otro lado, en relación al 
daño que tenga alcance local, decide que le corresponde interve-
nir de manera originaria. 

Es interesante remarcar que si bien todo el tribunal arriba a 
esta solución, hay una sutil diferencia entre ellos. Mientras que 
Highton de Nolasco, Fayt y Maqueda sostienen que la convic-
ción acerca de la interjurisdiccionalidad debe surgir de los tér-
minos de la demanda, de los estudios que se acompañen como 

68	 CSJN, 20/06/2008, “Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y 
otros s/ daños y perjuicios”, Sitio oficial de la CSJN. Disponible en www.
csjn.gov.ar 

69	 CSJN, 30/12/2014, “Asociación de Superficiarios de la Patagonia c/ YPF 
S.A. y otros” 
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prueba o, en su defecto, de alguna otra evidencia (Consideran-
do8), Lorenzetti emite un voto propio señalando que el elemento 
interjurisdiccional debe surgir de modo claro e inequívoco de 
los hechos del caso y no de la mera exposición de la demanda, 
aunque tampoco cabe exigir una prueba científica adicional, lo 
cual puede ser visto como un excesivo rigor formal, incongruen-
te con los Artículos 7 y 32 de la LGA, en el marco de un adecua-
do diálogo de fuentes normativas. 

También, y en relación a lo dispuesto por el Artículo 32 de la 
LGA ya citado, la Corte ha actuado frente a medidas cautelares en 
materia ambiental aun sin declarar su competencia. Así, frente a 
una prohibición de innovar solicitada para suspender autoriza-
ciones de desmonte, entendió que los requisitos de verosimilitud 
en el derecho y el peligro en la demora están debidamente acredi-
tados, interpretación ésta realizada a la luz del principio precau-
torio70. Volveremos sobre este caso en el punto siguiente.

En conclusión, podemos decir que la competencia para juzgar 
en temas ambientales está regulada por la Constitución Nacional, 
complementada por leyes nacionales y por la jurisprudencia de 
la CSJN y de tribunales nacionales y provinciales. De allí surge la 
primera regla: el reconocimiento del dominio originario provin-
cial de los recursos naturales, el poder de policía ambiental y la 
consiguiente jurisdicción local. A partir de una interpretación es-
tricta para no invadir la órbita judicial provincial, la Corte indica 
que, en cuestiones de personas y distinta vecindad, el contenido 
de la acción entablada debe ser preponderantemente una cuestión 
federal, a la luz de su doctrina judicial de la causa civil.

A su vez, en cuanto a la interjurisdiccionalidad ambiental re-
querida para abrir el fuero federal en razón del lugar, la Corte 
se vale de la idea de localización del factor degradante o la ubi-
cación de la causa de la degradación o contaminación ambien-
tal. Así, puede afirmarse que habrá competencia local cuando la 
denuncia del recurso ambiental degradado y la causa de su con-

70	 CSJN, 19/12/2008, “Salas, Dino y otros c/Provincia de Salta y Estado Nacio-
nal s/amparo”, Sitio oficial de la CSJN. Disponible en www.csjn.gov.ar 
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taminación se encuentran en el mismo territorio provincial. El 
concepto de localización del factor degradante es utilizado por la 
Corte como una compuerta, que abre o cierra su competencia ori-
ginaria, cuando a los requisitos de la competencia federal se su-
man los especiales de su competencia originaria (Articulo 117 de 
la CN y doctrina judicial creada al efecto). Finalmente, debido a 
la excepcionalidad del fuero federal, el análisis de la localización 
del factor degradante y la interjurisdiccionalidad siempre debe 
hacerse en forma estricta, aunque sin recaer en un excesivo rigor 
formal reñido con la especial garantía de acceso de raíz constitu-
cional y consagrada en el Artículo 32 de la LGA. 

b) ¿Pueden haber normas procesales de presupuestos mínimos?

Nótese primeramente que los jueces están de acuerdo en cuan-
to a que la LGA contiene normas procesales. A su vez, reconocen 
que las disposiciones de la LGA son operativas y de orden público 
(Artículo 3) y que la legislación provincial debe adecuarse a esta 
ley por el principio de congruencia (Artículo 4), tal como ya se ha 
remarcado en apartados anteriores. Así, tanto el Artículo 3 como 
el 4 y 30 a 33 de la LGA son normas procesales consideradas pre-
supuestos mínimos71.

Un ejemplo de esto lo encontramos en el fallo “Carrasco”72 
donde el juez, previo a decidir sobre la procedencia de una medi-
da cautelar de no innovar para que cesaran las obras de construc-
ción de celdas para almacenaje de graneles en zona portuaria de 
San Nicolás, dispuso correr traslado a las demandadas y reque-

71	 In re “Carrasco, Juan A. y otros…” y “Biondo, Esteban…”, ya citados; Cámara 
Federal de Apelaciones de La Plata, Sala II, del 08/07/2003 en “Asociación 
para la Protección del Medio Ambiente y Educación Ecológica “18 de Oc-
tubre” v. Aguas Argentinas S.A. y otros”, Publicado en ABELEDO PERROT, 
Citar: N°43000025; Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, 08/09/2002 
en “Municipalidad de Berazategui v. Aguas Argentinas SA”, Publicado en 
ABELEDO PERROT, Citar: N° 70016871; entre otras.

72	 In re “Carrasco, Juan A. y otros…”, ya citado.
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rirles la presentación de un informe circunstanciado, bilaterali-
zando la relación procesal para asegurar el derecho de defensa en 
juicio y escuchar las diferentes posturas fácticas y jurídicas, sin 
dudas necesarias para una mejor solución del caso. 

A raíz de ello, la parte demanda, en su primera presentación, 
cuestionó la legitimación de la parte actora. En uso de facultades 
ordenatorias que surgían de la normativa legal, el juez solicitó 
a los actores que acreditaran documentadamente su calidad de 
población circundante de las parcelas por ellos denunciadas. En 
resultado a tal pedido, luego de un pormenorizado análisis de la 
normativa aplicable y de la situación luego de la reforma cons-
titucional de 1994, el tribunal se refirió a la amplitud que debe 
existir para analizar el vocablo afectado, el que debe ser interpre-
tado de manera que permita que todo aquel sujeto de derechos, se 
trate de persona física o jurídica, que sienta vulnerado, en forma 
directa o refleja, un interés colectivo, pueda lograr una efectiva 
y concreta protección de su porción subjetiva del interés común 
(Articulo 41 y 43 de la Constitución Nacional y 28 de la Consti-
tución de la Pcia. de Bs. As.).

En esta línea, surge de la sentencia que, para lograr la opera-
tividad de los mandatos constitucionales, resultaba necesario ga-
rantizar el derecho a la jurisdicción de los ciudadanos, mediante 
el acceso a una efectiva tutela judicial de los derechos amenaza-
dos o conculcados (Articulo 15, CP Bs As), ya no en favor de un 
interés individual, sino en resguardo de un interés eminentemen-
te público. En virtud de todo ello, y con fundamento en el prin-
cipio de congruencia contenido en el Articulo 473 de la LGA ya 
mencionado, así como en sus Artículos 30 a 3374 (normas proce-

73	 “…Principio de congruencia: La legislación provincial y municipal referida 
a lo ambiental deberá ser adecuada a los principios y normas fijadas en la 
presente ley; en caso de que así no fuere, éste prevalecerá sobre toda otra 
norma que se le oponga”.

74	 Articulo 30. — Producido el daño ambiental colectivo, tendrán legitimación 
para obtener la recomposición del ambiente dañado, el afectado, el Defen-
sor del Pueblo y las asociaciones no gubernamentales de defensa ambiental, 
conforme lo prevé el artículo 43 de la Constitución Nacional, y el Estado na-
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sales de presupuestos mínimos que establecen un amplio campo 
para la legitimación sustancial activa) el juez se expidió a favor de 
la legitimación de la parte actora por ser aquellas normas las que 
rigen la cuestión, no pudiendo ni la judicatura ni la legislación 
local limitar la legitimación en materia ambiental.

En el mismo sentido, se expidió la Cámara Federal de La 
Plata en el fallo “Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argen-
tinas SA”75, al discutirse sobre la legitimación del intendente 

cional, provincial o municipal; asimismo, quedará legitimado para la acción 
de recomposición o de indemnización pertinente, la persona directamente 
damnificada por el hecho dañoso acaecido en su jurisdicción. Deducida de-
manda de daño ambiental colectivo por alguno de los titulares señalados, no 
podrán interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir 
como terceros. Sin perjuicio de lo indicado precedentemente toda persona 
podrá solicitar, mediante acción de amparo, la cesación de actividades gene-
radoras de daño ambiental colectivo.

	 Articulo 31. — Si en la comisión del daño ambiental colectivo, hubieren 
participado dos o más personas, o no fuere posible la determinación precisa 
de la medida del daño aportado por cada responsable, todos serán respon-
sables solidariamente de la reparación frente a la sociedad, sin perjuicio, en 
su caso, del derecho de repetición entre sí para lo que el juez interviniente 
podrá determinar el grado de responsabilidad de cada persona responsable.

	 En el caso de que el daño sea producido por personas jurídicas la responsa-
bilidad se haga extensiva a sus autoridades y profesionales, en la medida de 
su participación.

	 Articulo 32. — La competencia judicial ambiental será la que corresponda 
a las reglas ordinarias de la competencia. El acceso a la jurisdicción por 
cuestiones ambientales no admitirá restricciones de ningún tipo o especie. 
El juez interviniente podrá disponer todas las medidas necesarias para or-
denar, conducir o probar los hechos dañosos en el proceso, a fin de proteger 
efectivamente el interés general. Asimismo, en su Sentencia, de acuerdo a 
las reglas de la sana crítica, el juez podrá extender su fallo a cuestiones no 
sometidas expresamente su consideración por las partes.

	 En cualquier estado del proceso, aun con carácter de medida precautoria, 
podrán solicitarse medidas de urgencia, aun sin audiencia de la parte con-
traria, prestando debida caución por los daños y perjuicios que pudieran 
producirse. El juez podrá, asimismo, disponerlas, sin petición de parte.

	 Articulo 33. Los dictámenes emitidos por organismos del Estado sobre daño 
ambiental, agregados al proceso, tendrán la fuerza probatoria de los infor-
mes periciales, sin perjuicio del derecho de las partes a su impugnación.

75	 In re “Municipalidad de Berazategui…”, ya citado.
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de la Municipalidad. En esta acción, se solicitaba que se con-
denara a la mencionada empresa a ejecutar las obras necesarias 
para el inmediato cese de la contaminación de las aguas del Río 
de la Plata, también que se repararan los daños ambientales, se 
indemnicen los daños civiles causados por la contaminación y 
se ordenara a la empresa demandada la presentación y posterior 
ejecución de un plan para la construcción de la planta de tra-
tamiento de los efluentes cloacales que se encontraban vertién-
dose en las aguas del Río de la Plata. El tribunal indicó, entre 
otras cuestiones, que tales normas establecen un amplio campo 
para la legitimación sustancial activa, recogiendo la labor juris-
prudencial en la materia y las bases ya establecidas en el propio 
Artículo 43 de la Constitución Nacional, además de considerar 
también al Artículo 27 de la LGA como una norma procesal de 
presupuestos mínimos76. Así, la Cámara Federal no sólo afirma 
que la LGA es una ley de política ambiental nacional que fija los 
presupuestos mínimos establecidos en el Artículo 41 de la CN, 
sino que además, posee normas procesales que también son con-
sideradas presupuestos mínimos.

En cuanto a los procedimientos de corte administrativo, el 
fallo “Carrasco”77 también aportó un ejemplo en cuanto a la obli-
gatoriedad de presentar informes de impacto ambiental, previo a 
la ejecución de toda obra o actividad que pueda degradar el medio 
ambiente o afectar la calidad de vida de los habitantes en virtud 
de lo establecido en Artículo 1178 de la LGA, no obstante la nor-
mativa local haya o no previsto tal requisito. 

En el mismo sentido, nuestra Corte Suprema de Justicia de 
la Nación ha sido clara al referirse a la aplicación del principio 

76	 In re “Municipalidad de Berazategui…”, ya citado.
77	 In re “Carrasco, Juan A. y otros…”, ya citado.
78	 Articulo 11. — Toda obra o actividad que, en el territorio de la Nación, sea 

susceptible de degradar el ambiente, alguno de sus componentes, o afectar 
la calidad de vida de la población, en forma significativa, estará sujeta a un 
procedimiento de evaluación de impacto ambiental, previo a su ejecución.
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precautorio en la causa ya citada: “Salas Dino”79. En esta causa, 
la Corte obliga a suspender las autorizaciones y ejecuciones de 
desmonte evaluadas en forma individual pero no en su conjunto, 
hasta tanto se efectúe un estudio del impacto ambiental acumula-
tivo de dichos procesos, dando amplia participación a las comu-
nidades que habitaban en la zona afectada.

Podemos ver entonces que las normas de presupuestos mí-
nimos de protección ambiental constituyen un plexo normativo 
que podríamos designar como de fondo y procesal, que los jueces 
están obligados a cumplir en todo el territorio nacional. En efecto, 
se ha enfatizado que, dentro de la LGA, hay normas procesales 
de presupuestos mínimos de protección ambiental y que, en vir-
tud del principio de congruencia (Artículo 4 de la Ley 25.675), el 
juez no debe ir en contra de esa normativa superior. Dentro de los 
presupuestos mínimos están incluidas las normas procesales ne-
cesarias para la protección de los derechos ambientales. Se trata 
de un derecho procesal que permite una interpretación adecuada 
del derecho sustantivo como de las otras normas procesales (Conf. 
Rodríguez, Carlos Aníbal, Introducción al Derecho Procesal Am-
biental Argentino, Ed. La Ley, Asunción, Año XXIX, N° 2, Marzo 
de 2006, p. 164)80.

A modo de ejemplo, en “Asociación de Inquietudes Ciudada-
nas” el juez explicó que el Congreso de la Nación ha fijado pre-
supuestos mínimos de naturaleza sustancial y procesal o formal, 
principios que son de aplicación en el ámbito judicial y adminis-
trativo. Así, según esta resolución, la LGA ha establecido la trami-
tación -previa a la ejecución de obras- de los estudios de aptitud 
ambiental y los lineamientos mínimos de contenido, la competen-
cia judicial, la legitimación procesal, los efectos de la cosa juzga-

79	 CSJN, 19/12/2008, “Salas, Dino y otros c/Provincia de Salta y Estado Nacio-
nal s/amparo”, Sitio oficial de la CSJN. Disponible en www.csjn.gov.ar. 

80	 Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Corrientes, Sala IV, del 
10/10/2007 en “Cosimi, María del Carmen c. Dirección Provincial de Ener-
gía de Corrientes”, Publicado en: LLLitoral 2008 (febrero), 71; Cita Online: 
AR/JUR/7853/2007.
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da y las facultades del juez -de neto corte activista- en los proce-
sos ambientales, entre otros aspectos relevantes. No obstante que 
todas estas regulaciones formales podrían ser consideradas como 
una invasión a las potestades que son privativas de las provincias, 
conforme a la tradicional doctrina emanada del Artículo 121 de 
la CN, se ha admitido la inclusión de normas procesales o admi-
nistrativas en la legislación nacional de presupuestos mínimos, 
como una forma de asegurar la eficacia de la legislación81. 

Por otro lado, siguiendo con los aspectos procesales, debe 
considerarse especialmente que los presupuestos mínimos han 
influido en el rol que ejerce la magistratura. En este sentido, en 
los fallos relevados hemos encontrado el reconocimiento de facul-
tades ordenatorias e instructorias de los jueces, con fundamento 
en el cumplimiento de los presupuestos mínimos y en virtud de 
las facultades conferidas en la LGA, así como también en otras 
leyes de presupuestos mínimos82. Precisamente resulta decisivo 
considerar lo regulado en los Artículos 30 a 33 de la LGA ya men-
cionados también.

Igual observación merece el ya explicado fallo de primera ins-
tancia de la localidad de San Nicolás “Carrasco”83, en donde se 
detallaron algunas conclusiones acerca de temas que versan sobre 
legitimación. Como se indicó, en esta resolución se recuerda que 

81	 Conf. Esain, José Alberto, op. cit. p. 266; Kemelmajer de Carlucci, Aída, 
Acad. Nac. de Derecho 2006 (julio), 02/10/2006, p. 1; Cámara Federal de 
La Plata, Causa “Asociación para la protección del Medio Ambiente y Edu-
cación Ecológica ‘18 de Octubre’ c. Aguas Argentinas SA y otros”, Sent. 
del 8/VII/2003, Consid. 17). / Juzgado de 1ra. Instancia en lo Contencioso 
administrativo Nº 1 de La Plata del 16/03/2015 en “Asociación Inquietudes 
Ciudadanas c. OPDS s/ acción sumarísima”, Publicado en: La Ley Online; 
Cita Online: AR/JUR/4148/2015.

82	 Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, sala II, del 26/10/2004 en “Di 
Dio Cardalana, Edgardo y otros v. Aguas Argentinas S.A. y otro”, Publica-
do en ABELEDO PERROT; Cita Online: 35000876. Juzgado Federal de Quil-
mes del 06/07/2011 en “Asociación Civil “Organización Ambiental Pilma-
yqueñ s/medida cautelar”, Publicado en: La Ley Online; Cita Online: AR/
JUR/29779/2011.

83	 In re “Carrasco, Juan A. y otros…”, ya citado.
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son habilitados indistintamente para accionar los afectados, al 
particular damnificado, al Estado nacional, provincial y munici-
pal, a las asociaciones no gubernamentales de defensa ambiental 
y el Defensor del Pueblo, siguiendo lo preceptuado en la LFA. 

A su vez, en cuanto al acceso a la jurisdicción por cuestiones 
ambientales, este fallo remarcó que no deben admitirse restriccio-
nes de ningún tipo o especie, garantizándose el acceso jurisdic-
cional sin cortapisa alguna, aplicando claramente así el Articulo 
32 de la LGA. Por último, y reforzando la tesis de la ampliación 
de facultades de la judicatura, refirió que la LGA fija una conducta 
inquisitiva para el juez actuante, en cuanto a la producción de la 
prueba, en protección del interés general. 

En la causa “Di Dio Cardalana”84 se remarcó que la LGA otor-
ga a la autoridad judicial amplias facultades, tanto en la esfera 
cautelar como en relación con la dirección del proceso, concorde-
mente con el principio de prevención que gobierna la materia. De 
esa manera, se intensifican las facultades ordenatorias e instructo-
rias que las normas procesales ponen a cargo de los magistrados, 
como así también los deberes de éstos con relación al desarrollo 
del procedimiento. Entre ellos, el de velar para que en la tramita-
ción de la causa se procure la mayor economía procesal, o tomar 
las medidas tendientes a evitar la paralización del proceso, de tal 
forma que, vencido un plazo, se pasa a la etapa siguiente median-
te la adopción de oficio de las medidas necesarias. Basándose en 
tales premisas, resolvió que no rige el instituto de la caducidad 
de instancia en procesos que versan sobre derechos relativos al 
medio ambiente y donde está involucrado el derecho público. 

De igual modo, cabe mencionar la acción intentada por la In-
tendencia de Lomas de Zamora y vecinos de la zona contra Aguas 
Argentinas y el Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios 
(ETOSS) a fin de que se disponga la recomposición del servicio 
acuífero y la ampliación de la red cloacal en el municipio. En esta 
causa, la Sala II de La Plata argumentó que, en tales procesos, el 

84	 In re “Di Dio Cardalana, Edgardo y otros…”, ya citado.
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juez debe instrumentar por sí en forma prioritaria lo necesario 
para acelerar los términos procesales e impedir la duración pro-
longada de estos juicios, evitando las presentaciones que busquen 
retrasar su avance.

Por su parte, en la causa “Biondo”85 la Cámara Federal sostu-
vo que la LGA otorga a la autoridad judicial interviniente amplias 
facultades, como es la de disponer de todas las medidas nece-
sarias para ordenar, conducir o probar los hechos dañosos en el 
proceso, a fin de proteger efectivamente el interés general. En tal 
sentido, advirtió que frente a las múltiples normas que regulan 
la materia ambiental en el derecho positivo argentino, existe una 
amplia variedad de organismos nacionales, provinciales y muni-
cipales que se desempeñan como autoridades de aplicación res-
pecto de la fiscalización, evaluación, conservación y tratamiento 
de las aguas que nutren al Río de la Plata. Por tal motivo, frente a 
la grave contaminación alegada que sufre en la actualidad el Río 
de la Plata requirió a todos los organismos, informes pormenori-
zados de las acciones realizadas en los últimos cinco años.

También debe reconocerse que ya la Suprema Corte de Justicia 
de la Provincia de Buenos Aires en el año 1998 se perfilaba en este 
sentido cuando en el precedente “Almada”86 puso en cabeza de la 
judicatura la efectivización de los mecanismos de prevención de 
la contaminación ambiental, solución en ese momento trascen-
dente en materia de prevención y evitación del daño ambiental en 
una causa donde se discutía el cese de la contaminación ambien-
tal imputado a Copetro S.A. por la libranza de elementos conta-
minantes al exterior y la delegación a peritos de una Universidad 
Nacional de la tarea de evaluar las emanaciones producidas. Del 
fallo se concluye la necesidad de que, en el tratamiento de los 
temas de derecho ambiental, haya una participación activa de la 
judicatura, la que si bien de alguna manera puede afectar el clási-

85	 In re “Biondo, Esteban…”, ya citado.
86	 Suprema de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, Sent. del 19/05/1998 

en “Almada, Hugo N. v. Copetro S.A.” Publicado en: La Ley Online JA 1999-
I-259; Cita Online: 990772.
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co principio de congruencia, en definitiva se traduce en un obrar 
preventivo acorde con la naturaleza de los derechos afectados y la 
medida de sus requerimientos. La Suprema Corte de Buenos Aires 
consagró en este fallo el papel del juez guardián en la prevención 
del daño. En el nuevo marco procesal, sostuvo, el juez cumple 
un papel irrenunciable en cuanto a su participación activa en la 
evitación del daño ambiental.

En este orden de ideas, la Corte Suprema ha ido delinean-
do también características del régimen jurídico instaurado por la 
LGA, como un conjunto de disposiciones sustanciales y proce-
sales destinadas a regir las contiendas en las que se discute la 
responsabilidad por daño ambiental, principios ordenatorios y 
procesales aplicables a cada caso y que deben ser estrictamente 
cumplidos, resguardando y concretando así la vigencia del prin-
cipio de legalidad que impone a ciudadanos y autoridades la total 
sujeción de sus actos a las previsiones contenidas en la ley87. Pue-
de verse entonces que la jurisprudencia en materia de activismo 
judicial ambiental es abundante y variada. 

VII. Reflexiones Finales

Es difícil que del análisis de los fallos relevados surja una 
sola regla o doctrina judicial en relación a la conceptualización 
y tratamiento de los presupuestos mínimos ambientales. Se po-
drían abrir líneas enteras de investigación a partir del desarrollo 
de cada una de las temáticas mencionadas o a partir de la evo-
lución jurisprudencial de cada uno de los tribunales escogidos. 
Aun así, como una primera aproximación a la temática, podemos 
decir que no es frecuente en las decisiones judiciales que aplican 
leyes de presupuestos mínimos que se aborde de manera directa 
el alcance o significado de tal concepto. 

87	 Corte Suprema de Justicia de la Nación, Sent. del 08/04/2008 en “Asocia-
ción Argentina de Abogados Ambientalistas c. Provincia de Buenos Aires y 
otros”, Publicado en: La Ley Online; Cita Online: AR/JUR/1694/2008.
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La mayoría trata o centra su análisis en el alcance de la com-
petencia para legislar o complementar tales presupuestos, como 
para juzgar. En este campo, encontramos numerosos pronuncia-
mientos relativos a cuestiones de competencia, especialmente al 
ser ésta una materia específicamente regulada por esta normativa. 
A su vez, la competencia legislativa predomina en planteos de 
inconstitucionalidad, tanto de normas locales (provinciales y co-
munales), como planteos que atacan a las mismas leyes de presu-
puestos mínimos (especialmente en materia de agua y glaciares). 

Volviendo a los problemas de conceptualización, la mayoría 
de los pronunciamientos se limita a citar textualmente al Artículo 
41 de la CN, señalando que corresponde a la Nación dictar las 
normas que contengan los presupuestos mínimos de protección 
del medio ambiente y a las provincias las necesarias para com-
plementarlas sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales. 
Aun así, algunas decisiones se han aventurado a definir el térmi-
no mínimo, siendo también especialmente importante la opinión 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en torno al término 
complementar: “agregar alguna exigencia o requisito no conteni-
do en la legislación complementada”.

Por otro lado, creemos que la diferenciación entre leyes de 
presupuestos mínimos y leyes que solo contienen presupuestos 
mínimos en alguno de sus artículos, no necesariamente es fruto 
de un abordaje deliberado de los jueces sobre esta temática (sal-
vo excepciones), sino que muchas veces puede llegar a ser por 
desconocimiento sobre la relevancia de hablar en uno u otro sen-
tido. No hemos encontrado muchas resoluciones que aborden de 
manera directa y clara esta diferenciación, mayormente tratada 
por la doctrina. 

Por último, del análisis de los fallos relevados, cabe remarcar 
la fuerte influencia que han tenido las leyes de presupuestos mí-
nimos sobre aspectos procesales, en dos sentidos. Por un lado, en 
procedimientos administrativos provinciales, como por ejemplo 
las evaluaciones de impacto ambiental. Por el otro, puede verse 
cómo estas normas han introducido fuertes modificaciones en los 
procesos judiciales, órbita predominantemente provincial, espe-
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cialmente en materia del rol del juez, carga de la prueba, acceso 
a la justicia, y legitimación. Las cuestiones de competencia ju-
dicial, a más de ser un tema procesal, reflejan también cómo ha 
ido evolucionando la opinión de los jueces en torno al ámbito de 
actuación de los poderes judiciales nacional y provinciales, tema 
éste de fuerte raigambre constitucional y política. 
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RESUMEN

Desde una óptica legal, la cristalización de la protección del 
ambiente se encuentra regulada en nuestro sistema jurídico ar-
gentino desde la reforma constitucional del año 1994 con la in-
corporación del Artículo 41 al Capítulo Segundo en los “Nuevos 
Derechos y Garantías”. De ese modo se sentaron las bases nor-
mativas del sistema, elaborado a semejanza del derecho español, 
estableciendo el dictado de normas de presupuestos mínimos de 
protección desde la Nación, dejando a las provincias las compe-
tencias necesarias para complementar aquellas. Puede advertirse 
la creación de una competencia legislativa concurrente, con un 
piso mínimo o base de protección común en todo el territorio fe-
deral para evitar situaciones de inequidad en aquellas jurisdiccio-
nes locales que cuenten con una protección legal o institucional 
ambiental más débil del umbral mínimo necesario. El presente 
capitulo propone pensar críticamente la realidad de la política y 
la gestión pública ambiental desde la incorporación de este nuevo 
material normativo en el sistema jurídico argentino; y trazar el 
diseño, que dentro de ese nuevo esquema conceptual, el derecho 
positivo ha ido perfilando con la sanción de las distintas leyes de 
presupuestos mínimos de protección ambiental que serán objeto 
de estudio y análisis en este capítulo. 

PALABRAS CLAVES

Formulación de políticas públicas ambientales; marco legal 
y jurídico de los presupuestos mínimos de protección ambiental; 
instrumentos complementarios para su implementación en las 
provincias.
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I. Aspecto metodológico

Existen numerosas maneras de clasificar a la gestión pública 
ambiental, pero la que resulta de mayor utilidad para el propó-
sito de este trabajo es aquélla que la estructura según sus etapas, 
comprendiendo tanto la formulación como la ejecución de las po-
líticas ambientales. Es en esta primera instancia donde haremos 
hincapié ya que tanto la elaboración (formulación de políticas) 
como la implementación de las leyes de presupuestos mínimos 
de protección ambiental son temas que no ofrecen lugar a dudas 
acerca de su importancia. 

Se intenta guiar al lector exponiendo los objetivos de este 
apartado de la publicación colectiva, la metodología seguida para 
el análisis del aspecto legislativo de los presupuestos mínimos de 
protección ambiental, y las etapas en que se desarrolló el estudio 
a efectos de responder algunos de los interrogantes que se plan-
tearon: ¿Qué se entiende por presupuestos mínimos desde una 
perspectiva formal y desde una mirada sustancial? ¿Cuál es su 
alcance o el quantum? y ¿Cuáles son sus límites? Las respuestas 
a las preguntas que anteceden serán abordadas desde el concepto 
constitucional y legal de los presupuestos mínimos. 

El objetivo general del presente capítulo es describir el estado 
de situación actual del marco jurídico legal de las leyes de presu-
puestos mínimos de protección ambiental y relevar los proyectos 
de ley en su contexto histórico-político. 

Para llegar a ese objetivo general se plantearon los siguientes 
objetivos específicos:

• Describir el desarrollo normativo de la formulación de 
políticas públicas ambientales a través de la sanción de las 
leyes de presupuestos mínimos de protección ambiental.

• Relevar e identificar los instrumentos y mecanismos 
para la implementación de los presupuestos mínimos en 
las cuatro dimensiones: jurídica, política, institucional y 
participativa. 
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• Analizar el impacto político de los presupuestos míni-
mos ambientales como nuevo material normativo en el siste-
ma jurídico, político e institucional argentino. 

• Determinar y caracterizar las discusiones y debates que 
emergen en cuanto a su alcance, complemento, posibilidad 
de reglamentación y límites.

• Relevar los proyectos de ley de presupuestos mínimos 
ambientales y analizar las temáticas que se pretende regular 
bajo esta nueva modalidad de normas. 

En relación a la metodología empleada el presente capítulo es 
de tipo exploratorio-descriptivo del estado de situación del marco 
jurídico-legal, político e institucional de las leyes de presupuestos 
mínimos de protección ambiental en nuestro sistema argentino.

Para un acercamiento al análisis complejo de la formulación 
de políticas ambientales, mediante la utilización de este nuevo 
material normativo incorporado en el sistema jurídico argentino 
en la cláusula ambiental, el trabajo se dividió en tres grandes eta-
pas y sub-etapas:

1)	 Una primera etapa caracterizada por la búsqueda y 
relevamiento de fuentes, datos e información sobre las le-
yes de presupuestos mínimos ambientales (aprobadas, en 
tratamiento y proyectos de ley) para determinar el contexto 
histórico en el que se enmarcan. Así se logra delimitar el ma-
terial bibliográfico a utilizar en etapas subsiguientes como 
cuerpo de trabajo. 

2)	 En la segunda etapa nos adentramos en el proceso 
exploratorio propiamente dicho, el cual consistía en la lec-
tura del material bibliográfico relevado a efectos de recopi-
lar, ordenar y sistematizar la información recolectada en un 
documento escrito.

3)	 La tercera etapa se centra en un estudio analítico de 
cada una de las 10 leyes de presupuestos mínimos que se 
transformará en el corpus ordenado para luego analizar con 
una mayor profundidad cada una de las dimensiones traza-
das. Se diseñó una tabla con 5 pestañas que representan las 
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dimensiones y categorías de análisis, dentro de cada una se 
determinaron variables e indicadores a identificar teniendo 
en cuenta un documento de referencia. 

El contexto de análisis desde el cual se abordará la problemá-
tica es desde la gestión pública ambiental, que siguiendo a Brañes 
se compone principalmente de tres elementos: el derecho, la polí-
tica y la administración (Brañes, 2000:117/123). Esas tres dimen-
siones estarán presentes en nuestro estudio y a ello se suman otras 
dos dimensiones: una general y otra participativa. Las dimensio-
nes de estudio son las que se exponen a continuación:

A.	Parte general: consiste en la identificación e indivi-
dualización de las leyes de presupuestos mínimos ambienta-
les existentes en nuestro país, especificando su año y época 
de sanción, el tema objeto de la ley y la problemática abor-
dada, su ámbito de aplicación y respectiva reglamentación, 
a los fines de un posterior análisis de las mismas.

B.	 Dimensión jurídica: busca dar cuenta del modo en 
que cada problemática específica se insertó constitucional-
mente, su articulación con la Ley General del Ambiente (en 
adelante LGA) y en particular, las obligaciones que surgen 
de las normas, los actores implicados en ellas y la responsa-
bilidad que conllevan.

C.	Dimensión política: apunta a describir los instrumen-
tos de política y gestión ambiental, los métodos regulados 
en la ley a los fines de su implementación, las estrategias de 
control y fiscalización así como las tecnologías disponibles 
para la ejecución de las políticas.

D.	Dimensión institucional: refiere a la presencia en el 
sistema estatal de la política ambiental respectiva, mediante 
la creación o asignación de áreas destinadas a gestionarla 
temática en especial que regula cada ley de presupuesto mí-
nimos de protección ambiental. A partir de esto se identifi-
có la autoridad de aplicación, las autoridades competentes, 
la institución concreta que materializa la incorporación de 
la dimensión ambiental en la especificidad temática década 
ley de presupuestos mínimos en la planificación del Estado 
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así como el nivel del organismo y su dependencia jerárqui-
ca. Estos datos nos permitirán ver el tipo de gestión que se 
realiza en cada tema.

E.	 Dimensión participativa: consiste en identificar las 
normas que prevén derechos de acceso, haciendo referen-
cia a los instrumentos de acceso a la información, parti-
cipación ciudadana y acceso a la justicia en cuestiones y 
asuntos ambientales. 

El trabajo no aborda aspectos conceptuales, sino que se pro-
pone analizar el estado de situación de la legislación de Presu-
puestos Mínimos existente en nuestro país, conocer los temas que 
se tratan y cómo son abordados en la formulación de la política 
pública, el contexto en el que surgen, su adecuación con la Ley 
General del Ambiente, los instrumentos de que se sirven para su 
implementación, la incorporación legal de la dimensión partici-
pativa y la estructura institucional con que cuentan.

Dentro de cada dimensión se destacan las principales varia-
bles e indicadores considerados necesarios para el estudio que 
permiten observar sistemáticamente los aspectos principales de 
las leyes de presupuestos mínimos ambientales. Una vez identi-
ficadas las variables dentro de cada una de las dimensiones ana-
lizadas, se dio el marco propicio para iniciar el estudio y análi-
sis de cada dimensión en particular para trazar como una última 
sub-etapa la dimensión de implementación de los presupuestos 
mínimos de protección ambiental en las jurisdicciones locales, 
para lo cual se tomaron los instrumentos de política y gestión de 
la provincia de Córdoba como estudio de caso concreto. 

II. Dimensiones analíticas

Luego de haber aclarado los aspectos metodológicos y con-
ceptuales del trabajo, en este apartado se intentará una aproxima-
ción más profunda a la definición de cada una de las dimensiones 
que fueron tomadas en cuenta para el análisis del corpus legislati-
vo de las leyes de presupuestos mínimos de protección ambiental
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A. Parte General 

En esta dimensión analítica se propone describir los aspectos 
más generales de las diez leyes de presupuestos mínimos abor-
dadas. Tenemos por fin evidenciar los rasgos principales que nos 
permitan tener una noción inicial de cada una de ellas, el contex-
to histórico en el que surgen y la temática ambiental que tratan, 
para luego adentrarnos en un análisis más específico en las di-
mensiones siguientes.

El alcance temporal de estudio abarca los últimos veinte años 
desde la reforma constitucional de 1994, el cual fue divido por 
cuestiones metodológicas en cuatro períodos de un lustro:

• Primer período (1994–1999): Comienza con la reforma 
de la constitución nacional, y la incorporación del nuevo or-
den jurídico-ambiental en el Artículo 41 CN. La producción 
normativa en materia ambiental, anterior a la reforma fue ex-
tensa y variada, ya que cada provincia legisló en temáticas 
ambientales específicas, de acuerdo al momento histórico 
y a problemáticas particulares. Con la incorporación de la 
cláusula ambiental como pudimos ver, queda plasmado en 
nuestra Constitución Nacional el derecho al ambiente desde 
una perspectiva de sustentabilidad, el daño ambiental y la 
obligación de recomponer, y quedan determinadas las com-
petencias entre nación y provincias, correspondiendo a aque-
lla dictar las leyes de presupuestos mínimos de protección 
ambiental. Desde un aspecto institucional existía desde 1991 
la Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano, con 
dependencia directa del presidente de la nación, la cual en 
1996 por Decreto 1381 pasó a ser la Secretaría de Recursos 
Naturales y Desarrollo Sustentable (Juliá, 2015:40). Si bien 
podemos decir que durante este período hubo una cierta orga-
nización y jerarquía institucional de cuestiones ambientales, 
no se encontraron leyes de presupuestos mínimos; es recién a 
partir del año 2002 cuando se empieza a legislar.

• Segundo período (2000-2005): Es el primer período 
de dictado de leyes de presupuestos mínimos, es acá don-



135

de empiezan a aparecer las primeras y es también donde se 
sancionan la mayoría de ellas, seis de las diez. Parece raro 
hablar de esta gran actividad normativa en materia ambien-
tal, si tenemos en cuenta el contexto en que se desarrolla. En 
2001 comienza una crisis política e institucional donde cul-
mina la presidencia de Fernando De la Rúa, sin completar el 
período de gestión, seguido por un periodo de presidencias 
interinas, hasta que es electo el nuevo presidente Néstor Kir-
chner. Durante el gobierno de De la Rúa se producen cam-
bios en materia de institucionalidad ambiental, donde se 
evidencia que la temática era algo secundario en la agenda 
política del momento. La Secretaría de Desarrollo Sustenta-
ble y Recursos Naturales deja de depender del presidente de 
la nación, y pasa a formar parte del Ministerio de Desarrollo 
Social y Medio Ambiente (Decreto 667/00). Desde 2001 a 
2003 tenemos un período de presidencias interinas donde 
no hay mayores cambios para las cuestiones ambientales. No 
obstante hay que destacar que en 2002, durante la presiden-
cia de Eduardo Duhalde y habiéndose mantenido el secreta-
rio de ambiente, se sancionan y promulgan cuatro leyes de 
presupuestos mínimos: Ley de Gestión Integral de Residuos 
Industriales y Actividades de Servicio GIRIAS (25.612), Ley 
de Presupuestos Mínimos para la Gestión y Eliminación de 
los PCBs (25.670), Ley General del Ambiente LGA (25.675) y 
el Régimen de Gestión Ambiental de Aguas (25.688); en 2003 
se sanciona el Régimen de Libre Acceso a la Información Pú-
blica Ambiental LAIPA (25.831) promulgada en 2004 donde 
se sanciona también la Ley de Gestión Integral de Residuos 
Domiciliarios GIRD (25.916), ya durante la presidencia de 
Néstor Kirchner. El electo presidente transfiere la Secreta-
ría de Ambiente y Desarrollo Sustentable al Ministerio de 
Salud. En este período algunas de las normas sancionadas 
han sido duramente cuestionadas por la doctrina (Pigretti 
E., Pinto M., Del Campo, C., entre otros) e incluso pasible de 
recurso de inconstitucionalidad por parte de las jurisdiccio-
nes locales. Nos referimos al caso de la ley 25.688 de gestión 
ambiental de aguas que en Marzo de 2003 es objeto de un 
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reclamo concreto de la Provincia de Mendoza que solicita a 
la CSJN la inconstitucionalidad por considerar que avasalla 
las competencias locales de la provincia y la Corte resuelve 
en 2009 declarando la constitucionalidad de la normativa de 
presupuestos mínimos. Desde 2004 hasta 2007 no vuelve a 
haber legislación sobre presupuestos mínimos ambientales, 
pese a que la temática es una constante en la gestión y el 
discurso político. 

• Tercer período de análisis (2006-2010): En 2006 la 
Secretaría de Ambiente y Desarrollo sustentable pasa a la 
dependencia de la Jefatura de Gabinete de Ministros. En 
2007, ya en la presidencia de Cristina Fernández de Kirch-
ner aparece la Ley de Presupuestos Mínimos de Protección 
Ambiental de Bosques Nativos (26.331), y dos años después, 
en 2009 la Ley de Presupuestos Mínimos de Protección Am-
biental para Control de actividades de Quema (26.562). En 
2010 se sanciona el Régimen de Presupuestos Mínimos para 
la Preservación de los Glaciares y Ambientes Periglaciares 
(26.639). Lo trascendental de esta etapa es que la regulación 
de problemáticas específicas en materia de presupuestos mí-
nimos, encuentra su potencia en la arena social y es ese el 
motor del tratamiento político. Ocurrió con la ley de bosques 
que, ante la demora del tratamiento en la Cámara de Sena-
dores, más de treinta organizaciones sociales entregaron en 
el Senado un millón y medio de firmas de personas de todo 
el país en reclamo por el urgente tratamiento de la norma, 
demostrando un alto nivel de consenso social. Es decir que 
han sido fruto de la presión de la sociedad civil y su parti-
cipación se convirtió en la piedra angular del proceso nor-
mativo. El tema ambiental continúa siendo una constante en 
la agenda política, y la Secretaria de Ambiente y Desarrollo 
Sustentable mantiene su jerarquía.

• El cuarto y último período (2011-2015) tiene como pro-
tagonista al Sistema Federal de Manejo del Fuego (26.815) 
sancionado en 2012 y promulgado en 2013. Más adelante 
se realiza un relevamiento de los proyectos de ley de presu-
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puestos mínimos en el período 2014-2015. Concretamente 
en 2014 se presenta un proyecto de ley estableciendo los 
Presupuestos Mínimos de Protección y Conservación de la 
Flora Silvestre Autóctona (Exp. 57/2014).

Con respecto a los temas tratados por las leyes de Presu-
puestos Mínimos, para su análisis en la tabla se trabajó den-
tro de la variable “Rubro/Tema” con seis indicadores asig-
nando un número a cada uno. En cada número se agrupan y 
sectorizan temáticas ambientales teniendo en cuenta la co-
nexión entre ellas. Así, el indicador número uno (I) refiere a 
Aguas y Recursos Hídricos, donde se encontraron dos leyes 
de las cuales una es sancionada en 2002 y la otra (Glaciares) 
recién en 2010. Una sola refiere al ambiente en general del 
indicador número dos (II). Tres leyes abordan áreas protegi-
das, reservas y bosques, temas agrupados en el número tres 
(III) de la variable, sancionadas estas desde 2007 en adelan-
te, existiendo también un proyecto de ley sobre Protección 
y Conservación de la Flora Silvestre y Autóctona con fecha 
de ingreso 05/03/2014; en el indicador cuatro (IV) se trata 
la temática de Información, participación y acceso a la jus-
ticia, donde se ubica una de las leyes sancionada en 2003 y 
promulgada en 2004; y tres se corresponden con el rubro re-
siduos del indicador cinco (V), dos de ellas sancionadas en 
2002 siendo las primeras leyes de presupuestos mínimos, y 
una en 2004. En el número seis (VI) de la variable se agrupan 
ruidos y contaminación sonora, de lo cual no existe aún ley 
de presupuestos mínimos, sino un proyecto que cuenta con 
media sanción de la Cámara de Senadores.

Este análisis nos permite ver cuáles son los temas priori-
tarios en materia ambiental, y como han ido cambiando se-
gún la época. Las primeras leyes refirieron a residuos, tema 
claramente preocupante en el momento en que surgen, tal es 
así que en dos años (2002 – 2004) se sancionan tres leyes en 
el tema: PCBs, residuos industriales y domiciliarios. “Un ob-
jetivo del Proyecto de Ley 25.612 (Artículo 60, párr. 1°) apro-
bado por el Congreso, fue abrogar la Ley 24.051 (de residuos 
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peligrosos), pero se ha interpretado que el Poder Ejecutivo 
veto la abrogación, por lo que ésta continúa rigiendo como 
ley de policía federal para los residuos peligrosos en toda la 
República, y normas iguales o similares a ella, sancionadas 
por algunas provincias, pasaron a tener jerarquía de ley lo-
cal suplementaria de la Ley 25.612” (Vals, 2012:183). “Los 
fundamentos del Decreto 1343/02 observaron los Artículos 
51 a 54 y 60, párr. 1°, del Proyecto de Ley, alegando que la 
figura penal que describen “contiene elementos típicos que 
la definen como una figura abierta desde la perspectiva de 
análisis dogmática”. Por ello el Poder Ejecutivo consideró 
prudente mantener la vigencia del régimen penal estableci-
do en la Ley 24.051. (…) La observación del Poder Ejecutivo 
al artículo que disponía la abrogación determinó que se con-
siderará que coexisten las dos leyes, una de presupuestos 
mínimos y otra de policía federal para residuos que -en la 
práctica- son más o menos los mismos pero para su identifi-
cación siguen criterios distintos” (Vals, 2012).

Luego entramos en una etapa que podría llamarse “pasi-
va” en cuanto a legislación ambiental, ya que desde 2004 a 
2007 no aparecen nuevas leyes en el tema. Pero desde 2007 
la temática en prioridad parece cambiar, la mayoría de las 
leyes que se sancionan refieren a áreas protegidas y bosques. 
Aparece la ley de Presupuestos Mínimos de Bosque Nativo, 
Ley de Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental para 
Control de Actividades de Quema y el Sistema Federal de 
Manejo del Fuego.

Solo cinco de las diez leyes están reglamentadas: la LGA 
por Decreto Reglamentario 2413/2002. El Decreto Reglamen-
tario 207/2011 de la Ley 26.639 reglamenta los Artículos 4, 
5, 7 y 9 (realización del inventario y evaluación de impacto 
ambiental) por considerarse que los demás son operativos 
por sí mismo y no requieren complementación alguna. Dos 
de ellas hicieron eco de la nueva modalidad de reglamen-
tación concertada: La Ley Nº 25.670 de gestión y elimina-
ción de PCBs reglamentada en consenso por las provincias 
en el ámbito del COFEMA por Decreto 853/2007; y la Ley 
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N° 26.331 de protección ambiental de bosques nativos, tam-
bién reglamentada en el ámbito del COFEMA por Decreto 
91/2009. Sin embargo, hay otros dos casos de normas de pre-
supuestos mínimos que contemplan esta nueva estructura 
de reglamentación -previa concertación con las provincias- 
y en la práctica no se ha logrado tal efecto, se trata de la 
Ley Nº 25.612 de gestión integral de residuos industriales y 
actividades de servicios; y la Ley Nº 25.688 del régimen de 
gestión ambiental de aguas. Por su parte la Ley N° 25.831 de 
libre acceso a la información pública ambiental, fue regla-
mentada en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional median-
te Decreto 1172/2003. 

No obstante, esta actividad reglamentaria es motivo de 
debate y discusión en el sistema argentino desde su incor-
poración, por la propia institución con competencia para tal 
actividad, es decir el COFEMA que por Resolución 92/2004 
sostuvo su postura de que:

“Las leyes de PMPA no son reglamentables por la Na-
ción, sino en contenidos exclusivamente federales (…). La 
definición o el contenido material de los presupuesto míni-
mos de protección ambiental no puede ir más allá del esta-
blecimiento de un umbral mínimo, básico, sin abarcar con-
tenidos de gestión”.

Dos de las leyes tuvieron veto parcial del Poder Ejecu-
tivo antes de su sanción (GIRIAS y GIRD); y una de ellas 
fue vetada totalmente por el Poder Ejecutivo (por Decreto 
1837), se trata de la ley de presupuestos mínimos para la 
protección de glaciares de Octubre de 2008; sancionándose 
en 2010 otra norma cuyo texto era similar y es la ley que se 
encuentra actualmente vigente. 

B. Dimensión Jurídica 

La dimensión jurídica hace referencia al conjunto de acciones 
por las cuales se busca expresar o precisar determinada política 
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pública ambiental. En el presente, hemos identificado variables 
susceptibles de expresar esta dimensión (Juliá, 2015:20).

Una de las variables escogidas es la inserción constitucional 
de la política específica en el sistema a los fines de identificar si se 
ha incorporado o no la problemática en la Constitución Nacional 
y, en el primer caso, si ha sido de manera explícita o implícita. 
De este modo, se encuentran receptadas de modo explícito las 
problemáticas comprendidas por la Ley Nº 25.612 de gestión inte-
gral de residuos industriales y actividades de servicios; la Ley Nº 
25.670 de presupuestos mínimos para la gestión y eliminación de 
los PCBs; la Ley General del Ambiente Nº 25.675; la Ley 25.831 
de libre acceso a la información pública ambiental; y la Ley Nº 
25.916 de gestión de residuos domiciliarios, debido a que son 
mencionadas en el Artículo 41 de nuestra Carta Magna. 

En cambio, la recepción constitucional de las problemáticas 
abarcadas por las restantes leyes de presupuestos mínimos ha 
sido implícita, ya que se hace referencia en general a la contami-
nación ambiental y su control pero no son señaladas expresamen-
te. Merece particular atención la Ley Nº 26.639 de presupuestos 
mínimos para la preservación de los glaciares y del ambiente pe-
riglaciar cuya inserción constitucional es implícita porque en el 
Artículo 41 no se menciona la cuestión, sin embargo, puede ser 
considerada explícita debido a que constituyen “patrimonio natu-
ral” en los términos del artículo referido. 

Teniendo en cuenta los indicadores mencionados preceden-
temente, se ha analizado la inserción concreta de las temáticas 
que prevén las normativas de Presupuestos Mínimos en la Ley 
General de Ambiente. En consecuencia, es posible decir en que 
se ha receptado explícitamente la política específica prevista por 
la Ley 25.831 de libre acceso a la información pública ambiental, 
ya sea como objetivo de la política (Artículo 2 inc. I “organizar e 
integrar la información ambiental y asegurar el libre acceso de la 
población a la misma”), como instrumento de gestión (Artículo 8 
inc. 5 “Sistema de diagnóstico e información ambiental”) y en ca-
pítulo propio titulado Información ambiental (Artículos 16 a 18); 
mientras que las temáticas contenidas en las demás normas de 
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Presupuestos Mínimos dictadas con posterioridad a su sanción, 
gozan de inserción implícita en la LGA ya sea porque han sido 
sancionadas tomando esta ley como marco o porque disponen 
iguales instrumentos de política y gestión ambiental.

Continuando con el análisis desde una dimensión jurídica, 
se han individualizado las normas que establecen obligaciones 
en cada una de las leyes de presupuestos mínimos, identifican-
do su objeto, los sujetos obligados y las consecuencias jurídicas 
que se derivan del incumplimiento de las mismas, tal como se 
expone a continuación: 

1)	 Ley De Gestión Integral de Residuos Industriales y 
Actividades de Servicios Nº 25.612

§	Esta ley establece obligaciones para los sujetos gene-
radores de residuos industriales (Artículos 11, 12 y 13) que 
consisten en la adopción de programas tendientes a minimi-
zar la generación de residuos, separación de residuos incom-
patibles, envasado de residuos industriales cuando las medi-
das de higiene y seguridad lo exijan, tratamiento adecuado, 
disposición final y reutilización o reciclado de los mismos. 
Además, deberán presentar periódicamente una declaración 
jurada en la que se especifiquen los datos identificatorias y las 
características de los residuos industriales, como así también, 
los procesos que los generan. Respecto a la responsabilidad, 
el Artículo 16 dispone que el generador de residuos, en ca-
lidad de dueño de los mismos, es responsable de todo daño 
producido por éstos, en los términos del Título II de la ley 
(Responsabilidad Civil –Artículos 40/41/42/43-; Responsabi-
lidad Administrativa -Artículos 44 a 50-; y Responsabilidad 
Penal -por Decreto 1346/2002 se observan los Artículos de 
responsabilidad penal 51 a 54 y primer párrafo del Artículo 
60 quedando la Ley 24.051 complementaria de esta).

§	Los Artículo 23 a 28 prescriben las obligaciones y res-
ponsabilidades del transportista de residuos, quien deberá 
asegurar la recomposición de los posibles daños ambienta-
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les que su actividad pudiera causar, por lo que podrá dar co-
bertura a los riesgos ambientales a través de la contratación 
de un seguro de responsabilidad civil o garantías, según lo 
determine la reglamentación. Todo transportista es respon-
sable, en calidad de guardián de los residuos, de todo daño 
producido, durante el transporte desde los lugares de gene-
ración hasta los lugares autorizados de almacenamiento, tra-
tamiento o disposición final.

§	La normativa determina que toda planta de almace-
namiento, tratamiento o disposición final de residuos, de-
berá realizar previo a su habilitación un estudio de impacto 
ambiental para ser presentado ante la autoridad competente, 
la cual emitirá una declaración de impacto ambiental en la 
que fundamente su aprobación o rechazo; y además deberá 
llevar un registro de operaciones permanente. Al igual que el 
transportista, sus titulares serán responsables de todo daño 
producido por los residuos en razón de la actividad que en 
la planta se desarrolla debiendo asegurar la recomposición 
de los posibles daños ambientales.

§	El Artículo 57 de la ley regla las competencias de la 
autoridad de aplicación nacional, entre las cuales se encuen-
tran las siguientes: entender en la determinación de políti-
cas en materia de residuos industriales y de actividades de 
servicio; promocionar la utilización de procesos producti-
vos y métodos de tratamiento que impliquen minimización, 
reciclado y reutilización de los mismos, y la incorporación 
de tecnologías más adecuadas para la preservación ambien-
tal; asesorar y apoyar a las jurisdicciones locales en los pro-
gramas de fiscalización y control de los residuos. 

§	Seguidamente, el Artículo 58 dispone que la auto-
ridad de aplicación elaborará y mantendrá actualizado un 
listado de elementos o sustancias peligrosas, tóxicas o noci-
vas, contenidas en los residuos industriales y de actividades 
de servicio, en la que se especifiquen las características de 
riesgo y el Artículo 62 determina que el Poder Ejecutivo re-
glamentará la presente ley dentro de los 120 (ciento veinte) 
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días corridos a partir de su promulgación. No obstante ello, 
“ni el Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA), ni la 
propia Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de 
la Nación realizaron las acciones conducentes a elaborar la 
lista de residuos objeto de la norma que la ley les encomien-
da y la doctrina criticó su contradicción con la prohibición 
constitucional de importar residuos actual o potencialmente 
peligrosos. Tampoco fue reglamentada en el orden nacional” 
(Vals, 2012:224).

2)	 Ley Presupuestos Mínimos para la Gestión y Elimi-
nación de los PCBS Nº 25.670

§	Su Artículo 4 contiene la obligación del Poder Eje-
cutivo de adoptar las medidas necesarias para garantizar la 
prohibición de la producción, comercialización e ingreso 
al país de PCBs, la eliminación y descontaminación de los 
PCBs y aparatos que contengan PCBs.

§	Los Artículos 11 y 12 enumeran las obligaciones de 
la autoridad de aplicación nacional, la cual deberá instru-
mentar las medidas necesarias para que todos los poseedo-
res de PCBs del país puedan tener acceso a los instrumentos 
administrativos requeridos para la inscripción en el Regis-
tro Nacional Integrado de Poseedores de PCBs en un plazo 
máximo de sesenta días corridos; realizar estudios de riesgo 
y auditorías ambientales; informar a los vecinos residentes 
en la zona afectada o en riesgo; formular e implementar, en 
el ámbito del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFE-
MA), un Plan Nacional de Gestión y Eliminación de PCBs; 
dictar normas de seguridad y controlar el cumplimiento de 
las mismas; la promoción e investigación de sustitutos exis-
tentes y futuros, entre otras.

§	Las obligaciones del poseedor son las siguientes: 
actualizar la información en el registro al menos cada dos 
años y notificar en forma inmediata cambios (Artículo 12, 
2do párr.); todos los aparatos que contengan PCBs y que su 
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poseedor quiera mantener en operación deberán ser descon-
taminados a su cargo antes del año 2010 (Artículo 14); pre-
sentar antes del año 2005 ante la autoridad de aplicación, un 
programa de eliminación o descontaminación de los apara-
tos que contengan PCBs (Artículo 15); en un plazo máximo 
de sesenta días corridos deberán identificar todos los equi-
pos y recipientes que contengan PCBs y PCBs usados, ins-
trumentar un registro interno de actividades en las que es-
tén involucrados PCBs, adecuar los equipos que contengan 
y los lugares de almacenamiento de PCBs y PCBs usados, 
e instrumentar las medidas necesarias para evitar poner en 
riesgo la salud de las personas y la contaminación del medio 
ambiente (Artículo 17); ante el menor indicio de escapes, 
fugas o pérdidas de PCBs en cualquier equipo o instalación, 
el poseedor deberá instrumentar medidas correctivas y pre-
ventivas para reparar el daño ocasionado, disminuir los ries-
gos hacia las personas y el medio ambiente y evitar que el 
incidente o accidente vuelva a ocurrir (Artículo 18). 

§	Con respecto a la responsabilidad, el incumplimien-
to de la Ley, su reglamentación y normas complementarias, 
según lo establecido por los Artículos 21 y 22, será reprimi-
do por la autoridad de aplicación local con apercibimiento, 
multa, inhabilitación por tiempo determinado o clausura, 
independientemente de la responsabilidad civil o penal que 
pudiere corresponder. “Cada jurisdicción tendrá un fondo 
ambiental conformado con el producido de las multas y de-
más fuentes de ingreso que puedan establecer las normas, 
para utilizar en tareas de remediación ambiental (…)”. En 
caso de que una provincia no instrumente un sistema de in-
fracciones y sanciones (Artículos 21 y 22), ¿Cuál sería el pro-
cedimiento a seguir en caso de no cumplimiento de la Ley? 
El Sistema Federal Ambiental diseñado a partir de la sanción 
de la Ley 25.675 carece de un régimen eficaz de aplicación, 
para los casos donde la jurisdicción local incumpla con sus 
obligaciones administrativas de fiscalización. En el derecho 
comparado, como es el caso en los EE.UU. la administración 
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federal retiene siempre la facultad de la aplicación directa 
de la legislación federal en aquellos casos donde los estados 
incumplan con los planes de implementación estatales (Sta-
teImplementation Plans)” (Garré, 2005:55/56). Por su parte, 
el Artículo 20 remite a la aplicación del régimen de respon-
sabilidad de la Ley 24.051 de Residuos Peligrosos.

3)	 Ley General del Ambiente Nº 25.675

§	Los Artículos 11 y 12 prevén la obligación de realizar 
un procedimiento de evaluación de impacto ambiental previo 
a la ejecución de obras u actividades susceptibles de degradar 
el ambiente, obligación que recae sobre toda persona física o 
jurídica que pretenda desarrollar estas actividades en el terri-
torio de la nación. Estas personas, además, deberán propor-
cionar la información que esté relacionada con la calidad am-
biental y referida a las actividades que desarrollan (Artículo 
16) y deberán contratar un seguro de cobertura con entidad 
suficiente para garantizar el financiamiento de la recomposi-
ción del daño que en su tipo pudiere producir (Artículo 22).

§	La LGA, en sus Artículos 14 y 15, hace referencia a la 
educación ambiental e instituye el deber de implementar pla-
nes y programas en los sistemas de educación, formal y no for-
mal, por parte de las autoridades competentes, COFEMA, con-
sejos de cultura y educación y de las jurisdicciones locales.

§	Respecto a la información ambiental, la ley dispone 
que la autoridad de aplicación (Secretaría de Ambiente y De-
sarrollo Sustentable dependiente de la Jefatura de Gabinete 
de Ministros88) deberá desarrollar un sistema nacional inte-
grado de información que se instrumentará a través del CO-
FEMA. Asimismo, las autoridades serán responsables de in-
formar sobre el estado del ambiente y los posibles efectos que 

88	  Organigrama de la Jefatura de Gabinete de Ministros accesible en el siguien-
te link: http://www.sgp.gov.ar/dno/Jefatura/Pdf/JGM.pdf (Octubre, 2015).
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sobre él puedan provocar las actividades antrópicas actuales 
y proyectadas (Artículos 17 y 18). El Artículo 20, referido a 
la participación ciudadana, prescribe otra obligación a las au-
toridades, consistente en institucionalizar procedimientos de 
consultas o audiencias públicas como instancias obligatorias 
para la autorización de aquellas actividades que puedan ge-
nerar efectos negativos y significativos sobre el ambiente.

§	El Poder Ejecutivo, debe elaborar un informe anual 
sobre la situación ambiental del país que presentará al Con-
greso de la Nación (Artículo 18, segunda parte). “Correspon-
de señalar una omisión en que incurre la Ley General del 
Ambiente, ya que no incluye ninguna referencia a la sanción 
que debe aplicarse a los funcionarios públicos que no cum-
plan con las obligaciones que instituye, sin perjuicio de las 
responsabilidades establecidas por los códigos Civil y Penal 
de la Nación.” (Sabsay, 2003:29). 

4)	 Régimen de Gestión Ambiental de Aguas Ley Nº 25.688

§	Esta ley crea los comités de cuencas hídricas y les 
encomienda la misión de asesorar a la autoridad competente 
en materia de recursos hídricos, colaborar en la gestión am-
bientalmente sustentable de las cuencas hídricas (Artículo 
4) y aprobar la utilización de aguas objeto de la ley en el 
caso de las cuencas interjurisdiccionales, cuando el impacto 
ambiental sobre alguna de las otras jurisdicciones sea signi-
ficativo (Artículo 6). 

§	La autoridad competente es la encargada de otorgar el 
permiso para utilizar las aguas objeto de la ley. 

§	El Artículo 7 establece como obligaciones de la auto-
ridad nacional de aplicación: determinar los límites máxi-
mos de contaminación aceptables para las aguas de acuerdo 
a los distintos usos; definir las directrices para la recarga y 
protección de los acuíferos; fijar los parámetros y estándares 
ambientales de calidad de las aguas; y elaborar y actualizar 
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el Plan Nacional para la preservación, aprovechamiento y 
uso racional de las aguas, que deberá, como sus actualizacio-
nes, ser aprobado por ley del Congreso de la Nación.

§	Conforme la norma, el Poder Ejecutivo debe regla-
mentar esta ley dentro de los 180 días de su publicación y 
dictar las resoluciones necesarias para su aplicación, lo cual 
no ha sido realizado a la fecha.

§	La ley no instituye régimen de responsabilidad.

5)	 Régimen de Libre Acceso a la Información Pública 
Ambiental Ley Nº 25.831

§	Las autoridades competentes de los organismos públi-
cos, y los titulares de las empresas prestadoras de servicios 
públicos, sean públicas, privadas o mixtas, están obligados a 
facilitar la información ambiental requerida en las condicio-
nes establecidas por esta ley y su reglamentación. Los crite-
rios para establecer los procedimientos al respecto serán con-
certados en el ámbito del COFEMA (Artículos 4 y 5).

§	El Artículo 6 de la norma dispone que la autoridad 
ambiental nacional cooperará para facilitar el acceso a la in-
formación ambiental, promoviendo la difusión del material 
informativo que se genere en las distintas jurisdicciones.

§	En cuanto al régimen de responsabilidad, el Artícu-
lo 9 establece: responsabilidad administrativa por remisión 
de la propia norma de presupuestos mínimos a las sancio-
nes previstas en la Ley nº 25.164 de regulación del empleo 
público nacional (2º párrafo); responsabilidad civil y penal 
que surge del 2º párrafo in fine “… sin perjuicio de las res-
ponsabilidad civiles y penales que pudieren corresponder”; 
y responsabilidad contractual cuando expresa que las em-
presas de servicios públicos serán pasibles de las sanciones 
previstas en los contratos de concesión (3º párrafo).
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6)	 Ley Integral De Gestión De Residuos Domiciliarios 
Nº 25.916

§	Esta Ley prescribe en su Artículo 6 que las autorida-
des competentes serán responsables de la gestión integral 
de los residuos domiciliarios producidos en su jurisdicción, 
deberán establecer las normas complementarias necesarias 
para el cumplimiento efectivo de la ley y establecerán sis-
temas de gestión de residuos adaptados a las características 
y particularidades de su jurisdicción. Asimismo, deberán 
garantizar que los residuos domiciliarios sean recolectados 
y transportados a los sitios habilitados mediante métodos 
que prevengan y minimicen los impactos negativos sobre el 
ambiente y la calidad de vida de la población. Tienen como 
obligación, además, determinar la metodología y frecuencia 
con que se hará la recolección (Artículo 13).

§	El generador de residuos tiene la obligación de rea-
lizar el acopio inicial y la disposición inicial de los resi-
duos de acuerdo a las normas complementarias que cada 
jurisdicción establezca, mediante métodos apropiados 
que prevengan y minimicen los posibles impactos negati-
vos sobre el ambiente y la calidad de vida de la población 
(Artículos 9 y 10). 

§	Los generadores se clasifican en generadores indivi-
duales y generadores especiales, en función de la calidad y 
cantidad de residuos, y de las condiciones en que los gene-
ran. “…Constituye un acierto innegable determinar cuáles 
son los deberes de los generadores de residuos domicilia-
rios. Por más que pueda señalarse, con razón, que en nuestro 
país falta una verdadera cultura ciudadana en la materia, es 
tiempo que esto comience a revertirse. (…) No cabe duda 
de que las sanciones por incumplimiento de dichos deberes 
recaerán con mayor dureza sobre los generadores especiales 
que sobre los generadores individuales. Con todo, el poder 
sancionador es a todas luces necesario para reducir el incen-
tivo de la disposición incorrecta.” (Bec y Franco, 2005:246). 
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§	El incumplimiento de las disposiciones de la presente 
ley o de las reglamentaciones que en su consecuencia se dic-
ten será sancionado con apercibimiento, multa, suspensión 
de la actividad, cese definitivo de la actividad y clausura de 
las instalaciones (Responsabilidad Administrativa), según el 
caso concreto y sin perjuicio de las sanciones civiles o pena-
les que pudieran corresponder. 

7)	  Ley de Presupuestos Mínimos de Protección Am-
biental de los Bosques Nativos Nº 26.331

§	El Artículo 6 contiene una obligación modal dirigida a 
cada jurisdicción, las cuales en el plazo máximo de 1 año de-
berán realizar el Ordenamiento de los Bosques Nativos exis-
tentes en su territorio a través de un proceso participativo; si 
la jurisdicciones incumplen este artículo, no podrán autori-
zar desmontes ni ningún otro tipo de utilización y aprovecha-
miento de los bosques nativos (Artículo 7). La ley establece, 
además, que durante el transcurso del tiempo entre su san-
ción y la realización del Ordenamiento territorial de Boques 
Nativos no se podrán autorizar desmontes (Artículo 8). 

“La situación al vencimiento del plazo fue que una sola 
jurisdicción había cumplido con el proceso: la provincia de 
Salta; el resto de las provincias estaba en diferentes instan-
cias de trabajo para lograrlo. (…) La imposición de un plazo 
y una modalidad en el ordenamiento constituye un umbral 
de exigencia que deben cumplimentar las provincias al rea-
lizar el ordenamiento territorial. Un umbral que no es bajo, 
ya que es un importante debate el que debe realizarse a tra-
vés del proceso de participación. Esta actividad supone pla-
nificación, organización y debate con los distintos actores 
en el territorio” (Juliá, 2010:176).

§	Esta ley establece (Artículo 6, segunda parte) que 
desde la autoridad nacional de aplicación se brindará a 
solicitud de las autoridades de aplicación de cada jurisdic-
ción, la asistencia técnica, económica y financiera necesa-
ria para realizar el ordenamiento. “La tarea exigida e im-
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puesta por la norma, supuso la asignación de recursos en 
forma prioritaria para cumplir con las exigencias de la ley 
y lo que ocurrió fue la solicitud de asistencia económica, 
como de otro tipo, en forma inmediata. Pero la ejecución de 
los fondos no llegó a las jurisdicciones durante 2008-2009. 
Esto dio lugar a diferentes situaciones: provincias que lle-
varon adelante el ordenamiento con recursos propios, pro-
vincias que avanzaron en parte con sus recursos esperando 
la asistencia, provincias que no realizaron ninguna tarea 
hasta no recibir asistencia” (Ibidem). 

§	Las autoridades de aplicación, según el Artículo 13, 
son las encargadas de otorgar la autorización requerida a los 
fines de la realización de todo desmonte o manejo sostenible 
de bosque nativo. A esos fines, deberán someter el pedido de 
autorización a un procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental (Artículo 22).

§	También son pasibles de obligaciones las personas 
físicas o jurídicas, públicas o privadas. Éstas, cuando solici-
ten autorización para realizar manejo sostenible de bosques 
nativos deberán sujetar su actividad a un Plan de Manejo 
Sostenible de Bosques Nativos o a un Plan de Aprovecha-
miento del Cambio de Uso del Suelo dependiendo de la ca-
tegoría de conservación del bosque nativo en el que preten-
dan llevar a cabo su actividad.

§	La ley determina en su Artículo 29 que las sancio-
nes al incumplimiento de la ley y de las reglamentaciones 
que en su consecuencia se dicten, sin perjuicio de las demás 
responsabilidades que pudieran corresponder, serán las fija-
das en cada una de las jurisdicciones. En caso de que éstas 
no cuenten con un régimen de sanciones aplicarán supleto-
riamente sanciones de apercibimiento; multa; suspensión o 
revocación de las autorizaciones, que corresponden a la ju-
risdicción nacional. Estas sanciones serán aplicables previo 
sumario sustanciado en la jurisdicción en donde se realizó 
la infracción y se regirán por las normas de procedimiento 
administrativo que corresponda. 
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8)	 Ley de Presupuestos Mínimos de Protección Ambien-
tal para Control de Actividades de Quema Nº 26.562

§	En esta Ley, las autoridades competentes están obli-
gadas a establecer condiciones y requisitos para autorizar la 
realización de las quemas, contemplando a esos fines pará-
metros climáticos, estacionales, regionales, de preservación 
del suelo, flora y fauna, así como requisitos técnicos para 
prevenir el riesgo de propagación del fuego y resguardar la 
salud y seguridad públicas. También, deberán notificar fe-
hacientemente a las autoridades de la jurisdicción lindante 
cuando la autorización de quema se otorgue para un fundo 
lindero con otra jurisdicción. Para los casos en que lo esti-
men pertinente, establecerán zonas de prohibición de que-
mas (Artículo 4).

§	Por su parte, toda persona tiene prohibido realizar en 
el territorio nacional toda actividad de quema que no cuente 
con la debida autorización expedida por la autoridad local 
competente (Artículo 3).

El Artículo 7 determina que el régimen de sanciones 
será establecido por las provincias y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, y hasta tanto sea sancionado, aplicarán 
supletoriamente sanciones consistentes en apercibimiento, 
multa, suspensión o revocación de otras autorizaciones de 
quema; las que se graduarán de acuerdo con la naturaleza 
de la infracción y el daño ocasionado, y previa instrucción 
sumarial que asegure el derecho de defensa.

9)	Régimen de Presupuestos Mínimos para la Preser-
vación de los Glaciares y del Ambiente Periglaciar Ley 
Nº 26.639

§	Toda persona tiene prohibido, de acuerdo al Artículo 
6, realizar actividades en los glaciares que puedan afectar 
su condición natural o sus funciones, o que impliquen su 
destrucción, traslado o interfieran en su avance. Las activi-
dades que no se encuentran prohibidas, estarán sujetas a un 
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procedimiento de evaluación de impacto ambiental y eva-
luación ambiental estratégica (según corresponda conforme 
a su escala de intervención), en el que deberá garantizarse 
una instancia de participación ciudadana. Se exceptúan de 
dicho requisito las actividades de rescate, científicas, y de-
portivas previstas en el Artículo 7.

§	El Artículo 10 de la presente ley instituye como sujeto 
obligado a la autoridad nacional de aplicación otorgándole 
las siguientes funciones: formular las acciones conducentes 
a la conservación y protección de los glaciares y del ambien-
te periglacial, en forma coordinada con las autoridades com-
petentes de las provincias, en el ámbito del COFEMA, y con 
los ministerios del Poder Ejecutivo nacional en el ámbito de 
sus respectivas competencias; aportar a la formulación de 
una política referente al cambio climático acorde al objetivo 
de preservación de los glaciares y el ambiente periglacial, 
tanto en la órbita nacional, como en el marco de los acuer-
dos internacionales sobre cambio climático; coordinar la 
realización y actualización del Inventario Nacional de Gla-
ciares, a través del Instituto Argentino de Nivología, Glacio-
logía y Ciencias Ambientales (IANIGLA); elaborar un infor-
me periódico sobre el estado de los glaciares y el ambiente 
periglacial existentes en el territorio argentino, así como los 
proyectos o actividades que se realicen sobre glaciares y el 
ambiente periglacial o sus zonas de influencia, el que será 
remitido al Congreso de la Nación; asesorar y apoyar a las ju-
risdicciones locales en los programas de monitoreo, fiscali-
zación y protección de glaciares; crear programas de promo-
ción e incentivo a la investigación; desarrollar campañas de 
educación e información ambiental conforme los objetivos 
de la presente ley; e incluir los principales resultados del In-
ventario Nacional de Glaciares y sus actualizaciones en las 
comunicaciones nacionales destinadas a informar a la Con-
vención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático.

§	Cada una de las jurisdicciones conforme el poder de 
policía que les corresponde, dictará las sanciones al incum-
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plimiento de la ley y de las reglamentaciones que en su con-
secuencia se dicten, sin perjuicio de las demás responsabili-
dades que pudieran corresponder. Las jurisdicciones que no 
cuenten con un régimen de sanciones aplicarán supletoria-
mente las sanciones que corresponden a la jurisdicción na-
cional (apercibimiento; multa; suspensión o revocación de 
las autorizaciones; y cese definitivo de la actividad), previo 
sumario sustanciado en la jurisdicción en donde se realizó 
la infracción. Estas sanciones se graduarán de acuerdo a la 
naturaleza de la infracción y se regirán por las normas de pro-
cedimiento administrativo que corresponda (Artículo 11). 

Además, la normativa dispone en su Artículo 13 que 
cuando el infractor fuere una persona jurídica, los que ten-
gan a su cargo la dirección, administración o gerencia, serán 
solidariamente responsables de las sanciones.

10) Sistema Federal de Manejo del Fuego Ley Nº 26.815

Esta ley de presupuestos mínimos requiere, a los fines de su 
aplicación, de la actuación de distintos sujetos cuyas obligaciones 
se encuentran detalladas en el articulado de la misma y se descri-
ben a continuación:

§	Autoridad nacional de aplicación es quien articulará, 
en el ámbito del COFEMA, la implementación de políticas 
preventivas, el apoyo a las estrategias de manejo del fuego, 
el alerta anticipada y el combate rápido y eficaz de los incen-
dios, a efectos de hacer posible mantener los ecosistemas y 
sus procesos con una gestión integral (Artículo 8).

§	Las jurisdicciones locales, según lo dispuesto por el 
Artículo 12, tienen, entre otras obligaciones, la de deter-
minar la Autoridad Competente en la aplicación de la ley, 
designar un responsable de la Autoridad Competente ante 
el Sistema Federal de Manejo del Fuego, elaborar un Plan 
Jurisdiccional de Manejo del Fuego, designar el o los Jefes 
de Incendios, implementar localmente el Sistema Nacional 
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de Alerta Temprana y Evaluación de Peligro de Incendios, 
mantener informada a la población sobre el estado de la si-
tuación y las conductas de seguridad a adoptar, y promover 
la investigación de las causas de los incendios.

§	El Jefe de Incendio (Artículos 12 y 13) tiene el mando 
de los medios asignados, jurisdiccionales y regionales, y la 
responsabilidad de la coordinación de las acciones dirigidas 
a controlar y extinguir el incendio. 

§	Los particulares en el caso de tener conocimiento 
acerca de la producción de algún incendio alcanzado por 
la ley están obligados a formular de inmediato la denuncia 
ante la autoridad más cercana (Artículo 16). Asimismo, de-
berán extremar el cuidado de los recursos naturales en la 
realización de usos o actividades con fuego, respetando las 
prohibiciones y limitaciones establecidas en la normativa 
vigente (Artículo 17). Toda persona debe permitir la reali-
zación o despliegue en sus terrenos de la infraestructura de 
prevención y combate cuando la autoridad competente lo 
determine y efectuar los demás trabajos preventivos que se 
determinen necesarios (Artículos 18, 19 y 21).

Con respecto al régimen de responsabilidad, el Artículo 22 
remite a la Ley General de Ambiente (Artículos 27 y 28 de la ley 
25.675) en cuanto a que el responsable del daño ambiental que 
produzca un incendio tendrá la obligación de recomponer y adop-
tar las medidas de reparación que, en cada caso, resulten necesa-
rias para la recuperación de las áreas incendiadas.

Las sanciones al incumplimiento de la ley y de la normati-
va complementaria, sin perjuicio de las demás responsabilidades 
que pudieran corresponder, serán las que se fijen en cada una de 
las jurisdicciones conforme al poder de policía que les correspon-
de. Las jurisdicciones que no cuenten con un régimen de san-
ciones aplicarán supletoriamente las sanciones que corresponden 
a la jurisdicción nacional (apercibimiento, multas, clausura del 
establecimiento, pérdida de concesiones, privilegios, regímenes 
impositivos o crediticios) previo procedimiento sumario. 
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C) Dimensión Política 

En esta dimensión, haremos referencia a las políticas públi-
cas que actualmente en nuestro país se intentan llevar adelante 
con las leyes de presupuestos mínimos para la preservación del 
ambiente, a partir de su formulación y teniendo presentes las he-
rramientas de gestión. 

Como punto de partida tomaremos una diferenciación que ha-
cen los autores Julia y Foa Torres en “la Operacionalización de 
conceptos para el análisis empírico de la formulación de Políticas 
Públicas Ambientales”, en lo que respecta a separar a las polí-
ticas ambientales, de los aspectos económicos o del aprovecha-
miento de los recursos. Entonces cuando hablamos de políticas 
“ambientales”, se hace referencia “a aquel conjunto de aspectos y 
temáticas que normativa o institucionalmente se presentan como 
ligadas a la protección y conservación del medio ambiente” (Juliá 
y Foa Torres, 2011).

Siguiendo a Julia en su libro “Formulación de Políticas Pú-
blicas Ambientales” establece que la formulación de las políticas 
ambientales hace alusión al análisis de ¿cómo y quiénes? son los 
diferentes sectores, que se encargaran de la elaboración de políti-
cas, que luego serán ejecutadas por las distintas gestiones guber-
namentales (Juliá, 2013). 

Brañes define la gestión ambiental como “el conjunto de acti-
vidades humanas que tienen por objeto el ordenamiento del am-
biente” y esta implica, según este autor, la formulación y ejecu-
ción de políticas, que se encuentran en las normas y en su ejecu-
ción, por esto toda gestión ambiental, supone que hay una Política 
Ambiental (Brañes, 2001).

Estas políticas ambientales utilizan instrumentos para su de-
bida implementación y estos instrumentos son los que analizare-
mos en esta dimensión política, en conjunto con las estrategias 
de control y fiscalización que poseen las mismas y en caso de 
nombrarlas, que tecnologías poseen para realizar dichas acciones 
(Juliá, Del Campo y Foa Torres, 2013). 
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1. Ley de presupuestos mínimos de Gestión integral de residuos 
industriales y de actividades de servicios N° 25612

Nombra instrumentos de implementación en sus Artículos 
7, 14, 32 y 59, en lo que se establece que la autoridad nacional 
deberá concertar los niveles de riesgo que poseen los diferentes 
residuos, según la definición de ellos que plantea la ley; y a la vez 
establecen que las autoridades provinciales deberán instaurar me-
didas promocionales para aquellos generadores que implementen 
programas de adecuación tecnológica, instituye que sea el poder 
ejecutivo, mediante la reglamentación de la ley que contemple 
la instrumentación de incentivos para aquellos generadores que, 
en sus procesos de producción, minimicen la generación de re-
siduos. Y lo más importante es que toma el Estudio de impacto 
ambiental, para la habilitación de cualquier planta procesadora 
de residuos, antes de su instalación. 

La ley para que se pueda llevar a cabo el control y fiscaliza-
ción de estos instrumentos de implementación a nivel provincial 
establece: En el Artículo 8 para el control y fiscalización de resi-
duos, la identificación de los generadores y su clasificación; en 
el Artículo 13 el deber del generador de brindar información a 
la autoridad de aplicación; en el Artículo 15 instituye el sistema 
federal diferencial de control de los generadores; los Artículos 19 
y 20 prevén la existencia de registros; y los Artículos 21 y 22 esti-
pulan un manifiesto de la manipulación de residuos.

En lo que respecta a las tecnologías con la que se contara para 
llevar a cabo, todo lo anteriormente descripto, la ley posee los Ar-
tículos 17 y 18 que dicen que las autoridades deben establecer las 
tecnologías mínimas para la manipulación de los residuos. 

2. Ley de Presupuestos Mínimos para la gestión y eliminación de 
los PCBs N° 25.670

Contempla en el Artículo 11 a través de varios incisos instru-
mentos de implementación para llevar a cabo el cometido de la 
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ley, entre ellos: Realizar estudios de riesgo y auditorías ambien-
tales (Inc. d); Coordinar estudios epidemiológicos para prevenir 
y detectar daños en la salud de la población (Inc. e); Informar y 
difundir sobre los riesgos y medidas a aplicar (Inc. f); Promover 
campañas de divulgación sobre los daños que ocasionan y las me-
didas para reparar el ambiente (Inc. g); Coordinar el uso de susti-
tutos de PCBs (Inc. h).

Como estrategias de control y fiscalización, se establece en 
el Artículo 7 la creación del Registro Nacional Integrado de Po-
seedores de PCBs. El Artículo 11 en el Inc. h) dispone promover 
y coordinar con organismos gubernamentales y no gubernamen-
tales el apoyo téCNico a la creación de sustitutos de los PCBs, al 
control de la calidad de los mismos y al acceso a los sustitutos 
ya existentes; y en el Inc. i) dispone la obligación de la autoridad 
nacional de aplicación de asesorar y apoyar a las jurisdicciones 
locales en los programas de de fiscalización y control de la gestión 
de los PCBs. Los Artículos 19, 20 y 21 donde encontraremos las 
Infracciones y sanciones dispuestas por esta ley, son claros ejem-
plos de instrumentos de control de la aplicación de la normativa 
específica. Por su parte, el Artículo 5 del Decreto Reglamentario 
Nº 853/2007dispone la tarea y actuación de la Comisión Intermi-
nisterial de Gestión de PCBs. de consensuar políticas y acciones 
entre las diferentes áreas del Gobierno Nacional con incumbencia 
en la gestión de PCBs.

Esta ley no establece el uso de tecnologías para llevar a cabo 
lo anteriormente descripto. 

3. Ley General del Ambiente Nº 25.675

Enumera como instrumentos de política y gestión ambien-
tal en el Artículo 8, así titulado, los siguientes: el Ordenamien-
to ambiental del territorio (OAT); Evaluación de impacto am-
biental (EIA); sistemas de control del desarrollo de activida-
des antrópicas; educación ambiental; sistema de diagnóstico e 
información ambiental; régimen económico de promoción del 
desarrollo sustentable. 
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Como estrategias de control y fiscalización se establecen: el 
Sistema Federal Ambiental (Artículo 23); la creación del COFE-
MA (Artículo 1, Anexo I) y la creación del Fondo de Compensa-
ción Ambiental (Artículo 34). 

Esta ley NO establece el uso de tecnologías para llevar a cabo 
lo anteriormente descripto. 

4. Ley Régimen de Gestión Ambiental de Aguas N° 25.688

Tiene como instrumentos de política y gestión ambiental el Ar-
tículo 6 que determina que “Para utilizar las aguas objeto de esta ley, 
se deberá contar con el permiso de la autoridad competente (…)”. 
Estableciendo así el uso y utilización de permisos administrativos.

Asimismo, “la autoridad nacional podrá, a pedido de la au-
toridad competente, declarar zona crítica de protección especial 
a determinadas cuencas, acuíferos, áreas o masas de agua por sus 
características naturales o de interés ambiental” (Artículo 8). 

Su estrategia de control y fiscalización la encontramos en el Ar-
tículo 4 que reza “Créanse, para las cuencas interjurisdiccionales, 
los comités de cuencas hídricas con la misión de asesorar a la auto-
ridad competente en materia de recursos hídricos y colaborar en la 
gestión ambientalmente sustentable de las cuencas hídricas (…)”.

Esta ley no establece el uso de tecnologías para llevar a cabo 
lo anteriormente descripto. 

5. Ley Régimen de Libre Acceso a la Información Pública Am-
biental N° 25.831

Tiene como Instrumentos de política y gestión ambiental al 
Artículo 3 que sostiene el libre acceso a la información púbica 
ambiental, gratuito (salvo gastos vinculados a la entrega de la in-
formación solicitada), para toda persona física o jurídica que pre-
sente ante quien corresponda formal solicitud que debe contener la 
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identificación de la información requerida y del o los solicitantes 
residentes, sin necesidad de acreditar razones ni interés legítimo89.

La estrategia de control y fiscalización se encuentra en el Artí-
culo 19 del Anexo VII del Decreto 1172/2003: Se instituye que la 
Oficina Anticorrupción del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos es la institución encargada de recibir, formular e informar 
a las autoridades responsables, las denuncias que se formulen en 
relación con el incumplimiento del régimen de acceso a la infor-
mación pública en general. Por su parte la Resolución Conjunta 
Nº 1/08 de la Secretaría de Gabinete y Relaciones Parlamentarias 
(RC Nº 3/08 de la Fiscalía de Control Administrativo de la Ofici-
na Anticorrupción) establece el procedimiento de tramitación de 
denuncias por incumplimiento de las obligaciones previstas en el 
Reglamento General del Acceso a la Información Pública para el 
PEN (del Decreto Nº 1172/03).

En cuanto a las tecnologías disponibles es de destacar el Sis-
tema de Información Ambiental Nacional (SIAN) creado en el año 
1998 mediante Decreto 146/98 y reglamentado por Resolución Nº 
459/98, de acuerdo a lo establecido por el Artículo 41 de la CN, 
que define la responsabilidad de las autoridades respecto de la 
provisión de información ambiental. El SIAN ha sido considerado 
mediante la Resolución Nº 94/04 por el COFEMA como el Meca-
nismo Facilitador de la Información requerido a través de la Ley 
Nacional Nº 25.675. En Marzo de 2009, a través de la Resolución 
173/09, se establece su dependencia dentro de la Unidad Secre-
tario y será el SIAN quien coordine los lineamientos de Gestión 
de la Información y Desarrollos Informáticos que se implementen 
dentro del marco de acción de la Secretaria de Ambiente y Desa-
rrollo Sustentable de la Nación.

89	 Mediante el siguiente enlace se podrá acceder al formulario de pedido de in-
formación: Formal solicitud de información (Art. 3 ley presupuestos y Cap. 
II. Anexo VII. Decr. 1172/2003). Formulario accesible on-line: http://www.
ambiente.gov.ar/?idarticulo=6289 (Consultado: 05-08-15). 
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6. Ley de Gestión Integral de Residuos Domiciliarios N° 25.916

Tiene como Instrumentos de política y gestión ambiental al 
Artículo 18 que establece los requisitos necesarios para la habili-
tación de los centros de disposición final (aprobación de una EIA 
que contemple la ejecución de un plan de monitoreo, sin perjui-
cio de los requisitos que establezcan las autoridades competen-
tes en función de las características de los residuos, tecnologías a 
utilizar y características ambientales locales); el Artículo 19 con-
templa exigencias para la operación y clausura de las plantas de 
tratamiento, de las estaciones de transferencia, y de los centros de 
disposición final (métodos y tecnologías que prevengan y mini-
micen los posibles impactos negativos). El Artículo 20 refiere con 
un sentido técnico a la ubicación de los centros de disposición 
final considerando la planificación territorial, el uso del suelo, la 
expansión urbana y prohibiendo expresamente la instalación en 
áreas protegidas o que sean parte del patrimonio natural o cul-
tural. El Artículo 31 prevé un fondo de restauración ambiental, 
conformado por lo ingresado en concepto de multas por el incum-
plimiento. Y el Artículo 35 establece los programas especiales de 
gestión para aquellos residuos domiciliarios que por sus caracte-
rísticas particulares (de peligrosidad, toxicidad o nocividad) pue-
dan presentar riesgos sobre la salud humana o animal o sobre los 
recursos naturales. 

Su estrategia de control y fiscalización la encontramos en el 
Artículo 19 el cual dispone que las autoridades competentes de-
berán autorizar métodos que minimicen los impactos negativos 
sobre el ambiente y la calidad de vida de la población; y los Artí-
culos 26 a 32 en el Capítulo VIII De las Infracciones y las sancio-
nes, establecen las consecuencias jurídicas del incumplimiento.

Esta ley no establece el uso de tecnologías para llevar a cabo 
lo anteriormente descripto. 
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7. Ley de Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental de los 
Bosques Nativos N° 26.331

Tiene como Instrumentos de política y gestión ambiental, 
los Artículos 6 al 9 que regulan el proceso de Ordenamiento 
territorial de bosque nativo que zonifica el área de bosques de 
acuerdo a la categorización por colores, el Artículo 12 que crea 
el Programa Nacional de Protección de los Bosques Nativos; los 
Artículos 13 a 21 que establecen la modalidad de autorización 
de desmontes o de aprovechamiento (manejo sostenible de bos-
ques); los Artículos 22 a 25 que tratan el procedimiento de la 
Evaluación de Impacto Ambiental, y el Artículo 26 que contem-
pla las herramientas de la Audiencia Pública y Consulta Pública, 
como instrumentos obligatorios en forma previa a la emisión de 
las autorizaciones para proyectos de desmontes, e instituye un 
instrumento innovador en las leyes de presupuestos mínimos 
cual es la adopción de medidas necesarias a fines de garantizar 
el acceso a la información de los pueblos originarios de las co-
munidades campesinas y otras relacionadas.

La estrategia de control y fiscalización se encuentra en el 
Artículo 27 que dispone el Registro Nacional de infractores, y 
en el Artículo 28 que sostiene “Corresponde a las autoridades de 
aplicación de cada jurisdicción fiscalizar el permanente cumpli-
miento de la ley y el de las condiciones en base a las cuales se 
otorgaron las autorizaciones de desmonte o manejo sostenible de 
bosque nativo”.

En relación a las tecnologías disponibles: Se trata de un siste-
ma de representación federal, actualmente integrado por 24 nodos 
correspondientes a los organismos gubernamentales ambientales 
de cada provincia y al de nivel nacional (la Secretaría de Am-
biente y Desarrollo Sustentable) y 6 nodos de otras instituciones 
vinculadas a la temática ambiental.
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8. Ley de Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental para el 
control de actividades de quema N° 26.562

Tiene como Instrumentos de política y gestión ambiental los 
Artículos 3 y 6 que establecen la autorización para la quema expe-
dida por la autoridad local competente, otorgada de manera espe-
cífica como respuesta a solicitudes realizadas por los interesados.

En el Artículo 4 se encuentra el establecimiento de zonas de 
prohibición de quemas y suspensión o interrupción de la ejecución 
de quemas autorizadas, cuando las condiciones meteorológicas o 
de otro tipo impliquen un riesgo grave o peligro de incendios. 

La estrategia de control y fiscalización la encontramos en el 
Artículo 7 que establece Sanciones. 

Esta ley no establece el uso de tecnologías para llevar a cabo 
lo anteriormente descripto. 

9. Ley Régimen de presupuestos mínimos para la preservación 
de los glaciares y del ambiente Periglaciar N° 26.639

Tiene como Instrumentos de política y gestión ambiental los 
Artículos 3, 4, 5 y 7 que establecen la creación del Inventario y la 
Evaluación de Impacto Ambiental.

La estrategia de control y fiscalización la encontramos en Ar-
tículo 5 donde se dispone que el Instituto Argentino de Nivología, 
Glaciología y Ciencias Ambientales (IANIGLA) será el encargado 
de la realización del inventario de glaciares. 

Esta ley no establece el uso de tecnologías para llevar a cabo 
lo anteriormente descripto. 

10. Ley 26.815 Sistema Federal de Manejo del Fuego

Según el análisis realizado no posee esta ley Instrumentos de 
política y gestión ambiental.
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Su estrategia de control y fiscalización se vislumbra en los 
Artículos 32 y 33 que establecen Infracciones y sanciones.

Esta ley no establece el uso de tecnologías para llevar a cabo 
lo anteriormente descripto. 

D. Dimensión Institucional 

En esta dimensión se analiza el sistema estatal de política 
ambiental referido a las leyes de presupuestos mínimos, y espe-
cíficamente su regulación, detectando las siguientes variables a 
analizar: Autoridad de Aplicación, Autoridad Competente y la 
Institución u Organismo encargado específicamente de la temáti-
ca. De este análisis podremos concluir que preponderancia tiene 
la problemática ambiental, qué temáticas son consideradas dentro 
de las estructuras institucionales y cuáles aún están en camino. 

Las problemáticas y demandas sociales en algún momento 
pasan a formar parte de la agenda de las instituciones, en otros 
casos, aquellas motivan la creación de éstas.

Las instituciones ambientales, como instituciones formales 
donde se manifiesta la gestión pública ambiental, están conforma-
das por una variedad de actores, regidas por un determinado mar-
co legal, y situadas en relación a determinados contextos sociales, 
históricos, políticos y económicos.

Las instituciones públicas como subsistemas contenidos 
dentro del sistema estatal, se encuentran en constante relación 
e interrelación con otras instituciones. El surgimiento y modifi-
cación de las instituciones como entes públicos que conforman 
un determinado subsistema dentro del sistema de instituciones, 
se verifica normalmente mediante el dictado de diversos instru-
mentos legales, aunque excepcionalmente pueda presentarse me-
diante las de hecho sin normativa específica que lo contemple. 
Estas normas serán las encargadas de alterar o innovar diversos 
aspectos institucionales, desde la misma denominación hasta sus 
facultades, funciones, estructura orgánica o jerarquía, entre otras. 
Los instrumentos legales encargados de ello, usualmente, suelen 
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ser las leyes dictadas por el poder legislativo o los decretos del 
poder ejecutivo de la jurisdicción que se trate.

En el marco de la constitución y las leyes de presupuestos mí-
nimos se pone en marcha un nuevo sistema institucional ambien-
tal para evaluar el impacto de grandes obras públicas y privadas, 
controlar el desenvolvimiento de los servicios sanitarios y de la 
salubridad general y en orden a ello, analizaremos las enseñanzas 
del autor Brañes que nos dice que existen instituciones formales 
a las cuales se las distingue según como se han instalado y desa-
rrollado en el sistema político en materia ambiental y enumera: 
a) aquellas propiamente ambientales, producto de inserción de 
la dimensión ambiental en la gestión pública cuya finalidad es 
la preservación y protección ambiental, las particularidades que 
definen las instituciones como propiamente ambientales son su 
jerarquía y dependencia directa del poder ejecutivo como tam-
bién la definición en su denominación por la temática ambiental; 
b) instituciones de relevancia ambiental con objeto compartido 
que corresponde a los sectores de la administración cuyo obje-
to no es atender el problema ambiental pero que se relacionan 
estrechamente con la misma (ejemplo Salud Pública, Turismo, 
etc.) la cuestión ambiental se va incorporando a la organización 
o asociada o complementada a la estructura; y por último c) las 
instituciones de relevancia casual son aquellas que no tienen por 
finalidad atender problemas ambientales pero que frente a ellos 
pueden significar un gran aporte, ej.: minería, turismo, obras pú-
blicas. En cuanto a la dependencia funcional de las instituciones 
ambientales, podemos encontrar distintos modelos: Ministerios 
propiamente ambientales con dependencia directa del Poder Eje-
cutivo del nivel que se trate (Nacional, Provincial, Municipal), 
Direcciones con dependencia directa de Ministerios, Secretarías 
Ambientales, Dependencia de otros Ministerios como Urbanismo, 
Economía, etc., Secretarías y Subsecretarias propiamente ambien-
tales, con dependencia directa del Poder Ejecutivo, Secretarías o 
Subsecretarías asociadas a otras temáticas.

Realizando un análisis de las distintas leyes de Presupuestos 
Mínimos Ambientales, reconocemos que en relación a la autori-
dad de aplicación: La Ley 25.612 de Gestión Integral de Residuos 
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Industriales y de Actividades de Servicios, según lo establece en 
su Artículo 56, es el área de competencia ambiental que determi-
ne el Poder Ejecutivo, similar a lo que establece la Ley 25.916 de 
Gestión de Residuos Domiciliarios en su Artículo 24 que establece 
el organismo de mayor jerarquía con competencia ambiental que 
determine el Poder Ejecutivo, La Ley 26.639 Presupuestos Míni-
mos para la Preservación de los Glaciares y del Ambiente Peri-
glacial posee una norma similar que asigna como autoridad de 
aplicación al organismo nacional de mayor nivel jerárquico con 
competencia ambiental (Artículo 9). La Ley 26.562 Presupuestos 
Mínimos de Protección Ambiental para Control de Actividades de 
Quema dispone como autoridades competentes las de cada juris-
dicción, lo cual es conteste con la temática que es de orden local. 

Por otro lado, las leyes 25.670 Presupuestos Mínimos para 
la Gestión y Eliminación de los PCBs (Artículo 11 y 2; Decreto 
853/2007), la Ley 25.675 Ley General del Ambiente, la Ley 25.831 
Régimen de Libre Acceso a la Información Pública Ambiental (en 
articulación con la autoridad de aplicación del Decreto 1172/03: 
Subsecretaria para la reforma institucional y fortalecimiento de la 
democracia de la Jefatura de Gabinete de Ministros), la Ley 26.815 
Sistema Federal de Manejo del Fuego, y la Ley 26.331 Presupues-
tos Mínimos de Protección Ambiental de los Bosques Nativos, es-
tablecen como autoridad de aplicación la Secretaría de Ambiente 
y Desarrollo Sustentable de la Nación o el organismo que en el 
futuro la reemplace. Con respecto a la autoridad de aplicación en 
materia de fuego a nivel nacional (mal llamado Plan Nacional de 
Manejo de Fuego, confundiendo la herramienta técnico adminis-
trativa con el organismo encargado de ejecutar la política de ma-
nejo de fuego) se advierte que tal organismo adolece de un marco 
legal adecuado para lograr el objetivo de coordinar acciones de 
manejo del fuego entre las distintas jurisdicciones y sus respecti-
vas autoridades responsables. 

Por último, la Ley 25.688 menciona a la autoridad competente 
en materia de recursos hídricos y el Artículo 7 enumera las fun-
ciones de la autoridad nacional, es dable destacar que la injeren-
cia de la autoridad nacional en jurisdicciones locales es lo que ha 
resistido la aplicación de esta normativa. 
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Con respecto a la autoridad competente, en algunas leyes está 
bien clara y delimitada la distinción entre autoridad competente y 
autoridad de aplicación, tal como se observa en la Ley 25.612 y en 
la Ley 25.675 que serán Autoridades competentes, de acuerdo a 
nivel de gobierno de que se trate, Nación, Provincias y ciudad Au-
tónoma de Bs. As. (La determinada por cada jurisdicción y en caso 
de áreas protegidas, la administración de parques nacionales). En 
el caso de la Ley 25.831 Régimen de Libre Acceso a la Información 
Pública Ambiental, se mencionan las mismas autoridades pero 
aclarando que la concertación deberá darse en el ámbito del CO-
FEMA, y tienen competencia para establecer procedimientos de 
acceso. Luego están las leyes que mencionan como autoridades 
competentes aquellas que determinan las Jurisdicciones locales, 
a saber: La Ley 25.916 Gestión de Residuos Domiciliarios (Artícu-
lo 5: Organismos que determinen cada una de las Jurisdicciones 
locales); La Ley 26.331 Presupuestos Mínimos de Protección Am-
biental de los Bosques Nativos (Artículo 10 Decreto Reglamen-
tario 91/2009 “Cada jurisdicción deberá notificar a la Autoridad 
Nacional de Aplicación el organismo que se desempeñará como 
Autoridad Local…”); La Ley 26.562 Presupuestos Mínimos de 
Protección Ambiental para Control de Actividades de Quema (el 
Artículo 3 prohíbe toda actividad de quema que no cuente con la 
debida autorización expedida por la autoridad local competente); 
también la Ley 26.639 de Presupuestos Mínimos para la Preserva-
ción de los Glaciares y del Ambiente Periglacial y estipula clara-
mente por un lado la autoridad de aplicación (como fue visto en 
la variable anterior) y por otro lado, en el Artículo 8, determina las 
autoridades competentes locales que determine cada jurisdicción; 
la Ley 26.815 de creación del Sistema Federal de Manejo del Fue-
go. En las dos últimas leyes mencionadas, y en el caso de tratarse 
de áreas protegidas comprendidas por la ley 22.351 de Parques 
Nacionales, es autoridad competente la Administración de Par-
ques Nacionales (Artículos 8 y 6 respectivamente). Con respecto 
a Ley 25.670 de Presupuestos Mínimos para la Gestión y Elimina-
ción de los PCBs serán competentes el Organismo de la Nación de 
mayor nivel jerárquico con competencia ambiental (Artículo 11) 
-Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Jefatura de 
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Gabinete de Ministros (Artículo 2 Decreto 853/2007), el Consejo 
Consultivo de Carácter Honorario de Gestión de PCBs (Artículos 
4 y 7 - Decreto 853/2007), la Comisión Interministerial de Gestión 
de PCBs (Artículos 4 y 5 - Decreto 853/2007), las Autoridades 
competentes de las Provincias y de la Ciudad Autónoma de Bs. 
As. (Artículo 11 Inc.). Por su parte la Ley 25.688 que prevé el Régi-
men de Gestión Ambiental de Aguas, dispone que será Autoridad 
competente de agua la de cada Jurisdicción y crea los denomina-
dos “Comités de Cuencas Hídricas” con la función de asesorar a 
la autoridad competente en la materia (Artículo 4).

Con respecto a la denominación, institución u organismo es-
tatal encargado de la temática específica y su dependencia jerár-
quica, debemos aclarar que no todas las temáticas tienen un orga-
nismo específico para el tratamiento de la problemática concreta 
que regula la ley de presupuestos mínimos. Para la Ley 25.675 
se prevé el Consejo Federal de Medio Ambiente dependiente de 
la Subsecretaría de Coordinación de Políticas Ambientales en el 
ámbito de la SAyDSN. Asimismo para la Ley 25.916 se instituye 
el COFEMA como organismo de Coordinación Interjursidiccional 
(Artículos 22 y 23) y la Coordinación general del Programa GIR-
SU bajo la Dirección Nacional de Articulación Institucional en la 
Subsecretaría de Coordinación de Políticas Ambientales de la Se-
cretaría de Ambiente de la Nación. En materia de aguas debemos 
señalar que se observa una doble institucionalidad: Desde una 
mirada del recurso natural como elemento estratégico y como eje 
del desarrollo, actúa la Subsecretaría de Recursos Hídricos depen-
diente de la Secretaría de Obras Públicas en el ámbito del Ministe-
rio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios. Y por 
otro lado, desde una perspectiva con un componente ambiental 
del agua como patrimonio natural, quien actúa es la Dirección de 
Gestión Ambiental de los Recursos Hídricos bajo la órbita de la 
Dirección Nacional de Articulación Institucional en la Subsecre-
taria de Coordinación de Políticas Ambientales dependiente de la 
SAyDSN. Bajo dependencia directa de la Subsecretaría señalada 
se ubica la Oficina del Agua. A lo cual se suman los Comités de 
Cuencas Hídricas, y todo este conjunto constituye la instituciona-
lidad en materia de competencia de la Ley 25.688. La Ley 25.831 

La discusión de los presupuestos mínimos ambientales: significado y alcance…



Los presupuestos mínimos y el nuevo orden jurídico ambiental…170

establece el Sistema de Información Ambiental Nacional (SIAN) 
en la Dirección General de Administración dependiente de SA-
yDSN. Los organismos estatales encargados de la temática que 
prevé la Ley 26.331 son: la Dirección de Bosques y la Dirección 
de Ordenamiento Ambiental del Territorio, bajo la Dirección de 
Ordenamiento y Conservación de la Biodiversidad bajo depen-
dencia de la Subsecretaria de Planificación y Política Ambiental 
en la SAyDSN. Dentro de la misma Subsecretaría se encuentran 
algunos programas, entre ellos: el Programa Social de Bosques 
(ProSoBo), el proyecto Bosques Nativos y su Biodiversidad. La 
Ley 26.815 crea el Sistema Federal de Manejo de Fuego y a nivel 
institucional el organismo creado al efecto es la Coordinación del 
Plan Nacional del Manejo del Fuego que se encarga del Servicio 
Nacional de Manejo del Fuego (SNMF). 

E. Dimensión Participativa

 Reconocemos que nuestro país cuenta hoy con una ciudada-
nía más participativa, sea ésta de manera orgánica o inorgánica. 
Se han visto estallidos sociales en muchas provincias de nuestro 
país, asociados a distintos temas ambientales, y también una pre-
sión permanente de parte de la ciudadanía, de forma sistemática 
y más organizada, en torno a que se reconozcan sus espacios ins-
titucionalmente de acceso a la información y a la participación. 
Ello conduce a explorar el advenimiento de una democracia par-
ticipativa, que no sustituye pero que sí acompaña a la democracia 
representativa. Teniendo presente esta realidad y los conflictos 
socio-ambientales que se desarrollan en la actualidad, es que en la 
presente dimensión analítica se pretende observar las herramien-
tas de participación que han sido institucionalizadas en las leyes 
de presupuestos mínimos como un modo de tratar las cuestiones 
ambientales, tal como lo establece en el ámbito internacional el 
Principio 10 de Río-92. Se identifican las variables de informa-
ción, participación y acceso a la justicia.

Así, puede observarse en la Ley 25.612 de Gestión Integral de 
Residuos Industriales y Actividades de Servicios que el Artículo 
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19, donde se prevé la obligatoriedad de llevar registros actualiza-
dos, la información obtenida de esos registros deberá componer 
un Sistema de Información Integrado de libre acceso para la po-
blación con la única excepción de la información que se conside-
re de acceso restringido. Por su parte el Artículo 55 prevé la com-
petencia y jurisdicción de los tribunales ordinarios para conocer 
en las acciones que se deriven de esa normativa. No se encuentran 
disposiciones directas que refieran a la participación ciudadana. 

La Ley 25.670 de Presupuestos mínimos para la gestión y 
eliminación de los PCBs establece en el Artículo 11 Inc. f) que 
es obligación de la autoridad de aplicación “Informar a los veci-
nos residentes en la zona afectada o en riesgo, mediante proce-
dimientos que aseguren fehaciente y masivamente la difusión, 
los resultados de los informes ambientales y de los estudios 
epidemiológicos, como así también las medidas aplicadas y a 
aplicar”. Y continúa el Inc. g) en su segunda parte con la obliga-
ción de “(…) Realizar una amplia campaña de divulgación ante 
la opinión pública sobre los daños que ocasionan la incorrecta 
eliminación de los mismos, y las medidas aconsejables para la 
reparación del medio ambiente”.

“La autoridad de aplicación nacional deberá, en un plazo 
máximo de sesenta (60) días corridos, instrumentar las medidas 
necesarias para que todos los poseedores de PCBs del país puedan 
tener acceso a los instrumentos administrativos requeridos para la 
inscripción en el registro creado en el Artículo 7º, la información 
tendrá carácter de declaración jurada. El poseedor deberá actuali-
zar la información en el registro al menos cada dos años y deberá 
notificaren forma inmediata los cambios (…)” (Artículo 12). Esta 
ley prevé medidas en cuanto al acceso a la información, la sis-
tematización y procesamiento de datos, el registro actualizado, 
comunicación y difusión; y también posee normas en cuanto al 
acceso a la justicia en su órbita administrativa.

La Ley 25.675 Ley General del Ambiente contempla un ca-
pítulo destinado a Educación Ambiental en los Artículos 14 y 
15. El Artículo 14 reza lo siguiente: “La educación ambiental 
constituye el instrumento básico para generar en los ciudadanos, 
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valores, comportamientos y actitudes que sean acordes con un 
ambiente equilibrado, propendan a la preservación de los recur-
sos naturales y su utilización sostenible, y mejoren la calidad de 
vida de la población”.

El Artículo 15 sostiene que: “La educación ambiental cons-
tituirá un proceso continuo y permanente, sometido a constante 
actualización que, como resultado de la orientación y articulación 
de las diversas disciplinas y experiencias educativas, deberá fa-
cilitar la percepción integral del ambiente y el desarrollo de una 
conciencia ambiental”. 

Las autoridades competentes deberán coordinar con los con-
sejos federales de Medio Ambiente (COFEMA) y de Cultura y 
Educación, la implementación de planes y programas en los sis-
temas de educación, formal y no formal. Las jurisdicciones, en 
función de los contenidos básicos determinados, instrumenta-
rán los respectivos programas o currículos a través de las normas 
pertinentes”.

El Capítulo siguiente traza los lineamientos de la Información 
Ambiental, así el Artículo 16 establece el deber de las personas fí-
sicas y jurídicas, públicas o privadas, de proporcionar la informa-
ción que esté relacionada con la calidad ambiental y referida a las 
actividades que desarrollan. Como contrapartida, todo habitan-
te tiene el derecho de obtener de las autoridades la información 
ambiental que administren y que no se encuentre contemplada 
legalmente como reservada. El Artículo 17 impone una obligación 
a la autoridad de aplicación quien deberá desarrollar un sistema 
nacional integrado de información que administre los datos signi-
ficativos y relevantes del ambiente, y evalúe la información am-
biental disponible; asimismo, deberá proyectar y mantener un sis-
tema de toma de datos sobre los parámetros ambientales básicos, 
estableciendo los mecanismos necesarios para la instrumentación 
efectiva a través del COFEMA. El Artículo 18 regla dos obligacio-
nes a cargo del Estado Nacional: 1. informar sobre el estado del 
ambiente y los posibles efectos que sobre él puedan provocar las 
actividades antrópicas actuales y proyectadas; y 2. elaborar un 
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informe anual sobre la situación ambiental que el Poder Ejecutivo 
presentará al Congreso de la Nación. 

Luego, la LGA tiene otro Capítulo relacionado a la Participa-
ción Ciudadana, y el Artículo 19 establece al respecto que “Toda 
persona tiene derecho a ser consultada y a opinar en procedi-
mientos administrativos que se relacionen con la preservación y 
protección del ambiente, que sean de incidencia general o parti-
cular, y de alcance general”.

Las autoridades deberán institucionalizar procedimientos de 
consultas o audiencias públicas como instancias obligatorias para 
la autorización de aquellas actividades que puedan generar efec-
tos negativos y significativos sobre el ambiente (Artículo 20). La 
participación ciudadana deberá asegurarse, principalmente, en 
dos situaciones: 1. en los procedimientos de evaluación de im-
pacto ambiental y 2.en los planes y programa de ordenamiento 
ambiental del territorio, en particular, en las etapas de planifica-
ción y evaluación de resultados (Artículo 21). 

Por otro lado y en cuanto al acceso a la justicia, es necesario 
traer a colación el Artículo 30 que dispone la legitimación activa 
para obtener la recomposición del ambiente dañado y en este pun-
to especial reglamenta y amplía la legitimación de la Constitución 
Nacional (el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones no 
gubernamentales registradas) a los que se suman el Estado Nacio-
nal, provincial o municipal y la persona directamente damnifica-
da. En el mismo Artículo 30 in fine se contempla a acción de cese 
de la contaminación que se acerca a la acción de clase del derecho 
anglosajón ya que puede ser interpuesta por “toda persona”.

El acceso a la jurisdicción por cuestiones ambientales “no ad-
mitirá restricciones de ningún tipo o especie” (Artículo 32). 

La Ley 25.688 Régimen de gestión ambiental de aguas no po-
see normas concretas que prevean el acceso a la información, la 
participación o el acceso a la justicia, salvo lo que contiene el 
Artículo 6 en relación a los permisos de la autoridad competente. 
En el caso de las cuencas interjurisdiccionales, cuando el impacto 
ambiental sobre alguna de las otras jurisdicciones sea significati-
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vo, será vinculante la aprobación de dicha utilización por el Co-
mité de Cuenca correspondiente, el que estará facultado para este 
acto por las distintas jurisdicciones que lo componen.

La Ley 25.831 Régimen de Libre Acceso a la Información Pú-
blica Ambiental, es una ley de presupuestos mínimos que como 
tal se encarga en su totalidad de garantizar el libre acceso a la in-
formación pública ambiental. El Artículo 3 del Decreto 1172/2003 
describe que “El acceso a la información pública constituye una 
instancia de participación ciudadana por la cual toda persona 
ejercita su derecho a requerir, consultar y recibir información”. El 
Artículo 4 del Decreto 1172/2003 prevé que la finalidad del acce-
so a la información pública es permitir y promover una efectiva 
participación ciudadana, a través de la provisión de información 
completa, adecuada, oportuna y veraz. 

La Ley 25.916 Gestión Integral de Residuos Domiciliarios es-
tablece en el Artículo 25 las funciones de la autoridad de aplica-
ción (hacemos hincapié solo en aquellos incisos que se vinculan 
con la dimensión participativa de análisis): Inc. b) Elaborar un in-
forme anual con la información que le provean las provincias y la 
Ciudad de Buenos Aires, el que deberá, como mínimo, especificar 
el tipo y cantidad de residuos domiciliarios que son recolectados, 
y además, aquellos que son valorizados o que tengan potencial 
para su valorización en cada una de las jurisdicciones; Inc. d) Pro-
mover programas de educación ambiental (…); Inc. f) Promover la 
participación de la población en programas de reducción, reuti-
lización y reciclaje de residuos; Inc. h) Promover e incentivar la 
participación de los sectores productivos y de comercio de bienes 
en la gestión integral de residuos.

La Ley 26.331 Presupuestos Mínimos para la Protección Am-
biental de los Bosques Nativos contiene en el Artículo 26el manda-
to para la autoridad de aplicación de cada jurisdicción de garantizar 
el cumplimiento estricto de los Artículos 19, 20 y 21 (participación 
ciudadana) de la LGA previo a la emisión de las autorizaciones 
para realizar actividades de desmonte de bosques nativos. En todos 
los casos deberá cumplirse con lo previsto en los Artículos 16, 17 y 
18 de la LGA y en particular adoptarse las medidas necesarias a fin 
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de garantizar el acceso a la información de los pueblos indígenas, 
originarios, de las comunidades campesinas y otras relacionadas, 
sobre las autorizaciones que se otorguen para los desmontes, en el 
marco de la Ley 25.831. Es la primera ley de presupuestos mínimos 
que otorga especial reconocimiento a la información y la partici-
pación de los pueblos originarios y esto ha sido una herramienta 
valorada y por ende utilizada por la CSJN.

La Ley 26.562 Ley de Presupuestos Mínimos de Protección 
Ambiental para control de actividades de quema establece que 
“Cuando la autorización de quema se otorgue para un fundo lin-
dero con otra jurisdicción, las autoridades competentes de la pri-
mera deberán notificar fehacientemente a las de la jurisdicción 
lindante” (Artículo 4)

La Ley 26.639 Régimen de presupuestos mínimos para la pre-
servación de los glaciares y del ambiente Periglaciar en el Artícu-
lo 3 crea el inventario nacional de glaciares, donde se individua-
lizaran todos los glaciares y geoformas periglaciares que actúan 
como reservas hídricas existentes en el territorio nacional con 
toda la información necesaria para su adecuada protección, con-
trol y monitoreo. El Artículo 4 prevé que el inventario nacional de 
glaciares deberá contener la información de los glaciares y del am-
biente periglaciar por cuenca hidrográfica, ubicación, superficie, 
y clasificación morfológica de los glaciares y del ambiente perigla-
cial. Este inventario deberá actualizarse con una periodicidad no 
mayor de cinco años, verificando los cambios en superficie de los 
glaciares y del ambiente periglacial, su estado de avance o retroce-
so y otros factores que sean relevantes para su conservación. Aquí 
puede visualizarse la importancia fundamental que adquiere la 
información como herramienta de gestión para disponer de datos 
que puedan conformar una línea de base desde la cual poder dise-
ñar estrategias de preservación del recurso. 

Dado el rol preponderante que adquiere el IANIGLIA en el 
marco de la ley, este organismo deberá instrumentar un adecuado 
sistema de información ambiental que garantice de manera efi-
caz el derecho de la ciudadanía a acceder a la misma, debiendo 
este sistema implementarse desde el inicio de las tareas de releva-
miento tendientes a construir el inventario. El mismo debe apun-
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tar a que la información recolectada esté disponible para todos, 
ciudadanos, sociedad civil y decisores públicos y privados (Di 
Paola, 2010:12).

La Ley 26.639 Sistema Federal de Manejo del Fuego establece 
la obligación de informar como medida de tipo acción-reacción. 
De tal modo “Toda persona que tenga conocimiento de haberse 
producido algún incendio alcanzado por esta ley está obligada a 
formular de inmediato la denuncia ante la autoridad más cerca-
na” (Artículo 16). 

III. Relevamiento de los proyectos de ley de presupuestos míni-
mos ambientales 

En este apartado lo que mostraremos son los proyectos de ley 
que modifican el articulado de las leyes de presupuestos mínimos 
o complementan a las mismas. También están los proyectos que 
pretenden generar nuevas leyes que regulen otros aspectos de las 
actividades humanas para cuidar el medio ambiente. 

1.	 SANTILLI: Modificando el Artículo 1º de la Ley 
25.916 - Régimen para la gestión integral de residuos domi-
ciliarios - respecto de incorporar la generación de los mis-
mos en dependencias gubernamentales.

Fecha de ingreso Mesa de entrada: 16-04-2014 

Creador: Santilli, Diego Cesar.

Bloque: Pro y Unión por Entre Ríos

2.	 MONTERO: Modificando la Ley 25.916 Gestión inte-
gral de los residuos domiciliario.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 27/03/2014

Creador: Montero Laura Gisela

Bloque: Alianza Frente Cívico Federal UCR-CONFE (UCR) 
Mendoza
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3.	 GIMENEZ: Reproduce el proyecto de ley modificando 
la ley 26.331 - Presupuestos mínimos de protección ambien-
tal de los bosques nativos - Respecto de modificar el coefi-
ciente de ocupación de Bosques Nativos. (REF. S. 1189/12)

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 05/03/2014

Creador: Giménez, Sandra D

Bloque: Frente Renovador de la Concordia Misiones

4.	 PEREYRA Y CREXELL: Estableciendo los presupues-
tos mínimos de protección y conservación de la flora silves-
tre autóctona.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 05/03/2014

Creadores: Pereyra, Guillermo Juan / Crexell, Carmen Lucila

Bloque: Movimiento Popular Neuquino. Neuquén

5.	 DI PERNA: incorporando el Artículo 4 bis a la ley 
22.190 -régimen de prevención y lucha contra la contami-
nación de aguas- respecto de la contratación de un seguro 
de caución por daño ambiental por parte de los buques de 
transporte de hidrocarburos.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 05/03/2014

Creador: Di Perna, Graciela Agustina

Bloque: Frente por la Integración Chubut 

6.	 SANZ: De presupuestos mínimos para el reciclado de 
envases PET, el uso sustentable de los mismos y sus residuos.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 08/05/2014

Creador: Sanz, Ernesto Ricardo

Bloque: Alianza Frente Cívico Federal Ucr-Confe. Mendoza 
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7.	 MORALES: Reproduce el proyecto de ley establecien-
do un marco de presupuestos mínimos en torno a la minería 
a cielo abierto (Ref. S-271/12).

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 20 /03/2014

Creador: Morales, Gerardo Rubén

Bloque: Unión Cívica Radical. Jujuy 

8.	 DI PERNA: Proyecto de ley Estableciendo Presupues-
tos Mínimos Protección Ambiental para Regular el uso de 
bolsas para el Transporte Post Venta de Mercaderías.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 28 /05/2014

Creador: Di Perna, Graciela Agustina.

Bloque: Frente por la Integración Chubut 

9.	 LATORRE: Sobre uso sustentable de envases PET de 
bebidas y sus residuos y presupuestos mínimos para su re-
ciclado.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 21 /05/2014

Creador: Latorre, Roxana Itatí

Bloque: Alianza Santa Fe Federal. Santa Fe

10. DI PERNA: Proyecto de Ley Estableciendo presu-
puestos mínimos de protección ambiental para regular el 
uso de bolsas para el transporte post venta de mercaderías.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 06 /06/2014

Creador: DI PERNA, Graciela Agustina 

Bloque: Frente por la Integración Chubut 
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11. MORANDINI: Proyecto de Ley Reproduce el proyec-
to de ley de presupuestos mínimos para la conservación y 
uso sustentable de la biodiversidad (Ref. S-1522/11).

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 18/06/2014

Creador: Morandini, Norma Elena

Bloque: Alianza Frente Cívico. Córdoba

12. SANTILLI Y MICHETTI: Proyecto de Ley de presu-
puestos mínimos sobre la gestión integral de residuos de 
pilas y baterías primarias y secundarias en el marco de la 
responsabilidad extendida del productor.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 25/08/2014

Creadores: Michetti, Marta Gabriela / Santilli Diego Cesar

Bloque: Alianza Unión Pro. Ciudad Autónoma De Bue-
nos Aires

13. ODARDA: Proyecto de Ley Estableciendo el régimen 
de presupuestos mínimos para la preservación, protección y 
uso racional sostenible de “acuíferos”.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 25/08/2014

Creador: Odarda, María Magdalena 

Bloque: Alianza Frente Progresista. Rio Negro

14. MENEM: Proyecto de Ley Sobre régimen de presu-
puestos mínimos para la gestión de envases y residuos.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 01/09/2014

Creador: Menem, Carlos Saúl

Bloque: Alianza Frente Popular Riojano. La Rioja
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15. JUEZ: Proyecto de Ley Modificando la ley 25.675 - 
Política ambiental - respecto de incorporar la evaluación de 
impacto en salud.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 23/10/2014

Creador: Juez, Luis

Bloque: Alianza Frente Cívico. Córdoba

16. ODARDA: Proyecto de Ley Modificando el Artículo 
29 de la ley 25.675 - Política ambiental- respecto de la exen-
ción de responsabilidad.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 23/10/2014

Creador: Odarda, María Magdalena

Bloque: Alianza Frente Progresista. Rio Negro

17. NEGRE DE ALONSO: Proyecto de Ley Incorporan-
do un párrafo al Artículo 6ª de la Ley 25.831- Régimen de 
acceso a la información pública ambiental - acerca de la 
obligación de diseñar y utilizar indicadores de aplicación y 
cumplimiento de la normativa ambiental.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 23/10/2014

Creador: Negre de Alonso, Liliana Teresita

Bloque: Alianza Compromiso Federal. San Luis

18. NEGRE DE ALONSO: Proyecto de Ley Agregando el 
inciso j) al Artículo 25 de la ley 25.916 - Presupuestos mí-
nimos de protección ambiental para la gestión integral de 
residuos domiciliarios, estableciendo la obligación de dise-
ñar y utilizar indicadores de aplicación y cumplimiento de 
la presente ley.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 23/10/2014
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Creador: Negre de Alonso, Liliana Teresita

Bloque: Alianza Compromiso Federal. San Luis

19. PEREYRA: Proyecto de Ley Sobre presupuestos mí-
nimos de valorización de residuos.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 23/10/2014

Creador: Pereyra, Guillermo Juan

Bloque: Bloque: Movimiento Popular Neuquino. Neuquén

20. MORANDINI: Proyecto de Ley de presupuestos mí-
nimos de protección ambiental de la calidad acústica.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 11/03/2015

Creador: Morandini, Norma Elena.

Bloque: Alianza Frente Cívico. Córdoba

21. CREXELL: Proyecto de Ley Estableciendo el marco 
general de la garantía financiera obligatoria, prevista en el 
Artículo 22 de la ley 25.675 (General de ambiente).

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 18/03/2015

Creador: Crexell, Carmen Lucila

Bloque: Movimiento Popular Neuquino. Neuquén

22. ODARDA: Proyecto de Ley sobre presupuestos míni-
mos de protección ambiental para la actividad minera.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 18/03/2015

Creador: Odarda, María Magdalena

Bloque: Alianza Frente Progresista. Rio Negro
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23. LINARES: Proyecto de Ley sobre presupuestos míni-
mos para la conservación de los suelos y la recuperación de 
sus capacidades productivas.

Fecha de ingreso Mesa de Entrada: 26/03/2015

Creador: Linares, Jaime

Bloque: Frente Amplio Progresista. Buenos Aires

Estos son los diferentes proyectos de ley, que fueron ingresa-
dos a la cámara de Senadores para su discusión, desde comienzo 
del año pasado, hasta marzo del corriente año. 

IV. Implementación de los presupuestos mínimos ambientales en 
las provincias: Las herramientas de gestión en la provincia de 
Córdoba como estudio de caso. Normativa general ambiental

La Constitución de la provincia de Córdoba tiene varios dis-
positivos vinculados con la protección del medio ambiente, entre 
ellos podemos nombrar al Artículo 11, el Artículo 66 que confor-
ma el capítulo tercero de ecología de la misma, también pode-
mos encontrar entre ellos, al Artículo 68 que habla de los recursos 
naturales de la provincia y que con respecto al agua en su tercer 
párrafo prevé que: “Las aguas que sean de dominio público y su 
aprovechamiento están sujetas al interés general. El Estado re-
glamenta su uso racional y adopta las medidas conducentes para 
evitar su contaminación”. En el mes de Junio de 2014, Córdoba 
sanciona la Ley 10.208 de “Política Ambiental en la Provincia de 
Córdoba”. Esta ley complementa los presupuestos mínimos de la 
Ley General de Ambiente -25.675- y los preceptos constituciona-
les. Se incorpora al marco normativo vigente en la provincia Ley 
Nº 7343, normas concordantes y complementarias-, modernizan-
do y definiendo los principales instrumentos de política y gestión 
ambiental. Establece como autoridad de aplicación al Ministerio 
de Agua, Ambiente y Servicios Públicos.
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a)	 PCBs 

En la provincia de Córdoba no se ha dictado legislación en 
lo referido a PCBs. Sin embargo, en mayo de 2002, se inició el 
“Programa Córdoba libre de PCBs” cuyo objetivo fue concretar en 
el término de un año, la verificación y certificación de cada uno 
de los equipos instalados en sitios públicos o privados y logar un 
manejo adecuado y racional de todos los residuos resultantes.

Este programa dispone un plan de acción a los fines del logro 
del objetivo propuesto: 

• Información por parte de los organismos y empre-
sas involucradas a la Agencia Córdoba DACyT acerca de 
la ubicación e identificación de cada uno de los equipos 
contaminados; 

• Realización, por parte de la Agencia Córdoba Ciencia, 
de un chequeo de los equipos y los análisis de las muestras 
en la unidad CEPROCOR, colocando una oblea que indique 
“libre de PCB” en aquellos equipos cuya concentración es 
inferior a 50 ppm; 

• Control de la gestión de los equipos cuyo contenido su-
pere las 50 ppm de PCB a cargo de la Dirección de Ambiente; 

• Depósito de los residuos derivados de esta gestión en 
un predio con todas las normas de protección, hasta que se 
implemente su traslado definitivo;

• Reemplazo definitivo de todo equipo que supere las 
50 ppm de PCB; Difusión en forma interna y a la opinión 
pública de todo lo realizado, avances y dónde acudir en caso 
de consultas.

Para realizar la gestión y manejo de PCB en todo el ámbito de 
EPEC se conformó mediante Resolución Nº 70310 una comisión 
interdisciplinaria de Manejo de PCB.
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b)	 Aguas 

A su vez, desde la normativa ambiental provincial, las aguas 
encuentran recepción en la Ley 734390 de preservación, conser-
vación, defensa y mejoramiento del ambiente, en su capítulo II 
que es de las aguas, que es a partir del Artículo 9 y siguientes. 
Allí se prevé que se establecerán criterios para proteger y me-
jorar las organizaciones ecológicas y la calidad de los recursos 
hídricos de la provincia.

Por su parte, la Ley 696491 de áreas naturales de la provincia, 
en sus Artículos 47 y siguientes regula el régimen de las reservas 
hídricas. Se consideran tales las áreas: a) Que posean cuencas de 
captación o reservorios hídricos, insertos en ambientes silvestres, 
que califiquen su especial significación ecológica o turística y b) 
Que sean declaradas como tales (Artículo 47).

En lo que se refiere a legislación específica del agua como ele-
mento a regular, la provincia de Córdoba cuenta con un Código 
de Aguas (Ley provincial 5589), que es quien tiene la aplicación 
directa en los temas relacionados con el riego, el uso de agua sub-
terránea, y demás temas relacionados, dentro del territorio pro-
vincial; además de contar con la Ley Orgánica de la Dirección de 
Agua y Saneamiento (D.A.S., hoy Di.P.A.S.), que es la Autoridad 
de Aplicación del mencionado Código. El mismo establece una 
regulación completa y minuciosa del recurso agua. Está dividido 
en ocho libros.

En su dimensión jurídica92 el tratamiento del agua en la pro-
vincia es explicita, ya que el código regula la política que se lleva-
ra adelante para la gestión de la misma y esto lo podemos ver en 
los Artículos 1, 2, 3 y 4 de dicho código, en los cuales establece 
el objeto de regulación y cuál será la autoridad de aplicación de 

90	 Ver Ley Nº 7343.Principios rectores para la preservación, conservación, de-
fensa y mejoramiento del ambiente. Fecha de sanción: 29-08-1985.Publica-
ción: B.O. 27-09-1985.

91	 Ver Ley Provincial Nº 6964. 
92	 Ver Ley provincial Nº 5589. Código de aguas para la provincia de Córdoba. 
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la misma y cuales usos son los que estarán regulados y también 
una visión implícita ya que el código regula la contaminación de 
aguas y las sanciones que conlleva dicha contaminación en sus 
Artículos 183, 184, 185, 186 y 187. Es por esto que con lo que res-
pecta a la Ley General del Ambiente posee la misma regulación 
explicita e implícita. 

En cuanto a los sujetos obligados podemos decir, según el ar-
ticulado, que es de sujeto compuesto y de pluralidad disyuntiva, 
ya que tenemos la regulación del uso múltiple como proclama el 
Articulo 5 y régimen de uso de aguas privadas en su Título IV que 
está formado por los Artículos 15, 16,17 y 18. 

En cuanto a las obligaciones que plantea el código debemos 
ir viendo cada uso en particular, pero para no hacer tan extensivo 
este escrito, diremos, en aspectos generales que las obligaciones 
que plantea el código en cada uso que se le da al agua son de eje-
cución diferida, porque para el uso del agua se necesitan de per-
misos e inscripciones en el ente regulador para el control del uso 
de la misma y de ejecución única, ya que una vez cumplimenta-
dos los requisitos solicitados por la ley se puede hacer uso de ella. 

En cuanto a la prestación podemos decir que es siempre po-
sitiva, ya que se trata del uso de la misma y de naturaleza de dar, 
hacer y no hacer. Ya que dar agua y darle un uso, hacer buen uso 
de la misma y no hacer mal uso de la misma o contaminarla, que 
eso sería motivo necesario para quitar los permisos de uso (Título 
II del Libro V Contaminación).

Los actores implicados tenemos a la Provincia, prestadores 
privados, cooperativas y municipios. En lo que respecta a la res-
ponsabilidad, la misma es administrativa, solo plantea multas 
para las sanciones, según los establecido en su Libro VIII. 

En lo que respecta a su dimensión política, sus instrumentos 
de implementación son los permisos administrativos y se estable-
ce un régimen de registro y catastro de aguas, que deberá llevar a 
cabo la autoridad de aplicación. 

En lo referente a la dimensión institucional, podemos decir 
que la autoridad de aplicación, salvo los casos especialmente pre-
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vistos, será autoridad de aplicación la Dirección Provincial de Hi-
dráulica (Articulo 4). Este organismo tiene un nivel de especifici-
dad alto, la misma depende del Ministerio de Agua, Ambienta y 
servicios Públicos, este organismo tiene una jerarquía ambiental 
alta. Este código para el uso del agua exige a la autoridad de apli-
cación el uso de registros y catastro de aguas, según su Título V.

c)	 Residuos domiciliarios

En relación a esta temática, en el año 2003 la provincia de 
Córdoba sancionó la Ley N° 9088 de Gestión de Residuos Sólidos 
Urbanos (RSU) y residuos asimilables a los RSU, la cual, conforme 
lo establece su Artículo 2, es de aplicación a la generación, trans-
porte, tratamiento, eliminación y disposición transitoria o final de 
residuos sólidos domiciliarios, derivados de la poda, escombros, 
desperdicios de origen animal, enseres domésticos y vehículos en 
desuso y todo otro residuo de características similares producidos 
en las actividades urbanas, con excepción de aquellos que por 
sus características deban ser sometidos a tratamientos especiales 
antes de su eliminación, tales como los patógenos, radiactivos, 
peligrosos u otros.

Como instrumento para la implementación de esta ley, el Ar-
tículo 9 instituye la creación de una cuenta especial denominada 
“Fondo de Gestión de Residuos Sólidos Urbanos de Córdoba”, 
destinada a la educación ciudadana sobre higiene urbana, partici-
pación comunitaria en la gestión de los Residuos Sólidos Urbanos 
y Residuos Asimilables a los RSU, e investigación sobre la aplica-
ción de medidas tendientes a la prevención de la producción, el 
tratamiento de residuos y la protección ambiental. Además, me-
diante el Artículo 8 se invita a las municipalidades y comunas a 
integrar entes regionales a los fines del establecimiento de siste-
mas de gestión de residuos. 

La norma otorga a los municipios y comunas de la Provincia 
de Córdoba, un plazo de un año a partir de su publicación para 
realizar las adecuaciones necesarias en sus sistemas de gestión de 
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Residuos Sólidos Urbanos y Residuos Asimilables a los RSU, y los 
invita a adherir a sus contenidos (Artículos 13,14 y 15).

Con respecto a la institucionalidad, el Artículo 3 establece 
que la autoridad de aplicación de la ley es la “Agencia Córdoba 
Deportes, Ambiente, Cultura y Turismo S.E.M., o el organismo 
que pudiera reemplazarla en el futuro en sus competencias re-
feridas a la política ambiental de la Provincia”. Actualmente, la 
autoridad en esta materia es la Dirección de Gestión Integral de 
Residuos Sólidos Urbanos, dependiente del Ministerio de Agua, 
Ambiente y Servicios Públicos de la Provincia de Córdoba.

En este marco legal, surge el Programa Córdoba Limpia, cuyo 
plan de acción consiste en:

• Implementación de un Sistema de Gestión Integral de 
RSU en el territorio de la Provincia de Córdoba.

• Diagnóstico de los sistemas de gestión actualmente 
aplicados.

• Elaboración de la propuesta técnica del programa y los 
términos de referencia para la infraestructura básica.

• Proveer la infraestructura básica (Complejos Ambien-
tales, Estaciones de Transferencias y Plantas de Selección).

• Desarrollo de programas de capacitación en la gestión 
de RSU a técnicos municipales.

• Implementación de un plan de difusión y participa-
ción comunitaria (Instituciones Académicas, Ong).

• Erradicación y remediación de los basurales a cielo 
abierto.

Según datos proporcionados por la página oficial del Gobier-
no de la Provincia: “Desde su creación, el Programa planificó, 
financió y construyó una serie de obras y proyectos muy im-
portantes para gran parte de la Provincia como ser: 2 vertederos 
controlados (Villa Dolores y Cruz del Eje), estación de transfe-
rencia de La Falda, plantas de tratamiento de residuos sólidos 
urbanos en Departamentos Roque Saenz Peña (Laboulaye), Ge-
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neral Roca (Huinca Renancó), Calamuchita (San Ignacio), otras 
en plena construcción como Coronel Moldes y otras menores 
con participación municipal en Laborde y Alejandro Roca. Tam-
bién se encuentra proyectada una planta de RSU, para el de-
partamento Punilla. (…) Sin embargo, todavía padecemos en el 
territorio provincial, de más de 300 basurales a cielo abierto, 
que aún perduran especialmente en localidades y parajes de me-
nor cantidad de habitantes, los cuales merecen ser asistidos con 
obras y proyectos menores, dado a que se encuentran en lugares 
distantes o la idiosincrasia del lugar así lo amerita”.

d)	 Bosques Nativos

La provincia de Córdoba cuenta con la Ley 9814 de 2010, que 
establece el Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos y su De-
creto Reglamentario 170/2011, adecuándose así a la Ley Nacional 
26.331. Además siguen vigentes en la provincia la Ley Forestal 
8066 de 1991 modificada por la Ley 8311 (1993) y 8749 (1999), 
y la Ley 9219 de 2005 que Prohíbe el desmonte total de bosques 
nativos por diez años. La institución en el tema es la Dirección 
de Áreas Protegidas, Bosques y Forestación, dependiente de la 
Dirección General de Recursos Naturales, dentro de la Secretaría 
de Ambiente y, desde el año 2011, dentro del Ministerio de Agua, 
Ambiente y Energía (desde 2014, Ministerio de Agua, Ambiente y 
Servicios Públicos).

e)	  Actividades de quema

No se encuentra regulado en la provincia el control de las 
actividades de quema en forma específica, no obstante, la Ley Nº 
8751 de Manejo del Fuego contiene en su articulado normas refe-
ridas a esta temática. Es así como el Artículo 3 de la mencionada 
Ley determina que la autoridad de aplicación es la encargada de 
autorizar, a modo de excepción, la utilización del fuego en que-
mas controladas y prescriptas, y establece la prohibición de otor-
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gar dicha autorización sobre áreas naturales, reservas y bosques 
naturales o implantados. Asimismo, el Artículo 12 dispone cuáles 
son los requerimientos que deben cumplimentarse para la realiza-
ción de las quemas (autorización; comunicaciones previas; recur-
sos humanos y equipos necesarios; supervisión y control técnico). 

f)	 Glaciares y Ambiente Periglacial

Con lo que respecta a la Ley Nacional 26.639 Régimen de Pre-
supuestos Mínimos para la Preservación de los Glaciares y del 
Ambiente Periglacial, en Córdoba no hay leyes ambientales que 
regulen estos temas. 

g)	 Manejo del Fuego

Córdoba cuenta con la Ley 8751 de 1999, modificada en 
2003 por la Ley 9147, la cual establece las acciones, normas y 
procedimientos para el manejo del fuego. Establece la elabora-
ción de un Plan Anual de Prevención y Lucha contra el Fuego 
en Áreas Rurales y/o Forestales y del Mapa de Zonificación de 
Riesgo de Incendio. Además un Fondo para la Prevención y 
Lucha Contra el fuego.

V.  Reflexiones finales

A partir del análisis de las leyes de presupuestos mínimos de 
protección que hemos abordado, desde una perspectiva ambiental 
del derecho, intentamos desafiar el estudio jurídico positivo solo 
centrado en el aspecto normativo, mirando reflexiva y críticamen-
te el contexto político e institucional que dieron el marco propi-
cio para su aprobación y sanción. 

Desde esa mirada, podemos observar que a partir de la instau-
ración del nuevo orden jurídico ambiental en el sistema argentino 
en el año 1994, se inicia un sector de competencias para legislar 
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con un nuevo material normativo en el ordenamiento jurídico na-
cional y la incorporación de estas leyes al sistema no ha sido pa-
cífica ni uniforme generando debates y discusiones en la doctrina. 

En orden cronológico, fue la tercera ley de presupuestos míni-
mos, la Ley General de Ambiente 25.675, la que vino a reconstruir 
el sistema jurídico ambiental y componer el escenario legal de 
esta nueva tipología de normas. La importancia de esta ley general 
se manifiesta al otorgar a sus disposiciones el carácter de orden 
público y establecer que sus disposiciones se utilizarán para la 
interpretación y aplicación de la legislación específica. 

En este orden, la Ley General del Ambiente (LGA) ha resul-
tado ser a ley marco a la que le siguen, en orden lógico, el resto 
de las leyes sectoriales, específica (Artículo 3), particulares (Ar-
tículo 12) o especiales (Artículo 34). Ello significa que el legisla-
dor diseñó el edificio de presupuestos mínimos con dos tipos de 
normas infra constitucionales de presupuestos mínimos, aunque 
con igual jerarquía: la ley marco que irradia a todas las otras leyes 
especiales de presupuestos que deberían implementar con un de-
sarrollo detallado cada uno de los instrumentos de aquella.

De ser esta la interpretación exegética, deberían legislarse 
mediante normas de presupuestos mínimos, por ejemplo, temas 
como la evaluación de impacto ambiental o el fondo de compen-
sación ambiental, en lugar de ser desarrollados en cada una de las 
leyes sectoriales, reiterándose el contenido al respecto sobre estos 
instrumentos y herramientas. 

Es decir que de esta ley marco deberían haberse desprendi-
do, en un sistema coherente y coordinado, todas las demás nor-
mas sectoriales de presupuestos mínimos, referidos a cuestiones 
puntuales o a la protección de medios naturales específicos. ¿Qué 
ocurre con las dos leyes (GIRIAS y PCBs) que fueron sancionadas 
de modo previo a la LGA? Son de presupuestos mínimos porque 
así lo señalan en su objeto jurídico protegido, y luego de la LGA 
deberán ser interpretadas y aplicadas desde los principios y las 
disposiciones contenidas en aquella. Un caso a señalar es el de la 
Ley de Residuos Industriales, que tal como se encuentra formu-
lada y según la opinión de Valls que traemos a colación, parecie-
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ra desplazar la posibilidad de regular, por vía de norma sectorial 
específica, la contaminación hídrica o la contaminación del aire. 
Por ello, los proyectos de ley de presupuestos mínimos en materia 
de calidad de aire, por ejemplo, o bien son redundantes o bien 
obligarían a modificar a la Ley 25.612, eliminando las referencias 
a residuos gaseosos o a vertidos líquidos. 

¿Qué se entiende entonces por presupuestos mínimos, cuál es 
su alance y cuáles sus límites? La respuesta a estos interrogantes 
puede ser esbozada desde dos perspectivas diferentes: Desde una 
mirada formal del elemento presupuesto mínimo, considerándo-
los como línea de base para todo el territorio de la Nación; o des-
de una concepción sustancial de los presupuestos mínimos de 
protección ambiental, para garantizar la capacidad de carga de los 
ecosistemas y la dinámica de los sistemas ecológicos.

No es conteste ni pacífica la doctrina y se discute su soporte 
instrumental: ¿Los presupuestos mínimos solo pueden estar con-
tenidos en leyes emanadas del Congreso? o ¿En el marco de los 
presupuestos mínimos se permite la delegación reglamentaria del 
Legislativo en favor del Ejecutivo? Al respecto, con una postura 
restrictiva (Quiroga Lavié, Bidart Campos, Días Araujo, Provin-
cias COFEMA –Res. 92/2004). Con una postura amplia (Walsh, 
Cafferatta, Esain, opinión mayoritaria en el Taller de Presupuestos 
Mínimos de la FARN, SAyDS). 

Al principio, vimos el concepto constitucional del Artículo 
41 CN que nos dice: “Corresponde a la Nación dictar las normas 
que contengan los presupuestos mínimos de protección ambien-
tal”. Luego, vimos el concepto legal de la LGA: “Se entiende por 
presupuesto mínimo (…) a toda norma que conceda una tutela 
ambiental uniforme o común para todo el territorio de la Nación 
(…)”. Podemos extraer de lo citado que los presupuestos míni-
mos son un contenido y no una ley en cuanto tal (no dice ley 
de presupuestos mínimos), por ello y porque refiere a normas en 
sentido genérico y no a leyes, interpretamos que los presupues-
tos mínimos de protección ambiental pueden estar contenidos en 
instrumentos legales o reglamentarios. Esto en virtud de que para 
los contenidos técnicos es más conveniente contar con listados en 
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anexos que poseen menor rigidez para su actualización, en fun-
ción de la flecha del tiempo de los conocimientos científicos sobre 
los riesgos ambientales. 
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RESUMEN

El presente capítulo analiza la estructura de la política públi-
ca ambiental de Bolivia, Ecuador, Perú, Paraguay, Chile, Uruguay, 
Brasil y Colombia. La elección de los países analizados se hizo 
en base a los países integrantes de la UNASUR. No se analizaron 
Venezuela, República Cooperativa de Guyana y República de Su-
riname ya que se propone realizar dicho análisis en posteriores 
trabajos. El propósito fue examinar y alcanzar a una primera apro-
ximación de la actualidad ambiental en la región. La investigación 
tuvo como punto de partida tres ejes: Formas de Estados, Princi-
pios ambientales e Institucionalidad ambiental. Si bien los ejes 
que se tomaron parecen ser concluyentes, un análisis histórico y 
político demuestra que son procesos complejos en constante evo-
lución. El análisis de la política pública ambiental se hace desde 
la perspectiva del derecho teniendo en cuenta las estructuras del 
estado y la legislación vigente, que influyen en la protección y en 
el diseño de políticas públicas de temática ambiental y conexas. 
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Política Ambiental; Derecho Comparado; UNASUR; Formas 
de Estados; Principios ambientales; Institucionalidad ambiental.
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I. Introducción

Para comenzar el análisis de la estructura de la política públi-
ca ambiental en países de Latino América debemos tener en cuen-
ta que la terminología, “presupuestos mínimos”, no es empleada 
por todos los países de Latinoamérica sino, solo por Argentina, 
cuyo país fue analizado detalladamente en los capítulos anterio-
res. En diferentes países de Latinoamérica se emplea la expresión 
“ley general del ambiente, ley de gestión ambiental o política am-
biental”. Para este análisis hemos equiparado las terminologías 
ya que todas implican analizar la política ambiental dispuesta en 
cada Estado. El presente capítulo examina la estructura de la polí-
tica pública ambiental de Bolivia, Ecuador, Perú, Paraguay, Chile, 
Uruguay, Brasil y Colombia. 

Las leyes de presupuestos mínimos o leyes generales del am-
biente brindan una protección ambiental que puede ser manifes-
tada en formas muy diversas. Lo usual es que se realicen acciones 
en base a la problemática que se percibe, por ejemplo, se crean 
normas, se formulan planes y estrategias, etc. Estas acciones po-
líticas pueden iniciarse en diferentes fuentes tales como cuerpos 
legislativos, instituciones gubernamentales de nivel nacional, re-
gional, local, o por organizaciones de la sociedad civil. Pueden 
estar dirigidas a concretar diferentes fines, desde prever, conser-
var, mitigar a brindar soluciones más integrales y transectorial, de 
acuerdo a la política de Estado que se adopte.

Al mismo tiempo, el tema ambiental como política pública, 
en Latinoamérica, es relativamente nuevo y está en constante mo-
vimiento, lo cual complejiza su estudio. Es por esto, que la explo-
ración tuvo como punto de partida tres ejes: Formas de Estado, 
Principios ambientales e Institucionalidad ambiental. No se inda-
gó sobre ejecución de política ambiental como otro eje de estudio, 
porque dicha investigación implicaría un examen más profundo 
de procesos administrativos, conflictos sociales y medidas de par-
ticipación social, entre otros.

A los fines de esclarecer algunos de los conceptos que se uti-
lizaron, conviene explicar que se entiende por forma de gobierno, 
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por forma de estado y porque serían cruciales estos elementos de 
caracterización en el trabajo. La forma de gobierno es uno de los 
elementos que conforman al Estado moderno, ha sido definida 
como “el modo de organizar y distribuir las estructuras y compe-
tencias de los órganos que lo componen” (Bidart Campos, 2009). 
En tanto la forma de estado alude a la configuración territorial 
del poder político del Estado. Respecto a los países estudiados 
podemos dividirlos en dos grupos: los países con forma federal y 
aquellos que tienen una forma unitaria. A su vez dentro de estas 
estructuras de Estado se diferencia la centralización y descentrali-
zación de la estructura. Los países que tiene una forma federal de 
estado son Argentina y Brasil siendo unitarios el resto de los paí-
ses en estudio, Paraguay, Chile, Perú, Bolivia, Ecuador y Colom-
bia. Los países federales, marcan el camino de las políticas pú-
blicas ambientales con sentido orientativo (plataforma mínima) a 
través de leyes generales, esto permite a los niveles inferiores que 
se adecuen a la legislación nacional progresivamente o bien que 
dicten su propia norma sin necesidad de ajustarse a la ley general 
pero sin oponerse (cláusula de garantía constitucional). 

En cambio los estados con forma de estado unitaria, cuentan 
con una administración centralizada de la política ambiental, cla-
ramente delimitada por el estado central. Sin embargo, los estados 
unitarios, descentralizan la gestión de dichas políticas al procurar 
que los municipios, departamentos o distritos ejecuten la autori-
dad reglamentaria y ejecutiva en materia de tierra, bosques, áreas 
protegidas, agua, entre otros. Cabe aclarar que gestión es: 

“Conjunto de acciones que permitan lograr la máxima racio-
nalidad en el proceso de toma de decisión relativa a la conserva-
ción, defensa, protección y mejora del ambiente, mediante una 
coordinada información interdisciplinaria y la participación ciu-
dadana” (Estevan Bolea, 1994). 

Otro de los ejes propuesto para el análisis fueron los princi-
pios ambientales sobre los cuales se basan las leyes generales e in-
feriores y políticas públicas ambientales. Estos principios surgen 
en la mayoría de los casos de los propios textos constitucionales. 
Un ejemplo, son los casos de reformas constitucionales recientes, 
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como Bolivia, Argentina o Ecuador. En tanto las reformas constitu-
cionales de los países examinados fueron realizadas durante la dé-
cada del 90`, todos ya reconocían implícitamente un esencial prin-
cipio que adopta el derecho ambiental internacional: el Principio 
Precautorio. Cabe destacar, que el Principio de Precaución se tuvo 
en cuenta en la Declaración Ministerial de la Primera Conferencia 
sobre la Protección del Mar del Norte de 1984, respecto al volcado 
de residuos tóxicos al océano, manifestando que los Estados no te-
nían que esperar evidenciar algún tipo de prueba que demostrara el 
daño para adoptar medidas (Drnas de Clement, 2006). 

Si se sigue cierta línea de tiempo, entre los 70` y los 90`, el 
marco internacional no tuvo casi impacto en las políticas am-
bientales de Latinoamérica. La legislación estaba dispersa y las 
estrategias ambientales no estaban integradas a los procesos de 
desarrollo. Algunas Cartas Magnas aspiraban a reconocer el de-
recho a un ambiente sano, sin embargo, no se apreciaba ningún 
tipo de mecanismo administrativo y/o judicial para la protección 
medioambiental. Había una total falta de cumplimiento de las po-
cas normas existentes y por sobre todo no se preveían normas téc-
nicas, parámetros, estándares tecnológicos y normas fiscales con 
el fin de preservar el ambiente (De la Fuente, s/f). Prácticamente 
los Estados abrazaban el principio Precautorio como forma de res-
guardarse a ciertas actividades. A partir de la década del 90´, con 
el avance de las economías neoliberales y el ultra desarrollismo, 
el marco ambiental internacional cambia la visión del manejo de 
los recursos naturales con la Cumbre de Rio 92´. Así, con disputas 
emergentes se corporizan los conflictos sobre la propiedad priva-
da y la propiedad colectiva, se identifican con claridad las luchas 
de los pueblos originarios y campesinos despojados de sus tierras. 
Se pone en agenda del debate público los trasfondos de los mo-
delos económicos, la distribución de la riqueza y la explotación 
exacerbada de los recursos naturales renovables y no renovables. 

En este contexto, la legislación Latinoamericana adopta y de-
sarrolla los principios de Río. Los nuevos cuerpos jurídicos se 
orientarán a resguardar el cumplimiento de leyes ambientales y 
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darán paso a la concreción de mecanismos de protección y acceso 
a la justicia ambiental. Las leyes generales asumen la complejidad 
de problema ambiental no solo por la diversidad de temas que lo 
componen sino también por las situaciones conflictivas que de-
ben regular. Se consolida cierta tendencia a trascender la tradi-
cional regulación jurídica de recursos naturales para regular nor-
mativamente al ambiente como tal y no como un mero recurso. 
Se comienza a plantear en las normas jurídicas las cosmovisiones 
filosóficas en juego y se abre paso a una nueva etapa de recono-
cimiento de derechos humanos relacionados con el ambiente: los 
derechos colectivos. 

Finalmente, se indaga la institucionalidad ambiental de los 
países. Para este análisis se adoptó la siguiente definición: 

“…se entiende por institución ambiental a aquellas organi-
zaciones públicas formales destinadas a adquirir estabilidad en 
el tiempo y a gestionar la problemática ambiental de una deter-
minada jurisdicción, conformadas por una variedad de actores, 
regidas por un determinado marco legal, y situadas en relación a 
determinados contextos sociales, históricos, políticos y económi-
cos” (Juliá, et. Al., 2015). 

II. Estudio Comparativo

En los apartados siguientes se presentan el estudio descripti-
vo de los países indicados.

1. COLOMBIA Y BRASIL 

a) Antecedentes sobre las formas de Estado, políticas eco-
nómicas y los modelos de desarrollos vigentes en Colombia 
y Brasil

Colombia y Brasil comparten una frontera de 1.600 kilóme-
tros aproximadamente, las primeras marcaciones limítrofes entre 
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el norte de Brasil y el sur de Colombia fueron realizadas en 1907 
y actualmente se demarcan y controlan por la Comisión Mixta 
de Inspección de Hitos de la Frontera Colombo-Brasileña a través 
de Conferencias con delegaciones representantes de ambos países 
(Colombia, Cancillería, 2014). Ambos países se caracterizan por 
ser republicanos y presidencialistas. La Constitución Nacional 
vigente en Colombia data de 1991, dicho texto define a este país 
como una República Unitaria, con divisiones administrativas -po-
líticas llamadas “departamentos”- que al mismo tiempo confor-
man regiones (geográficas, económicas, culturales). El territorio 
colombiano abarca 32 departamentos y una ciudad capital (Bogo-
tá), tiene una configuración descentralizada con departamentos 
que agrupan municipios. Según el Artículo 1:

“Colombia es un Estado social de derecho, organizado en for-
ma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia 
del interés general” (Constitucion de Colombia, 1991).

Brasil se constituye como República, mucho antes, en 1.891. 
La Constitución vigente fue aprobada por la Convención Nacio-
nal Constituyente de 1.984, se promulgó cuatro años más tarde y 
utiliza el sistema de enmiendas para modificar y expandir aspec-
tos centrales de la Carta Magna, especialmente en lo que atañe a 
cuestiones económicas. Este país se organiza administrativa y po-
líticamente en 26 Estados (equivalentes a provincias) y un Distrito 
Federal (Brasilia), sus Estados comprenden municipios, existien-
do alrededor de más de 4.400 Concejos Municipales con Cámaras 
Municipales que actúan conforme una Ley Básica de Municipios. 
Según el Artículo 1 la República Federal del Brasil, formada por 
la unión indisoluble de los Estados, los Municipios y del Distrito 
Federal, se constituye como Estado democrático de derecho y tie-
ne como fundamentos los siguientes:“I) a soberanía; II) a ciuda-
danía; III) a dignidade da pessoa humana; IV) os valores sociais 
do trabalho e da livre iniciativa; V) o pluralismo político” (Cons-
titución de Brasil, 1988).
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Resulta muy ilustrativo a los fines de completar estas defi-
niciones sobre las formas de Estado mencionar brevemente las 
síntesis de los modelos políticos que tipifica a cada uno de los 
gobiernos que tienen a su cargo el Poder Ejecutivo Nacional. En 
el caso colombiano en 1914 el Consejo Nacional de Política Eco-
nómica y Social aprueba las llamadas Bases del Plan Nacional de 
Desarrollo tituladas “todos por un nuevo país” que marcarán las 
decisiones de gobierno hasta 1918. Estas bases sientan los tres pi-
lares fundamentales que necesitan consolidarse en Colombia a la 
fecha: paz, equidad y educación. Para poder efectivamente cum-
plir con el Plan se pondrán en marcha estrategias trasversales, una 
de ellas se vincula al tema ambiental: Infraestructura y competi-
tividad estratégica, movilidad social, transformación del campo, 
seguridad y justicia para la paz, buen gobierno y crecimiento ver-
de como una estrategia envolvente. El propio gobierno reconoce 
que Colombia todavía no es un líder en reformas ambientales por 
eso el Plan contiene premisas para conseguir ese objetivo.

Para Lambert y Bulard, Brasil es uno de los países que polí-
ticamente comenzó a jugar en las grandes ligas por su participa-
ción en el G8 y luego en el G20. Manifestó una fuerte oposición 
cuando Colombia parecía aceptar la instalación de nuevas bases 
militares estadounidenses en su territorio, y contra el golpe de 
Estado de Honduras en 2009. Asimismo, tuvo parte en la cons-
trucción de un liderazgo regional independiente de Estados Uni-
dos. Brasil se convirtió en una de las sextas potencias económicas 
mundiales, pasó de ser, en términos geopolíticos, una potencia 
emergente a una emergida. El “Brasil da mudança” del Instituto 
Lula (Lula, s.a) señala que estos doce años del gobierno de Lula y 
Dilma transformaron radicalmente Brasil, posicionándolo como 
potencia mundial. 

En relación a la cuestión ambiental las cifras que se infor-
man como resultados de la aplicación de la plataforma de go-
bierno son entre otros:

• Reducción en un 79% el tala indiscriminada en la 
Amazonia con el control riguroso y ofertas alternativas eco-
nómicas y sustentables a las poblaciones y gobiernos locales. 
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• Porcentajes más altos de inversión en fuentes alterna-
tivas de energía y construcción de hidroeléctricas, creación 
de nuevas áreas de conservación ambiental, aumentándose 
en un 50 % la extensión de áreas protegidas. 

• Líderes mundiales en reducción de emisión de gases 
de efecto invernadero. Entre 2010 y 2013 redujo aproxi-
madamente 650 millones de toneladas de dióxido de car-
bono por año.

b) Mandatos constitucionales sobre el medio ambiente

La Constitución de Colombia contiene un amplio articulado 
que regula los derechos, deberes y fenómenos jurídicos vincula-
dos al medio ambiente. Por ejemplo el Artículo 58 garantiza la 
propiedad privada y establece que la propiedad es una función 
social que implica obligaciones, por lo tanto le es inherente una 
función ecológica. Más adelante en el Artículo 79 enuncia el de-
recho a un ambiente sano y marca el deber del Estado: 

“Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente 
sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las 
decisiones que puedan afectarlo. Es deber del Estado proteger la 
diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de espe-
cial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro 
de estos fines”. 

 En el Artículo 80 instituye la competencia del Estado para 
planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, 
para garantizar el desarrollo sostenible, la conservación, la res-
tauración o sustitución. Además, deberá prevenir y controlar los 
factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y 
exigir la reparación de los daños causados. El deber de coopera-
ción con los países vecinos queda delineado en el párrafo final del 
mismo artículo: “Así mismo, cooperará con otras naciones en la 
protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas”. 

El Artículo 95 habla de los deberes de la persona y del ciu-
dadano, entre esos deberes enumera el de “proteger los recursos 
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culturales y naturales del país y velar por la conservación de un 
ambiente sano”. 

A los Concejos Municipales (Articulo 313) les corresponde 
dictar las normas necesarias para el control, la preservación y de-
fensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio. Y son 
los Municipios los que pueden gravar la propiedad inmueble, en 
tanto la ley destinará un porcentaje de esos tributos a las entida-
des encargadas del manejo y conservación del ambiente y de los 
recursos naturales renovables conforme los planes de desarrollo 
de los municipios (Articulo 317). Además por mandato “la direc-
ción general de la economía” estará a cargo del Estado, con lo cual 
está totalmente habilitado para intervenir en la explotación de los 
recursos naturales, entre otras cosas, con los objetivos de conse-
guir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la 
distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del 
desarrollo y la preservación de un ambiente sano (Articulo 334). 

Del análisis de la normativa constitucional de Colombia sur-
gen algunos principios esenciales como ser: 1) el medio ambiente 
como patrimonio común, 2) la propiedad es una función social 
inherente a una función ecológica, 3) el Estado planificará el ma-
nejo y aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar 
su desarrollo sostenible, su conservación o sustitución, 4) la sa-
tisfacción de las necesidades actuales debe realizarse de manera 
tal que no comprometa la capacidad y el derecho de las futuras 
generaciones, 5) la diversidad étnica y cultural de la Nación con 
reconocimiento expreso de la pluralidad y del deber del Estado 
para con su protección al mismo tiempo que se establece la admi-
nistración autónoma de los territorios indígenas.

Respecto a la Constitución de la República Federativa de Bra-
sil vigente desde 1988, rescatamos la impronta de reconocimiento 
de los derechos humanos a lo largo de su texto. Por mandato, es 
legítimo que cualquier ciudadano proponga acción popular para 
anular un acto lesivo para el medio ambiente (Artículo 5, Consti-
tución de Brasil, 1988), así como que es competencia común de 
la Unión, de los Estados, del Distrito Federal y de los Municipios 
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proteger el medio ambiente y combatir la polución en cualquiera 
de sus formas (Artículo 23, Constitución de Brasil, 1988)93. 

Es de destacar, que en pocas constituciones se explicitan los 
fines del orden económico vinculado a lo ambiental, en el caso 
brasilero para dicho orden son relevantes entre otros principios: 
“defesa do meio ambiente, inclusive mediante tratamento dife-
renciado conforme o impacto ambiental dos produtos e serviços e 
de seus processos de elaboração e prestação”.

El Artículo 225 define el derecho al medio ambiente como 
un derecho universal, al tiempo que conceptualiza al medio am-
biente como un bien de uso común y esencial para la sana cali-
dad de vida: 

“Todos têm direito ao meio ambiente ecologicamente equili-
brado, bem de uso comum do povo e essencial à sadia qualidade 
de vida, impondo-se ao poder público e à coletividade o dever de 
defendê-lo e preservá-lo para as presentes e futuras gerações”94. 

Así mismo, son trascendentes las disposiciones del Capítulo 
8 relativas a los pueblos originarios (Dos Índios), puntualmente el 
Artículo 231: 

“São reconhecidos aos índios sua organização social, costu-
mes, línguas, crenças e tradições, e os direitos originários sobre as 
terras que tradicionalmente ocupam, competindo à União demar-
cá-las, proteger e fazer respeitar todos os seus bem”.

Por último las disposiciones respecto a los pueblos originarios 
de Brasil y los derechos que se les dan se observa que se reconoce 
su organización social, costumbres, lenguas, creencias tradicio-
nales y los derechos originarios sobre las tierras que tradicional-
mente ocupan. El aprovechamiento de los recursos hidráulicos, 
incluido el potencial energético, la búsqueda y extracción de las 
riquezas minerales en tales tierras, sólo pueden ser efectuadas con 

93	 Véase también el artículo 24 sobre competencias concurrentes. 
94	 El texto legal contiene un título específico dedicado Orden Social (Título 

VIII - Da Ordem Social) y específicamente al medio ambiente (Capítulo VI - 
Do Meio Ambiente).
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autorización del Congreso Nacional, oídas las comunidades afec-
tadas, quedándoles asegurada la participación en los resultados 
de la extracción. 

c) Sobre las leyes generales del ambiente, los principios 
ambientales y los instrumentos de gestión ambiental

Los antecedentes en relación a la regulación general del am-
biente se remontan a 1974 cuando el Presidente de Colombia, vía 
Decreto/Ley Nº 2811, ponía en vigencia el Código Nacional de 
los recursos naturales renovables y no renovables y de protección 
al medio ambiente (Secretaría General de la Alcaldía Mayor de 
Bogotá D.C., 1974). Dicho Código decreta que el ambiente es pa-
trimonio común, por lo tanto el Estado y los particulares deben 
participar en su preservación y manejo, que son de utilidad pú-
blica e interés social. Además contenía la regulación sobre los me-
dios de desarrollo de la política ambiental (Parte III), por ejemplo: 
a) incentivos y estímulos económicos, b) educación ambiental 
en todos los niveles educativos, c) tasas retributivas de servicios 
ambientales, d) sistema de información ambiental, e) inversiones 
estatales financieras en obras y trabajos públicos ambientales, etc. 

En el año 1993 se dicta en Colombia la Ley Nº 99 por la cual 
se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector 
Público encargado de la gestión y conservación del medio am-
biente y los recursos naturales renovables y se organiza el Siste-
ma Nacional Ambiental (SINA). Esta misma legislación exige la 
planificación de la gestión ambiental de proyectos y contiene en 
su artículo 1º los principios generales ambientales que orienta-
rán la política ambiental. Entre los principios generales se puede 
enumerar por ejemplo: 1) el proceso de desarrollo económico y 
social del país se orientará según los principios universales y del 
desarrollo sostenible contenidos en la Declaración de Rio de Ja-
neiro de junio de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 2) las 
políticas de población tendrán en cuenta el derecho de los seres 
humanos a una vida saludable y productiva en armonía con la na-
turaleza, 3) en la utilización de los recursos hídricos, el consumo 
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humano tendrá prioridad sobre cualquier otro uso, 4) la formula-
ción de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del 
proceso de investigación científica – con aplicación del principio 
de precaución, 5) los estudios de impacto ambiental serán el ins-
trumento básico para la toma de decisiones respecto a la cons-
trucción de obras y actividades que afecten significativamente el 
medio ambiente natural o artificial y 6) el manejo ambiental del 
país, conforme a la Constitución Nacional, será descentralizado, 
democrático y participativo.

En el año 1994 vía Decreto Nº 1753 se incorpora la licencia 
ambiental como instrumento de gestión ambiental a la que poste-
riormente se le adicionan otros permisos y requerimientos sobre 
los casos en que se debe presentar el Diagnóstico Ambiental de 
Alternativas, el Plan de Manejo Ambiental y Estudio de Impacto 
Ambiental. Desde 1.999 con la Ley Nº 491 se pone en vigencia un 
seguro ecológico con la tipificación de los llamados delitos contra 
los recursos naturales y el ambiente. 

Por su parte, Brasil, a través de la Ley Nº 6938 del año 1981 
dispone sobre la Política Nacional Ambiental, instituye el Siste-
ma Nacional del Medio Ambiente y el Consejo Nacional de Medio 
Ambiente. Dicha política se orienta por la acción gubernamen-
tal en el mantenimiento del equilibrio ecológico, considerando 
el medio ambiente como un patrimonio público a ser necesaria-
mente asegurado y protegido, teniendo en cuenta el uso colectivo. 
Otros principios rectores son en el caso: la racionalización del 
uso del suelo, del subsuelo, del agua y del aire; la planificación y 
fiscalización del uso de los recursos ambientales; la protección de 
los ecosistemas, con la preservación de áreas representativas; el 
control y delimitación de las actividades; incentivos al estudio y 
a la investigación de tecnologías orientadas para el uso racional y 
la protección de los recursos ambientales; el acompañamiento del 
Estado de la calidad ambiental; la recuperación de áreas degrada-
das; la educación ambiental en todos los niveles de enseñanza. 

Los instrumentos de la política brasilera creados bajo dicha 
legislación son: a) padrones de calidad ambiental; b) zonificación 
ambiental; c) evaluación de impactos ambientales; d) licencia-
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mento y revisión de actividades efectiva o potencialmente conta-
minantes; e) incentivos a la producción e instalación de equipos 
y la creación o absorbimiento de tecnología, con el objetivo de 
mejorar la calidad ambiental; f) implantación de reservas, parques 
ecológicos y áreas de protección ambiental por el Poder Público 
Federal, Estadual y Municipal; g) Sistema Nacional de Informa-
ciones sobre el Medio Ambiente; h) Registro TéCNico Federal de 
actividades e instrumentos de defensa ambiental; i) penalidades 
disciplinares o compensatorias al no cumplimiento de las medi-
das necesarias para la prevención o corrección de la degradación 
ambiental; j) la creación del Relatório de Qualidade do Meio Am-
biente para ser divulgado anualmente por el Instituto Brasilero 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales Renovables – conforme 
modificación de 1989; k) garantía de acceso a la información rela-
tiva al medio ambiente, siendo obligatorio para el Poder Público 
producirlas cuando no existieran – incluido en 1989; l) Registro 
TéCNico Federal de actividades potencialmente contaminantes y 
que utilizan los recursos ambientales; m) instrumentos económi-
cos - como ser “concessão florestal, servidão ambiental, seguro 
ambiental” desde el año 2006.

Del sistema jurídico brasilero se destacan las Leyes Nº 9795 y 
Nº 9605 sobre educación ambiental y crímenes ambientales con 
sus respectivas sanciones penales y administrativas. 

d) Sobre la institucionalidad ambiental vigente

En Colombia el organismo público que tiene a su cargo la de-
finición de la política nacional ambiental y ejecución de la misma 
es el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2015). La institución fue 
creada por la Ley Nº 99/1993 como Ministerio del Medio Ambien-
te, luego pasó por diversas etapas de reformulaciones tanto en 
su estructura, personal, funciones y dependencias. Así por ejem-
plo en el año 2003 pasó a denominarse por Decreto Presidencial 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial hasta 
el año 2011 donde adquirió el nombre que a la fecha tiene. Es-
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quemáticamente el organigrama es presentado con una estructura 
espiralada cuyo centro es ocupado por el Ministro y cuyas élices 
son las cinco Direcciones, seis Oficinas, la Dirección General de 
Ordenamiento Ambiental y Coordinación del Sistema Nacional 
Ambiental, más dos despachos de funcionarios del Ministerio 
(Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2015).

En Brasil el Ministerio de Medio Ambiente fue creado en no-
viembre de 1992 (Ministerio de Medio Ambiente Brasil, 1992). 
Su misión es promover la adopción de los principios y estrategias 
para el conocimiento, la protección y recuperación del medio am-
biente, el uso sustentable de los recursos naturales y la valoración 
de los servicios ambientales. También es tarea del Ministerio la 
inserción del desarrollo sustentable en la formulación de las po-
líticas públicas de manera transversal, participativa y democrá-
tica en los diferentes niveles de gobierno y espacios sociales. En 
el caso brasilero el organigrama es presentado con un esquema 
verticalista, cuya cabeza titular es el Ministro y a partir de allí 
se despliegan en jerarquía los diferentes niveles de órganos (más 
específicos, más o menos colegiados, etc.) y las entidades vincu-
ladas (Ministerio de Medio Ambiente Brasil, 1992).

En mayo de 2003 por Ley la competencia de trabajo del Mi-
nisterio y su estructura de organización se conforma con órganos 
de asistencia directa e inmediata (Gabinete, Secretaria Ejecutiva), 
otros órganos dependientes que también asisten (Subsecretaria 
de Planejamento, Orçamento e Administração; Departamento 
de Gestão Estratégica; Departamento de Articulação de Políticas 
para a Amazônia e Controle do Desmatamento; Departamento de 
Economia e Meio Ambiente; Departamento de Fomento ao Des-
envolvimento Sustentável; Departamento de Apoio ao Conselho 
Nacional do Meio Ambiente), Secretarías específicas (como ser 
Secretaría de Recursos Hídricos y Ambiente Urbano), Órganos Co-
legiados (por ejemplo el CONAMA) y entidades vinculadas con 
rasgos de autarquía y empresa pública. 

En conclusión, en ambos países a nivel gubernamental la ges-
tión ambiental se realiza a través de instituciones con rangos de 
Ministerios, en los dos casos se denominan como de medio am-
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biente principalmente, pero a diferencia de Colombia, Brasil pre-
senta una estructura organizacional más compleja y abarcativo de 
diferentes niveles de toma de decisiones. 

2. PERÚ

a) Aspectos generales

Perú es un país ubicado en la parte occidental de América del 
Sur. Su territorio está atravesado a lo largo por la Cordillera de los 
Andes en el oeste, con una gran costa sobre el Océano Pacífico, y 
hacia el este abarca parte de la Amazonía, específicamente de la 
cuenca del Amazonas. En consecuencia, su geografía se compone 
de manera diversa por valles, mesetas, altas cumbres, zonas desér-
ticas y selva, lo cual supone una gran diversidad biológica así como 
de recursos minerales. Si bien se distinguen once ecorregiones, 
pueden agruparse en tres grandes regiones: Costa, Sierra y Selva, 
con marcadas diferencias de geográficas y climáticas en cada una.

En ese marco, la economía peruana ha seguido el perfil tradi-
cional de los países latinoamericanos, basándose principalmen-
te en la explotación de los recursos naturales, destacándose los 
mineros, agrícolas y pesqueros. Tuvo igualmente un período de 
industrialización pero fracasó debido a la crisis económica en que 
se sumió el país a finales de la década de los 80, luego de lo cual 
se impuso una fuerte política neoliberal que continúa hasta la ac-
tualidad, volviendo a centrar el desarrollo económico en la explo-
tación de recursos naturales. En el contexto de la década de los 
90, se dicta la Constitución de Perú en 1993. En ese contexto se 
analizará la forma de Estado y la organización de competencias, 
desde el punto de vista de la materia ambiental.

b) Estructura político-administrativa de Perú

La discusión sobre la descentralización en Perú es de larga 
data. Con anterioridad a la década de los 90´, había comenzado 
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un proceso de regionalización con la creación de Gobiernos regio-
nales. Sin embargo, dicho proceso fue paralizado y desprestigiado 
durante el gobierno de Alberto Fujimori, quien en 1992 disolvió 
las Asambleas Regionales que estaban funcionando. Sin embargo, 
la Constitución de Perú sancionada en 1993 establece en su Artí-
culo 43 que la República del Perú se constituirá como un Estado 
unitario pero descentralizado.

Además, la Constitución incluía específicamente un capítulo 
donde se regulaba dicha descentralización. Al resurgir la tenden-
cia descentralizadora, y luego de transitar una grave crisis eco-
nómica y política, dicho capítulo fue modificado por la Ley de 
Reforma Constitucional 27.680 en el año 2002. De esa manera, la 
Constitución quedó redactada de la siguiente manera: 

“Artículo 188.- La descentralización es una forma de organi-
zación democrática y constituye una política permanente de Es-
tado, de carácter obligatorio, que tiene como objetivo fundamen-
tal el desarrollo integral del país. El proceso de descentralización 
se realiza por etapas, en forma progresiva y ordenada conforme 
a criterios que permitan una adecuada asignación de competen-
cias y transferencia de recursos del gobierno nacional hacia los 
gobiernos regionales y locales. Los Poderes del Estado y los Orga-
nismos Autónomos así como el Presupuesto de la República se 
descentralizan de acuerdo a ley.”

Se establece entonces la organización política del país reco-
nociendo la existencia de tres ámbitos: nacional, regional -inte-
grado por regiones y departamentos (veinticuatro departamentos 
y una provincia, lo que hacen un total de veinticinco gobiernos 
regionales)- y local, integrado por provincias, distritos y centros 
poblados. En relación a las provincias, estas se corresponden con 
lo que en Argentina constituye el ámbito municipal. A su vez, 
cada provincia, dirigida por ayuntamientos conocidos como Mu-
nicipalidades provinciales, están subdivididas en distritos, diri-
gidos por Municipalidades distritales. Se permite además la con-
formación de Municipalidades de centros poblados, para aquellas 
poblaciones alejadas de las capitales de distrito.
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Asimismo, el texto constitucional especifica las competencias 
reconocidas a los gobiernos regionales, haciendo expresa referen-
cia al medio ambiente, cuando dice:

“Artículo 191.- Los gobiernos regionales tienen autonomía 
política, económica y administrativa en los asuntos de su compe-
tencia. Coordinan con las municipalidades sin interferir sus fun-
ciones y atribuciones. (…)

Artículo 192.- Los gobiernos regionales promueven el desarro-
llo y la economía regional, fomentan las inversiones, actividades 
y servicios públicos de su responsabilidad, en armonía con las 
políticas y planes nacionales y locales de desarrollo. Son compe-
tentes para: (...) 7. Promover y regular actividades y/o servicios 
en materia de agricultura, pesquería, industria, agroindustria, 
comercio, turismo, energía, minería, vialidad, comunicaciones, 
educación, salud y medio ambiente, conforme a ley”(Constitu-
ción de Perú).

Posteriormente, en junio de 2002, casi tres meses después de 
la reforma constitucional, se dicta la Ley 27.783 denominada Ley 
de bases de la descentralización. En ella se establece la finalidad, 
principios, objetivos y criterios generales del proceso de descen-
tralización, regulando la conformación de las regiones y municipa-
lidades, fijando las competencias de los tres niveles de gobierno y 
determinando los bienes y recursos de los gobiernos regionales y 
locales. Asimismo, regula las relaciones de los distintos niveles de 
gobierno. Establece, además, que las regiones son unidades territo-
riales con diversidad de recursos naturales, sociales e instituciona-
les, integradas históricas, económicas, administrativas, ambiental 
y culturalmente, que comportan distintos niveles de desarrollo, 
especialización y competitividad productiva, sobre cuyas circuns-
cripciones se constituyen y organizan los gobiernos regionales.

Vale resaltar que entre las diferentes categorías de objetivos 
que se fijan en la ley base de la descentralización, se hace expresa 
referencia a objetivos ambientales, diciendo:

“Artículo 6.- Objetivos La descentralización cumplirá, a lo 
largo de su desarrollo, con los siguientes objetivos: OBJETIVOS 
A NIVEL AMBIENTAL: a) Ordenamiento territorial y del entorno 
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ambiental, desde los enfoques de la sostenibilidad del desarrollo. 
b) Gestión sostenible de los recursos naturales y mejoramiento de 
la calidad ambiental. c) Coordinación y concertación interinstitu-
cional y participación ciudadana en todos los niveles del Sistema 
Nacional de Gestión Ambiental” (Ley 27.783, 2002).

Por otro lado, la ley reconoce distintas categorías de compe-
tencias, clasificándolas en exclusivas (de cada nivel de gobierno), 
compartidas (entre dos o más niveles de gobierno) y delegables 
(de un nivel de gobierno a otro). Consecuentemente, se establece 
como una de las competencias exclusivas del gobierno nacional 
lo que hace al diseño de las políticas nacionales y sectoriales.

Respecto a los gobiernos regionales, dentro de las competen-
cias exclusivas relacionadas con el orden ambiental, cabe mencio-
nar las siguientes:

- Formular y aprobar el plan de desarrollo regional concer-
tado con las municipalidades y la sociedad civil de su región.

- Diseñar y ejecutar programas regionales de cuencas, co-
rredores económicos y de ciudades intermedias.

- Concretar alianzas y acuerdos con otras regiones para el 
fomento del desarrollo económico, social y ambiental.

- Promover el uso sostenible de los recursos forestales y 
de biodiversidad.

Por su parte, entre las competencias compartidas se incluye 
específicamente la “promoción, gestión y regulación de activida-
des económicas y productivas en su ámbito y nivel, correspon-
dientes a los sectores agricultura, pesquería, industria, comercio, 
turismo, energía, hidrocarburos, minas, transportes, comunica-
ciones y medio ambiente” así como la “Gestión sostenible de los 
recursos naturales y mejoramiento de la calidad ambiental” y la 
“Preservación y administración de las reservas y áreas naturales 
protegidas regionales” (Ley 27.783, 2002). Asimismo, la preserva-
ción y administración de las reservas y áreas naturales protegidas 
locales y la defensa y protección del ambiente son competencias 
compartidas con los gobiernos locales (municipalidades), aunque 
no queda claro en qué términos y con qué límites se comparte.
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Finalmente, se sancionó la Ley Orgánica de los Gobiernos Re-
gionales 27.867, estableciendo la estructura, organización, com-
petencias y funciones de los gobiernos regionales, siendo modifi-
cada por la Ley 27.902 para regular la participación de los Alcal-
des Provinciales y la Sociedad Civil en los Gobiernos Regionales y 
fortalecer el proceso de descentralización y regionalización 

Como reflexión puede remarcarse el esfuerzo realizado para 
implementar la descentralización, reconociendo distintas catego-
rías de competencias para los diferentes niveles de gobierno. Sin 
embargo, la definición de los alcances y límites de dichas compe-
tencias sigue quedando, para el caso de los gobiernos regionales 
y locales, en manos del gobierno nacional, lo cual se ve reflejado 
cuando en el artículo 21 de la ley de bases de la descentralización 
referida se dice que dichos gobiernos estarán sujetos al control y 
supervisión permanente de la Contraloría General de la República 
en el marco del Sistema Nacional de Control.

c) El orden jurídico ambiental en Perú: la formulación nor-
mativa de la política ambiental

La definición normativa de la política ambiental en Perú se 
fija desde la Constitución cuando dice: 

Artículo 66. Los recursos naturales, renovables y no renova-
bles, son patrimonio de la Nación. El Estado es soberano en su 
aprovechamiento (...)

Artículo 67. Política ambiental. El Estado determina la polí-
tica nacional del ambiente y promueve el uso sostenible de sus 
recursos naturales” (Constitución de Perú, 1993) 

Como se ve, la Constitución asigna el dominio de los recursos 
naturales a la Nación y le confiere igualmente la facultad de fijar 
la política ambiental aplicable a todo el territorio peruano, sin 
establecer, en principio, ninguna limitación de competencia.

Anteriormente, en el año 1990 se había dictado el Código del 
Medio Ambiente y los Recursos Naturales. Con posterioridad, en el 
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año 2004 se sanciona la Ley 28.245 “Ley Marco del Sistema Nacio-
nal de Gestión Ambiental” y al año siguiente la Ley 28.611 General 
del Ambiente que deroga aquel Código de los 90. En esta última ley 
se define claramente qué se entiende por política ambiental: 

Artículo 8.- De la Política Nacional del Ambiente 8.1 La Polí-
tica Nacional del Ambiente constituye el conjunto de lineamien-
tos, objetivos, estrategias, metas, programas e instrumentos de 
carácter público, que tiene como propósito definir y orientar el 
accionar de las entidades del Gobierno Nacional, regional y local, 
y del sector privado y de la sociedad civil, en materia ambiental. 
8.2 Las políticas y normas ambientales de carácter nacional, sec-
torial, regional y local se diseñan y aplican de conformidad con lo 
establecido en la Política Nacional del Ambiente y deben guardar 
concordancia entre sí (Ley 28.611, 2005).

Además, se fijan como principios ambientales los siguientes: 
Principio de sostenibilidad, Principio de prevención, Principio 
precautorio, Principio de internalización de costos, Principio de 
responsabilidad ambiental, Principio de equidad, Principio de go-
bernanza ambiental. Y, se establecen también cuáles son los ins-
trumentos y herramientas para la gestión ambiental: 

“Artículo 17.- De los tipos de instrumentos… 17.2 Se entiende 
que constituyen instrumentos de gestión ambiental, los sistemas 
de gestión ambiental, nacional, sectoriales, regionales o locales; 
el ordenamiento territorial ambiental; la evaluación del impacto 
ambiental; los Planes de Cierre; los Planes de Contingencias; los 
estándares nacionales de calidad ambiental; la certificación am-
biental, las garantías ambientales; los sistemas de información 
ambiental; los instrumentos económicos, la contabilidad ambien-
tal, estrategias, planes y programas de prevención, adecuación, 
control y remediación; los mecanismos de participación ciudada-
na; los planes integrales de gestión de residuos; los instrumentos 
orientados a conservar los recursos naturales; los instrumentos 
de fiscalización ambiental y sanción; la clasificación de especies, 
vedas y áreas de protección y conservación; y, en general, todos 
aquellos orientados al cumplimiento de los objetivos señalados 
en el artículo precedente” (Ley 28.611, 2005).
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Finalmente, por Decreto del Ministerio de Ambiente de Perú, 
en el año 2009 se establece la Política Nacional Ambiental (Decre-
to Supremo N° 012-2009-MINAM), sirviendo como base del Plan 
Nacional de Acción Ambiental, la Agenda Nacional de Acción 
Ambiental y otros instrumentos de gestión pública ambiental en 
el marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental. En este do-
cumento se fijan como principios base de esa política los siguien-
tes: Transectorialidad, Análisis costo-beneficio, Competitividad, 
Gestión por resultados, Seguridad jurídica, Mejora continua y 
Cooperación público-privada.

A su vez, se fijan los objetivos, general y específicos, de la 
política y se establecen cuatro ejes de cumplimiento obligatorio 
para los gobiernos de los distintos niveles de gobierno, desarro-
llando luego los lineamientos correspondientes a cada uno. Los 
ejes mencionados consisten en los siguientes:

Eje de Política 1 - Conservación y aprovechamiento sostenible 
de los recursos naturales y de la diversidad biológica

Eje de Política 2 - Gestión Integral de la calidad ambiental

Eje de Política 3 - Gobernanza ambiental

Eje de Política 4 - Compromisos y oportunidades ambientales 
internacionales.

d) La institucionalidad ambiental en Perú

Un año después de sancionada la Constitución, en 1994 se 
crea el CONAM (Consejo Nacional del Ambiente), estableciéndo-
se a este organismo como el rector de la política nacional ambien-
tal. Su función central era la de actuar como un ente de coordina-
ción de la gestión ambiental, a fin de asegurar la transectorialidad 
y descentralización de la gestión ambiental en todas las institu-
ciones, órganos y oficinas estatales que ejercían competencias am-
bientales, sobre todo en aquellas que mantenían instrumentos de 
gestión y planificación ambiental. Se definía como un organismo 
descentralizado, con personería jurídica de derecho público in-
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terno, con autonomía funcional, económica, financiera, adminis-
trativa y técnica, dependiente del presidente del Consejo de Mi-
nistros. En cuanto a su integración, si bien estaban representados 
los tres niveles de gobierno, no lo estaban en la misma medida, ya 
que mientras al gobierno central le correspondían tres represen-
tantes en el Consejo Directivo, a los gobiernos regionales y locales 
le correspondía uno sólo por nivel de gobierno. De esa manera, 
los intereses de las distintas regiones no tenían un lugar donde 
expresarse para incidir en la política ambiental nacional. 

Con la creación de este Consejo Nacional del Ambiente 
se intentó modificar la marcada sectorialización en la gestión 
del ambiente. En el año 2008 se crea el Ministerio del Ambien-
te (MINAM), que sustituye al CONAM, modificándose el marco 
institucional ambiental. A diferencia del CONAM, el MINAM no 
prevé la representación de los gobiernos regionales y locales. En 
cuanto a sus funciones, aunque en uno de sus puntos hace refe-
rencia a la transferencia de competencias, son bastantes amplias, 
destacándose las siguientes (Ministerio de Ambiente Perú, 2015):

- Formular, planificar, dirigir, coordinar, ejecutar, super-
visar y evaluar la Política Nacional del Ambiente, aplicable 
a todos los niveles de gobierno.

- Garantizar el cumplimiento de las normas ambientales, 
realizando funciones de fiscalización, supervisión, evalua-
ción y control, así como ejercer la potestad sancionadora en 
materia de su competencia y dirigir el régimen de fiscaliza-
ción y control ambiental y el régimen de incentivos previsto 
por la Ley General del Ambiente (Ley Nº 28611).

- Coordinar la implementación de la Política Nacional 
Ambiental con los sectores, los gobiernos regionales y los 
gobiernos locales.

- Prestar apoyo técnico a los gobiernos regionales y loca-
les para el adecuado cumplimiento de las funciones transfe-
ridas en el marco de la descentralización.

- Establecer la política, los criterios, las herramientas y 
los procedimientos de carácter general para el ordenamiento 
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territorial nacional, en coordinación con las entidades co-
rrespondientes, y conducir su proceso.

- Ejercer la potestad sancionadora en el ámbito de sus 
competencias, aplicando las sanciones de amonestación, 
multa, decomiso, inmovilización, clausura o suspensión por 
las infracciones a la legislación ambiental y de acuerdo al pro-
cedimiento que se debe aprobar para tal efecto, ejerciendo la 
potestad de ejecución coactiva en los casos que corresponde.

Como se ve, las atribuciones de este organismo nacional im-
plican no sólo ejecutar e incidir en la política ambiental de manera 
general sino funciones mucho más concreta de gestión ambiental, 
fiscalización, sanción y definición de herramientas, instrumentos 
y procedimientos. En ese marco, la transferencia de funciones y la 
referida descentralización se ven notablemente limitadas.

En ese sentido se ha dicho: Adicionalmente, cabe destacar 
que como parte del proceso de descentralización establecido con 
la Ley 27783, las autoridades sectoriales competentes han venido 
transfiriendo algunos de sus funciones (entre ellas las ambienta-
les) a los gobiernos regionales y locales. Sin embargo, cabe men-
cionar que es aún muy difícil determinar en forma general cuál 
es el límite entre la actuación de las autoridades sectoriales y la 
de las autoridades locales, presentándose múltiples casos en los 
que se contraponen o confluyen ambas. Usualmente, esta línea 
gris que divide sus competencias debe esclarecerse caso por caso. 
Sin embargo, hay consenso respecto de que las municipalidades 
constituyen la autoridad conductora del desarrollo local, que tie-
nen a su cargo la planificación del uso del suelo en su jurisdicción 
y que administran los servicios públicos locales, entre los que se 
encuentran los de saneamiento, limpieza pública y manejo de los 
residuos sólidos. No obstante, aún no se ha esclarecido en forma 
apropiada, cuál es el rol de los gobiernos locales respecto de otros 
importantes aspectos de la gestión ambiental nacional, como son 
la evaluación de impacto ambiental, los parámetros de contami-
nación y el desarrollo rural (Sociedad Peruana de Derecho Am-
biental, consultada el 10/10/2015).
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3. PARAGUAY

a) Aspectos Generales

Paraguay es un país mediterráneo situado en la zona central 
de América del Sur. Su principal río, el río Paraguay, divide al te-
rritorio en dos grandes regiones: al este la Región Oriental y hacia 
el oeste la Región Occidental o Chaco. 

Desde el punto de vista ambiental, pueden diferenciarse seis 
ecorregiones que van desde una región semiárida al oeste, pasan-
do por zonas inundables, humedales y sabanas subtropicales, zo-
nas de bosque atlántico hasta planicies con clima más templado. 

Se caracteriza por una economía abierta basada principalmente 
en la generación de energía hidroeléctrica, agricultura y ganadería, 
actividades ampliamente favorecidas por los numerosos ríos que 
irrigan el territorio paraguayo. En ese contexto, uno de los mayores 
problemas ambientales lo constituye la deforestación.

Políticamente, se compone de 17 departamentos y un distrito 
capital (Asunción). De ellos, sólo tres integran la Región Orien-
tal, considerablemente menos poblada que la Región Occidental 
donde se concentran los restantes 14 departamentos y su capital, 
conteniendo el 98% de la población paraguaya. 

b) Estructura político-administrativa de Paraguay

Políticamente, el territorio paraguayo se divide en  depar-
tamentos y distritos o municipios. La Constitución Nacional de 
1992 reconoce a los departamentos y distritos la autonomía polí-
tica, administrativa y normativa para la gestión de sus intereses, y 
de autarquía en la recaudación e inversión de sus recursos.

Paraguay se define en el artículo 1 de su Constitución como 
un Estado unitario pero que promueve la descentralización de 
funciones. A su vez, en el Artículo 156 confiere expresamente au-
tonomía política, administrativa y normativa para la gestión de 
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los intereses a los distintos niveles de gobierno, y de autarquía en 
la recaudación e inversión de sus recursos.

En cuanto a las competencias, vale resaltar entre las conferi-
das a los gobiernos departamentales las siguientes:

“Artículo 163 - De La Competencia. Es de competencia del 
gobierno departamental: coordinar sus actividades con las de 
las distintas municipalidades del departamento; organizar los 
servicios departamentales comunes, tales como obras públicas, 
provisión de energía, de agua potable y los demás que afecten 
conjuntamente a más de un Municipio, así como promover las 
asociaciones de cooperación entre ellos; preparar el plan de de-
sarrollo departamental, que deberá coordinarse con el Plan Na-
cional de Desarrollo, y elaborar la formulación presupuestaria 
anual, a considerarse en el Presupuesto General de la Nación” 
(Constitución de Paraguay, 1992).

Como se observa, se les confieren a los gobiernos departamen-
tales atribuciones en algunos aspectos que hacen a lo ambiental, 
como energía o agua potable y, el desarrollo integral deberá nece-
sariamente coordinarse con un plan definido a nivel nacional, y 
lo mismo sucede con el presupuesto.

En cuanto a los municipios (o distritos), la Constitución les 
otorga las siguientes competencias relacionadas a lo ambiental:

“Artículo 168 - De Las Atribuciones. Serán atribuciones de 
las municipalidades, en su jurisdicción territorial y con arreglo 
a la ley: la libre gestión en materias de su competencia, particu-
larmente en las de urbanismo, ambiente, abasto, educación, cul-
tura, deporte, turismo, asistencia sanitaria y social, instituciones 
de crédito, cuerpos de inspección y de policía” (Constitución de 
Paraguay, 1992).

Posteriormente, con la sanción de la Ley Orgánica Municipal 
898/96, se especifican las competencias municipales, entre las 
que cabe destacar, por su implicancia ambiental la siguiente:

“Artículo 2º.- Además de lo establecido en la Constitución 
Nacional, son deberes y atribuciones municipales:...c) Aplicar la 
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Ley en relación a la evaluación y declaración de impacto ambien-
tal, la prescripción de medidas de mitigación o de prevención de 
la contaminación, el deterioro y otros riesgos, en materias de su 
competencia exclusiva”.

c) Orden jurídico ambiental de Paraguay: la formulación 
normativa de la política ambiental

Hasta la sanción de la Constitución de 1992, la temática am-
biental estaba formulada en el orden jurídico de manera dispersa 
e incompleta. De hecho, la expresa referencia al derecho al am-
biente y a los principios ambientales recién aparece en esta cons-
titución, ya que en las anteriores sólo se regulaba sobre la reforma 
agraria sin mayor influencia de los derechos ambientales.

De esta forma, se incorpora dentro de la Constitución de 1992 
el Capítulo I “De la vida y el ambiente”, donde en el Artículo 7 se 
establece:

“Artículo 7-Del Derecho A Un Ambiente Saludable. Toda per-
sona tiene derecho a habitar en un ambiente saludable y ecológi-
camente equilibrado. Constituyen objetivos prioritarios de interés 
social la preservación, la conservación, la recomposición y el me-
joramiento del ambiente, así como su conciliación con el desarro-
llo humano integral. Estos propósitos orientarán la legislación y 
la política gubernamental pertinente.”

Asimismo, se establecen los principios y presupuestos de la re-
forma agraria, promoviendo la participación de la población cam-
pesina en el desarrollo económico y social nacional y determinan-
do como una de sus bases, la defensa y preservación del ambiente.

A partir de allí, comienza a desarrollarse progresivamente la 
legislación ambiental paraguaya, sancionándose en diciembre de 
1992 la Ley 96 de Vida Silvestre. Posteriormente, se irán sancio-
nado diversas leyes ambientales, destacándose por su relevancia 
la Ley 294/93 De Evaluación de Impacto Ambiental, Ley 716/96 
de Delitos contra el medio ambiente, Ley 816/96 de Medidas de 
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defensa de los recursos naturales y en el año 2007 la Ley 3239 
titulada De los recursos hídricos del Paraguay.

En esta última se establecen parámetros específicos en rela-
ción a las competencias de los distintos niveles de gobierno:

“Artículo 2.- Todas las relaciones jurídico-administrativas y 
la planificación en torno a la gestión del agua y las actividades 
conexas a ella serán interpretadas y, eventualmente, integradas 
en función a la Política Nacional de los Recursos Hídricos y a la 
Política Ambiental Nacional.”

“Artículo 4.- La Política Nacional de los Recursos Hídricos se 
abocará a los siguientes objetivos básicos:...n) Promover en forma 
gradual el desarrollo y operatividad del gobierno y administración 
de los recursos hídricos a través de unidades de gestión de cuen-
cas, dentro del concepto y marco de la unidad jerárquico-funcio-
nal superior que ejerza la autoridad política y ejecutiva en forma 
orgánica y coordinada con otros sectores igualmente involucra-
dos; dentro de tal unidad, promover el desarrollo de la autoridad 
y del sistema de planificación hídrica nacional, coordinándolos 
en los distintos niveles locales, municipales, regionales, nacio-
nal y con los países limítrofes, contemplando el cumplimiento de 
todas las obligaciones que el Estado paraguayo ha asumido con 
la Comunidad Internacional a través de los tratados y convenios 
que ha ratificado o a los que se ha adherido”( Ley 3239, 2007).

d) La organización institucional ambiental en Paraguay

En el orden institucional, puede notarse un antes y un des-
pués con la sanción de la Ley 1561 en el año 2000 que crea el Sis-
tema Nacional del Ambiente, el Consejo Nacional del Ambiente y 
la Secretaría de Ambiente. Hasta ese momento las dependencias 
ambientales estaban bajo la órbita del Ministerio de Agricultura 
y Ganadería, por lo que la política ambiental era definida desde 
esa perspectiva. A partir de la sanción de la mencionada ley, se 
establecen con mayor claridad las bases y presupuestos de la polí-
tica ambiental, con los criterios de descentralización, teniendo en 
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cuenta, por lo tanto, los gobiernos departamentales y municipales 
además del orden nacional.

De esa manera, se instituye en primer término el Sistema Na-
cional del Ambiente (SISNAM): 

“Artículo 2°.- Institúyese el Sistema Nacional del Ambien-
te (SISNAM), integrado por el conjunto de órganos y entidades 
públicas de los gobiernos nacional, departamental y municipal, 
con competencia ambiental; y las entidades privadas creadas con 
igual objeto, a los efectos de actuar en forma conjunta, armóni-
ca y ordenada, en la búsqueda de respuestas y soluciones a la 
problemática ambiental. Asimismo para evitar conflictos inte-
rinstitucionales, vacíos o superposiciones de competencia, y para 
responder con eficiencia y eficacia a los objetivos de la política 
ambiental” (Ley 1561, 2000).

Asimismo, se crea el Consejo Nacional del Ambiente (CONAM) 
como una instancia interinstitucional y deliberativa desde donde 
se definirá la política ambiental nacional. Este consejo cuenta en-
tre sus integrantes con representantes de los distintos niveles de 
gobierno así como también de los sectores gremiales, sectores pro-
ductivos privados y organizaciones no gubernamentales sin fines 
de lucro.

Finalmente, se crea la Secretaría de Ambiente (SEAM), con 
dependencia directa del Presidente de la República, como una 
institución autónoma, autárquica, con personería jurídica de de-
recho público, patrimonio propio y duración indefinida (Artículo 
7, Ley 1561 de Paraguay). Según el Artículo 11, la SEAM tiene por 
objetivo la formulación, coordinación, ejecución y fiscalización 
de la política ambiental nacional, con la facultad de elevar las 
propuestas correspondientes al CONAM.

Entre las competencias de la Secretaría merecen resaltarse:

a)	 Elaborar la política ambiental nacional, en base a una 
amplia participación ciudadana, y elevar las propuestas co-
rrespondientes al CONAM;
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b)	 Formular los planes nacionales y regionales de de-
sarrollo económico y social, con el objetivo de asegurar el 
carácter de sustentabilidad de los procesos de aprovecha-
miento de los recursos naturales y el mejoramiento de la 
calidad de vida;

c)	 Formular, ejecutar, coordinar y fiscalizar la gestión y 
el cumplimiento de los planes, programas y proyectos, refe-
rentes a la preservación, la conservación, la recuperación, re-
composición y el mejoramiento ambiental considerando los 
aspectos de equidad social y sostenibilidad de los mismos;

d)	 Determinar los criterios y/o principios ambientales a 
ser incorporados en la formulación de políticas nacionales;

e)	 Proponer planes nacionales y regionales de ordena-
miento ambiental del territorio, con participación de los sec-
tores sociales interesados.

Consecuentemente, la definición de la política ambiental se 
ve definida desde el ámbito nacional hacia los niveles más ba-
jos de gobierno, aunque estos tienen participación a través del 
CONAM. En el mismo sentido, atendiendo a la descentralización 
promovida desde la Constitución, en esta misma ley se afirma:

“Artículo 13.- La SEAM promoverá la descentralización de 
las atribuciones y funciones que se le confiere por esta ley, a fin 
de mejorar el control ambiental y la conservación de los recur-
sos naturales, a los órganos y entidades públicas de los gobiernos 
departamentales y municipales que actúan en materia ambien-
tal. Asimismo, podrá facilitar el fortalecimiento institucional de 
esos órganos y de las entidades públicas o privadas, prestando 
asistencia técnica y transferencia de tecnología, las que deberán 
establecerse en cada caso a través de convenios” (Ley 1561, 2000)

e) La definición de una política ambiental nacional (PAN)

Toda esta nueva institucionalidad llevó a la sanción en el año 
2005 de la Política Ambiental Nacional (PAN), formulada por re-
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solución del CONAM. En este documento se hace en primer lu-
gar un breve análisis sobre la situación ambiental de Paraguay 
y sus principales problemas. Luego, se definen y establecen los 
objetivos, principios, criterios y orientaciones generales para la 
protección del ambiente en Paraguay, orientando estrategias y 
acciones hacia la descentralización de la gestión ambiental y el 
fortalecimiento de la capacidad de gestión local, incluyendo la 
participación social. De esa manera, se contemplan tres niveles 
de la organización político-administrativa: el nacional, el depar-
tamental y el municipal.

En cuanto al contenido, además de especificar los funda-
mentos de la política, se definen los principios sobre los que 
se basará, y que son los siguientes: Sustentabilidad, precaución, 
gradualidad, responsabilidad, subsidiariedad e integralidad. 
Este último se refiere a la necesidad de concertar las políticas 
sectoriales y de ajustar el marco legal nacional, departamental y 
municipal, haciendo prevalecer las normas que otorguen mayor 
protección al ambiente.

En cuanto a la descentralización se hace una referencia expre-
sa a ella cuando se incluye dentro de los objetivos específicos de 
la PAN el de: 

“Fortalecer la institucionalidad ambiental en todos los nive-
les, de manera especial el departamental y el municipal, en un 
proceso ordenado y descentralizado, para lograr su plena integra-
ción al Sistema Nacional Ambiental (SISNAM).”

Igualmente, se establecen además de los objetivos de la PAN, 
las metas y líneas estratégicas a ser seguidas al momento de ges-
tionar las cuestiones ambientales.

Por último, se reconocen una larga lista de instrumentos de 
los que se vale la política ambiental y que están dados por los si-
guientes: desarrollo del marco legal, ordenamiento ambiental del 
territorio, evaluación del impacto ambiental, evaluación ambien-
tal estratégica, auditoría ambiental normas de calidad ambiental, 
sistema nacional de calidad ambiental, sistema de vigilancia y 
control ambiental, sistema de diagnóstico e información ambien-
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tal, participación ciudadana y control social, diplomacia ambien-
tal, instrumentos económico-financieros (fondo ambiental, seguro 
ambiental y fondo de restauración), fondo de compensación am-
biental e instrumentos de promoción no financieros (códigos vo-
luntarios basados en la autorregulación y autogestión, y códigos 
de comportamiento social).

4.  CHILE

a) Aspecto General

Chile es un Estado unitario democrático y presidencialista. 
El carácter de unitario implica reconocer que el Estado tiene un 
solo centro de impulsión política y gubernamental que está dado 
por los órganos del Gobierno Central; sólo el Gobierno y el Con-
greso desarrollan funciones legislativas, no hay ningún otro or-
ganismo que tenga competencias legislativas, así los individuos 
obedecen a una sola autoridad y son regidos por la legislación 
común abarcando todo el territorio estatal. Según la Constitución 
de Chile la administración del Estado será funcional y territorial-
mente descentralizada, o desconcentrada en su caso, de confor-
midad a la ley Gobierno (Artículo 3). Por el carácter de unitario, 
solamente existe desconcentración y descentralización de tipo 
administrativa, y no política. 

En cuanto a su organización interna territorial, la República de 
Chile se divide en regiones, provincias y comunas, en la actualidad 
Chile cuenta con 15 regiones, 54 provincias, 346 comunas y 345 
municipios. El Presidente es quien elige tanto a los intendentes, 
que ejercen la administración de las regiones, como a los gober-
nadores que administran las provincias, no así a los alcaldes, que 
dirigen las comunas y son elegidos en forma directa por el pueblo. 
Las municipalidades representan la descentralización del poder 
central, tienen diversas tareas a su cargo, desde el aseo comunal 
y los programas de desarrollo social para sus habitantes hasta los 
servicios básicos de salud y educación primaria y secundaria.
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b) Constitución y protección ambiental

Chile estuvo gobernado por la dictadura militar de Augusto 
Pinochet desde el año 1973 al 1990. Como todas las dictaduras 
que se impusieron en América Latina en esos años, la de Chile 
también tuvo un objetivo económico, cuál fue el de instaurar un 
modelo económico neoliberal, que ha sido mantenido por los go-
biernos posteriores. En 1980, aún bajo el gobierno de la dictadura, 
se gesta la nueva Constitución Política95 aprobada por una amplia 
mayoría de chilenos (aunque el plebiscito se desarrolló de manera 
muy irregular). En este contexto es que se establece por primera 
vez y constitucionalmente la protección ambiental en Chile. 

En el título de Derechos y Deberes Constitucionales se en-
cuentra la protección al ambiente (Artículo 19, 8º Constitución de 
Chile, 2005)96. A diferencia de Argentina, no hace mención a la 
noción de desarrollo sustentable, sólo sitúa al ambiente como un 
derecho de los ciudadanos (y no como un derecho-deber) y sólo 
es el Estado quien tiene el deber de velar por la no afectación a 
este derecho y por la preservación de la naturaleza. Asimismo la 
Constitución le da la posibilidad al Estado de establecer límites y 
restricciones (incluso en el ejercicio al derecho de la propiedad) 

95	 Comenzó a regir en 1981 y a partir de 1989 fue reformada en 15 oportunida-
des, manteniéndose intacto el sistema de protección ambiental. 

96	 “La Constitución asegura a todas las personas: (…) El derecho a vivir en un 
medio ambiente libre de contaminación. Es deber del Estado velar para que 
este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. La 
ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados 
derechos o libertades para proteger el medio ambiente.” Asimismo, en el 
apartado 24º, se establece la factibilidad de establecer, mediante ley, limi-
taciones u obligaciones al ejercicio del derecho de propiedad en aras de la 
conservación del patrimonio ambiental; así establece la norma: “sólo la ley 
puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer 
de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social. 
Esta comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la segu-
ridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del 
patrimonio ambiental”.
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en aras a su protección. Por último, desde el ámbito procesal la 
constitución prevé en su Artículo 20 el Amparo Ambiental97. 

c) Ley sobre bases generales de medio ambiente 

La ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente tuvo por 
objetivos, seguir los lineamientos que se plantearon en la Conven-
ción de Rio de 1992. Tal es así que la Ley Nº 19.300 de 1994, sigue 
el modelo del “Proyecto de Ley básica de protección ambiental 
y promoción del desarrollo sostenible”, elaborado para América 
Latina por el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Am-
biente, PNUMA. El objetivo era hacer frente al progresivo deterio-
ro ambiental que se venía presentando en Chile desde finales de la 
década de los 70 y, la sobreexplotación de los recursos naturales 
(Toledo Tapia, 1996).

En las discusiones Parlamentarias existieron algunas voces 
que criticaron fuertemente el proyecto, catalogándolo como un 
retroceso en la protección ambiental y como una herramienta para 
darle apariencia de legalidad a la sobreexplotación de los recursos 
naturales del país, además de la primacía de criterios economicis-
tas por encima de los estrictamente ecológicos o de conservación 
(Comité Pro Defensa de la Fauna y Flora, Partido Alianza Verde 
y otros). Desde la posición contraria a la anterior la Sociedad Na-
cional de Agricultura, planteó la necesidad de que la legislación 
ambiental respete el libre emprendimiento particular y la propie-
dad privada, así como la exigencia de que no todos los proyectos 
debían ser objeto de evaluación ambiental, sino sólo aquellos de 
gran envergadura o notorio impacto ambiental. 

Finalmente, en el año 1994 se dicta la Ley N° 19.300 sobre 
Bases Generales del Medio Ambiente, que sentó las bases de la 

97	 “Procederá, también, el recurso de protección en el caso del Nº 8º del artícu-
lo 19, cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contamina-
ción sea afectado por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o 
persona determinada”.
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regulación medio ambiental en Chile a través de principios, de-
finiciones, procedimientos, instrumentos de gestión ambiental y 
una institucionalidad a cargo de la política ambiental y de la im-
plementación de todo lo previsto por la ley. 

d) Principios ambientales

Derivados de la Constitución Política de la República de Chile 
y de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el estado 
de Chile cuenta con los siguientes principios: (1) Principio de de-
sarrollo sustentable; (2) Principio de la Prevención; (3) Principio 
de la solidaridad; (4) Acceso a la información; (5) Participación de 
la toma de decisiones; (6) Acceso a la justicia (creación de Tribu-
nales Ambientales, reclamaciones administrativas en el Sistema 
de Evaluación de Impacto Ambiental y procedimientos sanciona-
torios que puede abrir la Superintendencia del Medioambiente); 
(7) Principio de responsabilidad; (8) Principio de aprovechamien-
to racional de los recursos naturales; (9) Principio de contami-
nador pagador; (10) Igualdad ante las obligaciones ambientales; 
y luego los principios de (10) Gradualismo; (11) Realismo y (12) 
Eficiencia (Veizaga Ávalos, 2014).

e) Institucionalidad

El 26 de enero del año 2010 se publicó la Ley 20.417, que 
modifica la Ley sobre Bases General del Medio Ambiente 19.300, 
creando el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la 
Superintendencia del Medio Ambiente, rediseñando así la insti-
tucionalidad ambiental en Chile. 

El mensaje presidencial que antecede al Proyecto de ley en-
viado por el Poder ejecutivo (Biblioteca del Congreso Nacional de 
Chile, 2010), reza que:

“(…) nuestro objetivo, no es sólo la creación de nuevos en-
tes públicos; se trata ante todo de modernizar las instituciones 
y la gestión ambiental, instalando un nuevo modelo de gestión 
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pública: moderno, ágil, eficiente y sujeto a rendición de cuentas 
(…)”. Además es recurrente el trasfondo “económico” en el men-
saje presidencial, en este sentido expresa: “nuestras cifras soste-
nidas de crecimiento pueden verse afectadas en el futuro si no 
abordamos el desafío de la sustentabilidad. (…) Los cambios que 
tenga el medio ambiente pueden producir efectos importantes 
en los recursos naturales, al igual que en los activos financieros, 
materiales y humanos. Y continua “(…) el ingreso de Chile a la 
OCDE (Organización de Cooperación y Desarrollo Económico)98 
impondrá en materia ambiental un elevado estándar a nuestras 
políticas públicas y a la calidad de nuestro crecimiento.”

Antes de la nueva ley existían las Comisiones Regionales del 
Medio Ambiente, en aras a garantizar la “transectorialidad”, el 
nuevo diseño institucional busca racionalizar las competencias 
de manera que sea una autoridad la que entregue las directrices 
normativas y regulatorias con respecto a la protección de los re-
cursos ambientales. 

En este sentido se creó el Ministerio del Medio Ambiente, 
como una Secretaría del Estado encargada según la propia ley de 
colaborar con el presidente de la República en el diseño y apli-
cación de políticas, planes y programas en materia ambiental 
(Artículo 69, Ley 19.300). El Ministerio se encuentra compuesto 
por un Ministro del Medio Ambiente, un Subsecretario, las Se-
cretarías Regionales Ministeriales del Medio Ambiente (Seremis 
Regionales), el Consejo Consultivo Nacional y los Consejos Con-
sultivos Regionales. El Ministerio deberá contemplar al menos las 
siguientes materias: regulación ambiental; información y econo-
mía ambiental; educación, participación y gestión local; recursos 
naturales y biodiversidad; cambio climático, cumplimiento de 
convenios internacionales, planificación y gestión (Articulo 74. 
Ley Nº 19.300 de 1994).

98	 Organización a la que sólo pertenecen 35 Estados, en su mayoría europeos y 
escandinavos. 
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El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, es presidido 
por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por los Ministros 
de Agricultura, de Hacienda, de Salud, de Economía, Fomento 
y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Vivienda y 
Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería y 
Planificación (Ministerio de Ambiente de Chile, 2015). Por su par-
te el Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente será 
presidido por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por 
dos científicos, dos representantes de organizaciones no guberna-
mentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección del 
medio ambiente, dos representantes de centros académicos inde-
pendientes que estudien o se ocupen de materias ambientales, 
dos representantes del empresariado, dos representantes de los 
trabajadores, y un representante del Presidente de la República. 
La ley le otorga grandes facultades al Consejo Consultivo, entre 
las cuales se encuentran, proponer políticas para el manejo uso y 
aprovechamiento sustentables de los recursos naturales renova-
bles, la creación de las Áreas Protegidas del Estado, las políticas 
sectoriales que deben ser sometidas a evaluación ambiental estra-
tégica, pronunciarse sobre los criterios y mecanismos en virtud 
de los cuales se deberá efectuar la participación ciudadana en las 
Declaraciones de Impacto Ambiental, entre otras.

Otro de los órganos que crea la ley es la Superintendencia 
del Medio Ambiente, consistente en un servicio público funcio-
nalmente descentralizado, cuya función principal es fiscalizar el 
permanente cumplimiento de las normas, condiciones y medidas 
establecidas en las resoluciones de calificación ambiental. La for-
ma de llevar adelante la acción de fiscalización se efectúa sobre la 
base de las inspecciones, controles, mediciones, y análisis. 

Finalmente, el servicio de evaluación ambiental (sea) tiene 
como función central la de tecnificar y administrar el instru-
mento de gestión ambiental denominado “Sistema de Evalua-
ción de Impacto Ambiental” (SEIA), cuya gestión se basa en la 
evaluación ambiental de proyectos ajustada a lo establecido en 
la norma vigente, fomentando y facilitando la participación ciu-
dadana en la evaluación de los proyectos. Este servicio cumple 
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la función de uniformar los criterios, requisitos, condiciones, 
antecedentes, certificados, trámites, exigencias técnicas y proce-
dimientos de carácter ambiental que establezcan los ministerios 
y demás organismos del Estado competentes, mediante el esta-
blecimiento de guías trámite.

f) Tribunales Ambientales

Los Tribunales Ambientales son parte esencial de la nueva 
institucionalidad ambiental chilena, fueron creados por la Ley 
20.600 en el año 2012, en la actualidad hay tres. Son tribuna-
les autónomos, especializados y de composición mixta jurídi-
co-científica, sujetos a la superintendencia directiva, correccional 
y económica de la Corte Suprema, mandados a resolver conflictos 
jurídicos ambientales y contiendas que involucran actos de la Ad-
ministración en materia ambiental. Según establece el Artículo 17 
de la citada Ley, la competencia de los Tribunales Ambientales 
se concentra en tres grandes grupos de materias: (1) reclamacio-
nes, referentes a los actos regulatorios, calificaciones ambientales 
expedidas en segunda instancia administrativa, invalidaciones y 
revisiones de resoluciones de calificación ambiental, y sanciones 
aplicadas por la Superintendencia del Medio Ambiente; (2) solici-
tudes para autorizar medidas provisionales, suspensiones y apli-
cación de ciertas sanciones; y (3) demandas reparatoria por daño 
ambiental y las que se dedujeren por infracción a las normas de la 
Ley sobre Bases del Medio Ambiente 19.300.

5. URUGUAY

a) Aspectos Generales

Uruguay es un Estado unitario,  democrático y  presidencia-
lista. Está subdividido territorialmente en Departamentos (en la 
actualidad son 19) dirigidos por un Intendente, con funciones eje-
cutivas y por una Junta Departamental, con funciones legislativas. 
A partir de la ley de descentralización política y participación 
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ciudadana (Ley Nº 18567 de 2010) los Departamentos se subdivi-
den en municipios. Sin embargo lo municipios no tienen funcio-
nes legislativas. En todos los ámbitos, incluso ambiental, existen 
dos esferas de creación normativa, la nacional y la departamental. 

b) Constitución y protección ambiental

La Constitución que rige actualmente a la República de Uru-
guay es la de 1967, que sufrió reformas en el año 1989, 1994, 
1997 y 2004. Las dos últimas son las que incorporan la protec-
ción ambiental. 

La reforma de 1997 es la que establece la protección ambien-
tal en forma genérica en los siguientes términos: 

“Protección Ambiental. Artículo 47: La protección del medio 
ambiente es de interés general. Las personas deberán abstenerse 
de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contami-
nación graves al medio ambiente. La Ley reglamentará esta dispo-
sición y podrá prever sanciones para los transgresores.” 

Por su parte la reforma del 2004 es la incorpora la llamada 
“reforma del agua”, agregando al Artículo 47, contenido relativo 
a la protección de ese bien. Asimismo se reconoce como una 
norma ambiental, a la contenida en el artículo 34 de la Constitu-
ción, que establece: 

“Toda la riqueza artística o histórica del país, sea quien fuere 
su dueño, constituye el tesoro cultural de la Nación; estará bajo 
la salvaguardia del Estado y la ley establecerá lo que estime opor-
tuno para su defensa”. 

c) Ley general del medio ambiente

A pocos años de la reforma de 1997 se sanciona la Ley 17.283 
en el año 2000, que cumple con el mandato constitucional de “De-
clarar de interés general la protección del medio ambiente”.
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En el Artículo 10 de la Ley se establece que “la competencia 
de las autoridades nacionales, departamentales y locales queda 
sujeta a lo establecido en el artículo 47 de la Constitución de la 
República y a lo dispuesto por la presente ley y las demás leyes 
reglamentarias del mismo” y que “ninguna persona podrá des-
conocer las exigencias derivadas de normas nacionales o depar-
tamentales de protección y/o conservación ambiental, de igual 
jerarquía, dictadas en el marco de sus respectivas competencias, 
al amparo de normas menos rigurosas de los ámbitos departamen-
tales o nacionales, respectivamente”. Esta cláusula es la que “más 
se asemeja” a lo establecido en el Derecho Ambiental argentino 
como “presupuesto mínimo”. Toda vez que impide que las perso-
nas se escuden en normas menos rigurosas, y establece por tanto 
que cualquier situación ambiental va a quedar alcanzada por la 
norma más rigurosa, sea nacional o departamental.

Si bien, esa no es la idea que se divulga del carácter de presu-
puesto mínimo de una norma, a los efectos prácticos significa lo 
mismo. Para entender la similitud supongamos que en Argentina 
existe sobre una determinada materia ambiental una norma nacio-
nal de presupuestos mínimos y una norma municipal, es definiti-
va deberá aplicarse la que sea más rigurosa; si la norma nacional 
regula en más que la municipal, deberá aplicarse la norma nacio-
nal; y, si por el contrario sucede que la norma municipal reguló 
por encima de la norma nacional, se aplicará la norma municipal.

d) Principios ambientales

Según la Ley 17.283 establece que “la política nacional am-
biental que fije el Poder Ejecutivo se basará en los siguientes 
principios: A) la distinción de la República en el contexto de las 
naciones como “País Natural”, desde una perspectiva económi-
ca, cultural y social del desarrollo sostenible, B) la prevención y 
previsión son criterios prioritarios frente a cualquier otro en la 
gestión ambiental y, cuando hubiere peligro de daño grave o irre-
versible, no podrá alegarse la falta de certeza técnica o científi-
ca absoluta como razón para no adoptar medidas preventivas, C) 
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constituye un supuesto para la efectiva integración de la dimen-
sión ambiental al desarrollo económico y social, la incorporación 
gradual y progresiva de las nuevas exigencias, sin que por ello 
deba reconocerse la consolidación de situaciones preexistentes, 
D) la protección del ambiente constituye un compromiso que ata-
ñe al conjunto de la sociedad, por lo que las personas y las organi-
zaciones representativas tienen el derecho-deber de participar en 
ese proceso, E) la gestión ambiental debe partir del reconocimien-
to de su transectorialidad, por lo que requiere la integración y 
coordinación de los distintos sectores públicos y privados involu-
crados, asegurando el alcance nacional de la instrumentación de 
la política ambiental y la descentralización en el ejercicio de los 
cometidos de protección ambiental, F) la gestión ambiental debe 
basarse en un adecuado manejo de la información ambiental, con 
la finalidad de asegurar su disponibilidad y accesibilidad por par-
te de cualquier interesado. 

e) Institucionalidad

Según la Ley 17.283, “Corresponde al Poder Ejecutivo, a tra-
vés del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Me-
dio Ambiente, la coordinación exclusiva de la gestión ambien-
tal integrada del Estado y de las entidades públicas en general. 
Además de las competencias asignadas en forma específica a ese 
Ministerio, corresponderán al mismo todas aquellas materias am-
bientales, aun sectoriales, no asignadas legalmente a otra entidad 
pública. Dicho Ministerio podrá delegar en autoridades departa-
mentales o locales el cumplimiento de los cometidos de gestión 
ambiental, previo acuerdo con el jerarca respectivo y en las condi-
ciones que en cada caso se determinen” (Artículo 8). El Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, está 
compuesto a su vez por 5 Secretarías: (1) General, (2) de Vivienda, 
(3) de Ordenamiento Territorial, (4) de Ambiente, (5) de Aguas. Es 
la misión del M.V.OT.A “diseñar e implementar políticas públi-
cas participativas e integradas en materia de vivienda, ambiente, 
territorio y agua, para promover la equidad y el desarrollo sos-
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tenible, contribuyendo a la mejora de la calidad de vida de los 
habitantes del país”.

6.  BOLIVIA

a) La protección ambiental en la Nueva Constitución Polí-
tica de Bolivia

La preocupación sobre la problemática ambiental en Bolivia 
es relativamente nueva. El desarrollo de la gestión ambiental en 
el país andino se ha dado en gran parte durante la década de los 
noventa, principalmente, a través de la Ley del Medio Ambiente 
(Ley 1333 del año 1992), cuyo objetivo es:

“La protección y conservación del medio ambiente y los re-
cursos naturales, regulando las acciones del hombre con relación 
a la naturaleza y promoviendo el desarrollo sostenible con la fina-
lidad de mejorar la calidad de vida de la población”. (Artículo 1). 

Como se señaló, durante Bolivia no contaba con una políti-
ca ambiental propia, limitándose exclusivamente a la adopción 
de lineamientos emanados de las políticas internacionales en la 
materia. Asimismo, diversos juristas boliviano señalan que “gran 
parte de la legislación ambiental y de gestión de los recursos natu-
rales se ha caracterizado por un desarrollo normativo de vanguar-
dia (tratados, leyes y decretos) pero con deficiente efectividad en 
su aplicación, la sectorización y el descuido en el tratamiento de 
principios y leyes fundamentales para la gestión de los recursos, 
generando grandes vacíos legales y la fragmentación en la ins-
titucionalidad y su constante transformación, generando perma-
nentes conflictos en materia de competencias, superposición de 
derechos de uso y acceso a los recursos, etc.”. 

En este marco general, entendemos que la disputa sobre la 
cuestión del territorio y la apropiación de los recursos naturales (la 
guerra del agua y el gas) vivida por el pueblo boliviano iban a im-
pactar en el sistema jurídico- institucional ambiental boliviano al 
concebir una nueva gestión de sus recursos naturales y el ambiente. 
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De esta manera, la nueva política ambiental boliviana se va a 
reflejar en la Nueva Constitución Política, más allá de los nuevos 
cambios a nivel político, jurídico e institucional, al reconocer ex-
presamente en su texto a la protección y preservación del medio 
ambiente, entre los Derechos Sociales y Económicos. 

Los Artículos 33 y 34 van afirmar que:

Artículo 33: Las personas tienen derecho a un medio ambien-
te saludable, protegido y equilibrado. El ejercicio de este derecho 
debe permitir a los individuos y colectividades de las presentes y 
futuras generaciones, además de otros seres vivos, desarrollarse 
de manera normal y permanente.

Artículo 34: Cualquier persona, a título individual o en repre-
sentación de una colectividad, está facultada para ejercitar las 
acciones legales en defensa del derecho al medio ambiente, sin 
perjuicio de la obligación de las instituciones públicas de actuar 
de oficio frente a los atentados contra el medio ambiente (Consti-
tución Política de Bolivia, 2009)

La Nueva Constitución boliviana considera como primordial 
que el Estado debe garantiza a todas las personas y colectivida-
des, sin discriminación alguna, el libre y eficaz ejercicio de los 
derechos establecidos en la Constitución, las Leyes y los Trata-
dos Internacionales de Derechos Humanos (Artículo 14, parágra-
fo III constitucional). 

De ello resulta, que el Artículo 33 y 34 optan por categorizar 
el derecho al medio ambiente saludable, protegido y equilibrado 
como un derecho colectivo de todos los habitantes, aspecto que 
recientemente se ve adoptado en Argentina en su Nuevo Código 
Civil y Comercial en los Artículo 14 y 240. Sin embargo, este de-
recho al medio ambiente del Artículo 33, va a compartir caracte-
rísticas similares con el Artículo 41 de la Constitución Nacional 
Argentina, al insertar el derecho-deber al medio ambiente saluda-
ble, protegido y equilibrado. 

En el marco de la preservación de la unidad del Estado, las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos también go-
zan del derecho: “A vivir en un medio ambiente sano, con mane-
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jo y aprovechamiento adecuado de los ecosistemas”, aspecto que 
ahora se encuentra constitucionalmente reconocido (Artículo 30, 
parágrafo II, numeral 10), y que pone de manifiesto la naturaleza 
del derecho al medioambiente como un derecho colectivo, ade-
más de ser un derecho fundamental de todas las personas, como 
se podrá ver a continuación. 

Cabe hacer notar que este derecho, halla su complemento en 
el numeral 15 del mismo Artículo 30, parágrafo II, a través del 
cual, la propia Constitución establece que las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos tienen derecho: “A ser consulta-
dos mediante procedimientos apropiados, y en particular a través 
de sus instituciones, cada vez que se prevean medidas legislati-
vas o administrativas susceptibles de afectarles. En este marco, 
se respetará y garantizará el derecho a la consulta previa obliga-
toria, realizada por el Estado, de buena fe y concertada, respecto 
a la explotación de los recursos naturales no renovables en el 
territorio que habitan”.

En lo respecta específicamente al deber de preservar de me-
dio ambiente, se encuentra establecido en el Artículo 342, el 
cual instituye que: 

“Es deber del Estado y de la población conservar, proteger y 
aprovechar de manera sustentable los recursos naturales y la bio-
diversidad, así como mantener el equilibrio del medio ambiente”.

Por otra parte, la Nueva Constitución Política de Bolivia 
fija su política ambiental explícitamente en el Capítulo Cuarto: 
Bienes y recursos del Estado y su distribución, Título II Medio 
Ambiente, Recursos Naturales, Tierra y Territorio, en los Artí-
culos 342 al 347.

Sin embargo, específicamente sobre cuáles son las políticas 
de gestión ambiental el Artículo 345 establece: 

“La planificación y gestión participativas, con control social; 
la aplicación de los sistemas de Evaluación de Impacto Ambien-
tal y el control de calidad ambiental, sin excepción y de manera 
transversal a toda actividad de producción de bienes y servicios 
que use, transforme o afecte a los recursos naturales y al medio 
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ambiente y la responsabilidad por ejecución de toda actividad 
que produzca daños medioambientales y su sanción civil, penal y 
administrativa por incumplimiento de las normas de protección 
del medioambiente”.

Además de las mencionadas políticas de gestión ambiental 
instauradas en el Articulo 345, se agrega a ellas la participación 
ciudadana como un instrumento necesario para la gestión am-
biental, a ser consultado e informado previamente sobre decisio-
nes que pudieran afectar a la calidad del medio ambiente (Artícu-
lo 343 y Artículo 345).

En el Artículo 346, se establece una aproximación al concepto 
de desarrollo sustentable, al afirmar que: 

“El patrimonio natural es de interés público y de carácter es-
tratégico para el desarrollo sustentable del país. Su conservación 
y aprovechamiento para beneficio de la población será respon-
sabilidad y atribución exclusiva del Estado, y no comprometerá 
la soberanía sobre los recursos naturales. La ley establecerá los 
principios y disposiciones para su gestión”. 

Finalmente, el Artículo 347 se afirma que:

“El Estado y la sociedad promoverán la mitigación de los 
efectos nocivos al medio ambiente, y de los pasivos ambientales 
que afectan al país. Se declara la responsabilidad por los da-
ños ambientales históricos y la imprescriptibilidad de los delitos 
ambientales”. 

De este modo se establecen en el mencionado artículo, por un 
lado, la obligación de resarcir el daño ambiental según lo establez-
ca la ley con jerarquía constitucional, al igual que el Artículo 41 
de la Constitución Argentina; y por el otro lado, se incorpora por 
primera vez en una constitución política la imprescriptibilidad de 
los delitos ambientales, por considerarlo como un Derecho Huma-
no en concordancia con el Artículo 14 párrafo III. 

A modo de reflexión, de los nuevos postulados constitucio-
nales sobre el derecho al medio ambiente se pueden observar: el 
derecho-deber a un ambiente sano en cuanto a su exigibilidad y 
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participación en la tarea de protección y preservación del mismo; 
el compromiso intergeneracional de preservación del ambiente, 
para las generaciones presentes y futuras; la recepción de la no-
ción de “desarrollo sustentable; la jerarquía constitucional de la 
obligación de resarcir el daño ambiental según lo establezca la ley 
y la imprescriptibilidad de los delitos ambientales. 

Por lo tanto, se puede observar que la Nueva constitución bo-
liviana, fija el punto de partida para la definición de la política 
ambiental en Bolivia entendida como la formulación política al 
establecer el significado de distintos aspectos de la temática así 
por ejemplo: lo que se entiende por ambiente en el sistema jurí-
dico boliviano, cuales son las herramienta de gestión ambiental y 
cuáles son las responsabilidades de las autoridades sobre el tema. 

b) El dominio de los recursos naturales en Bolivia

El tratamiento de los recursos naturales en la Constitución 
Política de Bolivia, se incorpora en la tercera parte de regímenes 
especiales dentro el Régimen Económico y Financiero y en el Ré-
gimen Agrario y Campesino. Los Artículos 132, 133 y 136 que 
establecen que: 

“Son de dominio originario del Estado…el suelo y subsuelo 
con todas sus riquezas naturales (…)”, constituyen toda una vi-
sión de organización económica que responde “(…) a principios 
de justicia social.” (Artículo 132) por encima de los derechos in-
dividuales y en función de una política de gestión de los recur-
sos naturales y bienes nacionales orientada al “(…) desarrollo del 
país mediante la defensa y el aprovechamiento de los recursos 
naturales y humanos.” (Artículo 133). 

En lo que respecta a los recursos minerales y yacimientos de 
hidrocarburos los Artículos 138 y 139 reconocen a: “(…) los gru-
pos mineros nacionalizados como una de las bases para el de-
sarrollo y diversificación de la economía del país, no pudiendo 
aquellos ser transferidos o adjudicados en propiedad a empresas 
privadas por ningún título.” Y en lo que respecta a hidrocarbu-
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ros reza: “(…) son del dominio directo, inalienable e imprescrip-
tible del Estado. Ninguna concesión o contrato podrá conferir la 
propiedad de los yacimientos de hidrocarburos. La exploración, 
explotación, corresponden al Estado. Este derecho lo ejercerá 
mediante autoridades autárquicas o a través de concesiones y 
contratos por tiempo limitado…”, permitiendo así la entrega de 
derecho de uso, aprovechamiento y explotación de los recursos 
naturales a personas privadas, naturales y colectivas. 

El Artículo 165 establece que las tierras son de: 

“(…) dominio originario de la nación (…)” y que “(…) corres-
ponde al Estado la distribución, reagrupamiento y redistribución 
de la propiedad agraria.” y, por su parte, el Articulo 170 prevé 
que “(…) la explotación de recursos naturales renovables será re-
gulada por el Estado precautelando su conservación e incremen-
to” (UNCcuyo y UMSA, 2012).

 Todo ello permite comprender que la Nueva Constitución bo-
liviana define la propiedad del pueblo boliviano sobre los recur-
sos naturales y delega su administración al Estado, quien ejercerá 
el control de los procesos productivos y la industrialización de 
éstos, en particular los no renovables “en el marco del respeto 
y protección al medioambiente” promoviendo políticas de redis-
tribución de la riqueza entre la población. A su vez, reconoce, 
respeta y otorga derechos propietarios individuales y colectivos 
sobre la tierra, así como derechos de uso y aprovechamiento sobre 
otros recursos naturales, el derecho imprescriptible a un medio 
ambiente saludable, protegido y equilibrado y se constituye en 
deber del Estado y de todos y todas los bolivianos su protección, 
defensa y uso sustentable. 

En definitiva, Vargas Lima dice que: 

“El espíritu de la reforma se puede resumir en la instauración 
de un Estado plurinacional que administra a nombre del pueblo 
los recursos naturales, priorizando su aprovechamiento y utiliza-
ción con la finalidad de generar riqueza”. 

A ello agrega el autor que:
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 “El Estado desempeña un papel relevante como guardián y 
protector de los recursos, promotor de su industrialización y con-
ductor de la economía y los procesos productivos, finalizando el 
circuito como garante de la redistribución justa de los ingresos 
derivados de la explotación, aprovechamiento y uso de los re-
cursos naturales entre la población boliviana y en particular los 
pueblos indígena originario campesinos” (Vargas Lima, 2011). 

En relación a las competencias la nueva constitución polí-
tica99 reconoce la autonomía en materia de recursos naturales 
configurando: 

1)	 Un gobierno departamental con competencia exclusiva 
para ejercer la “potestad” legislativa, reglamentaria y ejecutiva en 
las siguientes materias: tierra, suelos forestales y bosques, aprove-
chamiento forestal, áreas protegidas, medio ambiente y equilibrio 

99	 La Nueva Constitución Boliviana introdujo como novedad el estado regio-
nal, llevado a la práctica por España, el cual para evitar el federalismo intro-
duciendo dos vías de conseguir la autonomía estableciendo tres categorías 
de autonomías. De esta manera, con la Nueva Constitución, se reemplazan 
las prefecturas de todos los departamentos bolivianos por los gobiernos de-
partamentales, entidades gubernamentales según el flamante texto constitu-
cional. De acuerdo a lo establecido por la Constitución Política del Estado, la 
Ley Marco de Autonomías y Descentralización regula el procedimiento para 
la elaboración de Estatutos Autonómicos y Cartas Orgánicas, la transferencia 
y distribución de competencias directas y compartidas entre el nivel central 
y las entidades territoriales  descentralizadas  y autónomas. Existen cuatro 
niveles de descentralización:

	 Gobierno Departamental: Constituido por una  Asamblea Departamental, 
con facultad deliberativa, fiscalizadora y legislativa en el ámbito departa-
mental. El  Órgano Ejecutivo Departamental  está dirigido por el  Goberna-
dor que es elegido por sufragio universal.

	 Gobierno Municipal: Constituido por un Consejo Municipal, con facultad 
deliberativa, fiscalizadora y legislativa en el ámbito municipal. Su órgano 
ejecutivo está presidido por el Alcalde que es elegido por sufragio universal.

	 Gobierno Regional: Conformado por varias provincias o municipios con 
continuidad geográfica y sin trascender límites departamentales. Se consti-
tuye por una Asamblea Regional con facultad deliberativa, normativo-admi-
nistrativa y fiscalizadora en el ámbito regional.

	 Gobierno Indígena Originario Campesino: Autogobierno de pueblos indíge-
nas en territorios ancestrales que actualmente habitan.
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ecológico en la producción de bienes y servicios, uso sostenible 
de la diversidad biológica departamental y biotecnología, apro-
vechamiento hidráulico, hídrico e hidrológico, canales, regadíos, 
aguas minerales y termales, de interés departamental, autorizacio-
nes, licencias y derechos para la provisión de los servicios que se 
desarrollen en el ámbito de su jurisdicción, caza y pesca, control 
del uso y asignación del espectro electromagnético departamen-
tal, entre otras. 

2)	 Los recursos naturales renovables son de propiedad del 
Gobierno Departamental. Así, el Gobierno Departamental garan-
tiza el acceso “equitativo y democrático” a todos los bolivianos a 
través del otorgamiento de “derechos”, sujetos al manejo sosteni-
ble o preservación y, en el caso de la tierra, al cumplimiento de la 
función social y función económico-social. 

3)	 En materia de Recursos naturales no renovables el Ejecuti-
vo Departamental se encargará del seguimiento, desarrollo norma-
tivo, elaboración de políticas departamentales sectoriales, promo-
ción de la prospección minera, industrialización y fiscalización 
de la producción de hidrocarburos y de la explotación minera ve-
lando por el pago de las regalías e impuestos que correspondan, 
además podrá asociarse con empresas públicas y privadas para la 
ejecución de proyectos específicos (Vargas Lima, 2011). 

c) El régimen jurídico ambiental posterior a la reforma de la 
Constitución 

Con la nueva reforma constitucional, Bolivia tuvo que revisar 
su legislación ambiental, para evitar y las contradicciones y armo-
nizarlo con el texto de la nueva constitución. De esta manera, la 
Ley del Medio Ambiente (Ley 1333) fue modificada en el año 2009. 

A pesar de ello, algunos juristas bolivianos afirman que si 
bien la Nueva Constitución política garantiza el equilibrio ecoló-
gico, “los suelos deberán utilizarse conforme con su capacidad, 
considerando sus características biofísicas y que una ley regulará 
su aplicación (Artículo 380). Por lo tanto, mientras no sea dero-
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gada la Ley 1333, ya que sólo protege el medio ambiente y no la 
vida en su totalidad como lo hace la Nueva Constitución política. 

Por otra parte, es importante destacar que en el año 2010, 
Bolivia puso en vigencia la Ley Nº71 de Derechos de la Madre 
Tierra, que tiene por objeto reconocer los derechos de la Madre 
Tierra, así como las obligaciones y deberes del Estado Plurina-
cional y de la sociedad para garantizar el respeto de esos dere-
chos (Vargas Lima, 2011). 

En este sentido, entre los principios de obligatorio cumpli-
miento (Artículo 2, párrafo II, Ley 71), que rigen la referida ley, 
sobresalen precisamente el Principio de Bien Colectivo, en vir-
tud del cual: 

“El interés de la sociedad, en el marco de los derechos de la 
Madre Tierra, prevalecen en toda actividad humana y por sobre 
cualquier derecho adquirido”; asimismo, el Principio de Garantía 
de regeneración de la Madre Tierra, establece que “el Estado en 
sus diferentes niveles y la sociedad, en armonía con el interés 
común, deben garantizar las condiciones necesarias para que los 
diversos sistemas de vida de la Madre Tierra puedan absorber 
daños, adaptarse a las perturbaciones, y regenerarse sin alterar 
significativamente sus características de estructura y funcionali-
dad, reconociendo que los sistemas de vida tienen límites en su 
capacidad de regenerarse, y que la humanidad tienen límites en 
su capacidad de revertir sus acciones”.

En complemento de lo anterior, el Principio de Respeto y de-
fensa de los Derechos de la Madre Tierra, establece que “el Estado 
y cualquier persona individual o colectiva respetan, protegen y 
garantizan los derechos de la Madre Tierra para el Vivir Bien de 
las generaciones actuales y las futuras”(artículo 2 párrafo IV); y a 
través del Principio de No mercantilización se ha dispuesto ex-
presamente que “no pueden ser mercantilizados los sistemas de 
vida, ni los procesos que sustentan, ni formar parte del patrimo-
nio privado de nadie”(artículo 2 párrafo V).

Ahora bien, la ley el Artículo 3(ley 71), entiende a la Madre 
Tierra como:
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“Aquel sistema viviente dinámico conformado por la comu-
nidad indivisible de todos los sistemas de vida y los seres vivos, 
interrelacionados, interdependientes y complementarios, que com-
parten un destino común”, de ahí que la Madre Tierra “es conside-
rada sagrada, desde las cosmovisiones de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos” (UNCcuyo y UMSA, 2012). 

En el ámbito estrictamente jurídico, debe considerarse que 
para efectos de la protección y tutela de sus derechos, la Madre 
Tierra adopta el carácter de sujeto colectivo de interés público, 
“por lo que ella y todos sus componentes, incluyendo las comu-
nidades humanas, son titulares de todos los derechos inherentes 
reconocidos en la misma Ley, por lo que, la aplicación de los de-
rechos de la Madre Tierra debe tomar en cuenta las especificida-
des y particularidades de sus diversos componentes, siendo que 
además los derechos establecidos en la misma Ley, no limitan la 
existencia de otros derechos inherentes a la Madre Tierra”, según 
su naturaleza.

En definitiva, el ejercicio de los derechos de la Madre Tierra 
puede ser ejercido por todos los bolivianos y bolivianas al formar 
parte de la comunidad de seres que componen la Madre Tierra, 
ejercen los derechos establecidos en la presente Ley, de forma 
compatible con sus derechos individuales y colectivos” (Artículo 
6). Otro aspecto que destaca el mencionado artículo es que:

“El ejercicio de los derechos individuales están limitados por 
el ejercicio de los derechos colectivos en los sistemas de vida de la 
Madre Tierra, cualquier conflicto entre derechos debe resolverse 
de manera que no se afecte irreversiblemente la funcionalidad de 
los sistemas de vida”. 

En este sentido, Argentina de manera similar a Bolivia, en 
el Nuevo Código Civil y Comercial en el Artículo 240, se limita 
el ejercicio abusivo de los derechos, contemplando la protección 
del medio ambiente como derecho de incidencia colectiva. Todo 
ello evidencia, que tanto Bolivia como Argentina, jerarquizan los 
intereses públicos por sobre los privados, es decir, prevalecen los 
derechos de incidencia colectiva (el ambiente entre ellos) sobre 
los derechos individuales en lo que hace al ejercicio y protección 
de cada uno de ellos.



249

Finalmente, y de manera muy similar a lo que estableció Ecua-
dor, el gobierno boliviano va a impulsar un cambio de orientación 
en el paradigma del desarrollo, promulgando el concepto del vivir 
bien (suma qamaña en Aymara), el cual propone:

“La búsqueda de un Estado de bienestar integral del ser hu-
mano tomando en cuenta no sólo los aspectos objetivos sino tam-
bién los subjetivos construyendo una relación armónica del ser 
humano con su comunidad y de ésta con su medio a través de 
una relación mutuamente complementaria que excluye la posi-
bilidad de bienestar de uno sin los otros, y rompiendo así con los 
modelos de desarrollo tradicionales basados en la acumulación 
material, el crecimiento económico y el bienestar hedonista del 
individuo”(UNCcuyo y UMSA, 2012). 

7.  ECUADOR 

a) La protección ambiental en la Nueva Constitución política de 
Ecuador de 2008

La Constitución de Ecuador, aprobada mediante referéndum 
realizado el 28 de septiembre de 2008, es la culminación de un 
proceso de constitucionalización del medio ambiente que se ha 
venido desarrollando en los países latinoamericanos desde los 
90´. Sin embargo, Ecuador junto a Bolivia, presentan por primera 
vez en América Latina un giro hacia el biocentrismo caracterizado 
por la introducción de los conceptos de derechos de la Naturaleza 
y derecho a su restauración. 

De este modo, el giro biocéntrico plasmado en sus Cartas Mag-
nas plantea una alternativa a la modernidad abriendo las puertas 
a nuevas formas de valoración ambiental y articulación con los 
saberes indígenas. En efecto, se genera una nueva articulación con 
los saberes tradicionales, al referirse tanto a la Naturaleza como 
a Pachamama, y además ofrece un contexto para las políticas y la 
gestión ambiental basado en la buena vida (sumak kawsay) y en 
nuevas estrategias de desarrollo (Gudynas, 2009). 
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Todo ello permite observar, que la última reforma de la 
Constitución política de Ecuador va a consagrar una nueva gama 
de principios ambientales, así como novedosas figuras jurídicas 
de carácter rigurosamente ambiental, dentro del texto constitu-
cional ecuatoriano, ubicando a Ecuador en la lista histórica de 
países pioneros en el ejercicio del constitucionalismo ambiental 
(Macías Gómez, 2012). 

A continuación, se intentará analizar el impacto jurídico-ins-
titucional de la Constitución ecuatoriana en la protección a la na-
turaleza y el medio ambiente. Entre los aspectos más significati-
vos introducidos por la reforma se destacan:

b) La Naturaleza, como sujeto de derechos 

El Artículo 10 de la Constitución de Ecuador reconoce a la 
“Naturaleza” como una nueva entidad jurídica susceptible de 
protección constitucional. Así, establece que:

Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colec-
tivos son titulares y gozarán de los derechos garantizados en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales. La naturaleza 
será sujeto de aquellos derechos que le reconozca la Constitución.

El otorgamiento de derechos a la naturaleza que se encuentra 
en la Constitución 2008 se ha discutido ampliamente desde el 
siglo pasado, “más no consta en ningún texto legal o constitucio-
nal del derecho comparado con anterioridad” (Macías Gómez, 
2012). De este modo, “la constitucionalización del reconocimien-
to de la naturaleza como sujeto de derecho, no solo genera un 
nuevo principio constitucional sino que contribuye a la construc-
ción de un nuevo orden jurídico que debe desarrollar ese princi-
pio” (Macías Gómez, 2012). 

A ello se agregan otros artículos vinculados al Artículo 10, 
tales como:

Artículo 71: La naturaleza o Pachamama, donde se reprodu-
ce y realiza la vida, tiene derecho a que se respete integralmente 
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su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vi-
tales, estructura, funciones y procesos evolutivos. Toda persona, 
comunidad, pueblo o nacionalidad podrá exigir a la autoridad 
pública el cumplimiento de los derechos de la naturaleza. Para 
aplicar e interpretar estos derechos se observarán los principios 
establecidos en la Constitución, en lo que proceda. El Estado in-
centivará a las personas naturales y jurídicas, y a los colectivos, 
para que protejan la naturaleza, y promoverá el respeto a todos 
los elementos que forman un ecosistema.

Artículo 72: La naturaleza tiene derecho a la restauración. 
Esta restauración será independiente de la obligación que tienen 
el Estado y las personas naturales o jurídicas de indemnizar a los 
individuos y colectivos que dependan de los sistemas naturales 
afectados. En los casos de impacto ambiental grave o permanen-
te, incluidos los ocasionados por la explotación de los recursos 
naturales no renovables, el Estado establecerá los mecanismos 
más eficaces para alcanzar la restauración, y adoptará las me-
didas adecuadas para eliminar o mitigar las consecuencias am-
bientales nocivas.

Artículo 83: Son deberes y responsabilidades de las ecuato-
rianas y los ecuatorianos, sin perjuicio de otros previstos en la 
Constitución y la ley: 6. Respetar los derechos de la naturaleza, 
preservar un ambiente sano y utilizar los recursos naturales de 
modo racional, sustentable y sostenible.

Artículo 277: Para la consecución del buen vivir, serán debe-
res generales del Estado: Garantizar los derechos de las personas, 
las colectividades y la naturaleza. Todos los artículos menciona-
dos anteriormente, “hacen referencia directa a los derechos de 
la naturaleza, a pesar que puedan existir otros tantos que, por 
vía de interpretación, puedan ser considerados como artículos en 
los que se reconocen también derechos de la naturaleza” (Macías 
Gómez, 2012). 

Ahora bien, frente a la existencia de esta nueva categoría de 
derechos, coexisten dos posturas: 

- Para algunos juristas no reconocen la naturaleza como 
sujeto de derecho, ya que solo el hombre es el único ser con 
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posibilidades de reconocerle derechos, y por tal motivo, ser 
sujeto de derechos humanos.

- En una perspectiva diferente y dentro del contexto 
ecuatoriano, también se encuentran defensores de la consa-
gración de la naturaleza como sujeto de derecho, al consi-
derar que el antropocentrismo derivado de la modernidad, 
es el causante de muchas de las catástrofes que han llevado 
al mundo a una situación ambiental como la actual. Para al-
gunos, estos son los planteamientos de la ecología profunda 
o deep ecology que considera que la “[…] naturaleza es un 
modelo de interdependencia entre diversas formas de vida 
y no de dominación o superioridad […]

Al respecto, vale la pena citar algunos de estos textos en los 
cuales, desde diversas visiones, se plantean los argumentos a 
favor de tal consagración. Por ejemplo, el profesor Mario Melo 
(2009) señala:

“El derecho ambiental debe empezar a proteger la integridad 
y continuidad de la naturaleza como un bien jurídico intrínse-
camente válido, trascendente y diferenciable del interés de los 
humanos de vivir en un ambiente sano y aprovechar racional-
mente los recursos naturales, aunque concurrente y concordante 
con él”. 

En una lógica similar, la doctrina del derecho ambiental cons-
tató que el clásico derecho civil, de índole patrimonial, no tenía 
instrumentos procesales para reclamar por daños ambientales, 
que no eran propiamente patrimoniales, en el sentido que no se 
les podía atribuir valor comercial y que tampoco tenían un pro-
pietario diferente del dominio estatal. Así, la naturaleza se encon-
traba jurídicamente desprotegida (Pérez, 2011).

Sin embargo, cabe advertir que la interpretación que plantea 
la nueva Constitución ecuatoriana no reconoce en forma absolu-
ta la naturaleza como sujeto de derecho, sino que “la reconoce 
como una entidad jurídica susceptible de ser protegida mediante 
el reconocimiento de algunos derechos (Macías Gómez, 2012). En 
otras palabras, una cosa es reconocer derechos a una persona o a 
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un bien jurídicamente tutelado y otra establecer que hay un sujeto 
de derecho nuevo que, en este caso, sería la naturaleza. 

A su vez el Artículo 389, que hace parte del título sobre ges-
tión del riesgo señala lo siguiente:

Artículo 389: El Estado protegerá a las personas, las colectivi-
dades y la naturaleza frente a los efectos negativos de los desas-
tres de origen natural o antrópico mediante la prevención ante el 
riesgo, la mitigación de desastres, la recuperación y mejoramien-
to de las condiciones sociales, económicas y ambientales, con el 
objetivo de minimizar la condición de vulnerabilidad.

Es claro el artículo en distinguir las personas de la natura-
leza, pues si se considerara la naturaleza como un sujeto de de-
recho debía haberse hecho referencia a todos los sujetos de de-
recho y no hacer tal división tan expresa y tajante. En sentido 
similar, se puede consultar el texto del Artículo 281(Constitución 
de Ecuador, 2008) sobre soberanía alimentaria, en el que es más 
que evidente la necesidad de aprovechar la naturaleza para lograr 
dicha soberanía.

Lo anterior, refleja el carácter de novedoso y revolucionario 
de la Constitución ecuatoriana, al reconocer la naturaleza como 
una entidad jurídica que merece protección, y para ello, es nece-
sario reconocerle algunos derechos, pero sin que esto la convierta 
en un sujeto de derecho.

c) La responsabilidad objetiva 

Otra novedad en la Constitución ecuatoriana es la incorpora-
ción a nivel constitucional de la responsabilidad objetiva, cuando 
es más una materia reservada a la ley y a la jurisprudencia. Sin 
embargo, el Artículo 396 la consagra en forma expresa:

El Estado adoptará las políticas y medidas oportunas que evi-
ten los impactos ambientales negativos, cuando exista certidum-
bre de daño. En caso de duda sobre el impacto ambiental de alguna 
acción u omisión, aunque no exista evidencia científica del daño, 
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el Estado adoptará medidas protectoras eficaces y oportunas. La 
responsabilidad por daños ambientales es objetiva. Todo daño al 
ambiente, además de las sanciones correspondientes, implicará 
también la obligación de restaurar integralmente los ecosistemas 
e indemnizar a las personas y comunidades afectadas. Cada uno 
de los actores de los procesos de producción, distribución, comer-
cialización y uso de bienes o servicios asumirá la responsabilidad 
directa de prevenir cualquier impacto ambiental, de mitigar y re-
parar los daños que ha causado, y de mantener un sistema de con-
trol ambiental permanente. Las acciones legales para perseguir y 
sancionar por daños ambientales serán imprescriptibles.

Este artículo reconocer a nivel constitucional, lo que en el régi-
men de responsabilidad ambiental se viene estableciendo en otros 
países, como Colombia100, España, Alemania, entre otros, que es el 
de establecer un régimen de responsabilidad objetiva en materia de 
daños ambientales. En materia ambiental, el concepto de respon-
sabilidad es en ocasiones bastante laxo, sin embargo, sería aquella 
obligación de reparar el daño causado a los recursos naturales re-
novables o al medio ambiente, o aquel causado al patrimonio de un 
particular como consecuencia de un daño ambiental. 

Cabe advertir, que el concepto tradicional de responsabili-
dad se caracterizó por el elemento subjetivo, es decir, la culpa 
del presunto responsable del daño. Sin embargo, en materia am-
biental, por la naturaleza precautoria y de control del riesgo, tal 
principio se rompe para dar paso a la llamada responsabilidad 
objetiva donde se presume la culpa por el ejercicio de activida-
des riesgosas o peligrosas.

La responsabilidad objetiva por el daño inferido a los de-
rechos e intereses colectivos, surgiría como consecuencia de la 
realización de actividades que implican un riesgo para el medio 

100	El artículo 88 de la constitución deja en manos del legislador la posibili-
dad de establecer la responsabilidad objetiva en materia de responsabilidad 
civil. Actualmente se está a la espera de la expedición de una ley sobre 
régimen sancionatorio en materia ambiental que consagra en este derecho 
sancionador la responsabilidad objetiva.
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ambiente y los recursos naturales renovables. Es por ello que, son 
responsables civilmente, todas las personas que desarrollan acti-
vidades que impliquen riesgo, aunque hayan actuado con la ma-
yor diligencia y cuidado posible, puesto que fueron ellas quienes 
crearon tal riesgo. 

A modo de reflexión, entendemos que la consagración de la 
responsabilidad objetiva en la nueva constitución ecuatoriana es 
consecuente, no sólo con las corrientes jurídicas en materia de res-
ponsabilidad ambiental en el mundo, sino que además contempla 
una nueva realidad tecnológica, científica y social, como es el sur-
gimiento de actividades que ponen en riesgo la convivencia de la 
sociedad, y en el presente caso, el equilibrio ambiental y la protec-
ción de la naturaleza (Macías Gómez, 2012) y (Pérez, 2011).

d) Inversión de la carga de la prueba

Al hablar de responsabilidad civil objetiva, implica necesa-
riamente señalar la inversión de la carga de la prueba. En este 
sentido, establece el Artículo 397:

“La carga de la prueba sobre la inexistencia de daño potencial 
o real recaerá sobre el gestor de la actividad o el demandado”.

La inversión de la carga de la prueba en caso de daño am-
biental, permite afirmar que la consagración de la responsabilidad 
objetiva parte de una presunción de culpa por actividad peligro-
sa, debiendo el supuesto responsable desvirtuar tal presunción, 
y que a su vez, contribuye a disminuir la intensidad de la labor 
probatoria exigida al Estado ante tal circunstancia específica. Por 
lo tanto, el imputado demuestra que el daño ambiental se produjo 
como consecuencias de la intervención de un tercero, por caso 
fortuito, por fuerza mayor o porque había un deber de soportar el 
daño (un daño previsible que se causa en virtud de una actividad 
lícita y debidamente autorizad) quedará eximido de tal responsa-
bilidad (Macías Gómez, 2012) y (Pérez, 2011).
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e) Imprescriptibilidad del derecho de accionar por daños 
ambientales

El Artículo 397 inc. 4 consagra la imprescriptibilidad de las 
acciones en materia ambiental, haciendo referencia a las acciones 
sancionatorias y penales, más no a las acciones civiles o de tute-
la en materia ambiental. Cabe destacar, que el citado artículo no 
hace mención al tema de reparación de daños, sino de persecu-
ción y sanción por daños ambientales. De este modo, la finalidad 
de la imprescriptibilidad es buscar que nadie pueda dejar pasar 
el tiempo para evitar el castigo y la sanción por los daños oca-
sionados. Asimismo, entendemos que su incorporación es conse-
cuencia lógica del deseo y grado de importancia que adquiere la 
protección ambiental y del mismo carácter difuso de los derechos 
de acción ambiental, así como del carácter colectivo del derecho 
protegido, en este caso, el medio ambiente y la naturaleza (Macías 
Gómez, 2012) y (Pérez, 2011).

f) Oportunidad de medidas cautelares en el desarrollo del 
juicio ambiental

El Artículo 397 inc.1 consagra:

“Posibilidad de solicitar medidas cautelares que permitan ce-
sar la amenaza o el daño ambiental materia de litigio” (Macías 
Gómez, 2012) y (Pérez, 2011).

Las medidas cautelares son de índole diversa, principalmente 
penal y civil, pero desde la Constitución de 1998, se contempla 
la medida cautelar suspensiva en acciones constitucionales. Sin 
embargo, la Nueva Constitución va ampliar el campo de la medi-
da cautelar:

“Con el objeto de evitar o hacer cesar la violación o amenaza 
de violación de un derecho (artículo 87, Constitución de Ecuador 
2008)”, medida que puede solicitarse “conjunta o independiente-
mente de las acciones constitucionales de protección de derechos 
(Echeverría, 2011)”.
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g) Interpretación de las normas ambientales

Otra novedad en la Constitución ecuatoriana es la incorpo-
ración a nivel constitucional del principio pro natura, inspirada 
el derecho internacional al reconocer el principio pro homine, es 
decir, principio de interpretación más favorable a los derechos 
humanos. En este sentido, el Articulo 395 inc. 4 consagra en for-
ma expresa:

“En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales 
en materia ambiental, éstas se aplicarán en el sentido más favora-
ble a la protección de la naturaleza”.

El principio pro natura, es aplicado en aquellos casos donde 
las dudas sobre la interpretación de las leyes aplicables, y no es 
aplicable en los casos de dudas sobre los hechos (Macías Gómez, 
2012) y (Pérez, 2011).

h) La institucionalidad Ambiental en Ecuador después de 
la reforma constitucional

El Ministerio del Ambiente, como la autoridad ambiental a ni-
vel nacional, fue una las primeras instituciones públicas que co-
menzó un proceso de reforma institucional y legal para responder 
a las disposiciones de la nueva Constitución y a la nueva visión 
del Estado. El Ministerio del Ambiente, en concordancia con lo 
estipulado por el pueblo ecuatoriano en la Constitución Políti-
ca de 2008, es el organismo del Estado ecuatoriano encargado de 
diseñar las políticas ambientales y coordinar las estrategias, los 
proyectos y programas para el cuidado de los ecosistemas y el 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales. Entre sus 
principales funciones se destacan: 

“Proponer y definir las normas para conseguir la calidad am-
biental adecuada, con un desarrollo basado en la conservación y 
el uso apropiado de la biodiversidad y de los recursos con los que 
cuenta Ecuador(Ministerio de Ambiente Ecuador, 2015)”. 

Al mismo tiempo, el Ministerio del Ambiente:
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“Se encarga de recopilar la información de carácter ambien-
tal como un instrumento para educar a la población sobre los 
recursos naturales y la biodiversidad que posee el país, y la mane-
ra más adecuada para conservar y utilizar oportunamente estas 
riquezas (Ministerio de Ambiente Ecuador, 2015)”.

Es por todo ello que entre sus objetivos van a primar:

- Velará por un ambiente sano, 

- El respeto de los derechos de la naturaleza o pacha mama. 

- Garantizar un modelo sustentable de desarrollo ambiental-
mente equilibrado y respetuoso de la diversidad cultural, que 
conserve la biodiversidad y la capacidad de regeneración natural 
de los ecosistemas, y asegure la satisfacción de las necesidades de 
las generaciones presentes y futuras.

En el Capítulo segundo sobre Biodiversidad y recursos natu-
rales, Sección primera: Naturaleza y ambiente, en la Sección sexta 
Agua el Artículo 415 establece que: 

“El Estado central y los gobiernos autónomos descentraliza-
dos adoptarán políticas integrales y participativas de ordenamien-
to territorial urbano y de uso del suelo, que permitan regular el 
crecimiento urbano, el manejo de la fauna urbana e incentiven el 
establecimiento de zonas verdes. Los gobiernos autónomos descen-
tralizados desarrollarán programas de uso racional del agua, y de 
reducción reciclaje y tratamiento adecuado de desechos sólidos y 
líquidos. Se incentivará y facilitará el transporte terrestre no moto-
rizado, en especial mediante el establecimiento de ciclo vías”.

A pesar que su creación a través de la Nueva Constitución 
ecuatoriana de 2008 (Echeverría, 2011), hasta el momento las re-
giones no están legalmente establecidas todavía. Es por ello, que 
el Presidente Correa, a través de la Secretaria Nacional de Plani-
ficación y Desarrollo (SENPLADES), creo las “zonas de planifi-
cación”, con las que empieza la transición hacia las regiones y 
distritos autónomos, como el modelo de las futuras regiones, exis-
tiendo actualmente siete zonas de planificación, más dos zonas 
especiales vinculadas a los distritos metropolitanos autónomos.
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Es por ello, que entendemos en materia ambiental, la Ley de 
Gestión Ambiental (LGA, Cap. III) y el Texto Unificado de Legisla-
ción Ambiental (TULAS, Libro II de la Gestión ambiental, Título 
II) prevén que el Ecuador cuente con un Sistema Nacional Des-
centralizado de Gestión Ambiental (SNDGA). Para operativizar 
estos enunciados normativos referentes al SNDGA, el MAE junto 
con las asociaciones de los gobiernos provinciales (CONCOPE), 
municipios (AME) y juntas parroquiales rurales (CONAJUPARE), 
definieron una matriz de competencias ambientales por niveles 
de gobierno que se plasmó en el Acuerdo 106 (MAE. 04/09/2006). 
De un censo realizado por la Secretaria de Planificación del Esta-
do (SENPLADES, 2007), las competencias ambientales están entre 
las que más han sido formalmente solicitadas (junto con turismo), 
tanto por gobiernos municipales (64), como por los gobiernos pro-
vinciales (17) del Ecuador. 

En los últimos años, la institucionalidad ambiental ecuato-
riana (Echeverría, 2011) se ha desarrollado a partir de un esque-
ma que reconoce el carácter transversal de lo ambiental101; y al 
tiempo de establecer una autoridad ambiental nacional, rectora 
en la materia; también reconoce en la coordinación y la coopera-
ción como pilares fundamentales de la gestión ambiental. En este 
sentido, el mecanismo previsto en la Ley de Gestión Ambiental 
de 1999, conocido como Sistema Descentralizado de Gestión Am-
biental es, tal vez, el ejemplo mejor conocido de este mecanismo. 
El artículo10 de esta ley señala:

Las instituciones del Estado con competencia ambiental 
forman parte del Sistema Nacional Des-centralizado de Gestión 
Ambiental y se someterán obligatoriamente a las directrices esta-
blecidas por el Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable. Este 
Sistema constituye el mecanismo de coordinación transectorial, 

101	Por esta  razón,  el artículo 395(2)  de la Constitución  de la República  del 
Ecuador (Registro Oficial N 449 de 20 de octubre del 2008) señala que: “Las 
políticas de gestión ambiental se aplicarán de manera transversal y serán de 
obligatorio cumplimiento por parte del Estado en todos sus niveles y por 
todas las personas naturales o jurídicas en el territorio nacional
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integración y cooperación entre los distintos ámbitos de gestión 
ambiental y manejo de recursos naturales; subordinado a las dis-
posiciones técnicas de la autoridad ambiental.

En el contexto institucional anotado (Echeverría, 2011), es im-
portante hacer un breve recuento de los aspectos que reflejan, en sí 
mismos, los avances de la institucionalidad ambiental ecuatoriana 
en los últimos quince años: es la gestión ambiental local.

En líneas anteriores se destacó el importante papel de los go-
biernos locales en los diferentes ámbitos de la gestión ambiental. 
En efecto, tanto en temas de calidad ambiental, como en temas de 
áreas naturales (desde una perspectiva de ordenamiento territo-
rial) los gobiernos locales, en particular los municipios, ejercen 
funciones, incluso autónomas102 .En cuanto a los gobiernos pro-
vinciales, la Constitución de la República otorga a este nivel de 
gobierno la competencia exclusiva sobre la gestión ambiental pro-
vincial (Constitución de la República del Ecuador. Artículo 263).

Sin perjuicio (Echeverría, 2011) de reconocer la autonomía y 
la exclusividad de algunas competencias de los gobiernos locales, 
cabe anotar que, en el marco del Sistema Descentralizado de Ges-
tión Ambiental, una estrategia de coordinación ha generado inte-
resantes resultados. Este es el caso de la acreditación, mecanismo 
que aplica únicamente en el ámbito de la evaluación de impac-
to ambiental, por el cual la autoridad ambiental nacional delega 
(transfiere temporalmente) a otra del Sistema Descentralizado de 
Gestión Ambiental la capacidad deliberar y coordinar el proce-
so de evaluación de impactos ambientales, su aprobación y  li-
cenciamiento ambiental dentro del ámbito de sus competencias 
(Legislación Ambiental Secundaria del Ministerio del Ambiente, 
2003). A la fecha, algunos gobiernos provinciales y, sobretodo, 
municipales, han sido acreditados; y, de entre ellos, algunos han 

102	En este sentido, puede argumentarse que los municipios sí tienen capacidad 
de proteger áreas naturales en su jurisdicción, en ejercicio de sus compe-
tencias sobre uso de suelo y ordenamiento territorial. No obstante, para que 
dichas áreas integren el SNAP, y solo en este caso, deberían cumplir los 
pará-metros mínimos establecidos por la autoridad ambiental nacional
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renovado su acreditación, demostrando así la efectividad de este 
mecanismo (Ministerio de Ambiente de Ecuador, 2015).En los úl-
timos años, nuevos actores (de diferentes funciones del Estado) 
han integrado la institucionalidad ambiental. Así, por ejemplo, 
en virtud de la Ley de Gestión Ambiental, la Contraloría General 
del Estado asumió una importante función de auditoría ambiental 
(Ley de Gestión Ambiental, 1999). La Defensoría del Pueblo, des-
de su creación, también ha incidido en aspectos relacionados a la 
prevención de la contaminación; y, actualmente, en la promoción 
de los derechos de la naturaleza (Defensoría del Pueblo. Ecuador, 
2015). La Función Judicial ejerce un papel fundamental en asun-
tos relativos al juzgamiento de casos por daño ambiental (Artículo 
42 Ley de Gestión Ambiental de 1999). Y, la nueva Constitución 
prevé un organismo superintendente de las actividades ambienta-
les (Artículo 213 Constitución de Ecuador).

Pero un nuevo actor, dentro de la Función Ejecutiva, se perfila 
con notoriedad: la autoridad nacional en la gestión del agua (Se-
cretaria del Agua, Ecuador, 2015). Los lineamientos constitucio-
nales dan cuenta de la importancia otorgada a la gestión del agua 
como derecho (Artículo 12 Constitución de Ecuador); como sec-
tor estratégico; o, como componente de la biodiversidad (Artículo 
313 Constitución de Ecuador). El evidente nexo normativo e ins-
titucional con la gestión ambiental y la conservación de la diver-
sidad biológica (calidad del agua, protección de ecosistemas frá-
giles como los humedales, etc.) implica que la autoridad del agua 
ejerza su gestión bajo el enfoque ecosistémico, conforme dispone 
el Artículo 412 de la Constitución. Será necesario, entonces que 
la autoridad del agua y la autoridad ambiental sumen fuerzas para 
alcanzar objetivos comunes (Echeverría, 2011).

III. Reflexiones Finales 

Como expresamos al principio, el análisis de las políticas am-
bientales en países de la Unasur tenía como objetivo desentrañar 
la conceptualización de “presupuestos mínimos” en el contexto 
del derecho comparado. Al ingresar al análisis pormenorizado de 
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los países propuestos, no se encontró una terminología similar a la 
empleada en Argentina (presupuestos mínimos), sino que la termi-
nología utilizada en países de Latinoamérica, es la de “Ley Gene-
ral del Ambiente”. Por cual, hemos identificado ambas terminolo-
gías, presupuestos mínimos y ley general del ambiente, con políti-
cas públicas ambientales. Cabe destacar que la política ambiental 
Latinoamericana es bastante joven y, analizarla, implica tener en 
cuenta variables de diferente tenor que hacen al contenido de la 
problemática ambiental. Lo cual, “no es fácil analizar procesos so-
ciales, políticos y culturales nuevos o novedosos porque es grande 
el riesgo de someterlos a cuadros analíticos y conceptuales viejos, 
incapaces de captar la novedad y, por eso, hay la tendencia a des-
valorizarlos, ignorarlos o satanizarlos” (Santos, 2010).

En términos generales, en todos los países estudiados, la elabo-
ración de la política ambiental y su formulación, tiene como punto 
de partida la descentralización de la gestión de dichas políticas. 
Cabe recordar que la formulación de políticas ambientales en La-
tinoamérica se bosquejó a través de las reformas constitucionales 
de la década de los 90’, en pleno auge del neoliberalismo. En la 
actualidad, los países de la región están facilitando que haya una 
verdadera participación popular en temas ambientales. Por lo cual, 
la descentralización en países de Latinoamérica responde a la nece-
sidad de vincular en forma más directa a las comunidades con las 
decisiones gubernamentales. Es decir, se proyectan hacia la toma 
de decisión en forma colectiva, para darle mayor legitimidad y res-
ponsabilidad de cumplimiento. Así, la descentralización implicará 
que los ciudadanos adquieran un papel fundamental en los consen-
sos sobre el desarrollo y medio ambiente (Aghón et. Al., s/f). 

Se aprecia que en los países unitarios, con distintas modali-
dades, grados de implementación y efectividad, la distribución 
de competencias ambientales es vertical entre los distintos ámbi-
tos jerárquicos. En cambio, en países federales, como Argentina, 
las competencias son provinciales y gozan de una legitimidad y 
adscripción histórica que no tienen los gobiernos regionales o de-
partamentales como por ejemplo Paraguay y Perú. En estos países 
el gobierno nacional delega ciertas competencias administrativas, 
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siendo esto un proceso relativamente nuevo, teniendo en cuenta 
que las Constituciones y los procesos de descentralización se lle-
varon a cabo a partir de la década de los 90`.

En el caso de Perú, las funciones conferidas a los organis-
mos de niveles políticos inferiores se realizan mediante planes 
de transferencia, para lo cual los gobiernos regionales y locales 
tienen que acreditar capacidades de gestión efectiva. Cabe desta-
car que de esa manera, no sólo se le transfieren atribuciones sino 
también recursos económicos para poder ejecutarlas. En relación 
a este último punto, en Argentina, los gobiernos provinciales y 
municipales tienen atribuciones originales, es decir, las provin-
cias delegan facultades en el gobierno nacional. A pesar de ello, 
es dificultosa la asignación y/o falta de recursos para poder afron-
tar las competencias ambientales. Esto se debe a que no es clara 
la distribución territorial de los recursos económicos con un fin 
ambiental. Además, no se cuenta con un estudio exhaustivo y exi-
gencias que orienten el manejo de recursos naturales. 

Respecto de los principios ambientales, cobra importancia el 
de congruencia de las normas jurisdiccionales del cual se sirven 
los estados para mantener cierta coherencia en la constante des-
centralización de la gestión ambiental. Con las nuevas reformas 
constitucionales, códigos de fondo y leyes bases sobre medioam-
biente, se pone en juego la discusión de la propiedad privada y 
el libre acceso a los recursos naturales. Se comienza a consolidar 
el principio de cooperación internacional y sustentabilidad, así 
como el de transectorialidad, protección y respeto a la cultura 
y tradición. Por un lado los derechos colectivos son adoptados 
como principio ambiental sobre los individuales. Por otro lado la 
responsabilidad por daño al ambiente tomara un rol preponderan-
te. Otros de los instrumentos que se adoptará como principio es 
el de educación ambiental, la cual creara las bases para fortalecer 
a las generaciones futuras. Asimismo, la participación y acceso 
a la información que son empleados como un instrumento para 
resolver o prever conflictos sociales acogerán la misma caracteri-
zación. Posteriormente, la innovadora inclusión de los términos 
“calidad, estándares, tecnología, reciclaje y reutilización” entre 
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de los principios ambientales cambió la forma de observar el am-
biente y ha permitió crear estrategias de gestión más integradas 
con los procesos de desarrollo.

Se apreció una marcada propensión a la participación ciu-
dadana y un fuerte amparo de los recursos naturales, para las 
generaciones futuras, con una claro pensamiento social y públi-
co, conforme a la región e idiosincrasia Latinoamericana. No obs-
tante, se evaluó que la influencia de políticas económicas neo-
liberales condicionó, durante la década de los 90´, el modo de 
diseñar, formular y ejecutar las políticas ambientales. En la ac-
tualidad, tanto Perú, Paraguay, Colombia y Chile, sostienen estas 
políticas que se originaron en procesos de orden internacional 
como la Conferencia de Río del 1992. Si bien, estos países han 
prestado conformidad en el reconocimiento a las comunidades 
indígenas, no han considerado principios y perspectivas propios 
de un paradigma latinoamericano. En cambio, Ecuador y Bolivia 
transformaron sus cartas magnas en verdaderas Constituciones 
socio-ambientales, respetando la idiosincrasia del pueblo y las 
buenas prácticas sobre la naturaleza. 

Por su parte Ecuador, al declarar a la naturaleza como suje-
to de derecho, su dogmatismo jurídico afronta el desafío que eso 
implica para la Ciencia del Derecho. Asimismo, eleva a rango 
constitucional la figura de la responsabilidad objetiva, la impres-
criptibilidad de la acción sancionatoria-penal y las acciones de 
tutela para la protección del medio ambiente y la naturaleza. En 
Bolivia se observó que la nueva Constitución, fijó un nuevo punto 
de partida en la construcción de la política ambiental, incorporó, 
al igual que Ecuador, a la madre tierra como sujeto de derecho. 
Además, constitucionalizó los interés colectivos por sobre los 
interés individuales, y creó sus propias herramientas de gestión 
ambiental adecuadas a su peculiaridad. La sanción de la nueva 
Constitución política boliviana da comienzo a un nuevo paradig-
ma y en ese proceso la propiedad de la tierra quedará en manos 
de campesinos, de pobladores rurales e indígenas y del estado 
boliviano, empoderando a su colectividad.
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Por último Brasil, a lo largo del texto de su Constitución, 
entrelaza orden económico y ambiente. Conjuntamente, expresa 
explícitamente el reconocimiento de los derechos de los pue-
blos originarios sobre las tierras, sus costumbres, creencias y su 
relación con el ambiente, continuando la tendencia de los dos 
países anteriores. La política de Brasil se orienta al sustento de 
un equilibrio ecológico y considera al medio ambiente como pa-
trimonio público que debe ser afianzado, protegido y fundado en 
el uso colectivo.

Por lo que se refiere a la institucionalidad ambiental, se evaluó 
que más de la mitad de los países estudiados, en su mayoría unita-
rios, han jerarquizado el tema ambiental al crear ministerios para 
ese propósito. Los Estados unitarios diseñan su política en forma 
verticalista, es decir desde lo nacional a lo comunal, con la obliga-
ción por parte de los niveles inferiores de estado de implementar 
la política propuesta. En cambio, los países federales, entre ellos 
Argentina, no avanzan sobre la jerarquización institucional del 
tema ambiental, sino más bien lo hacen depender de ministerios 
relacionados a temas productivos o bien de la presidencia. Los 
países federales promueven un diseño de política ambiental al 
solo efecto de señalar un camino orientativo a seguir a través de 
leyes de presupuestos mínimos y/o leyes generales de ambiente. 
En esta forma de Estado, los niveles inferiores de gobierno deci-
den su propia política ambientan dentro de cierto marco jurídico, 
sin necesidad de adoptar la legislación nacional como obligatoria, 
aunque tampoco pueden contradecirla. 

En Argentina, las provincias abrazan la legislación ambien-
tal nacional y algunas complementan, implementando fines y 
objetivos cuyo alcance sea elevar al máximo lo mínimo. El caso 
más reciente es la innovadora Ley De Ambiente, 10208, de la 
provincia de Córdoba, que implementa instrumentos relativa-
mente nuevos a nivel mundial y hace hincapié en la informa-
ción y participación social como herramienta de control hacia 
los particulares y al Estado.
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